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En el presente trabajo de investigación, se ha pretendido determinar las causas de 
vulneración del derecho al plazo razonable durante las investigaciones 
preparatorias con prisiones preventivas iniciadas durante el año 2012, así como, 
establecer los principales efectos que la afectación a este derecho fundamental 
produce en el sistema de  administración de justicia penal. 
 
Para ello, hemos considerado el estudio de las carpetas fiscales ingresadas de 
Enero a Diciembre del 2012 a las tres Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa, 
periodo que se ha tenido en cuenta; porque, si bien se analizan los casos iniciados 
el año 2012, la duración de los mismos se prolonga hasta el año 2013 e incluso 
2014, siendo imprescindible para efectos del presente trabajo un análisis global de 
todo el procedimiento concluido; por lo que, la revisión de las Carpetas Fiscales se 
llevó a cabo de Noviembre del 2013 a Mayo del 2014, lo que nos indica que el 
problema tiene vigencia, es actual y repercute no solo en los justiciables sino 
también en la población en general. 
 
En este sentido, y atendiendo a los objetivos pretendidos, nos hemos planteado la 
siguiente hipótesis de trabajo; dado que, de acuerdo a la nueva normatividad 
procesal penal vigente en la ciudad de Arequipa, el Ministerio Público dirige la 
investigación preparatoria desde las diligencias preliminares, con plena autonomía 
e iniciativa; el Fiscal debe ejercer tal función en estricta observancia a los principios 
y garantías constitucionales y el respeto de los derechos fundamentales de los 
justiciables, más aun, cuando el investigado se encuentra privado de su libertad: Es 
probable que, prácticas jurídico procesales inadecuadas del investigado con prisión 
preventiva y del Fiscal en la conducción de la investigación preparatoria, así como, 
circunstancias administrativas estén vulnerando el derecho al plazo razonable, lo 
que estaría generando efectos negativos en el sistema de administración de justicia 
penal, como la inseguridad jurídica y la desconfianza del ciudadano arequipeño en 
el nuevo modelo procesal penal peruano.  
 
Es así que, luego de desarrollar el presente trabajo de investigación y revisadas las 
carpetas fiscales seleccionadas con investigaciones preparatorias con prisiones 
preventivas en el periodo señalado y demás información solicitada a la Fiscalía 




Humano de la Unidad Ejecutora de Arequipa del Ministerio Público; como, el listado 
de casos con prisión preventiva, las Constancias de Carpeta Fiscal, reportes 
estadísticos de la Carga Fiscal, la asignación de bienes, el Cuadro de ubicación 
física de personal Fiscal y administrativo, y las dos encuestas efectuadas a los 
Fiscales; la hipótesis planteada ha sido comprobada, porque, en principio, se ha 
identificado un grupo de casos en los que efectivamente se vulnera el derecho al 
plazo razonable; y, posteriormente, se han identificado las causas de la afectación 
de este derecho fundamental y los principales efectos que se producen en el 
sistema de  administración de justicia penal. 
 
Encontrándose dentro de las causas de vulneración del derecho al plazo razonable 
durante la investigación preparatoria; en unos casos, la inadecuada conducción en 
la investigación por parte del fiscal, y, en otros, la conducta maliciosa de la defensa 
del propio investigado, quien presentando escritos y recursos sin fundamento dilata 
las investigaciones, sin perjuicio de aquellos casos en los que concurren ambos 
supuestos. 
 
Siendo un común denominador entre los casos seleccionados, la concurrencia de  
circunstancias administrativas negativas, como la carencia de recursos humanos 
que comprende: El personal fiscal y administrativo, y la carencia de recursos 
materiales que comprende: el mobiliario, material logístico e infraestructura 
inadecuada como causa de afectación del derecho al plazo razonable, pues como 
se ha podido comprobar estos aspectos no permiten que el fiscal realice sus 
funciones con prontitud y de manera adecuada, debiendo hacerse cargo tanto de la 
labor administrativa como fiscal.  
 
De otro lado, se ha demostrado del análisis de las carpetas fiscales, que como 
consecuencia de la vulneración del derecho al plazo razonable durante las 
investigaciones preparatorias con prisiones preventivas, también se han producido 
efectos negativos en el sistema de administración de justicia penal, encontrando 
entre los principales, a la inseguridad jurídica en el sistema de administración de 
justicia penal y la desconfianza del ciudadano arequipeño en el nuevo modelo 
procesal penal peruano.   
    
He ahí la necesidad de que los operadores del sistema de administración de justicia 
penal lo utilicen adecuadamente, ya sea, en la conducción de la investigación 
preparatoria por parte del Ministerio Público o en un desempeño ético por parte de 
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la defensa de los imputados; y, que quienes dirigen la implementación de este 
nuevo modelo procesal penal, comprendan la necesidad de proveer a los actores 
de las condiciones materiales necesarias y previas al proceso a fin de que el 






































In this research, we have tried to determine the causes of violation of the right to 
reasonable time during the preliminary investigations with preventive prison started 
in 2012, as well as establish the main effects that the impact on this fundamental 
right place in the system administration of criminal justice. 
 
To do this, we considered the study of the tax folders admitted from January to 
December 2012 at three Corporate Criminal Prosecution of Arequipa, a period that 
has been taken into account; because, although the cases initiated in 2012 are 
analyzed, the duration thereof is prolonged until 2013 and even 2014, being 
essential for the purposes of this paper a comprehensive analysis of the entire 
process completed; therefore, the revision of the tax folders held November 2013 to 
May 2014, indicating that the problem is valid, is current and repercussions not only 
on the litigants but also in the general population. 
 
In this sense, and considering the intended objectives, we have set the following 
working hypothesis; since, according to the new criminal procedural rules in force in 
the city of Arequipa, the Public Ministry directs the preliminary investigation from the 
preliminary hearing, with full autonomy and initiative; the Prosecutor must exercise 
that function in strict adherence to the principles and constitutional guarantees and 
respect for the fundamental rights of individuals, even more so, when the 
investigation is deprived of liberty: It is likely that inadequate procedural legal 
practices investigated preventive and the Prosecutor in the conduct of the 
preliminary investigation prison, as well as administrative circumstances are 
violating the right to a reasonable time, which would generate negative effects on 
the system of criminal justice, such as legal uncertainty and distrust of citizens of 
Arequipa in the new model of criminal procedure. 
 
It is so, then to develop this research and reviewed selected with preparatory 
research remand prisons in the indicated period and other information requested 
from the Higher and Provincial Public Prosecutor Coordinators tax folders, as well 
as the Management and Area Potential Human executing Unit of Arequipa 
Prosecutors; as the list of cases in pretrial detention, the Certificates of tax Folders, 
statistical reports of the tax burden, the allocation of assets, physical location box 
Prosecutor and administrative staff, and the two surveys to the prosecutors; The 




indeed the right to reasonable time is violated; and subsequently they have 
identified the causes of the involvement of this fundamental right and the main 
effects that occur in the system of administration of criminal justice. 
 
Meeting within the causes of violation of the right to reasonable time during the 
preliminary investigation; in some cases, inappropriate conduct in the investigation 
by the prosecutor, and in others, the malicious conduct of the defense's own 
investigation, who presented written and expands resources baseless 
investigations, without prejudice to cases in which concur both cases. 
 
Being a common denominator among the selected cases, the occurrence of 
negative administrative circumstances, such as lack of personnel, furniture, logistics 
equipment and inadequate infrastructure as a cause of infringement of the right to 
reasonable time, since, as it has been shown these aspects do not allow the 
prosecutor to perform their duties promptly and appropriately, and must take care of 
the administrative work both as a prosecutor. 
 
On the other hand, it has shown the analysis of tax folders, which have also 
produced negative effects on the system of criminal justice, finding among the main, 
to the legal uncertainty in the system of administration of criminal justice and 
Arequipa citizen distrust of the new Peruvian criminal procedure model as a result of 
the violation of the right to reasonable time during the preliminary investigations with 
preventive prison. 
 
That is the need for system operators criminal justice use it properly, either, in the 
conduct of the preliminary investigation by the public prosecutor or ethical 
performance by the defense of the accused; and those who direct the 
implementation of this new model of criminal procedure, understand the need to 
provide the actors of the material conditions and pre-process so that the right to 












El presente trabajo intitulado “Causas de Vulneración del Derecho al Plazo 
Razonable durante La Investigación Preparatoria con Prisión Preventiva en Las 
Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa y sus Principales Efectos en el Sistema 
de Administración de Justicia Penal. Arequipa Enero-Diciembre del 2012”, pretende 
propiciar un espacio de reflexión para los administradores de justicia, quienes por 
su actividad personifican ese poder deber del Estado de prestar jurisdicción de 
manera adecuada y oportuna a todo aquel que lo requiera.  
 
Para ello, hemos dividido el trabajo en cuatro capítulos. El primero, está 
determinado por el derecho  fundamental materia de estudio, y nos referimos al 
derecho al plazo razonable, el mismo que se encuentra entre los contenidos 
esenciales que modifican el tradicional concepto del debido proceso del cual es 
parte; y, a partir del cual se ha originado, para permitirnos determinar los tiempos 
que debiera utilizar la investigación preparatoria, en este caso, cuando el 
investigado se encuentra privado de su libertad preventivamente. 
 
Siendo que, desde un punto de vista amplio el derecho al plazo razonable se 
entiende como el derecho a un proceso rápido, sencillo y eficaz, que no 
necesariamente es el legal; pero, que será evaluado en cada caso en particular de 
acuerdo a sus circunstancias especiales, que además exige de las autoridades una 
“especial diligencia” cuando se trata de investigados que padecen una prisión 
preventiva, tal como lo regulan las normas de carácter supranacional y tribunales 
internacionales de derechos humanos, como el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos que le dan un amplio 
tratamiento a este derecho, como uno de los pilares fundamentales del Estado de 
Derecho en una sociedad democrática.   
 
Tal como lo ha comprendido en el derecho comparado, la legislación colombiana, a 
la cual también nos referiremos en este Capítulo para una mayor ilustración de la 
aplicación de este concepto en otros países de nuestra región a partir de un modelo 
procesal penal muy similar al nuestro, como es el acusatorio garantista. 
 
En el segundo capítulo, desarrollaremos el concepto del plazo razonable dentro de 
este nuevo modelo procesal penal peruano, que surge a partir de una reforma 




procesal que se viene dando en numerosos países latinoamericanos desde la 
segunda década de los años 80 en el siglo XX. 
 
Así, si bien nuestra Constitución no reconoce explícitamente el derecho al plazo 
razonable, este deriva de la interpretación del haz de derechos que forman parte 
del contenido implícito del derecho fundamental al debido proceso en su dimensión 
procesal, que si se encuentra regulado en el Artículo 139.3 de misma, conforme lo 
ha señalado el Tribunal Constitucional Peruano, que ha tenido a bien desarrollar 
ampliamente este concepto en la misma línea jurisprudencial que lo han hecho sus 
predecesores, es decir, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y la Corte 
Interamericana de Justicia. 
 
En ese sentido, el Tribunal Constitucional Peruano identifica cuatro criterios para 
determinar la vulneración del derecho al plazo razonable en los procesos con 
prisión preventiva, como son: la complejidad del asunto, la actividad procesal del 
interesado, la conducta de las autoridades; y, la afectación generada en la situación 
jurídica del procesado, que serán útiles para el desarrollo del Capítulo III del 
presente trabajo. 
 
De otro lado, encontraremos en el Capítulo II al derecho al plazo razonable como 
piedra angular para la construcción de este nuevo modelo procesal que se da con 
la vigencia del Código Procesal Penal del 2004, donde el Artículo I de su Título 
Preliminar establece: “1. La justicia penal (…) Se imparte con imparcialidad por los 
órganos jurisdiccionales competentes y en un plazo razonable.”  
 
Modelo procesal penal que en el caso peruano nos presenta la siguiente estructura: 
La investigación preparatoria, la etapa intermedia y la de juzgamiento, siendo que, 
la primera etapa que es materia de estudio, incluye a su vez dos sub etapas, la 
investigación preliminar y la investigación preparatoria propiamente dicha, cuya 
conducción en su integridad se encuentra a cargo del Fiscal, mientras que el juez 
de investigación preparatoria solo cumple un rol garantista, ya que, este nuevo 
modelo a diferencia del anterior (sistema mixto) no solo trae una nueva estructura 
sino la asignación diferenciada de roles, que ha exigido del Ministerio Público una 
nueva organización sobre la base de un modelo corporativo y el trabajo en equipo. 
 
Finalmente, en el tercer y cuarto capítulo, nos referiremos al aspecto sustancial del 
trabajo, cual es, el trabajo de campo, siendo que, en el tercer capítulo 
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identificaremos los casos en los cuales se ha vulnerado el derecho al plazo 
razonable, resultado que obtendremos del análisis del listado de casos con prisión 
preventiva, de las Constancias y revisión física de las propias carpetas fiscales con 
investigaciones preparatorias con prisiones preventivas de las tres fiscalías Penales 
Corporativas de Arequipa iniciadas durante el año 2012. 
 
De otro lado, en el cuarto capítulo nos avocaremos al estudio de las causas de 
vulneración del derecho al plazo razonable y sus principales efectos en el sistema 
de administración de justicia penal, identificando las causas, a partir de los 
siguientes indicadores: Las prácticas jurídico procesales inadecuadas tanto del 
investigado como del fiscal en la conducción de la investigación, así como, por  
circunstancias administrativas negativas, como resultado de la revisión de carpetas 
fiscales, reportes estadísticos de la Carga Fiscal, la asignación de bienes, el Cuadro 
de ubicación física de personal Fiscal y administrativo, y la encuesta efectuada a los 
Fiscales. 
 
Así mismo, como resultado de una segunda encuesta formulada a los fiscales a 
cargo de las carpetas seleccionadas de las Tres Fiscalías Penales Corporativas de 
Arequipa, en el periodo establecido, encontraremos los principales efectos 
negativos en el sistema de administración de justicia penal, que nos permitirá 
establecer que el problema planteado, adquiere vital importancia, pues no ha sido 
superado por nuestro distrito fiscal, lo que repercute no solo en los justiciables 
privados de su libertad que esperan largos periodos de tiempo para ser juzgados, 
generando inseguridad jurídica, sino también en la población Arequipeña en 
general, que contempla un ineficiente, ineficaz e inefectivo  nuevo modelo procesal 



























UNA APROXIMACIÓN JURÍDICA AL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE 
 
No debemos olvidar que, el tiempo en el proceso juega un papel sumamente 
importante, y el proceso penal no resulta ser la excepción; porque, del  decurso del 
tiempo dependerá la vulneración de los derechos fundamentales de los justiciables, 
como el derecho a un plazo razonable, el cual es materia de nuestra investigación. 
 
En este capítulo, nos avocaremos al estudio de este derecho fundamental, plazo 
razonable, que surgió en el tiempo ante la necesidad de que los procesos no se 
tornaran en interminables y que actualmente es un tema de estudio medular en la 
legislación comparada y jurisprudencia supranacional a nivel internacional.  
 
 
1.1. EL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE DENTRO DE LA MODERNA 
CONFIGURACIÓN DEL DEBIDO PROCESO 
 
En el estudio del derecho al plazo razonable no debe olvidarse que este forma parte 
del debido proceso y que su configuración moderna evoca más que un concepto 
abstracto que persigue la perfección de los procedimientos evitando la arbitrariedad 
por parte del juzgador, una garantía fundamental para la protección de los derechos 
humanos. 
 
Por tal razón, debemos tener en cuenta que el concepto de debido proceso en 
estos tiempos debe estar ligado a la idea de un debido proceso transnacional, que 




lo tanto, el concepto del debido proceso legal arraigado en el cumplimiento estricto 
de la ley, debe quedar como parte de la historia, de su evolución y no como una 
realidad. 
 
De otro lado, debemos precisar que este derecho humano presenta una vocación 
expansiva, no solo a nivel de su reconocimiento internacional, a través de tratados y 
organismos internacionales, sino que su contenido es cada vez más amplio; y, por 
ello, comprende cada vez un mayor número de derechos, algunos diferenciados de 
acuerdo al tipo de proceso o procedimiento, sus principios y su naturaleza; y, otros, 
comunes a  todo tipo de proceso o procedimiento como el derecho a un plazo 
razonable, que nos convoca en el presente caso. 
 
En ese sentido, el debido proceso; y, dentro de este, el derecho al plazo razonable, 
deberá estar presente en todo tipo de proceso o procedimiento.  Tal como lo 
establece el Tribunal Constitucional del Perú: “(…) el derecho al debido proceso, 
reconocido en el inciso 3 del artículo 139 de la Constitución, es un derecho cuyo 
ámbito de irradiación no abarca exclusivamente el campo judicial, sino que se 
proyecta, con las exigencias de su respeto y protección, sobre todo órgano, público 
o privado, que ejerza funciones formal o materialmente jurisdiccionales.”1  
 
Por lo tanto, se incluye dentro del concepto, incluso aquellos órganos que sean 
corporativos, particulares, arbitrales, parlamentarios, castrenses, entre muchos 
otros, como ocurre con la investigación preliminar  del nuevo modelo procesal penal 
en el Perú (etapa pre jurisdiccional), que tampoco puede estar exenta de las 
garantías que comprende un debido proceso penal. 
 
En ese sentido, la actividad investigatoria desplegada por el Ministerio Público si 
bien ha sido definida como una función de carácter cuasi jurisdiccional también 
debe respetar las exigencias del debido proceso, tal como lo ha precisado el 
Tribunal Constitucional al señalar que:  
 
“…En lo que respecta al derecho al debido proceso, reconocido en el inciso 
3) del artículo 139 de la Constitución, cabe señalar que dicho atributo 
fundamental forma parte del ‘modelo constitucional del proceso’, cuyas 
garantías mínimas deben ser respetadas para que el proceso pueda 
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considerarse debido. En ese sentido, la exigencia de su efectivo respeto no 
solo tiene que ver con la necesidad de garantizar a todo justiciable 
determinadas garantías mínimas cuando este participa en un proceso 
judicial, sino también con la propia validez de la configuración del proceso, 
cualquiera que sea la materia que en su seno se pueda dirimir, como puede 
ser la actividad investigatoria que desarrolla el fiscal penal en sede pre 
jurisdiccional. De esta forma, el debido proceso no solo es un derecho de 
connotación procesal que se traduce, como antes se ha dicho, en el respeto 
de determinados atributos, sino también una institución compleja que 
desborda el ámbito meramente jurisdiccional…”2  
 
 
1.2. ANTECEDENTES DEL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE  
 
Si bien el concepto del derecho al plazo razonable entendido como un derecho 
fundamental es de data reciente; la excesiva duración de los litigios constituye uno 
de los mayores y más viejos males de la administración de justicia.  
 
Así, en el derecho Continental encontramos su más remoto antecedente en el 
derecho Romano Imperial, donde la recopilación de Justiniano hacía referencia a 
una constitución que adoptaba medidas para que los litigios no se tornen en 
interminables, fijando en un año el tiempo que podía durar un proceso penal, 
posteriormente amplio este plazo a dos años. Periodo que sería asumido en el  
siglo XIII por el rey castellano Alfonso X “El Sabio” en Las Siete Partidas, donde 
ordenaba que ningún juicio penal pudiera durar más de dos años.  
 
Por su parte, en el Derecho Anglosajón, su más claro antecedente lo encontramos 
en la Carta Magna de 1215, la misma que fue producto de la sublevación de los 
súbditos (nobleza) contra el Rey Juan de Inglaterra (sin tierra) y a través de la cual 
el rey inglés se comprometía a no denegar ni retardar derecho y justicia. 
Disposición que posteriormente sería interpretada por uno de los jueces ingleses 
más prestigiosos, Edwar Coke,  sosteniendo que: 
 
“(…) toda persona del reino que haya sufrido una agresión en sus bienes, 
tierra o persona, por otro sujeto, sea eclesiástico o laico, libre o no, hombre 
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o mujer, viejo o joven, fugitivo, excomulgado o de cualquier otra condición, 
sin excepción, puede alcanzar remedio por intermedio del derecho, y tener 
justicia, y cura para el daño que se le hizo, libremente sin pagar, totalmente 
sin ninguna denegatoria, y rápidamente sin dilación.”3 
 
Posteriormente, a finales del siglo XIII, la judicatura inglesa conformo comisiones  
que visitaban las zonas rurales del país tres veces al año. Coke participo de esta 
experiencia que le permitió concluir que la detención prolongada, sin juicio, no solo 
era  contraria al derecho y costumbre de Inglaterra, sino que podía ser una impropia 
denegatoria de justicia. Sosteniendo en la segunda parte de sus institutas que: 
“Que no sufra el prisionero una detención prolongada, sino que en su próxima 
comparecencia, se le otorgue plena y rápida justicia…sin mantenerlo encarcelado”4 
 
Más tarde, El Habeas Corpus Act de 1679, preceptuó que se brindara un alivio más 
rápido para toda persona detenida por la presunta comisión de un delito: “More 
Speedy Relief of all persons imprisoned for any such criminal or supposes criminal 
matters” y exigió que los detenidos por “felonies” fueran puestos en juicio a su 
propio pedido dentro de los términos de la Corte o se les liberara por una fianza. 5 
 
No obstante, la llegada de este nuevo concepto a América, se produce a través de 
las colonias norteamericanas, como producto de su independencia en 1776 y con el 
advenimiento del constitucionalismo, a través de constituciones norteamericanas  
como la de Maryland, Pennsylvania  de 1777 en sus artículos 8 y 9, y 
Masachussetts,  esto a partir del concepto del debido proceso. 
 
Siendo que, en la sección octava de la Declaración de Derechos de Virginia de 
1776 (primera declaración de derechos de las colonias) se disponía que toda 
persona sometida a persecución penal tiene derecho a un juicio rápido ante un 
jurado imparcial, planteamiento que posteriormente seria recogido por Madison en 
la sexta Enmienda a la Constitución de los Estados Unidos, a saber:  
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 SALINAS MENDOZA, Diego. El Plazo Razonable del Proceso en la Jurisprudencia Contemporánea, pág. 94 
(traducción del autor). 
 
4
 Ibíd., pág. 95 (traducción del autor). 
 
5
 El derecho penal angloamericano distingue, en base a su gravedad, tres tipos de infracciones penales: “crimes, 




“En toda causa criminal, el acusado gozara del derecho  de ser juzgado 
rápidamente y en público por un jurado imparcial del distrito y Estado en que 
el delito se haya cometido. Distrito que deberá haber sido determinado 
previamente por la ley; así como, de que se le haga saber la naturaleza y 
causa de su acusación, de que se le caree con los testigos que depongan 
en su contra, de que se obligue a comparecer a los testigos que le 
favorezcan y de contar con la ayuda de un abogado que lo defienda.”6 
 
Por su parte los pensadores de la Ilustración en el derecho continental, también 
consideraron que las causas penales debían durar lo menos posible, para evitar 
que la verdad de los hechos quedara oscurecida  por el paso del tiempo y se 
infringiera un sufrimiento innecesario al procesado.  
 
Pero, a diferencia del derecho angloamericano esta preocupación se manifestó en 
la construcción de plazos legales para las distintas fases y actos procesales; así 
como, en el desarrollo de toda una tecnología sobre el funcionamiento y estructura 
de la segmentación de unidades temporales utilizables en un proceso, 
características compatibles con el nuevo Derecho Público europeo que nació de la 
Revolución francesa, caracterizada por el culto al principio de legalidad y la enorme 
desconfianza en la labor del juez. 7 
 
Sin embargo, fue con el advenimiento del constitucionalismo moderno, después de 
la Segunda Guerra Mundial, cuando se observo los logros alcanzados por el 
derecho angloamericano, y recién se concibe al plazo razonable como un derecho 
fundamental, reconociéndolo en diversos instrumentos internacionales, como la  
Convención Europea de 1950. 
 
No obstante, en el Perú, revisados los antecedentes legislativos, y a pesar de que 
la Constitución de 1823, ya reconocía el derecho a un debido proceso cuando 
establecía que ninguna autoridad podía abreviar ni suspender el proceso sin causa, 
no se ha encontrado ninguna referencia al derecho al plazo razonable, por lo que, 
concluimos que el tema no ha sido desarrollado con anterioridad a la legislación 
vigente, encontrando su primera referencia en el Código Procesal Penal del 2004. 
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 SALINAS MENDOZA, Diego. Op. Cit., pág. 96. (traducción del autor). 
 
7
Ibíd., pág. 110. 
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En ese sentido, la Constitución Política del Perú de 1979, al igual que la de 1993, 
no hace ninguna referencia expresa al derecho al plazo razonable, lo mismo ocurre 
con el Código de Procedimientos Penales de 1940, como legislación especial de la 
materia.  
 
No obstante, el derecho al plazo razonable es un derecho implícito en el contenido 
del derecho a un debido proceso, que si se encuentra reconocido por nuestra actual 
Constitución Política en el  Artículo 139.3, y en virtud a los tratados internacionales 
de los que el Perú es parte, conforme lo prescribe la Cuarta Disposición Final y 
Transitoria de nuestro texto constitucional, el derecho al Plazo razonable se 
encuentra comprendido como parte del derecho al debido proceso. 
 
Para ello, conforme lo ha establecido la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos es deber del Estado Peruano, realizar un análisis de convencionalidad, lo 
que significa que cualquier norma o actuación del Estado debe ser analizada no 
solo en función de la norma constitucional nacional sino también en función de las 
obligaciones internacionales asumidas por aquel en materia de derechos humanos.  
 
1.2.1. Ámbito Conceptual del Derecho al Plazo Razonable 
 
El derecho a un plazo razonable se encuentra entre los contenidos esenciales que 
modifican el tradicional concepto que se tiene del debido proceso, y nos permite 
determinar los tiempos que debiera utilizar el proceso, que desde un punto de vista 
amplio se entiende como el derecho a un proceso rápido, sencillo y eficaz, 
comprendido este último concepto, como la idoneidad del recurso para producir el 
resultado para el cual ha sido creado, tal como lo regulan las normas de carácter 
supranacional y tribunales internacionales.   
 
En ese sentido, “la doctrina ha establecido que plazo es el espacio de tiempo dentro 
del cual debe ser realizado un acto procesal. Es decir, es toda condición de tiempo 
puesta al ejercicio de una determinada actividad procesal. Este concepto se debe 
diferenciar del de término que indica el momento concreto en que se realiza una 
actuación, con expresión de día y hora en que debe verificarse esta…”8 
 
De otro lado, el concepto de razonabilidad: 
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“… descansa en la premisa de que el Derecho es un sistema, una 
estructura y como tal, todas sus partes deben estar en sintonía en una 
relación de auto dependencia. Todo sistema reclama una lógica, un sentido, 
una direccionalidad a la que se enderezan todas sus partes, pues bien, 
respetar el principio de razonabilidad sugiere que no se transgreda ese 
sentido, esa lógica, ni en lo formal ni en lo sustancial. Se transgrede en lo 
formal cuando no se respeta el principio de supremacía constitucional o 
cuando no se sigue el procedimiento preestablecido para la producción de 
normas. Se altera en lo sustancial cuando el contenido material de los actos 
de poder se encuentran divorciados con el  repertorio mínimo de valores que 
consagra la Constitución, deviene entonces, ese acto en injusto.”9 
 
Entonces, se entiende por plazo al periodo de tiempo que dura un proceso o una 
etapa del mismo, y por razonable como aquello ajustado a la razón, justo, 
equitativo, moderado, aceptable; por lo tanto, cuando hablamos del plazo razonable 
en el proceso, queremos decir que, el proceso como conjunto máximo de la 
actividad procesal, debe y solo puede ser realizado en un tiempo fijado como 
razonable. 
 
No obstante, todavía resulta difícil establecer el contenido del derecho al “plazo 
razonable”, pudiendo ser entendido de diferentes formas, que incluso podrían 
parecer contradictorias entre sí, de acuerdo a la interpretación que se le dé en cada 
caso particular, tanto así, que en el derecho anglosajón se le denomino como un 
“derecho amorfo”.  
 
A más de ello, en la práctica encontramos este derecho ligado siempre a otros 
derechos, como el derecho a la libertad o al de presunción de inocencia, entre 
otros, lo que dificulta aun más su definición; sin embargo, para efectos de este 
trabajo queda claro que el derecho al plazo razonable es un derecho implícito en el 
debido proceso, que determina la razonabilidad de los tiempos que debe utilizar un 
proceso o procedimiento. 
 
Sin embargo, no existe un modo univoco en el que la doctrina desarrolle este 
derecho al plazo razonable; por lo que, se habla de diferentes teorías, una de ellas 
                                                 
9
 GUTIERREZ CAMACHO, Walter. La Razonabilidad de la Leyes y otros Actos de Poder. En la Revista Jurídica 
Dialogo con  la Jurisprudencia. Tomo No 1. Pág. 41-53. 
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la podríamos denominar como la doctrina del “plazo legal”; y, la otra, hartamente 
conocida, como la doctrina del “no plazo”.  
 
Inclusive, tal como lo señala Gozaini, un sector de la ciencia procesal de tendencia 
privatista, considera que el proceso no tiene necesidad de un control de plazos, 
porque la satisfacción de los litigantes no proviene de la rapidez del sistema de 
administración de justicia donde ventilan sus controversias, sino que, son las partes 
quienes disponen de los tiempos del proceso, porque solo a ellas les interesa la 
oportunidad para que el juez resuelva sus causas con carácter definitivo.10   
 
No obstante, consideramos que este último punto de vista está lejos de lo que 
propugna el proceso penal, donde el interés público es el que impone al Estado la 
obligación de perseguir el delito aun cuando las partes no lo hagan, porque la 
finalidad del derecho penal es tutelar bienes jurídicos de especial relevancia, como 
la vida, la libertad, la integridad, etc. 
 
Razones por las cuales, nos adherimos a la posición doctrinaria mayoritaria, que 
considera que dentro de la evolución de los derechos humanos y en mérito a 
principios como los de celeridad y economía procesal11, concentración12 y 
preclusión13; la utilización de un plazo razonable en un proceso o investigación 
penal se convierte en un derecho fundamental que nos impone la obligación de 
reconocer el carácter de garantía procesal interna para asegurar un proceso rápido, 
eficaz y expedito, y admitir que se tiene un compromiso internacional al haberse 
incorporado este derecho expresamente en los tratados y convenciones sobre 
derechos humanos. 
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 GOZAINI, Oswaldo Alfredo. Derecho  Procesal Constitucional. El Debido Proceso. Pág. 500. 
 
11
 Algunos autores sostienen que el principio de economía procesal, debe ser entendido como la duración del 
proceso y la onerosidad que significa transitar en él; sin embargo, nosotros consideramos que el concepto de 
economía procesal está más ligado a la onerosidad que significa transitar por un proceso que a la duración del 
mismo, siendo que este último concepto está más ligado al principio de celeridad procesal que al de economía. 
 
12
 Si nos remitimos al concepto del principio de concentración, encontramos que se trata de cumplir todas las 
secuencias del procedimiento en el menor número posible de actos procesales. La idea está en resumir la actividad 
procesal a las etapas necesarias, útiles y conducentes, eliminando las que fueran superfluas o inoficiosas. 
GOZAINI, Osvaldo Alfredo. Derecho Procesal Constitucional (El Debido Proceso). Pág. 507. 
 
13
 La preclusión guarda relación con el orden progresivo de las actuaciones procesales, dado que, si estas  tienen 
asignado un periodo de tiempo para ser cumplidas, ello significa que el transcurso de una fase a otra para seguir la 
prosecución del proceso, consume la oportunidad y extingue el tiempo disponible para hacerlo. Por ello, este 
principio preclusivo se encuentra vinculado al impulso procesal, ya que, este último fundamenta la rigidez de los 
plazos y las modalidades con que se sanciona la inactividad procesal, siendo obligación del órgano que administra 
justicia garantizar el derecho de toda persona a un proceso rápido y expedito porque existe un interés público, la 




Cabe en esta instancia hacer referencia al contenido de la doctrina que hemos 
tenido a bien denominar, del plazo legal, o, que en palabras de Neyra Flores es la 
doctrina del plazo en sentido estricto, que surgió a partir de una crítica a la 
concepción del no plazo, del cual se dice que por su falta de limites lo puede llevar 
a la arbitrariedad.  
 
En ese sentido, para esta teoría, refiriéndonos a aquella que es prevista en 
abstracto por la ley y dentro de la cual debe ser realizado un acto procesal o un 
conjunto de ellos, un plazo será razonable siempre y cuando cumpla el lapso de 
tiempo establecido por la ley.14 
 
De otro lado, conforme lo señala el mismo autor, refiriéndose a la “Teoría del No 
Plazo”, el plazo razonable no se mide en días, semanas, meses o años, sino que se 
trata de un concepto jurídico indeterminado que debe ser evaluado por los jueces, 
caso por caso, tal como lo ha reconocido la propia Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, en su Informe No 12/96, del 01 de Marzo de 1996: 
 
“67. La Comisión considera que no se puede establecer en forma abstracta 
el "plazo razonable" de prisión sin condena (…). No se puede juzgar que un 
plazo de detención preventiva sea "razonable" per se, solamente basándose 
en lo que prescribe la ley (…) 
 
70. La Comisión ha mantenido siempre que para determinar si una 
detención es razonable, se debe hacer, inevitablemente, un análisis de cada 
caso. Sin embargo, esto no excluye la posibilidad de que se establezca una 
norma que determine un plazo general más allá del cual la detención sea 
considerada ilegítima prima facie, independientemente de la naturaleza del 
delito que se impute al acusado o de la complejidad del caso. Esta acción 
sería congruente con el principio de presunción de inocencia y con todos los 
otros derechos asociados al debido proceso legal. 
 
72. (…) En este sentido, es esencial tomar nota de que la detención 
preventiva se aplica sólo en casos excepcionales y que su duración se debe 
examinar a fondo, especialmente cuando el plazo es superior al límite que 
estipula la ley para todo el proceso penal. La detención sin condena puede 
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no ser razonable aunque no exceda dos años; al mismo tiempo, dicha 
detención puede ser razonable aún después de cumplido el límite de dos 
años que estipulan los artículos 379.6 y 701.”15 
 
En ese sentido, debemos diferenciar el concepto de plazo razonable del plazo legal, 
que no necesariamente se condicen, ya que, el primero de ellos nos exige la 
aplicación de criterios de razonabilidad en la determinación de los plazos, y nos ha 
sido traído del sistema del comon law; en cambio, el segundo nos ha sido heredado 
del civil law, donde los jueces no gozan de la confianza de la población para 
administrar justicia, por el contrario, son considerados como un mal necesario; por 
lo que, a fin de evitar la arbitrariedad en su actuación, existe todo un sistema de 
plazos legales expresamente establecidos en la ley, que no siempre son 
razonables. 
 
De lo cual podemos concluir que, de acuerdo a la teoría del “no plazo” aceptada por 
la jurisprudencia nacional y supranacional, no es posible establecer una regla finita 
para resolver una situación jurídica, un proceso o una etapa del mismo, porque la 
razonabilidad de un plazo se debe compulsar en un contexto específico, toda vez 
que, no existen criterios generales de validez universal, ya que, el plazo razonable 
no se debe confrontar únicamente con los tiempos procesales dispuestos (legales), 
sino con todas las  condiciones que el sistema ofrece para desarrollar 
adecuadamente el litigio. 
 
En esta instancia, cabe referirnos al término “dilaciones indebidas”, entendiendo por 
dilación: “…todo retardo o detención de una cosa o situación dentro de un espacio 
temporal...”16  y por “indebido”, aquello que no es obligatorio; por tanto, inexigible, 
injusto, ilícito o ilegal, inicuo, antirreglamentario.17 
 
En consecuencia, el concepto de dilación indebida: “… se puede relacionar con la 
demora o retraso en la actuación judicial, de manera que, el tiempo invertido para 
decidir no es oportuno ni razonable, además de manifiestamente inexcusable.”18 
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 La legislación a la cual se hace referencia el Informe citado de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, es la Argentina, cuyo Código de Procedimientos en Materia Penal fija un plazo máximo de 2 años para 
la detención preventiva. http://www1.umn.edu/humanrts/cases/1996/Sargentina12-96.htm.  
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 PEREZ, Vallespin. Citado por GOZAINI, Osvaldo Alfredo, pág.547. 
 
17
 CABANELLAS, Guillermo. Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual  (Tomo IV), pág. 383. 
 
18
 Así, la expresión dilaciones indebidas surgió con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1996, 
como una exigencia para los procesos penales inicialmente, y luego para todo tipo de proceso o procedimiento 
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Siendo, el retraso o demora injustificada en la actuación de la autoridad que 
administra justicia, una de las manifestaciones de la vulneración del derecho al 
plazo razonable, dado que, la otra es que el proceso resulte excesivamente breve, 
porque ello también afecta el derecho a un plazo razonable, ya que, se decide sin 
actuación probatoria necesaria.  
 
Así lo ha entendido el ilustre jurista Fairen Guillen, quien sostiene que: “Debe 
interpretarse el tiempo en el proceso como un equilibrio entre la equidad que un 
litigio debe desempeñar en sus necesidades temporales para resolver y el plazo 
razonable que no necesariamente, supone plazos cortos ni rapideces forzadas”.19   
 
En ese sentido, la rapidez no supone la finitud perentoria de un proceso, sino que 
en cada etapa del procedimiento se debe realizar la mayor parte de actos de 
impulso y desarrollo, de modo tal que, se permita en el menor periodo de tiempo  
alcanzar el estado de resolver sin agregar trámites. 
 
Sin embargo, para efectos del presente trabajo consideramos ambos términos 
(plazo razonable y dilación indebida) como sinónimos, dado que, ambos conceptos 




1.3. EL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE EN LA LEGISLACIÓN 
COMPARADA- COLOMBIA. 
 
Partiremos por señalar que como ocurre con el derecho al plazo razonable en 
general, en la legislación colombiana, este derecho forma parte del debido proceso, 
que ha sido definido por la Corte Constitucional de Colombia en la Sentencia T-039 
de 1996 en los siguientes términos:  
 
“El derecho fundamental al debido proceso en materia penal, siguiendo la 
reiterada jurisprudencia de la Corte, constituye una limitación al poder 
punitivo del estado, en cuanto comprende el conjunto de garantías 
sustanciales y procesales especialmente diseñadas para asegurar la 
                                                                                                                                          
ante cualquier autoridad que administre justicia, sin acciones dilatorias u obstruccionistas que paralicen u 
obstaculicen infructuosamente la solución final de la controversia, ya sea, por parte de las autoridades que 
administran justicia o las partes en el proceso. GOZAINI, Osvaldo Alfredo. Op. Cit, pág.551. 
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 FAIREN GUILLEN. Citado por GOZAINI, Osvaldo Alfredo. Op. Cit., pág.504. 
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legalidad, regularidad y eficacia de la actividad jurisdiccional en la 
investigación y juzgamiento de los hechos punibles, con miras a la 
protección de la libertad de las personas, u otros derechos que puedan 
verse afectados.  
 
Las aludidas garantías configuran, conforme al Artículo 29 de la constitución, 
los siguientes principios medulares que integran su núcleo esencial: (…) 
debido proceso sin dilaciones injustificadas…”20 
 
Como podemos advertir la concepción que sobre el debido proceso se tiene es 
aquella heredada del civil law, en la que el debido proceso surge como un límite 
ante la eventual arbitrariedad que pudieran cometer las autoridades en el ejercicio 
del ius puniendi.   
 
En ese orden de ideas, en el derecho Colombiano, el derecho al plazo razonable es 
comprendido a partir del concepto de dilaciones indebidas o injustificadas, cuyo 
contenido esencial, conforme lo señala la mencionada sentencia constitucional, se 
refiere a una razonable dimensión temporal del procedimiento necesario para 
resolver y ejecutar lo resuelto.  
 
Razonabilidad que es establecida, en principio, por el legislador al expedir las 
normas que regulan los plazos para el desarrollo de los diferentes procesos y la 
adopción de las decisiones dentro de los mismos. Por lo cual, para la Corte 
Constitucional Colombiana un proceso sin dilaciones indebidas es: “aquel en el que 
el trámite se desenvuelve en condiciones de normalidad dentro de los plazos 
perentorios fijados por el legislador y en el que los intereses litigiosos reciben pronta 
satisfacción...”21  
 
Sin embargo, como lo establece la propia Corte: 
 
“no se trata únicamente de velar por el cumplimiento de los términos por sí 
mismos ya que él no se concibe como fin sino como medio para alcanzar los 
fines de la justicia y la seguridad jurídica, sino de asegurar que, a través de 
su observancia, resulten eficazmente protegidos los derechos de los 
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 BERNAL CUELLAR, Jaime y MONTEALEGRE LYNETT, Eduardo. El Proceso Penal (Fundamentos 
Constitucionales y Teoría General). Tomo I. Pág. 82. 
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gobernados, muy especialmente el que tienen todas las personas en cuanto 
a la obtención de pronta y cumplida justicia (Cfr. Corte Constitucional. Sala 
Tercera de Revisión. Sentencia T-431 del 24 de junio de 1992. M.P.: Dr. 
José Gregorio Hernández Galindo)”22 
 
En ese orden de ideas, la Constitución Colombiana en su Artículo 2, proclama la 
justicia como valor fundamental y como fines esenciales del Estado, la efectividad 
de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución y la vigencia 
de un orden justo: 
 
”Artículo 2. Son fines esenciales del Estado:  
Servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los 
afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la 
Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial 
y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 
 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 
personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y 
demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado y de los particulares.” 
 
En ese sentido, la suprema norma del derecho penal Colombiano reconoce la 
necesidad de una protección real y no solo virtual de los derechos de los 
ciudadanos, tal como lo ha destacado, el Tribunal Constitucional Colombiano, 
cuando señala: 
 
“[…] la jurisdicción no cumple con la tarea que le es propia, si los procesos 
se extienden indefinidamente, prolongando de esta manera, la falta de 
decisión sobre las situaciones que generan el litigio, atentando así, 
gravemente contra la seguridad jurídica que tienen los ciudadanos.  
 
La administración de justicia, no debe entenderse en un sentido netamente 
formal, sino que radica en la posibilidad real y verdadera, garantizada por el 
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Estado, de que quien espera la resolución de un proceso, la obtenga 
oportunamente.  
 
[…] Así las cosas, vale decir, que una decisión judicial tardía, constituye en 
sí misma una injusticia, como quiera que los conflictos que se plantean 
quedan cubiertos por la incertidumbre, con la natural tendencia a agravarse. 
 
El transcurso de períodos prolongados, más allá de los términos previstos 
en la ley para la toma de las decisiones, se traduce en una omisión 
constitutiva de falta de la actividad debida, la cual en sí misma es violatoria 
del derecho fundamental al debido proceso.”23. 
 
Es así que, el debido proceso se configura la pronta y eficaz administración de 
justicia como un pilar esencial del Estado Social de Derecho Colombiano. Siendo el 
artículo 29 de la misma Constitución Política de Colombia, el cual prevé que el 
debido proceso gobernará todo tipo de actuaciones, no solo judiciales sino también 
administrativas:  
 
“Artículo 29.- El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 
judiciales y administrativas (…) 
  
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado 
judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a 
la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la 
investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin 
dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se 
aleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser 
juzgado dos veces por el mismo hecho.  
 
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido 
proceso.” 
 
En ese sentido, la dilación que carece de una causa justa (injustificada) en los 
trámites para lograr el acceso a la justicia desconoce los postulados del Estado 
social de derecho colombiano, así como, el debido proceso de quienes son parte en 
los procesos cualquiera sea su naturaleza.  
                                                 
23
 Sentencia T-577-98 de fecha 15/10/1998. http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1998/T-577-98.htm. 
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No obstante, para la legislación colombiana, cuando la dilación deriva de una causa 
justa, la admisibilidad del incumplimiento de los plazos judiciales o administrativos 
tiene un carácter excepcional, pues la regla general, contenida en el Artículo 228 de 
la Constitución, es la obligatoriedad y perentoriedad de los términos: 
 
“Artículo 228.- La Administración de Justicia es función pública.  
Sus decisiones son independientes. Las actuaciones serán públicas y 
permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas 
prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se observarán 
con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será 
desconcentrado y autónomo.” 
 
Sin embargo, las excepciones deben ser “muy circunstanciales, alusivas a casos en 
concreto, cuando no quepa duda del carácter justificado de la mora. La justificación, 
que es de alcance restrictivo, consiste únicamente en la situación probada y 
objetivamente insuperable, que impide al juez o fiscal adoptar oportunamente la 
decisión.”24 
 
En ese sentido, la admisibilidad excepcional de la dilación, está justificada, única y 
exclusivamente cuando a pesar del cumplimiento cabal de los deberes por parte del 
juez o fiscal y de su diligencia, resulta imposible objetivamente el cumplimiento del 
término judicial previsto legalmente, siempre que, estos supuestos estén 
debidamente probados en la acción de tutela.25 
 
En consecuencia, la acción de tutela constituye una vía residual adecuada para que 
el juez constitucional, después de comprobar la existencia de una demora 
injustificada, ampare la pretensión postulada y ordene a la autoridad competente 
sea  juez o fiscal que ha incurrido en dilación injustificada que proceda a resolver en 
un breve término o que observe con diligencia los términos procesales, siendo que, 
la protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la 
tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, conforme a lo establecido por el Artículo 86º 
de la Constitución Colombiana: 
 
                                                 
24
 Sentencia No. T-190-95 de fecha 27/04/1995. http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1995/T-190-95.htm. 
 
25
 La acción de tutela es un mecanismo procesal complementario, especifico y directo, sujeto a una actuación 
judicial preferente y sumaria que tiene  por objeto la protección concreta e inmediata de los derechos 
constitucionales fundamentales afectados. BERNAL CUELLAR, Jaime y MONTEALEGRE LYNETT, Eduardo. Op. 
Cit., pág. 156. 
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Artículo 86 de la Constitución Colombiana:  
“Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en 
todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por 
sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus 
derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten 
vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad 
pública.  
 
La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se 
solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de 
inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en 
todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual 
revisión.  
 
Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio 
de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio 
para evitar un perjuicio irremediable.  
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de 
tutela y su resolución.  
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra 
particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya 
conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de 
quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión.” 
 
Sin embargo, cuando no existen términos legales o judiciales para determinar la 
existencia de una dilación en un proceso, el término deberá ser el razonable según 
los fines de la etapa procesal y la complejidad de la actuación26.  
 
Por lo que, de cualquier forma la falta de un término no autoriza a las autoridades 
judiciales, fiscales o cualquier otra autoridad encargada de administrar justicia, a 
prolongar indefinidamente el mismo, pues esto significaría la vulneración del 
derecho al proceso sin dilaciones indebidas, al que deben tener acceso todas 
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aquellas personas que son parte de un proceso o procedimiento cualquiera sea su 
naturaleza.  
 
En ese sentido, para determinar la razonabilidad de un plazo, la Corte 
Constitucional Colombiana reconoce la postura de los sistemas interamericano y 
europeo en materia del plazo razonable, por los que la razonabilidad del plazo se 
define según (i) la complejidad del asunto, (ii) la actividad procesal del interesado y 
(iii) la conducta de las autoridades judiciales y (iv) el análisis global de 
procedimiento. 
 
Así, en cuanto a la conducta de las autoridades judiciales, concluye que:  
 
“8. La mora judicial no genera de manera automática la vulneración de los 
derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia. 
Deben tomarse en consideración las circunstancias particulares del 
despacho que adelanta la actuación y del trámite mismo, entre las que se 
cuentan: (i) el volumen de trabajo y el nivel de congestión de la dependencia 
(parte del juicio del responsabilidad desde la perspectiva del sistema), (ii) el 
cumplimiento de las funciones propias de su cargo por parte del funcionario, 
(iii) complejidad del caso sometido a su conocimiento y (iv) el cumplimiento 
de las partes de sus deberes en el impulso procesal. La determinación de la 
razonabilidad del plazo, entonces, debe llevarse a acabo a través de la 
realización de un juicio complejo, que además tome en consideración la 
importancia del derecho a la igualdad –en tanto respeto de los turnos para 
decisión- de las demás personas cuyos procesos cursan ante el mismo 
despacho.” 27   
 
En relación con el cumplimiento de los deberes de las partes, la Corte ha señalado 
que en los procesos penales el impulso del proceso corresponde al fiscal y no al 
sujeto pasivo de la acción penal; por lo tanto, una conducta omisiva de parte suya 
no es apta para justificar la existencia de dilaciones indebidas28; aun en el caso de 
que ésta constituya una conducta claramente dirigida a dilatar el proceso, es el juez 
o el fiscal, el que posee y debe aplicar los poderes disciplinarios para conjurar este 
tipo de situaciones. 
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De otro lado, en cuanto se refiere al Proceso Penal Colombiano, los rasgos 
estructurales del procedimiento penal han variado sustancialmente a la través del 
Acto Legislativo 03 del 2002, constituyéndose en el eje principal del proceso, el 
juicio oral, en el que la decisión judicial está fundamentada en la presentación de la 
prueba y el ejercicio del contradictorio por las partes; sin embargo, la Corte 
Constitucional Colombiana ha reiterado en diversas sentencias que, los actos de 
investigación son mucho más significativos, debido al ingrediente de respeto de los 
derechos fundamentales que debe prevalecer y la normativa internacional vigente.  
 
Por ello, la afectación de cualquier derecho fundamental, por cuenta de las 
autoridades de persecución penal durante la investigación, exige el control y la 
intervención anterior o posterior del juez del control de garantías, para proteger 
derechos afectados. 
 
En ese sentido, en palabras de Jaime Bernal Cuellar y Eduardo Montealegre Lynett, 
es un modelo acusatorio formal, llamado también mixto, donde existe separación de 
funciones de investigación y acusación (principio acusatorio)29, que tiene entre sus 
consecuencias el encargo de las atribuciones de instrucción y juzgamiento a dos 
órganos independientes, a fin de rodear al juez de las garantías de imparcialidad 
para resolver la acusación penal, es un proceso ligado a la noción de Estado de 
Derecho, categoría acuñada por la doctrina procesal penal Germana y contiene  
básicamente dos elementos referidos al proceso penal:  
 
1) La realización efectiva de la justicia sin desmedro de los derechos fundamentales 
del inculpado, asegurada por la previsibilidad y la mensurabilidad en su ejercicio; 
desde este punto de vista, resulta aplicable en toda su extensión el principio de 
proporcionalidad;  
 
2) La separación de funciones en el ejercicio punitivo, lo cual hace predicar la 
necesaria y absoluta independencia del órgano sentenciador.  
 
Así, en el Código de Procedimiento Penal Colombiano del 2004 aprobado por Ley 
No 906, también encontramos el derecho “a un debido proceso público sin 
                                                 
29
 El principio acusatorio se proyecta en tres sentidos, el primero, la existencia necesaria de una acusación para un 
juicio, la congruencia objetiva (hechos) y subjetiva (sujetos) entre acusación y sentencia, y la prohibición de la 
reforma en perjuicio o reformatio en pejus. BERNAL CUELLAR, Jaime y MONTEALEGRE LYNETT, Eduardo. Op. 
Cit., pág. 196,197. 
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dilaciones indebidas”  en diferentes partes del texto legal, como por ejemplo en el 
literal k) del Artículo 8 del Título Preliminar:  
 
“Artículo 8.-Defensa: 
El desarrollo de la actuación, una vez adquirida la condición de imputado, 
este tendrá derecho, en plena igualdad respecto del órgano de persecución 
penal, en lo que aplica a:  
k) Tener un juicio público, oral, contradictorio, concentrado, imparcial 
con inmediación de las pruebas y sin dilaciones injustificadas…” 
 
Igualmente, en el Art 157, relativo a la oportunidad de los términos procesales se 
refiere:  
“Articulo 157.- La persecución penal y las indagaciones pertinentes podrán 
adelantarse en cualquier momento, En consecuencia, todos los días y horas 
son hábiles para ese efecto.  
Las actuaciones que se desarrollen ante los jueces que cumplan la función 
de control de garantías serán concentradas, todos los días y horas son 
hábiles para el ejercicio de esta función. 
Las actuaciones que se surtan ante el juez de conocimiento se adelantaran 
en días y horas hábiles, de acuerdo con el horario judicial establecido 
oficialmente.  
Sin embargo, cuando las circunstancias particulares de un caso lo ameriten, 
previa decisión motivada del juez competente, podrán habilitarse otros días 
con el fin de asegurar el derecho a un juicio sin dilaciones injustificadas.”  
 
No obstante, si bien el juicio oral, es la etapa central del nuevo sistema penal 
acusatorio introducido en Colombia con el Código de Procedimiento Penal 
Colombiano (Ley 906 del 2004), al igual que en el caso del Perú, se establece una 
etapa anterior a la iniciación formal del proceso que se denomina indagación previa 
(preliminar), cuyo fin se circunscribe a determinar la existencia del hecho y su 
tipicidad, asegurar la inexistencia de una causal excluyente de responsabilidad o 
descartar la concurrencia de una causal indicativa de la extinción de la acción penal 
y, finalmente, recaudar la evidencia necesaria para poder hacer la imputación, es 
decir, la que lleve a inferir razonadamente que la persona es autora o partícipe del 




Esta etapa de indagación previa se encuentra a cargo de la policía judicial, bajo la 
dirección del Fiscal, debe finalizar con una de dos posibles decisiones: el archivo de 
la actuación o con la petición al juez de garantías de la audiencia de imputación. Si 
la decisión tomada es esta última y el juez acepta la imputación e inicia 
formalmente el proceso penal.  
 
Sin embargo, a diferencia de la regulación que le precedió, Código de 
Procedimiento Penal Colombiano del 2000 (Artículo 324), que establecía un término 
ordinario de dos meses para la indagación previa o preliminar, en la nueva 
regulación no se establece término alguno, a pesar de que los fines de la etapa 
procesal no han variado. 
 
Ello no significa que el Fiscal puede investigar de manera indefinida, pues tiene la 
obligación de cautelar los derechos fundamentales de los “investigados”, dado que, 
el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas debe estar garantizado también en 
la etapa anterior a la iniciación formal del proceso, independientemente de la 
inexistencia de término para dicha indagación, ya que, si no existe un plazo 
determinado, el término deberá ser el razonable, dependiendo de los fines de la 
etapa procesal y de la complejidad de la actuación para el logro de los mismos. 
 
Es así que, “La Corte Constitucional ha establecido que la razonabilidad del término 
de un plazo de investigación dentro del proceso penal debe estar condicionada por 
la naturaleza del delito imputado, el grado de complejidad de su investigación, el 
número de sindicados y los efectos sociales que de éste se desprendan.”30 
 
Por cuanto, ha quedado establecido por la propia Corte Constitucional Colombiana 
que nos recuerda que según el Artículo 29 de la Constitución colombiana el debido 
proceso se predica de toda clase de actuaciones judiciales; y, allí se debe incluir la 
etapa de la investigación previa, ya que, “desde la perspectiva constitucional el 
proceso comienza desde que las autoridades de Policía o de Fiscalía reciben la 
notitia criminis, como quiera que a partir de ese momento el Estado despliega su 
poder investigativo y su capacidad para limitar e intervenir en la órbita de los 
derechos y de la libertad de las personas reconocida constitucionalmente”.31 
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 Sentencia No. C-1154 del 15/11/2005. http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2005/c-1154-05.htm.  
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1.4. EL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE EN LA LEGISLACIÓN 
SUPRANACIONAL 
 
En definitiva el derecho a un proceso dentro de un plazo razonable, se consagra a 
partir de los tratados internacionales; no obstante, la Declaración Universal de 
Derechos Humanos (1948), no contempla en su texto este derecho; sin embargo, si 
lo hace la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948),  a 
partir del derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas:  
 
“Artículo XXV.- Derecho de Protección contra la Detención Arbitraria: 
 
Nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y según las formas 
establecidas por leyes preexistentes. Nadie puede ser detenido por 
incumplimiento de obligaciones de carácter netamente civil. Todo individuo 
que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el juez verifique sin 
demora la legalidad de la medida y a ser juzgado sin dilación injustificada, 
o, de lo contrario, a ser puesto en libertad. Tiene derecho también a un 
tratamiento humano durante la privación de su libertad.” 
 
En ese orden de ideas, el primero de los tratados internacionales que señala 
expresamente que la duración de los procesos debe ser razonable, es el Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales (1950), en sus Artículos 5 y 6; el primero, referido a quien enfrenta 
un proceso privado de su libertad personal; y, el segundo hace extensivo este 
derecho a todo proceso penal y civil, así establece:  
 
“Artículo 5.- Derecho a la libertad y a la seguridad 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede 
ser privado de su libertad, salvo en los casos siguientes y con arreglo al 
procedimiento establecido por la ley:  
c) Si ha sido detenido y privado de libertad, conforme a derecho, para 
hacerle comparecer ante la autoridad judicial competente (…) 
 
3. Toda persona detenida o privada de libertad en las condiciones previstas 
en el párrafo 1 c), del presente artículo deberá ser conducida sin dilación 
ante un juez u otra autoridad habilitada por la ley para ejercer poderes 
40 
 
judiciales y tendrá derecho a ser juzgada en un plazo razonable o a ser 
puesta en libertad durante el procedimiento.(…) 
 
Artículo 6.- Derecho a un Proceso Equitativo: 
1. Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa, 
públicamente y dentro de un plazo razonable, por un Tribunal 
independiente e imparcial, establecido por ley, que decidirá los litigios sobre 
sus derechos y obligaciones de carácter civil o sobre el fundamento de 
cualquier acusación en materia penal dirigida contra ella.(…)”32 
 
De igual forma, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966), 
reconoce el derecho al plazo razonable en casos penales, en su Artículo 9 Inciso 3), 
del cual se desprende que la prisión preventiva de las personas que hayan de ser 
juzgadas no debe ser la regla general, porque de lo contrario se estaría cometiendo 
una injusticia al privarlo de su libertad por un plazo desproporcionado respecto de la 
pena que correspondería al delito imputado, a personas cuya responsabilidad 
criminal no ha sido establecida, conforme lo ha establecido la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos en el Caso Suarez Rosero vs. Ecuador33. Sería lo mismo 
que anticipar una pena a la sentencia, lo cual está en contra de principios generales 
del derecho universalmente reconocido:  
  
“Artículo 9: 
(…) 3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será 
llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para 
ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un 
plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las 
personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su 
libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la 
comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de 
las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo.” 
 
Igualmente, otro de sus Artículos reconoce este derecho a partir de “las dilaciones 
indebidas”. Así, establece:  
 









“Articulo 14.-  
3) Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, 
en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 
C) A ser juzgada sin dilaciones indebidas; (...)”. 
 
Finalmente, la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San 
José de Costa Rica de 1969) hace referencia al aspecto temporal del proceso hasta 
en tres oportunidades, la primera, en el Artículo 7, que se refiere a los casos en los 
que el imputado se encuentra privado de su libertad:  
 
 “Articulo 7.- Derecho a la Libertad Personal:  
5) Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un 
juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales 
y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser 
puesta en libertad sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá 
estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio”   
  
Al respecto la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso Bayari vs. 
Argentina34, ha establecido que el artículo en mención impone límites temporales a 
la duración de la prisión preventiva; y, en consecuencia, a las facultades del Estado 
para proteger los fines del proceso mediante este tipo de medida cautelar. Siendo 
que, en el supuesto de que el plazo de la prisión preventiva sobrepase lo razonable, 
el Estado podrá limitar la libertad del imputado con otras medidas menos lesivas 
que aseguren su comparecencia al juicio; pero, distintas a la privación de su libertad 
mediante encarcelamiento.  
 
En ese sentido, la Corte ha determinado que el derecho al plazo razonable, impone 
a su vez, una obligación judicial de tramitar con mayor diligencia y prontitud 
aquellos procesos penales en los cuales el imputado se encuentre privado de su 
libertad, dado que, la prisión preventiva: “es la medida más severa que se puede 
aplicar a una persona acusada de delito; por lo cual, su aplicación debe tener 
carácter excepcional, limitado por el principio de legalidad, la presunción de 
inocencia, la necesidad y proporcionalidad, de acuerdo con lo que es estrictamente 
                                                 
34





necesario en una sociedad democrática”, pues “es una medida cautelar, no 
punitiva”35 
 
Es así que, en el Caso Suarez Rosero vs. Ecuador36, la Corte ya había estimado 
que el principio de presunción de inocencia es una garantía judicial por la que una 
persona es inocente hasta que su culpabilidad sea demostrada; y, conforme lo 
dispone el artículo 8.2 de la Convención, los estados miembros tienen la obligación 
de no restringir la libertad del detenido más allá de los límites estrictamente 
necesarios para asegurar que no impedirá el desarrollo eficiente de las 
investigaciones y que no eludirá la acción de la justicia, pues la prisión preventiva 
es una medida cautelar, no punitiva. Así prevé:  
 
“Articulo 8.- Garantías Judiciales  
1) Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para 
la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, 
fiscal o de cualquier otro carácter. 
2) Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.”  
 
Lo que significa, que no basta con el reconocimiento escrito del derecho a un plazo 
razonable en las causas, cualquiera sea su naturaleza, sino que existe la obligación 
de los Estados de poner a disposición de sus ciudadanos un recurso sencillo y 
rápido para su amparo contra los actos que violen cualquiera de sus derechos 
fundamentales, como un tercer aspecto contemplado por la Convención:  
 
“Artículo 25. Protección Judicial: 
1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier 
otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la 
ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos 
por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación 
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sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones 
oficiales…”  
 
Al respecto la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a través de la Opinión 
Consultiva OC-9/87, ha dejado establecido que se entiende por recurso efectivo 
aquel que no solo está previsto en la Constitución o la ley o es formalmente 
admisible, sino que, sea realmente idóneo para establecer una violación de los 
derechos humanos y puede remediarla. No puede considerarse un recurso efectivo 
cuando, por cualquier causa, no se permita al presunto lesionado el acceso al 
recurso judicial.37 
 
Es así que, a través de sendos casos que fueron de su conocimiento comprende un 
amplio escenario de supuestos en los que considera la inefectividad de un recurso, 
entre los que se encuentra su no resolución dentro de un plazo razonable, como 
ocurre en el Caso “Tribunal Constitucional vs. Perú” en el cual tres magistrados del 
Tribunal Constitucional Peruano fueron destituidos por el congreso de la Republica 
en el año el 28 de Mayo de 1997, sin darles la posibilidad de acceder a un “recurso 
sencillo y rápido” que los amparara frente a la resolución del Congreso de la 
República que ordenó su destitución, pues la tramitación de los recursos de amparo 
por ellos planteados se extendió por meses, sin respetar lo establecido por la 
legislación peruana en lo relativo a los plazos, lo cual los colocó en una situación de 
indefensión. 
 
En ese sentido, la Corte ha señalado, “… que para que el Estado cumpla con lo 
dispuesto en el citado artículo no basta con que los recursos existan formalmente, 
sino que los mismos deben tener efectividad, es decir, debe brindarse a la persona 
la posibilidad real de interponer un recurso que sea sencillo y rápido, en los 
términos del artículo 25 de la Convención…”38 
 
Porque, la Corte considera que tal como lo ha establecido reiteradamente, la 
existencia de este tipo de garantías constituye uno de los pilares básicos, no sólo 
de la Convención Americana, sino del propio Estado de Derecho en una sociedad 
democrática en el sentido de la Convención. Homologando además los caracteres 
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de sencillez39 y rapidez40 al de efectividad, que comprendería tanto la simplicidad 
del primero como la prontitud y diligencia del segundo. 
 
De tal forma que, en razón a los criterios establecidos por la Corte y en 
consideración de la razonabilidad del plazo en procesos judiciales, se afirmó que el 
procedimiento que se siguió ante las diversas instancias que conocieron de los 
amparos en este caso excedió el principio de plazo razonable consagrado en la 
Convención Americana, dado que, los recursos en mención resultaron ilusorios e 
inefectivos, porque durante la tramitación de éstos se incurrió en un retardo 
injustificado de la decisión, cuando, la propia legislación interna de nuestro país 
establecía plazos breves y perentorios para la tramitación del recurso de amparo, y, 
a pesar, de que el artículo 61 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, 
vigente a esa fecha, establecía que éste debe realizar sus actuaciones “con 
puntualidad y sin admitirse dilación”. 41 
 
 
1.5. EL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE EN LOS ORGANISMOS 
INTERNACIONALES 
 
1.5.1. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos   
  
El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, a partir de la suscripción del Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales (1950) asumió la defensa del derecho a ser procesado en un plazo 
razonable como un derecho humano que el derecho internacional público debe 
garantizar, a través de los  mecanismos jurídicos necesarios que incorporen este 
factor temporal indispensable para hacer efectiva la tutela jurídica. 
 
Habiendo dictado gran número de sentencias, en las que se analiza la garantía del 
plazo razonable en procesos de diversa naturaleza a partir de cada caso en 
concreto y según sus circunstancias particulares y no de días, meses o años, 
determinándose si la causa ha sido tramitada con la debida diligencia y prontitud, 
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para lo cual la Comisión Europea inicialmente postulo la denominada “doctrina de 
los siete criterios”, ya que, era difícil hacerlo de manera abstracta. 
 
Siendo el primer caso en el que se evalúan estos siete criterios, el  caso “Wemhoff” 
vs. Alemania de 1968, en el que se precisa que el periodo del proceso se debía 
evaluar desde las primeras diligencias oficiales o cargos penales imputados, que en 
este caso coincidían con la fecha de la detención  y comprendía hasta la decisión 
de absolución y condena, e incluía solo hasta la segunda instancia (en apelación), 
si la hubiere. 42 
 
Este caso se trataba del ciudadano alemán, corredor de profesión, Karl-Heinz 
Wemhoff, quien fue detenido el 9 de noviembre de 1961, por encontrarse implicado 
en delitos de abuso de confianza, ordenándose su prisión preventiva y sentenciado 
el 07 de abril de 1965 a 6 años y 6 meses de trabajos forzados y una multa de 500 
marcos alemanes. Habiendo solicitado en reiteradas oportunidades desde el 
momento de su detención su libertad condicional, las mismas que fueron 
rechazadas, y recién el 08 de noviembre de 1966 lo dejaron en libertad.43 
  
En este caso resulta interesante resaltar que el demandante (procesado) alego ante 
la Comisión Europea el carácter excepcional de una medida coercitiva como lo es la 
prisión preventiva y lo que posteriormente vendría a constituir un cuarto criterio para 
determinar la vulneración del derecho al plazo razonable, es decir, la afectación en 
la situación jurídica del investigado detenido, tanto a nivel personal como familiar, 
social, económico y psicológico.44  
 
Por lo que, en el análisis del caso, la Comisión expone a la Corte que lo que se 
debía determinar era si el tiempo que estuvo privado de su libertad personal 
(provisionalmente) el demandante, excedía lo razonablemente esperado por el 
convenio, es así que, la Comisión luego de poner de manifiesto la dificultad de  
determinar la razonabilidad de un plazo en términos definitivos y generales, 
desarrolla, aunque no con toda claridad, los siete criterios que debieran ser 
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 Caso Wemhoff  vs. Alemania. Op. Cit., párrafo 18,19. (traducción mía). 
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 Ibíd., párrafo 01-16. (traducción mía). 
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 El demandante (procesado) alego ante la Comisión Europea que: “la prisión preventiva era un sacrificio especial, 
impuesto a las personas sean culpables o no, para el mantenimiento de una eficaz administración de justicia…que 
se trata de una excepción al principio de presunción de inocencia consagrado en el Articulo 6.2., el Estado no tiene 
el derecho de continuar la detención hasta que la posición social, los medios de vida, la salud, la vida profesional y 
familiar de la persona en cuestión sean destruidos, consecuencias que su detención había provocado.” Caso 
Wemhoff  vs. Alemania. Op. Cit, párrafo 20. (traducción mía). 
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aplicados para superar esta dificultad, proteger el derecho involucrado y evitar la 
arbitrariedad. Siendo estos los siguientes:  
 
a) La duración real de la detención, que en este caso se computo a partir del 
arresto de Karl-Heinz Wemhoff. 
b) La duración de la prisión preventiva en relación con la naturaleza del delito, 
la pena prescrita y que se espera en caso sea condenada.  
c) Los efectos personales sobre el detenido, tanto de orden material como 
moral u otros. 
d) La conducta del imputado que influya en la demora o conclusión de la 
investigación o juicio. 
e) Las dificultades en la investigación del caso, es decir, la complejidad de los 
hechos, el número de los testigos e inculpados, los problemas para recabar medios 
probatorios, entre otros.  
f) La manera en que se llevó a cabo la investigación, que comprende tanto el 
sistema de investigación del caso (organización) como la conducta de la autoridad 
que investiga (diligencia)  
g) La conducta de las autoridades judiciales, que comprende el tratamiento que 
les da a las solicitudes presentadas como las resoluciones que emite para 
completar el proceso.45 
 
No obstante, la Corte literalmente no acogió estos criterios, al señalar que no 
estaba en condiciones de adoptar el método propuesto por la Comisión, 
contradictoriamente, realiza una evaluación de la conducta de las autoridades en el 
proceso y la del inculpado e incluso sobre la complejidad del proceso en sí, pues 
justamente determina que no se ha producido vulneración del plazo razonable en 
atención a que no se ha encontrado ninguna falla por parte de las autoridades 
judiciales en su deber de diligencia especial y que la duración excepcional de la 
investigación y el juicio se justifica por la excepcional complejidad del caso y por 
otras razones inevitables de retraso.46  
 
Similar análisis realizo la Corte Europea en el Caso Neumeister vs. Austria para 
determinar la razonabilidad del plazo del procedimiento en el que si se consideró 
que se había producido la vulneración del derecho al plazo razonable por exceso en 
el plazo de detención del ciudadano austriaco Fritz Neumeister, quien fue sometido 
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 Ibíd., párrafo 12, 17-20. (traducción mía). 
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a dos periodos de prisión preventiva, el primero de 02 meses y 17 días (del 
01/02/1961 al 12/05/1961), y el segundo de 02 años 02 meses y 04 días (del 
12/07/1962 al 16/09/1964), por haber sido acusado en 1959 de  defraudación 
tributaria en su calidad de propietario y director de una gran empresa de 
Transportes en Viena  denominada “ITEKA”.  
 
Siendo que, durante el segundo periodo de detención en reiteradas oportunidades 
solicito su libertad provisional pero le fue negada argumentando que existía peligro 
de fuga, ya que, el deposito por caución que ofrecía no era suficiente atendiendo a 
la pena que se le preveía imponer y el monto de la defraudación que causo al 
Estado era mayor, con lo que el Tribunal Europeo no estuvo de acuerdo; por 
cuanto, indico que la caución económica ofrecida no es para asegurar la reparación 
civil sino para garantizar su presencia en el proceso; motivo por el cual ella debe 
estar en relación directa con las circunstancias del investigado su patrimonio, su 
entorno familiar, lo que no fue considerado por los tribunales de justicia austriacos y 
en consecuencia determino que se había producido la afectación del derecho con la 
continuación de la detención.47 
 
No obstante, en este  Caso, cuya sentencia data del 27/06/1968, el Tribunal 
Europeo considero que no se había producido vulneración del derecho al plazo 
razonable durante la investigación a pesar de que después de más de 7 años de 
duración no había concluido, debido a la extraordinaria complejidad del caso, que 
constituían la emisión de solicitudes de extradición de 4 de los investigados que 
huyeron al extranjero, gran número de investigados (22) y 22 cargos a investigar, se 
requería de nutrida documentación, se realizaron gestiones fuera del país para 
ubicar testigos, documentación y extradición, hubo falta de colaboración de varios 
de los investigados; por lo que, las autoridades judiciales austriacas tuvieron que 
esperar a que le sea remitida la información del extranjero para concluir la 
investigación, lo que justificaba el plazo empleado.48  
 
Posteriormente, en el caso de Buchholz del 06 de mayo de 1981, encontramos que 
la Corte continua analizando los tres criterios ya mencionados, y agrega un cuarto 
que lo denomina “lo que está en juego en el litigio para el demandante”, que en este 
caso era de gran importancia para el señor Buchholz, pues lo que estaba 
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involucrado era la reincorporación en su empleo o la concesión de una 
indemnización en caso de que el contrato sea rescindido. 49  
 
Así, este caso trata sobre un reclamo que hizo el demandante Walter Buchholz por 
la larga tramitación que tuvo su proceso judicial seguido ante los tribunales 
laborales de Alemania, a raíz del despido que padeció en 1974, por medidas de 
racionalización y que finalmente no fue amparado mediante sentencia del 26 de 
Abril de 1979.50 
 
No obstante, el proceso laboral duro  4 años 9 meses y 16 días, y si bien, las 
demoras eran, esencialmente, de la segunda instancia, se estimó que en gran 
medida ellas fueron producto de determinadas cuestiones propuestas por el mismo 
demandante (lo que constituye una concausa), y por la situación de carácter 
excepcional de incremento de casos laborales debido a la recesión económica que 
atravesaba Alemania en esta época, frente a la cual el Estado tomo rápidas 
medidas que rindieron frutos años más tarde.  
 
En ese sentido: ”…El Tribunal señala que la convención impone a los Estados 
contratantes a organizar sus sistemas jurídicos con el fin de permitir que los 
tribunales cumplan con los requisitos del Articulo 6.1, entre ellos el de ser juzgado 
dentro de un plazo razonable; sin embargo, un retraso temporal de la actividad no 
implica responsabilidad alguna por parte de los Estados contratantes, siempre que 
hubieran tomado medidas correctivas razonablemente rápido para hacer frente a 
una situación excepcional de este tipo”. 51  
 
Es así que, la Corte determinó que no se había producido una vulneración del plazo 
razonable, valorando de manera especial los esfuerzos del Estado por superar el 
momento de transición que atravesaba Alemania, porque de haberse tratado de 
una situación endémica o estructural del propio sistema de justicia, como ocurre 
con el Caso Eckle, no habría podido ser valorada positivamente.  
 
Así, en el Caso Eckle vs. Alemania (sentencia del 15  de julio de 1982), se 
cuestiona la vulneración del derecho al plazo razonable en las investigaciones 
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seguidas en contra de Hans Eckle, por delito de fraude en los contratos que 
suscribió como parte de sus actividades económicas de su empresa de 
Construcción; donde el Tribunal, se adhiere a la postura de los tres criterios52, 
computando el plazo desde que los imputados toman conocimiento oficial de la 
investigación o han sufrido sus efectos hasta los procesos de apelación, afirmando 
que: 
 
“(73). En materia penal, el  plazo razonable que se refiere el artículo 6, par. 1 
(art. 6-1) empieza a correr tan pronto como a una persona se le "carga", lo 
que puede ocurrir en una fecha anterior al caso que viene ante el tribunal de 
primera instancia (véase, por ejemplo, la sentencia Deweer de 27 de febrero 
de 1980 serie A, núm. 35, p. 2, párr. 42), como la fecha de la detención, la 
fecha en que el interesado fue notificado oficialmente que iba a ser 
procesado o la fecha en que se iniciaron investigaciones preliminares (…)  
 
Cargo, a los efectos del artículo 6, par. 1 (art. 6-1), se puede definir como la 
notificación oficial dado a un individuo por la autoridad competente de una 
alegación de que ha cometido un delito penal, una definición que 
corresponde también a la prueba de si la situación de él o los sospechosos 
se ha visto afectada sustancialmente (…) En cuanto al final del tiempo, en 
materia penal, el plazo regulado en el artículo 6 par. 1 (Art. 6-1) cubre la 
totalidad del procedimiento de que se trata, incluidos los procedimientos de 
apelación (…)” 53  
 
Igualmente, en cuanto a la conducta del imputado, el Tribunal Europeo en el Caso 
Eckle establece aspectos importantes sobre la conducta procesal de las partes, 
como no considerar una obligación procesal del imputado la colaboración activa con 
las autoridades que vienen conociendo su caso; y, que no se puede culpar a los 
acusados por tratar de beneficiarse de las facultades procesales que le ofrece el 
derecho vigente, pero ello no lo faculta para hacer un uso irregular de los derechos 
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 “… (80). El carácter razonable de la duración del procedimiento debe evaluarse en cada caso según las 
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procesales que se encuentran a su disposición, más aún, si ello coadyuva a 
complejizar el proceso; y, por lo tanto, retardar su resolución final. 
 
En consecuencia, resulta siendo completamente distinto, que el imputado haga uso 
de los mecanismos procesales para  enfrentar situaciones arbitrarias que dan lugar 
a la vulneración de sus derechos fundamentales que servirse de ellos para retardar 
u obstaculizar de manera deliberada la actuación legitima de la administración de 
justicia.   
 
No obstante, la Corte concluye que la afectación del derecho al plazo razonable en 
los procedimientos seguidos en contra del investigado tuvo como causa principal la 
forma en que las autoridades judiciales llevaron el caso, no actuando con la 
diligencia y celeridad necesarias, aperturando diversos casos en lugar de uno solo, 
emitiendo sus pronunciamientos finales después de largos periodos de tiempo, etc. 
 
Por tanto, las dificultades de la investigación y el comportamiento de los 
demandantes no hicieron por si solas que la duración del procedimiento se 
extendiera en exceso. Más aun, cuando la excesiva carga procesal que alego el 
Estado y la falta de experiencia en la persecución de delitos económicos de esta 
naturaleza no eran de carácter excepcional sino que ya llevaban gran cantidad de 
tiempo.54   
 
Sin embargo, uno de los precedentes más renombrados fue “Zimmermann y 
Steiner”  del 13/07/1983, y en el que los ciudadanos suizos Werner Zimmermann y 
Johann Steiner demandan en 1974 al Estado Suizo a consecuencia de las demoras 
sufridas en el proceso que habían entablado contra el Cantón de Zurich, 
reclamando una indemnización de daños y perjuicios por el ruido y la contaminación 
ambiental como consecuencia del tráfico del aeropuerto cercano a sus respectivos 
domicilios.55  
 
En ese sentido, La Corte analizo la complejidad de las cuestiones fácticas  y 
jurídicas planteadas en el Caso, concluyendo que no había nada especialmente 
complicado, conforme lo reconoció el Gobierno Suizo; la conducta de los 
demandantes, que demostraba las causas que motivaron las demoras no les 
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podían ser atribuidas; y, la conducta de las autoridades suizas, donde sí se 
encontró responsabilidad, porque si bien la demora respondía a la excesiva carga 
procesal que afrontaban, ello no constituía una dificultad de carácter temporal sino 
estructural que vulneraba el derecho de los litigantes a un plazo razonable, frente a 
la cual el Estado no tomo las medidas necesarias, por el contrario se advirtió 
inacción de su parte. 
 
Así estableció:  
 
“1. La Complejidad del Caso.- 
25. El gobierno reconoció que no había nada especialmente complicado en 
el caso, la Comisión fue de la misma opinión. El Tribunal está de acuerdo 
que no se requería ninguna  investigación de los hechos y las cuestiones 
jurídicas que se plantean no parecen haber sido - de excepcional dificultad. 
 
2. Conducta de los solicitantes.- 
26. Los retrasos denunciados no se pueden atribuir al señor Zimmermann y 
el Sr. Steiner, que según la ley suiza - como el gobierno admitió - no tenían 
medios para acelerar las cosas. Además, después de presentar su 
apelación el 18 de abril 1977, se enviaron al Tribunal Federal, el 8 de 
septiembre de 1978, 15 de marzo 1979 y 29 de junio de 1980, tres cartas 
solicitando información sobre el estado del litigio (véase el párrafo 10 supra). 
 
3. Conducta de las autoridades suizas.- 
32. El procedimiento en cuestión se prolongó durante casi tres años y 
medio, durante la mayor parte de ese tiempo el caso de los demandantes se 
mantuvo estacionado. Habida cuenta de todas las circunstancias del caso, la 
Corte considera este lapso de tiempo excesivo, las dificultades que sin duda 
enfrenta el Tribunal Federal ya no podría considerarse de carácter temporal, 
ni pueden privar a los demandantes de su derecho a una audiencia dentro 
de un plazo razonable (ver Foti y otros, Serie a, núm. 56, p. 23, § 75).” 56 
 
Posteriormente, en diciembre del mismo año (08/12/1983), la Corte evaluaría la 
complejidad jurídica de un caso, en el Caso “Pretto” vs. Italia, en el que el 
ciudadano italiano Rodolfo Pretto pretendía hacer valer judicialmente su derecho de 
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preferencia  respecto a la re-venta del inmueble del cual era arrendatario durante 
más de cuarenta años, y que fue vendido por el primer propietario a su hermano. 57 
 
En este caso, el Tribunal exculpo al Estado de responsabilidad alegando 
complejidad jurídica del caso; por cuanto, entendió que la dilación de los tribunales 
italianos estaba plenamente justificada en el hecho de que como al asunto le 
resultaba aplicable una disposición jurídica relativamente nueva y respecto de la 
cual habían interpretaciones contradictorias, era recomendable que la sala de 
Casación esperara la decisión del Pleno del Tribunal que daría luces sobre la forma 




“32. Tanto la Comisión y el Gobierno considera que los hechos son 
indiscutibles pero que planteaban un problema bastante complejo de 
interpretación jurídica. El tribunal es de la misma opinión: lo que estaba en 
cuestión era la aplicación de una ley relativamente reciente, que no contiene 
ninguna disposición especifica en el plazo jurídico en cuestión, sobre si las 
condiciones que se deben cumplir con el fin de ejercer el derecho de tanteo 
también se aplican al derecho de obtener una re-venta, y además, la 
decisiones de las autoridades- todavía escasas a esa época – era conocer 
enfoques contradictorios. Era por lo tanto razonable que con el fin de 
eliminar esta divergencia de enfoque y para garantizar la seguridad de la ley, 
la Tercera Sala Civil del Tribunal de Casación debería haber diferido su 
decisión hasta que se diera el juicio por el Pleno del Tribunal, a pesar de que 
había la posibilidad de que esto conllevaría a una prolongación de los 
procedimientos.”58 
 
En el Caso Pretto se hace también una breve alusión a la responsabilidad del 
solicitante en la dilación de plazos, por haber presentado apelaciones sin mayor 
fundamento; sin embargo, es en el caso “Deumeland vs. Alemania” (Sentencia de 
fecha 29 de Mayo de 1986) en el que Klaus Dieter Deumeland continuo el proceso 
de pensión complementaria de viudez iniciado por su madre que duro casi once 
años a pesar de que los casos de seguridad social requieren de particular diligencia 
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 Ibíd., párrafo 32. (traducción mía). 
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en el que se establece responsabilidad compartida entre los tribunales de justicia 
alemanes y la falta de diligencia debida del demandante. 
 
Por ello, lo resaltante en el caso no solo es que a diferencia del caso  “Eckle”, se 
amplía el computo del plazo hasta los recursos extraordinarios; sino que se enfatiza 
que las recusaciones del interesado (dilatoria) y su negativa a aportar documentos 
demostraban una falta de colaboración a la administración de justicia 
(obstruccionista) que significo una contribución para el retardo en la resolución del 
caso, sin exculpar a los tribunales alemanes por las demoras ocasionadas en la 
tramitación fundamentalmente de dos de los seis procedimientos aplicados en el 
caso. 
 
En ese sentido, respecto de la conducta del procesado precisa: 
 
“(80). En varios momentos, el Sr. Deumeland junior tomó medidas que 
frenaron el avance del proceso. Algunos de los pasos descritos, sino fueron 
con el deseo de obstaculizar, al menos, una actitud de falta de cooperación. 
 
Esto fue así, por ejemplo, en cuanto a las quejas que hizo - cinco en total - 
en contra de un juez en el Tribunal Social Federal y tres jueces de la Corte 
de Apelaciones Sociales de Berlín. Estas quejas fueron desestimadas por 
carecer de fundamento, con la excepción de una que fue retirada por el 
demandante. Además, una serie de actos u omisiones por parte del 
demandante eran como para complicar la tarea de los tribunales. El Tribunal 
sólo necesita citar los más destacados, a saber, la presentación de los 
escritos días antes de las audiencias; como las solicitudes de prórroga de 
los plazos o para la rectificación de la declaración de los hechos contenidos 
en la sentencia; y, posteriormente, sobre la decisión de rechazar la solicitud 
original, siendo incapaz de ayudar al tribunal para trazar un escrito 
presentado por él mismo y considerado por él  importante, oponerse a la 
comunicación de los archivos sin presentar observaciones, la negativa a 
producir un certificado de herencia (…) 
             
 En suma, el solicitante no mostró la diligencia que se espera de parte de un 
54 
 
 litigio de este tipo. Él lo que ha hecho es contribuir a prolongar el  
procedimiento (…)” 59 
 
En el caso “Baraona” del 08 de julio de 1987 se dio la misma extensión de plazos, 
con la diferencia de que esta vez el alongamiento se produce por las reiteradas 
peticiones del Ministerio Público en pos de lograr la ampliación de tiempo para 
cumplir determinadas diligencias procesales.  
 
Por lo que, la Corte Europea sostuvo que aun cuando la legislación interna permita 
al Estado demandar una prórroga de plazos, no excluye su responsabilidad por los 
retardos resultantes, ya que, hubiese podido renunciar a solicitar esas prórrogas, o 
el juez rechazarlas. 60  
 
En ese sentido, el Tribunal Europeo establece que la determinación del plazo debe 
considerar en conjunto todas las etapas del proceso, es decir, un análisis global del 
proceso. Ello lo podemos advertir de manera expresa de sentencias como en el 
Caso Obermeier vs. Austria.  
 
Caso en el cual se produjo una discrepancia entre el demandante Obermeier y la 
empresa para la cual trabajaba en relación con diversas actividades remuneradas 
que pretendían quitárselas; por lo que, Obermeier decidió demandar a la empresa 
ante la Corte de Trabajo de Viena, proceso que se inició el 09 de Marzo de 1981, y 
después de la primera audiencia judicial fue suspendido del trabajo sin motivo 
aparente, siendo que, después de nueve años de iniciado el proceso por la 
suspensión todavía no existía resolución firme  sobre la legalidad de su suspensión. 
 
Por lo que, si bien el Tribunal considero que no se había producido vulneración del 
derecho al plazo razonable debido a la complejidad y diversidad de los 
procedimientos requeridos en este caso: “El Tribunal señala, sin embargo, que su 
jurisprudencia se basa en el principio fundamental de que la razonabilidad de la 
duración de las actuaciones se determinará por referencia a las circunstancias 
particulares del caso. En este caso esas circunstancias exigen una evaluación 
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global por lo que el Tribunal considera que no es necesario tener en cuenta estas 
cuestiones en detalle.61 
 
No obstante, el Tribunal Europeo en algunos casos civiles ha considerado que el 
análisis global del procedimiento no solo tiene como límite final la resolución firme 
para la determinación de la razonabilidad del plazo, sino que a diferencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos ha incluido también la etapa de 
ejecución de sentencia como ocurre en el Caso Robins vs. Reino Unido. 
 
Este último caso, versaba sobre la demanda que interponen el Señor y la Señora 
Robins en contra de sus vecinos por los daños supuestamente ocasionados por 
estos en su alcantarillado, debido a trabajos llevados a cabo por los demandados, 
sin embargo, perdieron el caso, y como en Inglaterra y Gales, lo habitual es que la 
parte que pierda al pleito paga los costos de la parte vencedora, y los Sr. y la Sra. 
T. ganaron el caso, los demandantes debían pagar los costos, cuya determinación 
demoro más de cuatro años; por lo que, el Tribunal concluyo que se había 
producido una violación al derecho al plazo razonable por causa atribuible 
fundamentalmente a las autoridades judiciales. 
 
Es así que, el Tribunal establece el periodo que debe ser considerado para el 
cómputo de la razonabilidad del plazo, incluye la ejecución de la sentencia para 
determinar el valor de los costos ocasionados en el proceso a los demandados, en 
el que se señala:  
 
“28. El Tribunal recuerda que el artículo 6 § 1 del Convenio requiere que 
todas las etapas de los procedimientos legales para la determinación de 
derechos y obligaciones de carácter civil, sin excluir a las etapas posteriores 
a la sentencia sobre el fondo, se resolverán en un plazo razonable (...)”62 
 
Entre los casos más recientes encontramos el Caso Metzger vs. Alemania del 31 de 
Mayo del 2001 en el que se discutió sobre la razonabilidad  del plazo de los 
procedimientos penales seguidos en contra del ciudadano alemán Metzger quien en 
su calidad de alcalde de Darmstadt contrato los servicios de una  empresa 
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encargada de eliminar residuos nocivos mediante el vertido de los residuos por el 
desagüe, contaminando el medio ambiente. 
 
Es así que, el Tribunal analiza los tres criterios ya reiterados tantas veces, 
considerando que el caso reviste cierta complejidad porque se centra en el derecho 
penal del medio ambiente, siendo el primero en demostrar la realidad y alcance de 
la contaminación con peritos, así mismo, declararon muchos peritos y testigos.  
 
En cuanto al comportamiento del demandante, si bien se ha producido un retraso 
debido a las numerosas proposiciones de pruebas y solicitudes de recusación de 
magistrados realizadas por este; sin embargo, el retraso no fue significativo, a 
diferencia de la conducta de las autoridades judiciales en el que existió retrasos 
indebidos durante largos periodos de latencia en los que no se resolvió 
determinadas etapas del proceso, así como de nulidades; incumpliendo el Estado 
su obligación de resolver los casos en tiempo razonable. 
 
En ese sentido, estableció que: 
 
“41. En cuanto a la conducta de las autoridades judiciales, la Corte 
considera que la instrucción tuvo un período de latencia de 15 meses entre 
la presentación de la denuncia policial y el acto de acusación del solicitante. 
Como en el procedimiento ante los tribunales de primera instancia, el 
Tribunal observa retrasos indebidos, especialmente entre la responsabilidad 
de la presentación de la solicitud y la decisión del Tribunal Regional de 
Darmstadt a rechazar la apertura del procedimiento en cuanto al fondo (6 
meses) y entre la suspensión del procedimiento y el nombramiento del 
experto por el Tribunal Regional (8 meses). Toma nota especialmente el 
retraso de 2 años y 3 meses debido a la anulación por parte del Tribunal 
Federal de Justicia de la sentencia del Tribunal Regional de Procedimiento, 
con el argumento de que no habían sido entregados dentro del tiempo 
requerido por la ley.  
 
42. El Tribunal recuerda a este respecto que el artículo 6 § 1 de la 
Convención obliga a los Estados contratantes para organizar sus sistemas 
legales para que los tribunales puedan cumplir cada uno de sus 
requerimientos, incluyendo la obligación de decidir los casos en tiempo 
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razonable (…) En este caso, el procedimiento muestra retrasos excesivos, 
que son atribuibles a las autoridades nacionales”. 63 
 
En ese orden de ideas, a través del tiempo, el Tribunal Europeo ha desarrollado los 
supuestos para determinar la razonabilidad del plazo, siendo estos los siguientes:  
 
a) La complejidad del asunto  
b) El comportamiento del solicitante 
c) La manera en que el problema fue llevado por las autoridades 
administrativas y judiciales.  
d) La afectación generada en la situación jurídica del interesado 
 
En  cuanto al primer supuesto, la complejidad del caso, el Tribunal Europeo ha ido 
identificando en la práctica ciertos elementos que determinan la complejidad, que 
en opinión de Frederic Edel64, pueden agruparse en tres categorías: la complejidad 
de los hechos, la complejidad de los problemas jurídicos y la complejidad del 
proceso en causa. 
 
Dentro de la primera categoría, se encuentran aspectos como el número y la 
naturaleza particular de los delitos que están siendo juzgados, el carácter altamente 
sensible de los hechos relacionados con la seguridad nacional, el número de 
inculpados y testigos, la necesidad de obtener la opinión de peritos, entre otros.  
 
En cuanto a la complejidad de los problemas jurídicos, deben considerarse la 
aplicación de una ley nueva e imprecisa, al principio de la igualdad de armas, a la 
cuestión de constitucionalidad o competencia de una ley, o a la interpretación de un 
tratado internacional.  
 
Por último, la complejidad de la causa puede deberse a la pluralidad de partes 
involucradas, a la cantidad de escritos o recursos presentados por las partes, a 
diversas dificultades como identificar y oír a testigos que han cambiado de nombre 
o dirección, a la ejecución de las cartas rogatorias enviadas a diferentes partes del 
país o al extranjero, entre otros factores.  
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 EDEL, Frederick. Citado por SALMON, Elizabeth (coordinadora). El derecho al Debido Proceso en la 
Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  Pág. 206. 
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En cuanto se refiere a la conducta procesal de las partes, es otro aspecto que le 
sirve a la Corte Europea para determinar la razonabilidad de un plazo, y que lo fue 
desarrollando paulatinamente; por lo que, de la revisión de su jurisprudencia 
podemos concluir que presenta dos modalidades, una el comportamiento activo y 
otra el pasivo.  
 
La primera modalidad se presenta, como las maniobras utilizadas para dilatar sin 
causa el procedimiento; por ejemplo, con la presentación sucesiva de solicitudes sin 
fundamento, obligando a demoras inusitadas o a través de alegaciones 
inconducentes que evidencian la conciencia de obrar sin derecho. Conducta que 
puede ser sancionada en sede jurisdiccional por conducta desleal y/o temeraria y 
maliciosa; y la segunda, por omisión o negativa a proporcionar información 
solicitada por los tribunales de justicia, por considerarla obstruccionista. 
 
Pero, además la pasividad de la autoridad que administra justicia (no solo judicial 
sino también fiscal e incluso administrativa), que frente a esta situación, con su 
tolerancia propicia el descontrol, admite prever el supuesto de procesos demorados 
a causa del tribunal, que viene a constituir un tercer supuesto para la vulneración 
del derecho al plazo razonable, que incluso podría generar responsabilidad civil, lo 
que en buena cuenta significa indemnizaciones para reparar el daño efectivamente 
sufrido por la demora de los tribunales, debido a una ineficacia del servicio 
jurisdiccional.  
 
Así, en la conducta de las autoridades se podría decir que en la jurisprudencia del 
Tribunal Europeo no solo se ha valorado la circunstancia individual de la autoridad, 
sino también las acciones tomadas por el Estado para superar circunstancias 
adversas que se presentan en la administración de justicia al momento conducir 
una investigación o procesar un caso.  
 
Sin embargo, este proceso de evolución del derecho al plazo razonable en la 
jurisprudencia europea, ha sido a través del tiempo cada vez más profundo 
considerándose como un cuarto criterio, la afectación generada en la situación 
jurídica del interesado, que en buena cuenta en palabras del tribunal viene a ser “lo 
que está en juego en el litigio para el demandante.”  
 
Así, el Tribunal realiza una gradación en cuanto a la celeridad requerida por parte 
de las autoridades distinguiendo los casos que exigen una diligencia especial o 
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particular de aquellos que requieren una diligencia excepcional, conforme lo 
desarrolla a continuación, Frederick Edel.65 
 
En principio, los que requieren una diligencia especial son aquellos en los que el 
desarrollo del proceso afecta el ejercicio de otros derechos por tratarse de un 
procedimiento relativo a la familia, laboral como el caso Buchholz o Deumeland, 
capacidad jurídica o aquellos relativos a personas que son procesadas penalmente 
bajo detención, como el caso Wemhoff, Neumeister, Eckle, entre otros.  
 
De otro lado, los casos que requieren una diligencia excepcional están referidos a 
dos materias; la primera, cuando se trata de padres afectados por medidas de 
asistencia educativa o de restricción de autoridad parental, por eventuales 
consecuencias graves e irreversibles en la relación padre e hijo; la segunda se 
refiere a las personas que sufren un mal incurable y tienen una esperanza de vida 
reducida que puede ser el caso de procesos relativos al tratamiento o 
indemnización de personas hemofílicas infectadas por el VIH tras transfusiones 
sanguíneas. 
 
De esta forma, la Corte Europea ha desarrollado el derecho al plazo razonable de 
manera amplia y clara, cuya jurisprudencia ha servido de guía no solo para los 
países europeos, sino también en América, dado que, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos ha tomado como parámetro de referencia el tratamiento que la 
Corte Europea hace sobre el derecho al plazo razonable o si lo preferimos, el 
derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, como veremos a continuación. 
 
1.5.2. La Corte Interamericana de Derechos Humanos  
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido en sus diferentes 
pronunciamientos que la garantía de un recurso rápido, sencillo y eficaz constituye 
uno de los pilares fundamentales del Estado de Derecho en una sociedad 
democrática; por ello, no basta con que los recursos estén previstos en las normas 
sino que los mismos deben ser efectivos en la práctica, brindando al justiciable la 
posibilidad de que se resuelvan sus causas en un plazo razonable. 
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Derecho que ha presentado a través del tiempo una expansión de carácter 
horizontal, porque no solo recae sobre procesos penales, sino sobre todo tipo de 
proceso aunque con algunas variaciones.  
 
No obstante, el estándar de evaluación del plazo razonable que permanece hasta la 
actualidad fue introducido con un caso penal, como es el de Genie Lacayo vs. 
Nicaragua (29/01/1997), en el que bajo un estudio global del procedimiento se hace 
un análisis de los criterios de complejidad del asunto, actividad procesal del 
interesado y la conducta de las autoridades judiciales, siguiendo el modelo del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos.66 
 
De esta forma, se analizó uno a uno los tres criterios citados, del modo siguiente: 
 
“78. Por lo que respecta al primer elemento, es claro que el asunto que se 
examina es bastante complejo, ya que, dada la gran repercusión de la 
muerte del joven Genie Lacayo, las investigaciones fueron muy extensas y 
las pruebas muy amplias (...) Todo ello podría justificar que el proceso 
respectivo, que adicionalmente ha tenido muchos incidentes e instancias, se 
haya prolongado más que otros de características distintas. 
 
79. En cuanto al segundo elemento que se refiere a la actividad procesal del 
afectado no consta en autos que el señor Raymond Genie Peñalba, padre 
de la víctima, hubiere tenido una conducta incompatible con su carácter de 
acusador privado ni entorpecido la tramitación, pues se limitó a interponer 
los medios de impugnación reconocidos por la legislación de Nicaragua(...) 
 
80. En lo que al tercer elemento se refiere, es decir, en cuanto a la conducta 
de las autoridades judiciales de Nicaragua, esta Corte estima que no se han 
producido dilaciones excesivas en las diversas etapas del proceso, con 
excepción de la última fase todavía pendiente(...), es decir, del recurso de 
casación ante la Corte Suprema de Justicia interpuesto por la parte 
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 “Plazo razonable: análisis global del proceso, elementos que lo conforman (complejidad del asunto, 
actividad procesal del interesado y conducta de las autoridades judiciales) 
 
77. El artículo 8.1 de la Convención también se refiere al plazo razonable. Este no es un concepto de sencilla 
definición. Se pueden invocar para precisar los elementos que ha señalado la Corte Europea de Derechos 
Humanos en varios fallos en los cuales se analizó este concepto, pues este artículo de la Convención Americana 
es equivalente en lo esencial, al 6 del Convenio Europeo para la Protección de Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales. De acuerdo con la Corte Europea, se deben tomar en cuenta tres elementos para 
determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla el proceso: a) la complejidad del asunto; b) la 
actividad procesal del interesado; y c) la conducta de las autoridades judiciales (...) Caso Genie Lacayo vs. 
Nicaragua. Sentencia del 29/01/1997. Párrafo 77.  http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_30_esp.pdf. 
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acusadora el 29 de agosto de 1994, admitido por dicho Tribunal el 31 
siguiente y que, no obstante las diversas solicitudes de las partes, todavía 
no ha sido resuelto. Incluso considerando la complejidad del asunto, así 
como las excusas, impedimentos y sustitución de los magistrados de la 
Corte Suprema de Justicia, el plazo de más de dos años que ha transcurrido 
desde la admisión del citado recurso de casación no es razonable y por 
consiguiente este Tribunal debe considerarlo violatorio del artículo 8.1 de la 
Convención (…)” 
 
Fue así como en este caso se investigó y sanciono el retardo en el proceso y la 
renuencia del Poder Judicial de procesar y sancionar a los responsables por la 
muerte de Jean Paul Genie Lacayo, ocurrida en la ciudad de Managua, Nicaragua, 
el 28 de octubre de 1990, y que pese a haber transcurrió 05 años desde que se 
inició el proceso no se  emitió sentencia firme en él; por lo que, de acuerdo a la 
evaluación realizada, si bien el caso reviste complejidad y el interesado no ha 
entorpecido de ningún modo el desarrollo del proceso, si existe dilación en la última 
fase del mismo (Recurso de Casación)  por responsabilidad de las autoridades 
judiciales. 
 
De esta manera, los criterios  analizados por el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos hacia el año 1968, la Corte los acogió para evaluar la razonabilidad de un 
plazo con la sentencia de Genie Lacayo vs. Nicaragua del 29 de Enero de 1997, 
que analizados de acuerdo a las circunstancias particulares de un caso nos permite 
determinar si se ha producido o no la vulneración del derecho al plazo razonable, 
por lo que, aun en el supuesto en el que un Estado haya fijado un plazo legal para 
determinada actuación procesal puede producirse la afectación del derecho al plazo 
razonable. 
 
Esto significa que el plazo en el que se desarrolla una investigación penal puede no 
ser razonable aunque no exceda el límite legal, y al mismo tiempo, el plazo de una 
investigación penal puede ser razonable aun después de cumplido el límite legal, 
cuando a la luz de los criterios establecidos por la Corte el plazo resulta siendo 
razonable. 
 
Por lo tanto, no es posible establecer un criterio in abstracto y en forma fija, en días, 
meses o años, sino que este se fijara caso por caso,  en función al análisis global 
del proceso penal y de los criterios precisados por la Corte para evaluar la 
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razonabilidad del plazo, dado que, la Corte mantiene la doctrina del no plazo, 
posición jurisprudencial que es sostenida también por el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos y seguida por varios tribunales constitucionales de América 
Latina y de Europa, incluido el Perú. 
 
En el Caso Genie Lacayo, también se fijó por primera vez el cómputo del plazo del 
proceso para determinar su razonabilidad, considerando que el tiempo trascurrido 
debía computarse desde el auto de apertura del proceso hasta la emisión de 
sentencia firme, sin considerar  la investigación policial y la formulación de 
acusación fiscal.  
 
Sin embargo, este criterio fue variado prontamente, en el Caso Suarez Rosero vs. 
Ecuador (12/11/1997), que trataba de la detención ilegal y arbitraria que el señor 
Rafael Iván Suárez Rosero, sufrió el 23 de junio de 1992, por agentes de la Policía 
Nacional del Ecuador,  en virtud de una orden policial emitida a raíz de una 
denuncia hecha por residentes del sector de Zámbiza, en la ciudad de Quito, 
quienes manifestaron que los ocupantes del vehículo en el que se encontraba el 
agraviado estaban incinerando aparentemente droga. Por lo que, fue incomunicado 
durante 36 días sin ser puesto a disposición del juez competente en un plazo 
razonable; y, además, fue sometido a tortura, trato cruel, inhumano o degradante.  
 
En este caso, la Corte computo el plazo desde el primer acto procesal, constituido 
por la aprehensión del inculpado hasta la emisión de sentencia firme y definitiva de 
última instancia. Así señala:  
 
“70. El principio de “plazo razonable” al que hacen referencia los artículos 
7.5 y 8.1 de la Convención Americana tiene como finalidad impedir que los 
acusados permanezcan largo tiempo bajo acusación y asegurar que ésta se 
decida prontamente. En el presente caso, el primer acto del procedimiento lo 
constituye la aprehensión del señor Suárez Rosero el 23 de junio de 1992 y, 
por lo tanto, a partir de ese momento debe comenzar a apreciarse el plazo. 
 
71. Considera la Corte que el proceso termina cuando se dicta sentencia 
definitiva y firme en el asunto, con lo cual se agota la jurisdicción (…) y que, 
particularmente en materia penal, dicho plazo debe comprender todo el 
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procedimiento, incluyendo los recursos de instancia que pudieran 
eventualmente presentarse.”67 
 
Criterio que fue reiterado por la Corte posteriormente en el año 2004, en el caso 
Tibi vs. Ecuador, en el que el francés Daniel Tibi fue detenido ilegalmente por 
agentes del Estado Ecuatoriano el 27 de setiembre de 1995, por haber sido 
sindicado por una tercera persona como proveedor de clorhidrato de cocaína, 
siendo liberado el 21 de Enero de 1998, por el sobreseimiento del caso seguido en 
su contra al no haberse encontrado prueba suficiente sobre los hechos imputados; 
pero, además se agregó que en el supuesto que el investigado se encuentre en 
libertad pero existe un proceso penal en trámite, el inicio del plazo se considera 
desde el momento en el que la autoridad judicial toma conocimiento del caso: 
 
“168. La razonabilidad del plazo al que se refiere ese precepto (Articulo 8.1. 
de la Convención) se debe apreciar en relación con la duración total del 
proceso, desde el primer acto procesal hasta que se dicte sentencia 
definitiva. La Corte se pronunció en el sentido de que, en materia penal, el 
plazo comienza en la fecha de la aprehensión del individuo. Cuando no es 
aplicable esta medida, pero se halla en marcha un proceso penal, dicho 
plazo debiera contarse a partir del momento en que la autoridad judicial 
toma conocimiento del caso. 
 
169. La aprehensión del señor Daniel Tibi ocurrió el 27 de septiembre de 
1995. Por lo tanto, se debe apreciar el plazo a partir de ese momento. 
Asimismo, este Tribunal ha establecido que para determinar la razonabilidad 
del plazo se debe tomar en cuenta que el proceso concluye cuando se dicta 
sentencia definitiva y firme en el asunto, con lo cual se agota la jurisdicción, 
y que, particularmente en materia penal, dicho plazo debe comprender todo 
el procedimiento, incluyendo los recursos de instancia que pudieran 
eventualmente presentarse.” 
 
No obstante, todavía existían algunas dudas sobre el cómputo del término inicial del 
plazo cuando la detención no se producía tempranamente, debido a ello, fue 
importante que la Corte precise en el caso López Álvarez vs. Honduras 
(01/02/2006), que: “en materia penal el plazo comienza cuando se presenta el 
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primer acto del procedimiento dirigido en contra de determinada persona  como 
probable responsable de cierto delito.”68 
 
En cuanto al término final, si bien la Corte al igual que el Tribunal Europeo 
coinciden en que la duración del plazo comprende todo el proceso incluyendo los 
recursos de instancia como se señala expresamente en el caso Tibi vs. Ecuador, 
este no incluye la ejecución de la decisión final, tal como resolvió en el caso Mejía 
Idrovo vs. Ecuador, en el que considero que la demora en la ejecución de la 
sentencia de la decisión no configura una violación al plazo razonable sino del 
derecho a la tutela judicial efectiva: 
 
“84. En lo que se refiere a la alegada violación del plazo razonable, la Corte 
observa que las argumentaciones de la Comisión y los representantes se 
centran en la supuesta falta de cumplimiento de la sentencia dictada el 12 
de marzo de 2002 por parte de las autoridades estatales competentes para 
hacerlo. Debido a que la falta de ejecución de la sentencia del Tribunal 
Constitucional tiene vinculación directa con la tutela judicial efectiva para la 
ejecución de los fallos internos, este Tribunal realizará su análisis en el 
apartado relativo al artículo 25.2. c) de la Convención Americana-referido a 
la Protección Judicial y tutela judicial efectiva en la ejecución de fallos.69 
 
De otro lado, si el proceso interno no cuenta aún con una decisión final, por lo 
general la Corte considera el tiempo transcurrido desde el inicio del proceso, la 
etapa en la que se encuentra en el momento del análisis y  las pendientes para su 
culminación, como ocurre en el caso Valle Jaramillo vs. Colombia:“(…) se debe 
considerar que al tiempo transcurrido desde los hechos se sumaría aquél que 
comprende la realización de los procesos penales pendientes, hasta que estos 
lleguen a sentencia en firme...”70     
 
Retomando, nuestro estudio sobre los criterios para la determinación del plazo 
razonable que establece la Corte Interamericana de Justicia, los tres ya 
mencionados se mantuvieron durante más de diez años, desde la sentencia Genie 
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Lacayo, tiempo que fue útil para esbozar paulatinamente aspectos cada vez más 
específicos sobre la aplicación de los mismos en diferentes ámbitos, hasta la 
sentencia en el Caso Valle Jaramillo vs. Colombia (27/11/2008), en la cual, por 
primera vez se hace alusión a un cuarto criterio el de: La afectación generada por la 
duración del procedimiento en la situación jurídica de la persona involucrada en el 
mismo: 
 
“155. (…) La afectación generada por la duración del procedimiento en la 
situación jurídica de la persona involucrada en el mismo, considerando, 
entre otros elementos, la materia objeto de controversia. Si el paso del 
tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, 
resultará necesario que el procedimiento corra con más diligencia a fin de 
que el caso se resuelva en un tiempo breve.”71  
 
Así, en el Caso en el que Jesús María Valle Jaramillo  fue asesinado de dos 
disparos en la cabeza en su despacho, el 07 de febrero de 1998, en Medellín 
(Colombia),  con la finalidad de acallar las denuncias que hizo como defensor de 
derechos humanos sobre los crímenes perpetrados en el Municipio de Ituango por 
paramilitares en connivencia con miembros de la Fuerza Pública de Colombia; 
durante casi nueve años, solo se había condenado a tres civiles, en ausencia, y no 
existían investigaciones judiciales orientadas a la determinación de responsabilidad 
algún agente del Estado. 
 
Por ello, la Corte estableció que si bien se reconoce que el caso reviste complejidad 
en cuanto concierne a los inculpados quienes se encuentran en la clandestinidad; 
por lo que, incluso fueron juzgados en ausencia y a la dificultad de identificar a 
todos los autores, ello no releva al estado de su obligación de realizar una 
investigación seria, imparcial y efectiva en un tiempo razonable.72    
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 “156. Si bien en el presente caso el proceso de naturaleza penal a nivel interno comprende a tres presuntas 
víctimas, una de homicidio agravado y dos de secuestro simple, la Corte observa que la investigación ha resultado 
compleja en lo que concierne a la detención de los inculpados, quienes incluso fueron juzgados en ausencia en 
razón de la clandestinidad en la que se mantienen los grupos paramilitares, así como, en razón de la identificación 
de todos los autores. En jurisprudencia previa, este Tribunal se ha referido a las dificultades para dar respuesta 
adecuada y fiel a los compromisos internacionales del Estado cuando éste se encuentra frente al juzgamiento de 
actuaciones ilegales de miembros de grupos alzados en armas. Sin embargo, la Corte reitera que las condiciones 
del país no liberan a un Estado Parte en la Convención Americana de sus obligaciones establecidas en ese tratado. 
En esa medida, y pese a que se ha sancionado a dos responsables en el caso pertenecientes a grupos 
paramilitares, la Corte considera que la dificultad del asunto que se investiga en la jurisdicción interna no justifica, 
por sí misma, que el proceso penal continúe abierto luego de 10 años de los hechos.“ Caso Valle Jaramillo vs. 
Colombia. Op. Cit. Párrafo 156. 
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No obstante, en este caso la Corte no utilizo el cuarto criterio en su argumentación, 
y en casos posteriores ha considerado que “no es necesario realizar el análisis de 
este elemento para determinar la razonabilidad del plazo”, como ocurre en el caso 
Kawas Fernández vs. Honduras, en el cual se investigó el asesinato de una 
destacada defensora ambientalista hondureña, Blanca Jeannette Kawas 
Fernández, quien fue ejecutada el 06 de Febrero de 1995 por defender los recursos 
naturales y el medio ambiente en su país, luego de lo cual se sucedieron una serie 
de asesinatos contra otros defensores ambientalistas en Honduras. 
 
Así, en este caso, si bien la Corte cita entre sus fundamentos este cuarto criterio, 
únicamente desarrolla la responsabilidad del Estado por las dilaciones innecesarias 
de que fue objeto la investigación por parte de las autoridades del Ministerio Público 
y del Poder Judicial, por su deficiente participación en las investigaciones, como 
únicos responsables, afirmando que:  
 
“112. En relación con la razonabilidad del plazo, este Tribunal ha señalado 
que el derecho de acceso a la justicia debe asegurar en un tiempo 
razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares a que se 
haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido y se sancione 
a los responsables. La Corte ha establecido que es preciso tomar en cuenta 
cuatro elementos para determinar la razonabilidad del plazo: a) complejidad 
del asunto, b) actividad procesal del interesado, c) conducta de las 
autoridades judiciales, y d) afectación generada en la situación jurídica de la 
persona involucrada en el proceso. 
 
(…)115. En cuanto al cuarto elemento, la Corte ha dicho que para 
determinar la razonabilidad del plazo se debe tomar en cuenta la afectación 
generada por la duración del procedimiento en la situación jurídica de la 
persona involucrada en el mismo, considerando, entre otros elementos, la 
materia objeto de controversia. Así, el Tribunal ha establecido que si el paso 
del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, 
resultará necesario que el procedimiento corra con más diligencia a fin de 
que el caso se resuelva en un tiempo breve. En el presente caso la Corte 
considera que no es necesario realizar el análisis de este elemento para 
determinar la razonabilidad del plazo de la investigación y procedimientos 




116. Teniendo en cuenta lo anterior, así como el allanamiento del Estado, la 
Corte concluye que el lapso de 14 años que ha demorado la justicia interna 
sólo en la fase de investigación de los hechos sobrepasa excesivamente un 
plazo que pueda considerarse razonable para que el Estado realizara las 
correspondientes diligencias investigativas, y constituye una flagrante 
denegación de justicia en perjuicio de los familiares de Blanca Jeannette 
Kawas Fernández.”73  
 
En ese orden de ideas, y, a diferencia de lo que ocurre con el Tribunal Europeo, la 
Corte Interamericana todavía no le ha dotado de un contenido particular y en 
comparación al gran énfasis que le pone a la actuación de las autoridades en la que 
recae el mayor número de pronunciamientos de violación del derecho al plazo 
razonable, este cuarto criterio pareciera estar relegado pues son pocos los casos 
en los que ha sido considerado, como el caso de la Comunidad Indígena Xakmok 
vs. Paraguay (24/08/2010). 
 
En este último caso, la Corte advirtió que la duración del proceso de reivindicación 
de sus tierras afecto el estado de vida de los miembros de este pueblo indígena, ya 
que, estuvieron en una situación de riesgo, pues no tenían acceso a agua potable, y 
tuvieron que desplazarse para conseguirla.74 
 
Por el contrario, los tres primeros criterios ya mencionados, tuvieron un mayor 
desarrollo en la jurisprudencia de la Corte a través del tiempo, los que resalta 
Elizabeth Salmon en el estudio de los aspectos que reiteradamente han sido 
tomados en cuenta por la Corte, como por ejemplo, un primer criterio es útil para 
determinar la complejidad de un caso, a pesar de que en el sistema interamericano, 
no se ha desarrollado un estándar de categorías específicas para determinarlos, 
como si ocurre en la Corte Europea de Derechos Humanos.75  
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 “136. En cuanto al cuarto elemento, para determinar la razonabilidad del plazo se debe tomar en cuenta la 
afectación generada por la duración del procedimiento en la situación jurídica de la persona involucrada en el 
mismo, considerando, entre otros elementos, la materia objeto de controversia. El Tribunal ha establecido que si el 
paso del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el 
procedimiento avance con mayor diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve. En el presente 
caso la demora en la obtención de una solución definitiva al problema de la tierra de los miembros de la 
Comunidad ha incidido directamente en su estado de vida. Esta situación es analizada en profundidad en el 




 SALMON, Elizabeth (coordinadora). El Derecho al Debido Proceso en la Jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Pág. 208-214. 
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Así, en primer lugar, tenemos como indicador de complejidad, la presencia de 
múltiples sujetos procesales, ya sea, como afectados o como procesados.  
 
Encontrando como ejemplo de complejidad del asunto por el número de eventuales 
responsables el Caso Anzualdo Castro vs. Perú (22/09/2009), referido a la 
desaparición forzada de Kenneth Ney Ansualdo Castro, llevada a cabo por agentes 
del Servicio de Inteligencia Peruano, en él se encontró responsabilidad del Estado 
por la negligencia y falta de celeridad de las autoridades judiciales en el proceso 
que duro más de 15 años sin haberse ubicado a la víctima ni sancionado a los 
responsables. Así se señala: 
 
“157. En el presente caso, la Corte advierte que la averiguación de los 
hechos revestía cierta complejidad, por tratarse de una desaparición forzada 
en que los perpetradores intentaron eliminar todo rastro o evidencia, por la 
negativa de brindar información sobre el paradero y por el número de 
posibles responsables. No obstante, en el primer período las autoridades 
judiciales actuaron en forma negligente y sin la debida celeridad que 
ameritaban los hechos (supra párrafos 134 y 140). En todo momento los 
familiares asumieron una posición activa, poniendo en conocimiento de las 
autoridades la información de que disponían e impulsando las 
investigaciones. Respecto de las nuevas investigaciones abiertas a partir del 
año 2002, no es posible desvincular las obstaculizaciones y dilaciones 
verificadas respecto del período anterior, lo que ha llevado a que las 
investigaciones y procesos hayan durado más de 15 años desde que 
ocurrieron los hechos. Estos procesos continúan abiertos, sin que se haya 
determinado la suerte o localizado el paradero de la víctima, así como 
procesado y eventualmente sancionado a los responsables, lo cual, en 
conjunto, ha sobrepasado excesivamente el plazo que pueda considerarse 
razonable para estos efectos. Por todo lo anterior, la Corte considera que el 
Estado incumplió los requerimientos del artículo 8.1 de la Convención.” 76 
 
En cambio, en el caso Masacre Mapiripan vs. Colombia (15/09/2005), en el que se 
investigó el secuestro, tortura y asesinato de por lo menos 49 civiles que fueron 
destruidos y arrojados al rio Guaviare en el Municipio de Mapiripan entre el 15 y 20 
de julio de 1997, por un centenar de miembros de las Autodefensas Unidas de 
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Colombia, con la colaboración y aquiescencia de agentes del Estado. La Corte 
reconoció el carácter complejo de los procesos por varios factores, como es la 
existencia de un gran número de víctimas, en un aproximado de 49 personas, de 
las cuales la Comisión Interamericana en su demanda solo logro identificar a diez y 
a algunos de sus familiares. Así establece: 
 
“221. Ciertamente la masacre fue perpetrada en el contexto del conflicto 
armado que vive internamente Colombia; comprendió un gran número de 
víctimas —que fueron ejecutados o fueron desplazadas— y tuvo lugar en 
una región remota y de difícil acceso del país, entre otros factores. Sin 
embargo, en este caso la complejidad del asunto también está ligada a las 
dificultades provocadas en la investigación, que tuvieron su origen en las 
propias conductas activas y omisivas de autoridades administrativas y 
judiciales del Estado, según se analiza en el próximo apartado. No es 
sostenible, entonces, tal como pretende el Estado, justificar el plazo 
transcurrido en las investigaciones en vicisitudes y limitaciones en recursos 
financieros y técnicos, […] así como la crítica situación de orden público 
reinante en las zonas donde deben realizarse las investigaciones y las 
pruebas”.77  
 
En este mismo caso, Masacre de Mapiripan la Corte reconoce como materia 
compleja al juzgamiento de actuaciones ilegales de miembros de grupos alzados en 
armas, constituyéndose esta, de acuerdo a Elizabeth Salmon, una segunda 
categoría.  
 
No obstante, en palabras de la Corte la situación de violencia que atraviesa 
Colombia no libera al Estado Colombiano de sus obligaciones establecidas por la 
Convención; y, en consecuencia, tolerar acciones dirigidas a realizar ejecuciones 
extrajudiciales, no investigarlas de manera adecuada y no sancionar a los 
responsables, constituye una violación al deber de respetar los derechos 
reconocidos con la convención y garantizar a los ciudadanos su libre y pleno 
ejercicio.  
 
“238. En este sentido, la Corte reconoce las difíciles circunstancias por las 
que atraviesa Colombia en las que su población y sus instituciones hacen 
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esfuerzos por alcanzar la paz. Sin embargo, las condiciones del país, sin 
importar qué tan difíciles sean, no liberan a un Estado Parte en la 
Convención Americana de sus obligaciones establecidas en ese tratado, que 
subsisten particularmente en casos como el presente. El Tribunal ha 
sostenido que al llevar a cabo o tolerar acciones dirigidas a realizar 
ejecuciones extrajudiciales, no investigarlas de manera adecuada y no 
sancionar, en su caso, a los responsables, el Estado viola el deber de 
respetar los derechos reconocidos por la Convención y garantizar su libre y 
pleno ejercicio, tanto de la presunta víctima como de sus familiares, impide 
que la sociedad conozca lo ocurrido y reproduce las condiciones de 
impunidad para que este tipo de hechos vuelvan a repetirse.”78 
 
Como tercer indicador, se encuentra la dificultad de acceder a información relevante 
para el proceso, lo cual puede depender de distintos factores, uno de ellos es el 
tiempo transcurrido desde la ocurrencia de los hechos, tal como ocurrió en el caso 
Heliodoro Portugal vs. Panamá, por citar un ejemplo, en este caso la  investigación 
se inició después de casi tres décadas de desaparecida la víctima, lo que dificulto e 
incluso puede determinar la imposibilidad de obtener pruebas y/o testimonios  que 
permitan esclarecer los hechos; sin embargo, la Corte también considero que 
existía responsabilidad en la autoridades judiciales encargadas de investigar el 
caso por su inacción. 
 
“150. Al respecto, la Corte observa que si bien en el presente caso sólo se 
trataba de una presunta víctima, la investigación resultaba compleja por el 
tiempo transcurrido desde la última vez en que Heliodoro Portugal fuera 
visto con vida y, en consecuencia, por las dificultades para poder acceder a 
información que contribuya o facilite una investigación del caso. Sobre este 
punto, la Tercera Fiscalía Superior señaló como parte de su recurso de 
apelación (supra párr. 134) que los “victimarios, los autores materiales e 
intelectuales de este acto criminal, siempre han tenido el manifiesto interés 
de que no se descubriera el delito y menos su conducta punible, es decir, 
que su acción quedara impune, lo que se demuestra con el hecho de 
enterrar el cadáver y esparcirle cal con el objeto de lograr su rápida 
descomposición y total desintegración”. Así, el paso del tiempo guarda una 
relación directamente proporcional con la limitación –y en algunos casos, la 
imposibilidad- para obtener las pruebas y/o testimonios que permitan 
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 Ibíd., párrafo 238. http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_134_esp.pdf. 
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esclarecer los hechos materia de investigación. A estos elementos habría 
que añadir las restricciones propias del período anterior a 1990, el cual la 
propia Corte Suprema de Justicia de Panamá caracterizó como un período 
en el que no se podía ejercer el derecho del acceso a la justicia (supra párr. 
92).79 
 
Los hechos en este caso, están referidos al 14 de mayo de 1970 cuando Heliodoro 
Portugal se encontraba en un café en la ciudad de Panamá, donde fue abordado 
por un grupo de individuos vestidos de civil, entre los que se encontraban agentes 
del Estado, quienes lo subieron a un vehículo con rumbo desconocido; y, debido a 
que en aquella época Panamá se encontraba gobernada por una dictadura militar 
no era posible acudir a las autoridades internas con el propósito de presentar 
denuncias por violaciones a los derechos humanos o averiguar el paradero de una 
persona, la hija de la presunta víctima no denunció la desaparición sino hasta mayo 
de 1990, luego de que se restaurara la democracia en el país.  
 
Es así que, en septiembre de 1999, en el cuartel conocido como “Los Pumas” en 
Tocumen, el Ministerio Público encontró unos restos que fueron identificados como 
pertenecientes a la víctima; sin embargo, el proceso penal correspondiente continúo 
abierto sin que se haya condenado a los responsables. 
 
Otro ejemplo de dificultad de acceso a información, es el de lejanía o dificultad de 
acceso al lugar en el que se cometieron los hechos como ocurrió en el caso 
Masacre Mapiripam vs. Colombia (véase el párrafo 221 supra) o en el caso 
Ansualdo Castro vs. Perú (véase el párrafo 157 supra), en el que la Corte señalo 
que el caso revestía complejidad porque las autoridades intentaron eliminar las 
posibles evidencias y por la negativa de brindar información sobre el paradero de la 
víctima.  
 
Un cuarto factor para determinar la complejidad de la materia es la existencia de un 
conflicto armado o dictadura, como ocurrió en el Caso Heliodoro Portugal vs. 
Panamá (12/08/2008) en el que la Corte considero la dictadura militar en la que se 
encontraba Panamá hasta 1990, la cual implicaba la imposibilidad de ejercicio del 
derecho de acceso a la justicia (véase el párrafo 150 supra) o el caso Masacre 
Mapiripam vs. Colombia (véase el párrafo 221 supra), donde el proceso penal 
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seguía abierto durante más de ocho años de ocurridos los hechos, y en el que se 
consideró entre otros aspectos el conflicto armado en el que se encontraba 
Colombia. 
 
Finalmente, la naturaleza del proceso puede determinar la complejidad de la 
materia, así en el Caso López Mendoza vs. Venezuela (01/09/2011), la Corte 
considero que el caso revestía complejidad porque habían acumulado al caso una 
serie de causas y porque la materia tenía efectos generales que iban más allá de la 
situación del caso en particular. Así concluye: 
 
“175. El Estado señaló que se trató de una causa particularmente 
complicada, por la naturaleza del caso; por la cantidad de demandas 
interpuestas [y acumuladas en una sola], y porque se trataba de un caso 
que involucraba a funcionarios públicos de elección popular (supra párr. 
172). El Tribunal observa que, efectivamente, la acción de 
inconstitucionalidad interpuesta por el señor López Mendoza el 21 de junio 
de 2006 fue acumulada con el expediente de la señora Nidia Gutiérrez de 
Asencio de 4 de abril de 2006. Asimismo, la Corte observa que: i) el 27 de 
julio de 2006 el señor Juan Bautista Carrero Marrero solicitó intervenir como 
tercero coadyuvante en la causa; ii) el 7 de noviembre de 2007 se ordenó 
acumular el expediente con la causa de la señora Rosalba Gil Pacheco; iii) 
el 19 de diciembre de 2007 se ordenó acumular el expediente con la causa 
del señor Humberto Bello Bernay; iv) el 4 de junio de 2008 se ordenó 
acumular el expediente con la causa de la señora Sandra Carolina Alfaro 
Salazar, y v) el 8 de julio de 2008 se ordenó acumular el expediente con la 
causa de la señora María Trinidad Ramírez de Egañez.”80 
 
Respecto del segundo criterio para determinar la razonabilidad del plazo, es 
necesario precisar que, en la Corte se presentan muy pocos casos en los que se 
encuentra que la actividad procesal del interesado incidirá en la prolongación del 
proceso, ya sea, por acción, como puede ser la interposición reiterada de recursos 
sin fundamento con el único fin de dilatar el proceso que debe ser controlado por 
las autoridades que administran justicia; o, por omisión, al dejar transcurrir los 
plazos sin interponer recursos impugnatorios dilatando el caso como ocurre con el 
Caso Caesar vs. Trinidad y Tobago (11/03/2005). 
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En este caso, el señor Winston Caesar, fue condenado por la High Court de 
Trinidad y Tobago por el delito de intento de violación y fue sentenciado a 20 años 
de cárcel con trabajos forzados y a recibir 15 latigazos con el “gato de nueve 
colas”81. El Tribunal de Apelación de Trinidad y Tobago confirmó su condena y su 
sentencia y, 23 meses después de la confirmación definitiva de la misma, el castigo 
de flagelación del señor Caesar fue ejecutado; sin embargo, su abogado defensor 
apelo la sentencia 02 años después; por lo que, la Corte considero que la demora 
del proceso por este plazo es responsabilidad del sentenciado: 
 
“111. La Corte nota que el proceso penal duró más de 12 años, si dicho 
período se cuenta a partir del primer arresto del señor Caesar ocurrido el 11 
de noviembre de 1983, tal como lo han hecho la Comisión y los 
representantes. No obstante, puesto que el reconocimiento de la 
competencia contenciosa de la Corte por parte de Trinidad y Tobago tuvo 
efecto a partir del 28 de mayo de 1991, este Tribunal sólo puede tomar en 
consideración el período transcurrido desde la fecha de dicho 
reconocimiento hasta la decisión del Tribunal de Apelación del 28 de febrero 
de 1996, que es la Sentencia definitiva dictada en el proceso penal. El señor 
Caesar fue condenado el 10 de enero de 1992 por el Tribunal Superior de 
Trinidad y Tobago. Sus abogados esperaron casi dos años para apelar la 
sentencia y el 28 de febrero de 1996 el Tribunal de Apelación desestimó la 
apelación y confirmó la sentencia. En consecuencia, la Corte estima que la 
duración del proceso penal en el período comprendido entre el 28 de mayo 
de 1991 y el 28 de febrero de 1996, descontado el período de casi dos años 
que los abogados del señor Caesar tardaron en apelar la sentencia ante el 
Tribunal de Apelación, no constituye una demora que pueda ser calificada 
como irrazonable, en los términos del artículo 8.1 de la Convención.”82 
 
Un tercer criterio que evalúa la Corte para determinar la razonabilidad del plazo, es 
la Actuación de las Autoridades Estatales que se encuentran a cargo del proceso, 
que al igual que la actividad procesal del interesado puede ser activa u omisiva, en 
el primer caso; por ejemplo, cuando la autoridad realiza diligencias inútiles dirigidas 
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 La ley actual de Trinidad y Tobago permite la imposición de penas corporales. Según la Ley de Penas 
Corporales (Para Delincuentes Mayores de 18 años), un tribunal puede ordenar que un delincuente varón mayor de 
18 años sea golpeado o azotado con un objeto llamado “gato de nueve colas”, además de cualquier otra pena que 
le sea aplicable cuando se le condena por ciertos delitos. Dicha Ley también dispone que la Sentencia de 
flagelación debe ser aplicada tan pronto sea posible y en ningún caso después de que hayan transcurrido seis 
meses de dictada la sentencia. 
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a demorar la tramitación del proceso; y, en el segundo caso, la autoridad estatal 
llamada a actuar con diligencia y celeridad, no realiza acción alguna para la 
consecución del proceso. 
 
Es preciso señalar que este tercer parámetro ha sido comúnmente denominado 
como la actuación de las autoridades judiciales, no obstante, el derecho al plazo 
razonable no solo debe evaluarse a partir de la actuación de los jueces, sino 
también de los Fiscales o autoridades administrativas de acuerdo a la naturaleza 
del proceso, dado que, el derecho al plazo razonable no es exclusivo del proceso 
judicial sino de todo tipo de proceso o procedimiento, sea este a nivel fiscal, 
administrativo, etc. 
 
Así, en el caso Ríos y otros vs. Venezuela (28/01/2009) se establece 
responsabilidad del Ministerio Público por su falta de diligencia en la investigación 
de la demanda por las amenazas y actos de hostigamiento y agresiones verbales y 
físicas, incluidos lesiones por disparos de armas de fuego, de los que fueron 
víctimas 20 periodistas vinculados al canal de televisión RCTV, además de los 
varios atentados que se produjeron entre el 2001 y 2004 cometidos por funcionarios 
públicos y particulares, con la finalidad de restringir la labor de buscar, recibir y 
difundir información de los agraviados; y, por la omisión de acciones de prevención 
por parte del Estado. 
 
De esta manera, la Corte evaluó los tres criterios tantas veces mencionados, y si 
bien existió cierta complejidad en el caso debido a la dificultad en la identificación 
de los autores, se concluyó que las investigaciones correspondientes a los hechos 
denunciados no se habían conducido en forma diligente y efectiva por parte de la 
autoridad fiscal, pues si bien no existía un plazo legal en la legislación interna 
Venezolana, esta debió ser diligente. Así establece: 
 
“316. Este Tribunal nota que la legislación procesal penal venezolana no 
establece un plazo cierto para la investigación previo a la individualización 
del imputado, sino requiere que se realice con la diligencia que el caso 
requiera (…). Por ello, el momento en que el Ministerio Público tomó 
conocimiento del hecho, de oficio o por denuncia, es relevante para evaluar 




317. La pluralidad de hechos denunciados conjuntamente pudo haber 
contribuido a tornar compleja la investigación en términos globales, si bien la 
investigación de cada hecho en particular no necesariamente revestía mayor 
complejidad. Además, la mayoría de los hechos sucedieron en 
circunstancias en que resultaba difícil identificar a los presuntos autores. En 
cuanto a la conducta desplegada por los interesados, los hechos fueron 
denunciados con diligencia, al poco tiempo de haber sucedido. 
 
318. La Corte observa que la investigación de los hechos del 2 y 28 de mayo 
de 2002 fue ordenada por el Ministerio Público dos años después de 
interpuesta la denuncia y las autoridades estatales demoraron más de seis 
años en llevar a cabo las primeras diligencias de investigación, sin que 
justificara el retardo en la recolección de pruebas tendientes a la 
comprobación de la materialidad del hecho y la identificación de los autores 
y participes (…). Con respecto a algunos hechos en los que se inició una 
investigación, quedó de manifiesto inactividad procesal por entre dos años y 
medio y seis años, que no fue justificada por el Estado (…). Este Tribunal 
encuentra que las investigaciones correspondientes a estos hechos no se 
han conducido en forma diligente y efectiva.” 83 
 
Lo mismo ocurre en el caso Perozo y otros vs. Venezuela (28/01/2009), referido a 
una serie de actos de hostigamiento, agresiones físicas y verbales, 
obstaculizaciones a las labores periodísticas, cometidos por agentes estatales y 
particulares, ocurridos entre octubre del 2001 y agosto del 2005, en perjuicio de 44 
personas vinculadas al canal de televisión Globovisión, por haber buscado, recibido 
y difundido información; y, en el que, el Estado no adoptó las medidas necesarias 
para prevenir los actos de hostigamiento, ni investigó y sancionó a los responsables 
con la debida diligencia, quienes además no se encuentran individualizados. 
 
En ese sentido, la Corte hace el mismo análisis empleado en el caso Ríos y otros 
vs. Venezuela, estableciendo que si bien el caso revestía cierta complejidad debido 
a la dificultad de identificar a los autores y que los interesados también tenían 
responsabilidad por la demora en presentar la denuncia varios años después; sin 
embargo, la falta de diligencia del Ministerio Público en la conducción de la 
investigación preparatoria que duro casi seis años se debe a la inactividad procesal 
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de la autoridad fiscal por largos periodos lo que lo hace fundamental responsable 
de las dilaciones en el proceso. 
 
“337. La Corte observa que respecto de nueve hechos en los que se inició 
una investigación se evidencia inactividad procesal por lapsos que oscilan 
entre tres y seis años (…), sin que se haya explicado o justificado tal 
inactividad.  Con respecto a seis de los hechos investigados (…), se tardó 
más de cuatro años en llevar a cabo las primeras diligencias, sin que se 
justificara el retardo en la recolección de pruebas tendientes a la 
comprobación de la materialidad del hecho y a la identificación de los 
autores y partícipes. Este Tribunal encuentra que no se han conducido en 
forma diligente y efectiva las investigaciones relacionadas con los hechos 
denunciados el 31 de enero de 2002 y los que se acumularon a esta causa.” 
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En ese orden de ideas; y, siguiendo a Elizabeth Salmon como lo hemos venido 
haciendo en el establecimiento de criterios por los que se determina la complejidad 
del caso, cita dos aspectos de suma importancia en la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana respecto de este tercer criterio sobre la conducta de las autoridades 
estatales; el primero, la exigencia de una mayor diligencia en la consecución de 
procesos relativos a graves violaciones de derechos humanos; el segundo, el que la 
autoridad no debe permitir el uso de los recursos internos como un medio de 
dilatación y entorpecimiento del proceso. 
 
En el primer supuesto, es decir, la exigencia de una mayor diligencia en la 
consecución de procesos relativos a graves violaciones de derechos humanos, 
podemos citar el Caso Mapiripan vs. Colombia, en el cual se establece la obligación 
del Estado de iniciar de oficio y sin dilación una investigación seria, imparcial y 
efectiva; por lo que, no se debe esperar la iniciativa de las víctimas o sus familiares, 
quienes además no se encuentran obligados a aportar medios probatorios a la 
investigación. Así establece: 
 
“219. En efecto, es necesario recordar que el presente es un caso de 
ejecuciones extrajudiciales y en este tipo de casos el Estado tiene el deber 
de iniciar ex officio y sin dilación, una investigación seria, imparcial y 
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efectiva. Durante el proceso de investigación y el trámite judicial, las 
víctimas de violaciones de derechos humanos, o sus familiares, deben tener 
amplias oportunidades para participar y ser escuchados, tanto en el 
esclarecimiento de los hechos y la sanción de los responsables, como en la 
búsqueda de una justa compensación. Sin embargo, la búsqueda efectiva 
de la verdad corresponde al Estado, y no depende de la iniciativa procesal 
de la víctima, o de sus familiares o de su aportación de elementos 
probatorios. En este caso, algunos de los imputados han sido juzgados y 
condenados en ausencia. Además, la reducida participación de los 
familiares en los procesos penales, ya sea, como parte civil o como testigos, 
es consecuencia de las amenazas sufridas durante y después de la 
masacre, la situación de desplazamiento que enfrentaron y el temor a 
participar en dichos procesos. Por tanto, mal podría sostenerse que en un 
caso como el presente deba considerarse la actividad procesal del 
interesado como un criterio determinante para definir la razonabilidad del 
plazo.”85 
 
Sobre el segundo supuesto, como un deber positivo, en el que la autoridad (judicial) 
no debe permitir el uso de los recursos internos como un medio de dilatación y 
entorpecimiento del proceso, encontramos como un ejemplo el Caso Bulacio vs. 
Argentina (18/09/2003) referido a la privación de libertad del joven Walter David 
Bulacio, de 17 años de edad, en una detención masiva realizada por la policía en la 
ciudad de Buenos Aires, quien después de su detención fue golpeado y permaneció 
bajo condiciones de detención inadecuadas, y, debido al maltrato que sufrió, fue 
llevado a un hospital donde falleció poco tiempo después.  
 
En este caso el proceso se inició en 1991 y hasta la emisión de la sentencia de la 
Corte el 18 de Setiembre del 2003 no había concluido, existiendo prácticas 
dilatorias ejercidas por la defensa del acusado que coadyuvaron a la prolongación 
del proceso, lo que género que finalmente se declarara la prescripción de la acción 
penal. En ese sentido: 
“113. La Corte observa que desde el 23 de mayo de 1996, fecha en la que 
se corrió traslado a la defensa del pedido fiscal de 15 años de prisión contra 
el Comisario Espósito, por el delito reiterado de privación ilegal de libertad 
calificada, la defensa del imputado promovió una extensa serie de diferentes 
articulaciones y recursos (pedidos de prórroga, recusaciones, incidentes, 
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 Caso Masacre de Mapiripan vs. Colombia. Op. Cit., párrafo 219. 
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excepciones, incompetencias, nulidades, entre otros), que han impedido que 
el proceso pudiera avanzar hasta su culminación natural, lo que ha dado 
lugar a que se opusiera la prescripción de la acción penal.  
 
114. Esta manera de ejercer los medios  que la ley pone al servicio de la 
defensa, ha sido tolerada y permitida por los órganos judiciales 
intervinientes, con olvido de que su función no se agota en posibilitar un 
debido proceso que garantice la defensa en juicio, sino que debe además 
asegurar en tiempo razonable, el derecho de la víctima o sus familiares a 
saber la verdad de lo sucedido y que se sancione a los eventuales 
responsables.”86  
 
Con relación a las consecuencias jurídicas que genera la vulneración del derecho a 
ser juzgado dentro de un plazo razonable por dilaciones indebidas o demoras 
injustificadas, la jurisprudencia comparada no es uniforme al momento de 
establecerlas.  
 
No obstante, en la práctica, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 
forma similar al Tribunal Europeo de Derechos Humanos se ha limitado a reconocer 
que el Estado denunciado ha violado el derecho a ser juzgado dentro de un plazo 
razonable previsto en el inciso 1) del artículo 8º de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y a condenarlo a pagar una indemnización por el daño 
ocasionado.  
 
En buena cuenta, se trata de una solución netamente declarativa y compensatoria, 
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Es necesario reconocer que era imprescindible una reforma integral al sistema 
Procesal Penal Peruano, porque las reformas parciales que se han venido dando 
desde el año 1940 en que se promulgo el Código de Procedimientos Penales no 
producen resultados efectivos en muchos ámbitos de la justicia penal, lo que a su 
vez provoca una desazón en la población, quienes cada vez creen menos en la 
justicia peruana.  
 
No obstante, lo fundamental en este proceso de reforma integral es adecuarla a las 
necesidades de la realidad social e institucional de nuestro país, sobre la base de 
las normas procesales de carácter internacional derivadas del Derecho 
Internacional de Derechos Humanos y teniendo como referentes a las estructuras 
normativas existentes en países de nuestro ámbito cultural y sistema jurídico. 
 
En ese sentido, nuestro nuevo modelo procesal Penal debe estar en condiciones de 
imponer sanciones efectivas a quienes delinquen pero sin vulnerar los derechos 
fundamentales de la persona, como ocurre con el derecho al plazo razonable, que 




perseguir la justicia penal, como parte del debido proceso, en un proceso justo y 
equitativo.87  
 
Sin embargo, el mayor reto del cambio de sistema en el proceso penal, no se 
encuentra en la legislación sino en la práctica, pues es necesario que los actores 
del proceso penal, Juez, Fiscal y abogado defensor internalicen esta nueva filosofía 
acusatoria de la que ya es parte nuestro país, que se produzca un cambio completo 
en la mentalidad inquisitiva que ha gobernado nuestro sistema procesal penal por 
tanto tiempo. 
 
2.1. BREVE RESEÑA SOBRE EL NUEVO MODELO PROCESAL PERUANO 
EN EL CONTEXTO DE LA REFORMA PROCESAL PENAL EN AMÉRICA 
LATINA 
 
Tal como nos ilustra Teresa Armenta Deu88, a partir de la segunda década de los 
años 80 en el siglo XX numerosos ordenamientos hispanoamericanos iniciaron un 
importante proceso de reforma con un sesgo claramente de ruptura con el sistema 
anterior, heredero en su mayoría de los modelos europeos anteriores a las reformas 
que tuvieron lugar a lo largo de los siglos XIX y XX en Europa, tras la Segunda 
Guerra Mundial. 
 
Más allá de los motivos de las diferentes influencias en las reformas de diversos 
textos legales y de otros ordenamientos como el norteamericano, alemán o el 
español, Teresa Armenta asevera que, las dos últimas décadas del siglo XX, la 
gran mayoría de países iberoamericanos promulgaron nuevos Código Procesales 
Penales con pocos años de diferencia.  
 
Así, en 1992 tenemos a Guatemala, en 1996, Costa Rica y El Salvador, en 1998, 
Venezuela y Paraguay, en 1999 Bolivia y Honduras, Ecuador y Chile en el año 
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 “…e) observar exquisitamente el debido proceso, de un proceso justo y equitativo (igualdad de armas, juez legal, 
defensa, contradicción, acusatorio), y sobre todo del derecho al plazo razonable. El exige: 1) tender a un proceso 
con rasgos más contradictorios, que apunte a la igualdad procesal y a la necesidad de un juez tercero e imparcial,; 
2) encargar la instrucción al Fiscal con control judicial, 3) buscar rapidez, simplicidad, menor costo, mayor eficacia 
de la justicia penal con la introducción razonable de modalidades aceleradas, en la que la investigación o se 
suprime o es mínima, 4) instaurar un sistema probatorio que rechace las pruebas inconstitucionales, y la 
introducción procesal de pruebas sin las exigencias de inmediación, contradicción, publicidad; y, 5) acoger el 
principio de oportunidad y el del consenso vía formular transacciones de acuerdo con el acusador público, con un 
amplio y preciso control jurisdiccional.”  SAN MARTIN CASTRO, Cesar Eugenio. Estudios de Derecho Procesal 
Penal. Pág. 187. 
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 ARMENTA DEU, Teresa. Sistemas Procesales Penales (La Justicia Penal en Europa y América). Pág. 194-195. 
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2000, Nicaragua en el 2001, República Dominicana en el 2002, Perú y Colombia en 
el 2004, todas ellas con un alto grado de influencia del Sistema Norteamericano. 
 
Por lo que, existen aspectos coincidentes entre las reformas planteadas en los 
referidos países, como por ejemplo: el blindaje de determinados derechos y 
garantías a través de reformas que han ido incluyendo en sus constituciones, la 
investigación se encomienda al Ministerio Público; pero no en condición de parte 
como el modelo adversativo89, sino sustrayendo al juez de esta etapa de 
investigación, que desaparece porque se entiende que solo así se garantiza la 
imparcialidad y la separación entre la función de investigar, la de acusar y la de 
juzgar, como aspectos fundamentales del sistema acusatorio.  
 
Situación que es objeto de lecturas distintas entre los países en los que el Ministerio 
Público es independiente del ejecutivo como el nuestro y en aquellos otros en que 
no sucede así.  
 
De igual forma, las reglas probatorias varían con un doble objetivo, reducir la 
incidencia de los resultados de la fase investigadora, por un lado, así como, la 
iniciativa judicial, por otro. La prueba ilícita es objeto de atención específica y en 
ocasiones muy pormenorizada.  
 
Así mismo, se diluye la aplicación del principio de legalidad o lo que es igual se 
incorpora el principio de oportunidad en sus diversas variantes. La víctima es 
valorada en el proceso después de haber sido largamente olvidada, en algunas 
legislaciones, como parte, y, en otras, simplemente se contempla su derecho a ser 
indemnizada y a conocer el resultado y el desarrollo del proceso, limitando su 
participación a comparecer como testigo. 
 
En el caso de nuestro país, conforme le señala José Antonio Neyra Flores90, el 
sistema procesal vigente es resultado de una evolución adecuada a las exigencias 
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 “El sistema adversarial (adversary system o adversarial system) supone una suerte de contienda entre dos 
partes-en el proceso penal serán el acusador y el defensor-donde cada uno expone los elementos de juicio-facticos 
y teóricos –que pretende hacer valer ante un tercero encargado de decidir quién tiene la razón. El modelo ha 
variado a lo largo del tiempo, y se ha debatido acerca de la posibilidad de que el juez tenga o no mayores 
competencias (como se ha adoptado en el Reino Unido). Por esta razón es válido afirmar que dicho sistema no 
existe de manera pura. De manera ideal  las dos partes-acusador y defensa- serían los únicos participantes del 
sistema, de tal forma que la participación de los otros  está prohibida.” BERNAL CUELLAR, Jaime y 




 NEYRA FLORES, José Antonio, Manual del Nuevo Proceso Penal & Litigación Oral, pág. 95-103 
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sociales de cada época y orientado por la influencia de las doctrinas sociales y 
políticas que en el curso de la historia fueron apareciendo. 
 
En sus inicios tuvo una influencia determinante de la legislación española, es así 
que, las Siete Partidas fue el texto normativo que entre el siglo XIII y XIX rigió en las 
Colonias, incluida el Perú. Fue la Séptima y última partida la que poseía 34 artículos 
y 363 leyes que se dedicaban al derecho penal (delitos) y procesal penal 
(procedimiento penal de carácter inquisitivo). 
 
Posteriormente, durante la época de la República independiente, entro en vigencia 
el 01 de marzo de 1863, el Código de Enjuiciamientos en Materia Penal, 
obviamente con una marcada influencia inquisitiva española; siendo sus principales 
características las de la primacía de la escritura la incomunicación del imputado 
hasta que prestara su instructiva, la división del proceso en dos etapas, sumario y 
plenario; la  primera, tenía por objeto descubrir la existencia del delito; y, la 
segunda, comprobar la culpabilidad o inocencia del imputado, para absolverlo o 
condenarlo, la de la doble instancia, no solo en la sentencia sino para muchos autos 
en el procedimiento. 
 
Un aspecto importante regulado en este Código es que no solo el Fiscal era quien 
acusaba (acusación popular) sino también lo hacia el agraviado o su representante 
(acusación particular), siendo que, el Fiscal tenía la obligación de acusar y cooperar 
con la acusación del agraviado.  
 
Este código rigió durante 60 años, es decir, hasta 1920, siendo que, el 02 de enero 
de ese mismo año, entro en vigencia el Código de Procedimientos en Materia 
Criminal, que con una gran influencia francesa, trato de alejarse del modelo 
inquisitivo, presentándonos un modelo mixto con tendencia al sistema acusatorio, 
en el cual la acción penal era pública, la ejercitaba el Ministerio Fiscal y de oficio, 
excepto en los delitos privados y cuando procedía acción popular. Rigió el principio 
de legalidad, y se incorporó la acción civil por los daños causados por el delito 
cometido, que si era ejercitado por el agraviado. 
 
De otro lado, el proceso se dividía en dos etapas, ambas dirigidas por un juez de 
instrucción, que era de carácter escrito y reservado, cuyo objetivo era reunir los 
datos necesarios sobre la comisión del delito y sus partícipes, para el juicio oral, 
que era la segunda etapa de carácter oral y público y se seguía ante el Tribunal 
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correccional, contra cuya resolución final (sentencia) solo procedía el recurso de 
nulidad.  
 
Sin embargo, el 23 de Noviembre del 1939 se promulgo el Código de 
Procedimientos Penales que derogo el anterior, y, aunque, se dice que tuvo 
influencia española, el sistema aplicado sigue siendo el mixto, con algunos 
caracteres sustanciales diferenciadores, como el reconocimiento de actos de 
investigación contenidos en las actas como prueba, una vez leídos en juicio oral, 
etapa a la que se le restó importancia, relativizando la participación de los testigos y 
peritos en la audiencia de juicio oral; por el contrario, se propendía a la lectura de 
las testimoniales y dictámenes periciales recabados durante la instrucción. 
 
No obstante, esta legislación ya cuestionada por reforzar el sistema inquisitivo más 
que el acusatorio y garantista, sufrió durante su vigencia muchas modificaciones 
que la desnaturalizaron, así, en 1969 por Decreto Ley No. 17110, emitido por el 
entonces presidente de la república Juan Velazco Alvarado, se incorpora al sistema 
procesal penal peruano el proceso sumario, reservado para los denominados 
delitos leves como, lesiones, delitos culposos, omisión de asistencia familiar, entre 
otros.  
 
Posteriormente, y a pesar de haberse restaurado la democracia, mediante Decreto 
Legislativo No 124 de fecha 12 de Junio de 1981 se incrementó el 50% de los 
delitos a la aplicación del proceso sumario, y, en 1996, mediante Ley 26689, se 
señala los pocos delitos que se juzgan en proceso ordinario y establece que todos 
los demás se sujetaran al trámite sumario aumentando a un 90%  los tipos penales 
aplicables a este procedimiento carente de garantías mínimas para su juzgamiento, 
pues el juez instructor también será el de juzgamiento.  
  
En ese sentido, a decir de José Antonio Neyra, la justicia penal en el Perú  
involuciono, a un proceso penal donde la mayoría de delitos (90%) se tramitan bajo 
el procedimiento sumario en el cual solo existe la etapa de instrucción, 
eliminándose la de juzgamiento; y, en el 10% restante, esta última es una etapa 
simbólica, por ello, la reforma del sistema procesal penal en el Perú ha implicado la 
aprobación de nuevas normas procesales que permitieron la incorporación de 
nuevas instituciones y técnicas dirigidas a su modernización, así como, a lograr 
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mayores niveles de eficacia y respeto de los derechos de las personas involucradas 
en los procesos penales.91  
 
En 1991, se aprobó un Código Procesal Penal del cual solo entraron en vigencia 
algunas disposiciones; como el principio de oportunidad, medidas cautelares de 
carácter personal, libertades por exceso de detención y diligencias especiales. En 
1995,  el Congreso de la República aprobó un texto adaptado a la Constitución de 
1993, pero fue observado por el Ejecutivo, y en 1997 nuevamente aprobó la versión 
revisada de este Código, pero, fue nuevamente observada por el ejecutivo.  
 
Recién en julio del 2004, mediante el Decreto Legislativo No 957, se aprobó el 
Nuevo Código Procesal Penal el cual viene entrando en vigencia de manera 
progresiva en todo el país; y, que a decir de Ramiro Salinas Siccha92, es un modelo  
acusatorio garantista con ciertos rasgos adversariales, cuyas notas principales son 
las siguientes:  
 
 Es acusatorio debido a que existe separación de roles entre el encargado de 
la investigación del delito y titular de la acusación, el encargado de la 
defensa del investigado y acusado, y el encargado de emitir las decisiones 
jurisdiccionales, es decir, existe clara separación de funciones entre fiscal, 
abogado defensor y juez. 
 Otra característica central del modelo acusatorio es que no hay juzgamiento 
si previamente no existe acusación efectuada por un representante del 
Ministerio Público.  
 Es garantista el modelo acusatorio recogido por el Código Procesal Penal 
del 2004, puesto que es función del órgano jurisdiccional garantizar  en todo 
el procedimiento penal, los derechos y garantías del investigado y acusado, 
del agraviado y parte civil, y del derecho de acusación representado por los 
fiscales del Ministerio Público. No solo garantiza los derechos y garantías 
del imputado o acusado, sino de todos los sujetos procesales que participan 
en el proceso penal. El fundamento de ello es el principio de igualdad de 
armas, caso contrario el proceso devendría en nulo en aplicación del inciso 
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d) del artículo 150 del Código Procesal Penal.93 A diferencia de lo que 
ocurre con el acusatorio adversarial en el que el juez no tiene tales 
facultades. De ahí que, en tal sistema es común sostener que si el derecho 
de defensa o el derecho de acusación no están bien representados en juicio, 
no es problema del juez, lo que diferencia el modelo adoptado por nuestro 
legislador del acusatorio puro o adversarial. 
 Tampoco es acusatorio adversarial porque en la mayor parte del proceso 
penal no hay partes adversas, salvo en las audiencias preliminares y en el 
juicio oral; pero ello no ocurre ni en la investigación preliminar ni preparatoria  
que por el tiempo que lleva materializarla, es la etapa procesal de más 
duración en un proceso penal común. En esta etapa el dueño y señor del 
señor del procedimiento penal materializado en la investigación, es el fiscal. 
El abogado defensor se convierte en una especie de colaborador en el 
esclarecimiento de los hechos investigados. No es parte adversa. Incluso en 
la etapa intermedia y juicio oral, el modelo no es adversarial de modo 
absoluto, pues como señalamos aun en esta etapa el juez deberá preservar 
el principio de igualdad procesal, pues es un moderador imparcial, activo y 
dinámico del debate, debiendo allanar todos los obstáculos que impidan o 
dificulten su vigencia, a fin de garantizar lo prescrito por el Inciso 3, Articulo I 
del Código Procesal Penal del 2004.94 
 
 
2.2. EL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE EN EL PERÚ  
 
2.2.1. EL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE EN LA CONSTITUCIÓN  Y LA 
JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL PERUANO 
 
Comenzaremos por señalar que, el reconocimiento del derecho al plazo razonable 
es vital dentro de un Estado Constitucional como el nuestro, conforme lo ha 
establecido el Tribunal Constitucional Peruano, en interpretación del inciso 1 del 
Artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, afirmando que:  
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“(…) el derecho a un “plazo razonable” tiene como finalidad impedir que los 
acusados permanezcan durante largo tiempo bajo acusación y asegurar que 
su tramitación se realice prontamente. En consecuencia, el derecho a que el 
proceso tenga un límite temporal entre su inicio y fin, forma parte del núcleo 
mínimo de derechos reconocidos por el sistema internacional de protección 
de los derechos humanos, y, por tanto, no puede ser desconocido”95.    
 
Es por ello que, si bien, el derecho a que se resuelva la situación jurídica de un 
procesado en un plazo razonable, no ha sido considerado de manera explícita en 
ninguna de las Constituciones Peruanas, y, la de 1993, no resulta siendo la 
excepción; sin embargo, la flexibilidad del sistema numerus apertus, utilizada para 
los derechos fundamentales que se encuentran consignados en ella nos permite 
recurrir a los tratados internacionales sobre derechos humanos suscritos por el 
Perú, en los que se reconoce de manera expresa como derecho fundamental. 
 
Razón por la cual, el hecho de que no esté expresamente establecido en la 
Constitución el derecho a un plazo razonable, no significa que no exista para la 
normativa interna, porque la normativa internacional es también parte del 
ordenamiento jurídico nacional, conforme lo establece la propia Constitución 
Política en su Cuarta Disposición Final y Transitoria, que exige que las normas 
relativas a los derechos y las libertades que la Constitución reconoce, se interpreten 
de conformidad con los tratados sobre derechos humanos ratificados por el Perú, 
conforme lo reconoce el Tribunal Constitucional Peruano en el Expediente No 2915-
2004-HC/TC:  
 
“6.      Por lo demás, la interpretación que permite a este Tribunal reconocer 
la existencia implícita del referido derecho en la Constitución, se encuentra 
plenamente respaldada por su Cuarta Disposición Final y Transitoria, que 
exige que las normas relativas a los derechos y las libertades que la 
Constitución reconoce se interpreten de conformidad con los tratados sobre 
derechos humanos ratificados por el Perú. 
 
Al respecto, debe señalarse que existen diversos tratados en materia de 
derechos humanos ratificados por el Estado que sí reconocen expresamente 
este derecho. Tal es el caso del artículo 9°3 del Pacto Internacional de 
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Derechos Civiles y Políticos (…). Por su parte, el artículo 7°5 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (…)” 96 
 
Así mismo, advertimos que este derecho deriva de la interpretación del haz de 
derechos que forman parte del contenido del derecho fundamental al debido 
proceso en su dimensión procesal97, que si ha sido incorporado textualmente en la 
Constitución en el Artículo 139 inciso 3, es decir, forma parte del contenido implícito 
del derecho al debido proceso.  
 
Tal como lo ha reconocido el propio Tribunal Constitucional Peruano en la 
Sentencia  en el Expediente No 549-2004-HC/TC, cuando establece que el derecho 
a ser juzgado sin dilaciones indebidas constituye una manifestación implícita del 
derecho al debido proceso y la tutela judicial efectiva reconocidos en la Carta 
Fundamental (Artículo 139.3 de la Constitución)98 
 
En ese mismo orden de ideas, el Código Procesal Constitucional, en el Tercer 
párrafo de su Artículo 4, enuncia el derecho a la actuación adecuada y 
temporalmente oportuna de las resoluciones judiciales, dentro de los derechos que 
dan sustento al debido proceso y a su vez a la tutela jurisdiccional efectiva, que 
estaría referido al derecho al plazo razonable. 
 
Sin embargo, es necesario profundizar en el estudio del derecho al plazo razonable 
dentro de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, el mismo que siguiendo la 
tendencia planteada por la Corte Interamericana de Justicia, que a su vez, como 
hemos visto, sigue la desarrollada por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 
se adhiere a la teoría del no plazo para la determinación del plazo razonable, 
proponiendo inicialmente tres criterios para determinar la razonabilidad del plazo; y, 
posteriormente, le agrega un cuarto, los cuales ya han sido postulados por los 
referidos Tribunales Supranacionales.  
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 El debido proceso de acuerdo a una moderna configuración presenta dos dimensiones, así lo ha reconocido 
nuestro Tribunal Constitucional a través de sendas resoluciones, la procesal y la sustancial. En ese orden de ideas, 
nuestro máximo intérprete constitucional entiende por la dimensión procesal del debido proceso, a aquella que 
engloba las instituciones jurídicas necesarias para obtener un proceso formalmente válido, es decir, aquel proceso 
en el que se respeten los derechos y garantías mínimas con que debe contar todo justiciable, para que una causa 
pueda tramitarse y resolverse en justicia, como son, el derecho al juez natural, a la defensa, la cosa juzgada, a la 
pluralidad de instancia, a probar, al plazo razonable, etc. STC No 200-2002-AA. Sentencia del 15/10/2002. 
Fundamento 6.  http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2003/00200-2002-AA.html. 
 
98





Por lo tanto, el plazo legal no necesariamente es el plazo razonable; y, en ese 
sentido, se ha pronunciado el Tribunal Constitucional, por ejemplo en casos de 
Tráfico Ilícito de Drogas, donde se superaron ampliamente los plazos legales y aun 
así el Tribunal ha considerado que no se ha vulnerado el derecho al plazo 
razonable atendiendo a la complejidad del caso, entre otros aspectos.  
  
A continuación, nos avocaremos al análisis de la razonabilidad del plazo en 
procesos con prisión preventiva; por cuanto, corresponde a nuestro ámbito de 
estudio. 
 
A. El Derecho al Plazo Razonable en Procesos con Prisión Preventiva  
 
Tal como lo señalamos precedentemente, el Tribunal Constitucional ha extraído de 
la jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
parámetros interpretativos de actuación para que los administradores de justicia 
evalúen la razonabilidad del plazo para un proceso penal, a partir de casos en los 
que los encausados se encuentran con  una detención preventiva, aunque luego 
sería extendido a todo tipo de proceso. 
 
Así tenemos, sendas sentencias y resoluciones emitidas por el Tribunal 
Constitucional en las que ha analizado los criterios para evaluar la razonabilidad del 
plazo de detención preventiva, debiendo aclarar que muchas de ellas, han sido 
emitidas por el máximo intérprete de la Constitución dentro del marco de vigencia 
del Código de Procedimientos Penales de 1940 y el Código Procesal Penal de 
1991; no obstante, son aplicables al caso, por la valoración que hace sobre los 
cuatro criterios de determinación de la razonabilidad del plazo.  
 
Para el desarrollo de este tema; primeramente, nos remitiremos al estudio de lo 
resuelto por el Tribunal Constitucional en la Sentencia emitida en el Expediente No 
2915-2004-HC/TC, en la cual se establece la distinción entre los fines del derecho a 
la razonabilidad del plazo de la detención preventiva y la del proceso en su 
totalidad; ya que, en el primero de los casos, se trata de garantizar un tiempo 
limitado de detención, en cambio, en el segundo, se busca garantizar el límite 
temporal entre el inicio y el fin del proceso; siendo que, la detención preventiva 
(prisión preventiva) constituye una medida cautelar de carácter personal, que debe 




En ese sentido. “El contenido del derecho a que la detención preventiva no exceda 
de un plazo razonable se expresa en el adecuado equilibrio entre los dos valores 
que se encuentran en contrapeso al momento de aplicar la medida: por una parte, 
el deber del Estado de garantizar sentencias penales justas, prontas y plenamente 
ejecutables; y, por otra, el derecho de toda persona a la libertad personal (artículo 
2º24) y a que se presuma su inocencia, mientras no se declare judicialmente su 
culpabilidad (artículo 2º24.e).”99  
 
Por tanto, nos encontramos frente a la concurrencia de dos derechos, el derecho a 
la libertad personal100 y a la presunción de inocencia101, que convergen junto al 
derecho al plazo razonable para  evaluar la imposición de una prisión preventiva y 
el tiempo de su duración, ya que, ningún derecho fundamental es ilimitado, como lo 
ha señalado el Tribunal Constitucional en el Exp. Nº 0019-2005-AI/TC): 
 
“(…) En efecto, por alta que sea su consideración dogmática y axiológica, 
ningún derecho fundamental tiene capacidad de subordinar, en toda 
circunstancia, el resto de derechos, principios o valores a los que la 
Constitución también concede protección. Los principios interpretativos de 
unidad de la Constitución y de concordancia práctica permiten considerar a 
las distintas disposiciones constitucionales como un complejo normativo 
armónico, coherente y sistemático. Toda tensión entre ellas debe ser 
resuelta “optimizando” la fuerza normativo-axiológica de la Constitución en 
conjunto; de ahí que, en estricto, los derechos fundamentales reconocidos 
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 “El inciso 24 del artículo 2º de la Constitución reconoce el derecho fundamental a la libertad personal, el cual 
tiene un doble carácter. En tanto que atributo subjetivo, ninguna persona puede sufrir una limitación o restricción a 
su libertad física o ambulatoria, ya sea mediante detenciones, internamientos o condenas arbitrarias. Como atributo 
objetivo cumple una función institucional en la medida en que es un elemento vital para el funcionamiento del 
Estado social y democrático de derecho, pues no sólo es una manifestación concreta del valor libertad 
implícitamente reconocido en la Constitución, sino que es un presupuesto necesario para el ejercicio de otros 
derechos fundamentales (Cfr. Exp. Nº 1091-2002-HC/TC), en virtud de lo cual se derivan los límites a su ejercicio, 
lo que no puede atentar contra otros bienes o valores constitucionales.  
 
Es por ello que la determinación del plazo razonable de detención no puede tomar en consideración únicamente la 
presunción de inocencia y el derecho a la libertad del procesado, sino que la constitucionalidad de la prisión 
provisional encierra el deber estatal de perseguir eficazmente el delito, como una manifestación negativa del 




 En virtud de la presunción de inocencia, la carga de la prueba del delito y de la participación del procesado 
incumbe al acusador, pues la duda beneficia al acusado; y este debe ser tratado como inocente, hasta que no se 
pronuncie contra la condena definitiva.  CABANELLAS, Guillermo. Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual. 




por la Constitución y los límites que en su virtud les resulten aplicables, 
forman una unidad.102 
 
Tal como lo señalamos, la prisión preventiva debe aplicarse como un último 
recurso, es decir, cuando ya no es posible aplicar otras medidas de menor 
afectación que aseguren en la misma dimensión los fines del proceso penal, 
medida cautelar excepcional y temporal  que busca el aseguramiento de la 
actividad probatoria y los efectos de una eventual condena, que no enerva la 
presunción de inocencia de la que goza el investigado durante el proceso penal, en 
tanto, no exista una sentencia judicial que logre desvirtuarla; y, por ello, no puede 
ser ilimitada en el tiempo. 
 
Siendo que, la determinación del plazo de la prisión preventiva dentro de 
parámetros de razonabilidad, si bien no puede ser establecido de manera uniforme 
para todos los casos, conforme lo hemos señalado precedentemente y de manera 
reiterada, si podemos establecer criterios o pautas que, aplicadas a cada situación 
específica, permitan al juzgador determinar la afectación del derecho fundamental a 
no ser privado de la libertad preventivamente, más allá del tiempo razonablemente 
necesario. Así tenemos:  
 
a. Criterios para determinar la Vulneración del Derecho al Plazo 
Razonable en los Procesos con Prisión Preventiva. 
 
 La Complejidad de Asunto 
 
Uno de los criterios que conforma el análisis judicial destinado a definir la 
razonabilidad del tiempo de un proceso, es el de la complejidad del asunto. En este 
sentido, el supremo intérprete de la Constitución ha precisado en el Caso “Federico 
Tiberio Berrocal Prudencio”, que: 
 
“Para valorar la complejidad del asunto es menester tomar en consideración 
factores tales como la naturaleza y gravedad del delito (Caso Tomasi. 
Sentencia del TEDH del 27 de agosto de 1992), los hechos investigados, los 
alcances de la actividad probatoria para el esclarecimiento de los eventos, la 
pluralidad de agraviados o inculpados, o algún otro elemento que permita 
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concluir, con un alto grado de objetividad, que la dilucidación de una 
determinada causa resulta particularmente complicada y difícil.”103 
 
Criterio que se mantendrá inalterable en casos posteriores como el de “Miguel 
Cornelio Sánchez Calderón” (Exp. 3771-2004-HC/TC), “Walter Gaspar Chacón 
Málaga” (Exp. No 3509-2009-PHC/PC), entre otros. Siendo este último, en el que el 
Tribunal establece que el cómputo del plazo se inicia en el momento en que la 
persona conoce de la atribución hecha por un particular (denuncia) o por la 
autoridad competente (de oficio), como sospechoso de ser partícipe de un hecho 
delictivo, es decir, desde la apertura de la investigación fiscal, por constituir el 
primer acto de carácter cuasi jurisdiccional por medio del cual el señor Walter 
Chacón Málaga tomo conocimiento de que el Estado había activado al aparato 
persecutor.   
 
Claro está que el cómputo del plazo en caso de existir detención preventiva (prisión 
preventiva en el nuevo Código Procesal penal) se inicia desde el día que el 
imputado fue aprendido. 
 
Sin embargo, un cambio importante sobre el criterio de complejidad del caso, se va 
a dar en el caso “Julio Rolando Salazar Monroe”, donde el Colegiado sostendrá lo 
siguiente:  
 
“ 24. La complejidad del proceso penal tiene que determinarse en función 
de las circunstancias de jure y de facto del caso concreto, que a su vez, 
alternativamente, pueden estar compuestas por: a) el establecimiento y 
esclarecimiento de los hechos, los cuales pueden ser simples o complejos; 
b) el análisis jurídico de los hechos por los cuales se inicia el proceso penal; 
c) la prueba de los hechos, la cual puede ser difícil, necesariamente 
prolongada o de complicada actuación; y, d) la pluralidad de agraviados o 
inculpados, con sus respectivas defensas, entre otros elementos.” 104 
 
En la cual, no solo se ha considerado dificultades fácticas, como los problemas 
relativos a encontrar documentación valiosa o testigos claves para la resolución del 
caso, o la pluralidad de víctimas o imputados, sino también dificultades de carácter 
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jurídico, como la valoración de los medios de prueba o la interpretación de 
disposiciones jurídicas.  
 
 La Actividad Procesal del Interesado  
 
Otro de los criterios que debe ser valorado para determinar la razonabilidad del 
plazo  en el que debe ser procesada una persona, detenida o no, es la actividad del 
interesado, debiendo distinguirse como señala el Tribunal Constitucional, entre lo 
que significa el ejercicio legítimo del derecho del procesado a presentar medios 
impugnatorios y demás recursos que le reconoce la ley, de lo que es la denominada 
conducta obstruccionista, signo de mala fe del procesado. 
 
Así:  
“28. Entre las conductas que podrían ser merituadas como intencionalmente 
dirigidas a obstaculizar la celeridad del proceso, se encuentran la 
interposición de recursos que desde su origen y de manera manifiesta, se 
encontraban condenados a la desestimación, o las constantes y 
premeditadas faltas a la verdad que desvíen el adecuado curso de las 
investigaciones. Es pertinente tener  presente que si bien todo procesado 
goza del derecho fundamental a la no autoincriminación, una de cuyas 
manifestaciones incluso autoriza al inculpado a guardar un absoluto silencio 
y la más imperturbable pasividad durante el proceso, en el correcto supuesto 
de que debe ser la parte acusatoria la encargada de desvanecer la 
inocencia presunta, ello no le autoriza para que mediante actos positivos se 
desvíe el camino del aparato estatal en la búsqueda de la verdad dentro del 
proceso  (Caso Bozzo Rotondo, Expediente No 0376-2003-HC/TC, f. j. 9)”105   
  
En ese sentido, si bien por regla general, a quien le corresponde demostrar la 
conducta obstruccionista del imputado es al juzgador, porque lo que se presume es 
el uso correcto de los recursos y medios procesales que el sistema de 
administración de justicia pone a su disposición; sin embargo, de manera 
excepcional, el Tribunal Constitucional ha previsto un supuesto en el cual el juez 
queda relevado de demostrar la conducta obstruccionista del imputado, por ser 
evidente, y se trata de un imputado cuya extradición se solicita, quien de por sí ya 
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incurrió en una conducta obstruccionista, hecho que lo perjudica en cuanto se tenga 
que realizar un examen de su juzgamiento en un plazo razonable.106 
 
Resultando necesario establecer si la conducta procesal del detenido, puede ser 
determinante para la pronta resolución del proceso o la demora de este cuando el 
imputado adopta un comportamiento procesal obstaculizador o dilatorio, lo que 
implica también  la prolongación del plazo de su detención judicial preventiva.107  
No obstante, como bien lo señala el Tribunal, no constituye afectación del derecho 
al plazo razonable, el hecho de que el detenido solicite en repetidas ocasiones, la 
reevaluación de la pertinencia y suficiencia de las razones que legitimaron el 
mandato de detención en su contra porque esta evaluación constante, ya constituye 
un deber del juez penal, quien de manera permanente y de oficio debe realizar esta 
reevaluación.  
 
 La Conducta de las Autoridades: 
 
Luego de analizar la conducta del imputado para la determinación del plazo 
razonable, corresponde analizar la conducta de las autoridades, pues muchas 
veces recae sobre estos la responsabilidad directa de la vulneración de este 
derecho, en ocasiones, por su falta de diligencia en la tramitación del caso; y, otras, 
por problemas estructurales que repercuten en dilaciones innecesarias en perjuicio 
de los justiciables. 
 
En el primer supuesto, será exigible para la autoridad, evaluar los casos que 
requieren especial atención, como ocurre con la situación jurídica de un imputado 
(prisión  preventiva), es decir, darle una prioridad debida y actuar con una diligencia 
especial en la tramitación de las causas en las que el inculpado se encuentre en 
condición de detenido a fin de no afectar el principio-derecho de dignidad humana, 
consagrado en el artículo 1 de la Constitución Política del Perú.  
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Así lo establece la jurisprudencia supranacional y nuestro Tribunal Constitucional 
también lo reconoce en el pronunciamiento recaído en el caso “Federico Tiberio 
Berrocal Prudencio” que será reproducido en casos posteriores: “22. En lo que 
respecta a la actuación de los órganos judiciales, será preciso evaluar el grado de 
celeridad con el que se ha tramitado el proceso, sin perder de vista en ningún 
momento el especial celo que es exigible a todo juez encargado de dilucidar una 
causa en la que se encuentra un individuo privado de su libertad…”108 
 
Las razones por las que se le exige al juez penal, el priorizar y actuar con una 
diligencia especial en la tramitación de causas en las que se ha impuesto esta 
medida cautelar excepcional, detención preventiva, es porque: “(...) el poder del 
Estado para detener a una persona en cualquier momento del proceso constituye el 
fundamento principal de su obligación de sustanciar tales casos dentro de un plazo 
razonable” (Informe N.° 2/97, párrafo ); y, de otro, porque el procesado que afronta 
tal condición sufre una grave limitación de la libertad que, strictu sensu, la ley ha 
reservado sólo a los que han sido efectivamente condenados”109, caso contrario se 
afecta el propio principio de dignidad. 
 
“En consecuencia, a efectos de determinar la razonabilidad del plazo de detención, 
es preciso analizar si el juez penal ha procedido con la "diligencia especial" debida 
en la tramitación del proceso (…),”110 para determinar si en la causa se ha obrado 
con la debida diligencia en lo que respecta a la actuación de los órganos judiciales, 
debiendo computarse el plazo desde el momento que se ha detenido a la persona 
hasta que es condenado. 
 
“(…) En tal sentido, serían especialmente censurables; por ejemplo, la demora en la 
tramitación y resolución de los recursos contra las decisiones que imponen o 
mantienen la detención preventiva; las indebidas e injustificadas acumulaciones o 
desacumulaciones de procesos; o, como estableciera el TEDH, los repetidos 
cambios de juez instructor, la tardanza en la presentación de un peritaje o en la 
realización de una diligencia en general (Caso Clooth, párrafo 45).”111  
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También refiere la sentencia que sería atribuible a la falta de diligencia de los 
órganos judiciales, la aplicación de leyes de procedimiento que tengan un 
injustificado efecto suspensivo sobre las investigaciones en diversas oportunidades.  
 
Por ello, se debe tener presente, que como se ha señalado precedentemente, la 
falta de diligencia del órgano judicial, se produce incluso en el supuesto en el que 
se esté frente a un plazo legal, pero irrazonable, ya que, contraviene derechos 
fundamentales de la persona, por ser, entre otras cosas, “irrazonables, 
imprevisibles, o faltos de proporcionalidad (…)”112  
 
Un segundo supuesto, por el que se determina la vulneración del derecho al plazo 
razonable por responsabilidad de las autoridades a cargo del caso, viene a ser los 
problemas estructurales que repercuten en dilaciones innecesarias en perjuicio de 
los justiciables.  
 
Así, en el Exp. 1680-2009 (Voto singular del Magistrado Mesia Ramírez), se 
establecen algunos parámetros para determinar si la actuación de las autoridades 
judiciales en este extremo, es razonable: 
 
“11.  Para evaluar la conducta o comportamiento de las autoridades 
judiciales es necesario tener presente: a) la insuficiencia o escasez de los 
tribunales; b) la complejidad del régimen procedimental; y c) la abrumadora 
carga de trabajo. Estos datos de la realidad, en cierta medida, pueden 
justificar la prórroga o ampliación del plazo de detención judicial 
preventiva…113 
 
Es importante resaltar, que en el Caso Antauro Humala, el Tribunal Constitucional, 
también ha tenido en consideración la naturaleza de los delitos investigados, en 
especial el de rebelión, para relativizar la exigencia de una diligencia debida por 
parte de las autoridades judiciales, tomando como referente lo resuelto por el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el Caso Tričković vs. Slovenia, en 
atención a la importancia del caso en la vida política y social del país, que atentan 
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contra el estado de normalidad impuesto por la constitución, en suma, contra el 
Estado de Derecho114 
 
Por ello, el Tribunal Constitucional Peruano estimo que la naturaleza del caso y su 
importancia en la vida sociopolítica del país, justifican que el plazo de detención 
judicial preventiva de los tres beneficiados se prolongue por 36 meses más, pues 
los hechos ocurridos en la ciudad de Andahuaylas, además de haber generado 
tensión y zozobra en la población, ocasionaron la muerte de cuatro policías que, 
cumpliendo con su deber de proteger a la población, fueron asesinados. 
 
 La Afectación Generada en la Situación Jurídica del 
Procesado  
 
Encontramos indicios de su aplicación en casos como “Heriberto Manuel Benitez 
Rivas y otra” en el cual el proceso que se le seguía a la recurrente ya tenía 12 años, 
y aun se encontraba en primera instancia; por lo que, el Tribunal considero que era 
un plazo irrazonable. 
 
“Debe tenerse presente que en el caso de la favorecida, la vulneración 
constatada reviste una mayor gravedad, pues se trata de una persona de 79 
años, que durante el mes de mayo de 2005, ha estado internada en la 
Clínica Ricardo Palma. Mantener a una persona mayor de edad con 
problemas de salud sujeta a un proceso que ya dura más de 12 años, sin 
que se den las condiciones que podrían justificar un proceso tan prolongado, 
y que hasta la fecha no exista una solución a una imputación que no reviste 
mayor complejidad jurídica y probatoria, como se puede apreciar de los tres 
fallos absolutorios anulados y otras instrumentales aportadas al presente 
proceso, deviene en una situación irrazonable y desproporcionada.” 115  
 
No obstante, este criterio al igual que los anteriores ha sido tomado de lo 
establecido por la Corte Interamericana de Justicia, siendo recogido de manera 
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 “24. De otra parte, por tener relación con el presente caso, considero importante señalar que, por lo que se 
refiere al derecho al plazo razonable, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el Caso Tričković vs. Slovenia 
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expresa en el voto singular del Magistrado Mesia Ramírez, a propósito de la 
demanda de Habeas Corpus presentado por Antauro Humala Tasso, que citando el 
caso Valle Jaramillo vs. Colombia, que ya analizamos en el Capítulo anterior, 
señalando: 
 
“En cuanto al cuarto elemento, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ha dicho que para determinar la razonabilidad del plazo se debe 
tomar en cuenta la afectación generada por la duración del procedimiento en 
la situación jurídica de la persona involucrada en el mismo, considerando, 
entre otros elementos, la materia objetivo de controversia. Así, la Corte IDJ 
ha establecido que si el paso del tiempo incide de manera relevante en la 
situación jurídica del individuo, resultara necesario que el procedimiento 
corra con más diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo 
breve.”116  
 
No obstante, en el caso Antauro Humala, el Magistrado en mención, considero que 
no es necesario realizar el análisis de este elemento para determinar la 
razonabilidad del plazo de detención judicial preventiva de los tres beneficiados, 
pues pondera la situación jurídica originada por el proceso penal que se les sigue 
por su conducta antidemocrática y las consecuencias de su accionar, llegando a la 
conclusión de que es preferible mantener la detención judicial preventiva a fin de 
evitar que los hechos ocurridos en la ciudad de Andahuaylas vuelvan a suceder. 
 
Posteriormente, este cuarto criterio es reproducido con mayor precisión en el caso 
“Julio Rolando Salazar Monroe”, donde se señala:  
 
“27. Este cuarto elemento importa determinar si el paso del tiempo del 
proceso penal incide o influye de manera relevante e intensa en la situación 
jurídica (derechos y deberes) del demandante. Ello con la finalidad de que el 
proceso penal discurra con más diligencia a fin de que el caso se resuelva 
en un tiempo breve, si es que éste incide o influye de manera relevante e 
intensa sobre la situación jurídica del demandante, es decir, si la demora 
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injustificada le puede ocasionar al imputado daño psicológico y/o 
económico.”117 
  
b. Consecuencias de la Vulneración del Derecho al Plazo Razonable en  
Procesos con Prisión Preventiva 
 
Resulta indiscutible que analizado el caso y una vez determinado que se ha 
producido un exceso en el plazo de detención preventiva o prisión preventiva, como 
se ha regulado de acuerdo al nuevo Código Procesal Penal, la consecuencia es: la 
reposición al estado anterior a su vulneración, es decir, su libertad.  
 
Sin embargo, en la jurisprudencia internacional se prevén diferentes consecuencias 
en el proceso como resultado de la afectación de este derecho, algunas de las 
cuales fueron acogidas inicialmente por el Tribunal Constitucional Peruano hasta 
adoptar características propias.   
 
Así, el Tribunal Constitucional ha venido ajustando su posición sobre una mejor 
solución  ante la violación del derecho a ser juzgado en un plazo razonable. En un 
primer momento, siguiendo la jurisprudencia constitucional española, en el caso 
“Eudosio Martínez Moreno“ (STC Exp. 3689-2008-PHC/TC) sostuvo que:  “La 
justicia constitucional no puede ni debe significar el archivo definitivo del proceso 
penal como si de un pronunciamiento sobre el fondo del asunto, equivalente a una 
decisión de absolución emitida por el juez ordinario”118 
 
Posteriormente, siguiendo uno de los supuestos previstos por la jurisprudencia 
alemana, en el caso Walter Gaspar Chacón Málaga (STC 03509-2009-PHC/TC), 
ordeno la conclusión anticipada y definitiva del proceso que se le seguía al 
imputado, como consecuencia de la violación del derecho a ser juzgado en un plazo 
razonable. 119  
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 El Tribunal Constitucional Español, en su STC 25/1994, ya establecía que  corresponde ordenar la inmediata 
conclusión del proceso en el que se incurra en dilaciones indebidas.  DONAYRE MONTESINOS, Christian. “El 
Derecho al Plazo Razonable de la Detención y la Investigación Preliminar”. En El Debido Proceso. Estudios sobre 
Derechos y Garantías Procesales. SOSA SACIO, Juan Manuel (coordinador). Pág. 405.  
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 Así por ejemplo, en Alemania encontramos dos soluciones a propósito de la demora injustificada de los 
procesos penales. La primera plantea la conclusión del proceso penal por sobreseimiento, sobre la base de 
haberse prolongado innecesariamente el proceso lo cual constituye castigo suficiente para el imputado, por lo que 
llegado a este extremo, se debiera prescindir de la pena. La segunda postura que la violación del derecho a ser 




Finalmente, en el caso Julio Rolando Salazar Monroe (Exp. N° 05350-2009-
PHC/TC), sostuvo que cuando se constate la vulneración del derecho al plazo 
razonable se ordena que la Sala Penal emplazada que conoce el proceso penal, en 
el plazo máximo de sesenta días naturales, emita y notifique la correspondiente 
sentencia que defina la situación jurídica del favorecido; y en caso de 
incumplimiento, inmediatamente  de oficio debe sobreseer el proceso penal. 120  
 
Consideramos que este último pronunciamiento del Tribunal Constitucional sería el 
más acertado porque se toman medidas inmediatas para la vulneración de un 
derecho sin afectar otros, y se permite a la judicatura resolver sobre el fondo del 
proceso, dado que, excluirlo de toda responsabilidad nos parece que lejos de 
restaurar el derecho vulnerado se afecta también el derecho del agraviado a una 
tutela jurisdiccional efectiva y los fines de la propia administración de justicia.  
 
B. El Derecho al Plazo Razonable durante la Etapa de Investigación del 
Nuevo Modelo Procesal Penal Peruano. 
 
Tal como lo señalamos, el derecho a un plazo razonable constituye una de las 
garantías que comprende el debido proceso, la misma que se encuentra reconocida 
por normas de carácter nacional y supranacional, además de organismos 
internacionales de derechos humanos y el mismo Tribunal Constitucional Peruano; 
por lo tanto, ninguna instancia que administre justicia puede ejercer sus facultades  
de manera tal que se afecte este derecho fundamental, lo que incluye al Ministerio 
Público.  
 
En ese sentido, la actividad investigatoria desplegada por el Ministerio Público tanto 
en su etapa preliminar como preparatoria propiamente dicha, también deben 
respetar las exigencias del debido proceso; y, si bien, el Tribunal Constitucional 
Peruano solo ha desarrollado los supuestos de aplicación de este derecho a la 
etapa pre jurisdiccional de investigación preliminar, los supuestos planteados por el 
supremo interprete de nuestra constitución son perfectamente aplicables a la etapa 
jurisdiccional de investigación preparatoria propiamente dicha, por cuanto, esta 
última también se encuentra bajo la conducción del Ministerio Público.  
 
En ese orden de ideas, el Tribunal Constitucional ha precisado:  
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“…En lo que respecta al derecho al debido proceso, reconocido en el inciso 
3) del artículo 139 de la Constitución, cabe señalar que dicho atributo 
fundamental forma parte del ‘modelo constitucional del proceso’, cuyas 
garantías mínimas deben ser respetadas para que el proceso pueda 
considerarse debido. En ese sentido, la exigencia de su efectivo respeto no 
solo tiene que ver con la necesidad de garantizar a todo justiciable 
determinadas garantías mínimas cuando este participa en un proceso 
judicial, sino también con la propia validez de la configuración del proceso, 
cualquiera que sea la materia que en su seno se pueda dirimir, como puede 
ser la actividad investigatoria que desarrolla el fiscal penal en sede pre 
jurisdiccional. De esta forma, el debido proceso no solo es un derecho de 
connotación procesal que se traduce, como antes se ha dicho, en el respeto 
de determinados atributos, sino también una institución compleja que 
desborda el ámbito meramente jurisdiccional…”121  
 
Precisando además que: 
 
“4. (…) la posibilidad que la justicia constitucional realice un control de las 
actuaciones del Ministerio Público tiene su sustento, entre otros supuestos, 
en la garantía y el pleno respeto del derecho fundamental al debido proceso 
y sus diversas manifestaciones. Y es que, hoy por hoy, no existe duda que 
este derecho despliega también su eficacia jurídica en el ámbito de la etapa 
pre jurisdiccional de los procesos penales; es decir, ahí en la fase del 
proceso penal en la que al Ministerio Público le corresponde concretizar el 
mandato previsto en el Artículo 159 de la Constitución. 
 
5. El derecho al plazo razonable de la investigación preliminar (policial o 
fiscal) en tanto manifestación del derecho al debido proceso alude a un 
lapso de tiempo suficiente para el esclarecimiento de los hechos objeto de 
investigación y la emisión de la decisión respectiva. Si bien es cierto que 
toda persona es susceptible de ser investigada, no lo es menos que para 
que ello ocurra, debe existir la concurrencia de una causa probable y la 
búsqueda de la comisión de un ilícito penal en un plazo que sea razonable. 
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De ahí que resulte irrazonable el hecho que una persona esté sometida a un 
estado permanente de investigación policial o fiscal.”122  
 
Reconociendo el Tribunal Constitucional la necesidad de establecer criterios para la 
determinación de la razonabilidad de los plazos de investigación, ya que, estos no 
pueden fijarse de modo taxativo, afirmando que:  
 
“(…) la razonabilidad del plazo de la investigación preliminar no puede ser 
advertida por el simple transcurso cronológico del tiempo, como si se tratase 
de una actividad mecánica, sino que más bien se trata de una actividad 
compleja que requiere del uso de un baremo de análisis especial que 
permita verificar las específicas circunstancias presentes en cada 
investigación (actuación del investigado, actuación del fiscal y la naturaleza 
de los hechos objeto de la investigación). Asimismo, este Tribunal considera 
que el plazo razonable de la investigación preliminar no tiene ni puede tener 
en abstracto un único plazo para todos los casos, traducido en un número 
fijo de días, semanas, meses o años, sino que tal razonabilidad, 
inevitablemente debe ser establecida según las circunstancias concretas de 
cada caso. En ese sentido, esta especial evaluación debe ser realizada en 
principio por el propio Fiscal a cargo de la investigación (de oficio o a pedido 
de parte), mediante una decisión debidamente motivada o, por el juez 
constitucional cuando conozca de procesos constitucionales en que se 
alegue la afectación de este derecho constitucional.”123 
 
Así tenemos que, el Tribunal Constitucional ha establecido 2 criterios para 
determinar la vulneración del derecho a un plazo razonable en la investigación 
preliminar, uno subjetivo; referido tanto a la actuación del Fiscal como la del 
investigado y, otro, objetivo, referido a la naturaleza de los hechos materia de 
investigación, los mismos que conforme hemos fundamentado, son aplicables 
también para una evaluación de la razonabilidad del plazo durante la investigación 
preparatoria propiamente dicha que, a  continuación desarrollaremos:  
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 Ibíd. Fundamentos 9. 
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a. Criterios para determinar la Vulneración del Derecho al Plazo 
Razonable durante la Etapa de Investigación del Nuevo Modelo 
Procesal Penal Peruano 
 
 En cuanto al primer criterio encontramos que: 
 
“ 6. Dentro del criterio subjetivo, en cuanto se refiere a la actuación del 
investigado, es de señalar que la actitud obstruccionista de este puede 
manifestarse en : 1) la no concurrencia, injustificada, a las citaciones que le 
realice el fiscal a cargo de la investigación, 2) el ocultamiento o negativa, 
injustificada, a entregar información que sea relevante para el desarrollo de 
la investigación, 3) la recurrencia, de mala fe, a determinados procesos 
constitucionales u ordinarios con el fin de dilatar o paralizar la investigación 
pre jurisdiccional, y 4) en general, todas aquellas conductas que realice con 
el fin de desviar o evitar que los actos de investigación conduzcan a la 
formalización de la denuncia penal.  
 
7. En cuanto a la actividad del fiscal, los criterios a considerar son la 
capacidad de dirección de la investigación y la diligencia con la que ejerce 
las facultades especiales que la Constitución le reconoce. Si bien se parte 
de la presunción de constitucionalidad y legalidad de los actos de 
investigación del Ministerio Público, esta es una presunción iuris tantum, en 
la medida que ella puede ser desvirtuada. Ahora bien, para la determinación 
de si en una investigación pre jurisdiccional hubo o no diligencia por parte 
del fiscal a cargo de la investigación  deberá considerarse, la realización o 
no de aquellos actos que sean conducentes o idóneos para el 
esclarecimiento de los hechos y la formalización de la denuncia respectiva u 
otra decisión que corresponda.”124 
 
Por su parte, respecto al elemento objetivo, el Tribunal Constitucional ha señalado:  
 
“Dentro del criterio objetivo, a juicio del Tribunal Constitucional, cabe 
comprender la naturaleza de los hechos objeto de investigación; es decir, la 
complejidad del objeto a investigar. Al respecto, es del caso señalar que la 
complejidad puede venir determinada no solo por los hechos mismos objeto de 
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esclarecimiento, sino también por el número de investigados más aún si se trata 
de organizaciones criminales nacionales y/o internacionales, la particular 
dificultad de realizar determinadas pericias o exámenes especiales que se 
requieran, así como la complejidad de las actuaciones que se requieran para 
investigar los tipos de delitos que se imputan al investigado, como por ejemplo, 
los delitos de lesa humanidad, terrorismo, tráfico ilícito de drogas, lavado de 
activos, etc. También debe considerarse el grado de colaboración de las demás 
entidades estatales cuando así lo requiera el Ministerio Público.”125  
 
b. Consecuencias de la Vulneración del Derecho al Plazo Razonable 
durante la Etapa de Investigación del Nuevo Modelo Procesal Penal 
Peruano 
 
Si como consecuencia del análisis de los mencionados criterios, se determina la 
irrazonabilidad del plazo de investigación conducida por el Fiscal, el Tribunal 
Constitucional ha establecido que el Ministerio Público debe emitir un 
pronunciamiento sobre el fondo del asunto, en el más breve plazo:  
 
“(…) este Tribunal considera que la tutela del derecho al plazo razonable de 
la investigación preliminar no supone la exclusión del demandante de la 
investigación, sino que actuando dentro del marco constitucional y 
democrático del proceso penal en su fase preliminar, lo que, corresponde es 
la reparación in natura por parte del Ministerio Público que consiste en emitir 
en el plazo más breve posible el pronunciamiento sobre el fondo del asunto 
que suponga la conclusión de la investigación pre jurisdiccional, bajo 
responsabilidad. Ahora bien, como es obvio, dicho pronunciamiento 
atendiendo a las facultades constitucionales y legales del Ministerio Público 
puede materializarse sea en la formalización de la denuncia o, sea en el 
archivo definitivo de la investigación, etc.”126 
 
En ese sentido, siguiendo la línea establecida en el caso Julio Rolando Salazar 
Monroe, por ningún motivo la vulneración del derecho a ser juzgado en un plazo 
razonable debe significar la exclusión del investigado de la justicia penal, por el 
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contrario el procedimiento en su contra deberá ser resuelto a la brevedad posible y 
quien fijara dicho plazo será el juez constitucional en la instancia que corresponda:  
 
“(…) este Tribunal precisa que el plazo para el pronunciamiento sobre el 
fondo del asunto, debe ser fijado por el juez constitucional, en cada caso 
concreto, teniendo en cuenta el estado actual de la investigación, la 
importancia de los bienes jurídicos tutelados, la incidencia en los valores e 
instituciones básicas de todo Estado Constitucional de Derecho y el 
cumplimiento de los deberes y obligaciones constitucionales, así como 
procurando que dicho plazo no sea un imposible para unos casos y/o un 
exceso para otros.”127 
 
Lo mismo, ocurre cuando la investigación penal ya se encuentre judicializada, con 
la única diferencia que en este caso se pondrá en conocimiento de los órganos de 
control que corresponda para que se impongan las sanciones que correspondan a 
los funcionarios responsables de la demora.128  
 
En ese sentido, el propio Código Procesal Penal del 2004, en su Artículo 343.2, 
prevé la posibilidad de que la parte afectada con la duración del plazo en la 
Investigación Preparatoria puede recurrir al Juez de Investigación Preparatoria para 
que realice una audiencia de control de plazo.129 
 
Debiendo precisar que conforme lo ha establecido la Corte, los procesos con 
detenidos deben ser analizados con prioridad y tratados con especial diligencia en 
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 “(…) surge la interrogante sobre la consecuencia jurídica aplicable en los casos  en que ya se ha 
formalizado la denuncia penal. Sobre el particular, este Tribunal considera que al encontrarse ya judicializado los 
hechos materia de la persecución penal, corresponde al juez de la causa, efectuar el respectivo examen 
constitucional, a fin de verificar la violación o no del derecho al plazo razonable de la investigación preliminar. En 
este orden de cosas, la eventual determinación y/o verificación de la vulneración del derecho no supone como es 
obvio, el archivo o la conclusión de la investigación judicial, sino que el juez de la causa deberá poner en 
conocimiento de esta circunstancia a las instancias correspondientes para las responsabilidades a que hubiere 
lugar (Oficina de Control de la Magistratura, Consejo Nacional de la Magistratura, Procuraduría del Poder Judicial o 
del Ministerio Público, etc.).” Ibíd. Fundamento 14. 
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 Artículo 343.- Control del Plazo.- 
 
 1. El Fiscal dará por concluida la Investigación Preparatoria cuando considere que ha cumplido su objeto, 
aun cuando no hubiere vencido el plazo. 
 
 2. Si vencidos los plazos previstos en el artículo anterior el Fiscal no dé por concluida la Investigación 
Preparatoria, las partes pueden solicitar su conclusión al Juez de la Investigación Preparatoria. Para estos efectos 
el Juez citará al Fiscal y a las demás partes a una audiencia de control del plazo, quien luego de revisar las 
actuaciones y escuchar a las partes, dictará la resolución que corresponda. 
 
 3. Si el Juez ordena la conclusión de la Investigación Preparatoria, el Fiscal en el plazo de diez días debe 
pronunciarse solicitando el sobreseimiento o formulando acusación, según corresponda. Su incumplimiento acarrea 
responsabilidad disciplinaria en el Fiscal. 
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su tramitación, de manera tal, que sean sustanciados dentro de un plazo razonable, 
caso contrario, estaríamos sustituyendo la detención preventiva por la pena, 
negando la existencia del principio de inocencia y asumiendo que el Estado siempre 
enjuicia a culpables. Con lo cual el proceso perdería su carácter instrumental de 
servir a una adecuada administración de justicia para pasar a ser el fin. Lo  que 
resulta inaceptable. 
 
2.2.2. EL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE EN EL MARCO DEL NUEVO 
CÓDIGO PROCESAL PENAL PERUANO 
 
Es preciso iniciar afirmando que la nueva legislación en materia procesal penal, ha 
hecho del derecho al plazo razonable la piedra angular para la construcción del 
nuevo modelo procesal penal que se da con la vigencia del Código Procesal Penal 
del 2004, donde nada menos que en el Artículo I de su Título Preliminar establece: 
“1. La justicia penal (…) Se imparte con imparcialidad por los órganos 
jurisdiccionales competentes y en un plazo razonable.”  
 
Igualmente, el Inciso 5 de la Primera Disposición Complementaria y Final del 
Código Procesal Penal señala que:  
 
“5. Las normas que establecen plazos para las medidas de prisión preventiva y 
detención domiciliaria entrarán en vigencia en todo el país el día 1 de febrero de 
2006. Para estos efectos, y a fin de definir en concreto el plazo razonable de 
duración de las indicadas medidas coercitivas, el órgano jurisdiccional, sin perjuicio 
de los plazos máximos fijados en este Código, deberá tomar en consideración, 
proporcionalmente: a) la subsistencia de los presupuestos materiales de la medida; 
b) la complejidad e implicancias del proceso en orden al esclarecimiento de los 
hechos investigados; c) la naturaleza y gravedad del delito imputado; d) la actividad 
desarrollada por el órgano jurisdiccional; y, e) la conducta procesal del imputado y 
el tiempo efectivo de privación de libertad.”  
 
Como se aprecia, el Código Procesal Penal advierte que no necesariamente se 
debe agotar los plazos legales establecidos, ya que, lo óptimo y prudente sería que 
la causa penal sea resuelta en un tiempo menor al establecido en la ley; para ello, 
primero debemos conocer cuáles son esos plazos de los que hablamos en las 
distintas etapas que conforman este nuevo modelo procesal conforme ha sido 




A. La Investigación Preparatoria en la Estructura del Nuevo Modelo 
Procesal Penal 
 
Si bien existen claras diferencias entre este nuevo modelo acusatorio garantista y el 
del Código de Procedimientos Penales de 1940, en el que regía el sistema mixto, 
también se presentan similitudes entre ambos, como son las etapas del iter 
procesal, aunque el desarrollo de las mismas y sus principios las diferencien.   
 
Así, es recurrente que los procesos penales se dividan en términos generales en: 
Etapa de investigación, etapa intermedia y etapa de juzgamiento; y, aunque 
algunos tratadistas prefieran considerar que son cinco etapas (investigación 
preliminar o diligencias preliminares, investigación preparatoria o instrucción, etapa 
intermedia, juicio oral y ejecución de sentencia), nosotros nos adherimos a la 
postura mayoritaria que considera solo tres etapas.   
 
Siendo la primera, es decir, la de investigación, la que nos interesa para fines del 
presente trabajo; y, por ello, nos avocaremos fundamentalmente a su estudio, no 
sin antes precisar que consideramos que esta etapa de investigación en ambos 
modelos procesales comprende a su vez dos sub etapas, la investigación preliminar 
o diligencias preliminares; y, la instrucción, en el caso del Código de 
Procedimientos Penales de 1940, o, investigación preparatoria propiamente dicha, 
en el nuevo Código Procesal Penal del 2004. 
 
En este punto es preciso señalar que, en cuanto se refiere a esta primera etapa de 
investigación, si bien la norma procesal de 1940, antes citada, no consideraba 
formalmente como parte de su estructura a la sub etapa de investigación preliminar; 
en la práctica, ésta realmente era una etapa procesal previa a la formalización de 
las denuncias penales por parte del juez instructor.   
 
Así, esta primera sub etapa de diligencias preliminares que debía conducir el Fiscal, 
normalmente era dirigida por la Policía; por lo que, no era raro ver casos en los 
cuales la Policía tenía conocimiento de los hechos, realizaba actos de investigación 
y luego entregaba su atestado policial al fiscal, quien sin mayor dirección repetía las 
diligencias ya efectuadas o solo resolvía el caso de acuerdo a lo actuado y opinado 
por la policía, archivándolo o formalizando la denuncia y remitiendo el caso al juez 




En cambio, en el nuevo modelo procesal penal, el Artículo IV del Título Preliminar 
del Nuevo Código Procesal Penal preceptúa que el Ministerio Público es titular del 
ejercicio público de la acción penal en los delitos y tiene el deber de la carga de la 
prueba. Asume la conducción de la investigación desde su inicio, decidida y 
proactivamente en defensa de la sociedad, y, está obligado a actuar con 
objetividad, indagando los hechos constitutivos de delito, los que determinen y 
acrediten la responsabilidad o inocencia del imputado. Con esta finalidad, conduce 
y controla jurídicamente los actos de investigación que realiza la Policía Nacional. 
 
Y, conforme lo señala Jiménez Herrera, esta primera sub etapa de investigación 
preliminar es una de carácter pre procesal no judicializado que precede a la 
investigación preparatoria propiamente dicha, que en buena cuenta viene a ser una 
sub etapa, pre-jurisdiccional en la que el Ministerio Público (Fiscal Penal) dirige 
todas las diligencias preliminares.130 
 
En este punto, debemos tener en claro que de acuerdo al nuevo Código Procesal 
Penal la facultad del Fiscal de dirigir la investigación está referida a una dirección 
jurídica, basada en el control y fiscalización de las actuaciones de la policía, ya que, 
es este el responsable por el éxito o fracaso de esta al momento de entregar sus 
resultados en la etapa intermedia; mientras la Policía es el órgano técnico, 
capacitado para investigar materialmente el delito y encargado de facilitar la 
recopilación de fuentes de prueba. 
 
En ese orden de ideas, la investigación (preparatoria), comienza con las diligencias 
preliminares, que dispondrá el Fiscal y realizara por sí mismo, o a través de la 
Policía; pero, bajo su dirección, luego de que alguno de estos dos funcionarios tome 
conocimiento de la presunta comisión de un delito, en general  la denuncia proviene 
del agraviado o de un tercero (investigación a instancia de parte), salvo, cuando la 
policía resulte siendo testigo presencial de un delito (investigación de oficio). 
 
Siendo que, las diligencias preliminares estarán encaminadas a determinar si el 
hecho denunciado constituye delito, si es justiciable penalmente o no existen 
causas de extinción de la acción penal (Art. 334 del NCPP), para luego continuar 
con la investigación preparatoria propiamente dicha o de no concurrir estos 
presupuestos procesales legalmente establecidos por la norma procesal citada  
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 PALACIOS DEXTRE, Darío. Comentarios del Nuevo Código Procesal Penal. Pág. 500. 
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dispondrá el archivo del caso, claro está, una vez concluidos los actos urgentes e 
inaplazables destinados a determinar si han tenido lugar los hechos objeto de 
conocimiento y su delictuosidad, así como, asegurados los elementos materiales de 
su comisión  e individualizadas las personas involucradas en el ilícito investigado, 
incluidos los agraviados.   
 
Esta labor de determinación de la verosimilitud de los hechos denunciados y la 
identidad de sus partícipes, no debe durar más de 60 días, conforme lo prescribe el 
Inc. 2 del Art. 334131 del Código Procesal Penal. No obstante ello, el fiscal podrá fijar 
un plazo distinto según las características, complejidad y circunstancias de los 
hechos objeto de investigación. 
 
Sin embargo, la prolongación del plazo de investigación preliminar no podrá ser 
indefinida como pareciera de la lectura del texto normativo; porque, conforme se ha 
pronunciado la Corte Suprema de Justicia, en la Casación No 02-2008, de fecha 03 
de junio del 2008, se establece como doctrina jurisprudencial, que si bien el plazo 
de la investigación preliminar previsto en el Artículo en mención, no establece un 
plazo máximo determinado para las investigaciones que según sus características, 
complejidad y circunstancias de los hechos requieran un plazo mayor a 60 días, 
este no puede exceder del plazo previsto para la investigación preparatoria en el 
Artículo 342º  del Código Procesal Penal.132 
 
En consecuencia, la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de la República, 
a través de la Casación No 02-2008, le asigna a la investigación preliminar una 
duración máxima que el legislador no preveo para esta, homologándola a la 
regulada para la investigación preparatoria, pero también diferencia estas dos sub 
etapas cuando señala que, el plazo de la investigación preparatoria previsto en el 
Art. 342 del Nuevo Código Procesal Penal, no comprende el plazo de la 
investigación preliminar, pues es uno distinto, siendo esta última una sub etapa de 
la Investigación preparatoria, que comprende la investigación preliminar y la 
investigación preparatoria propiamente dicha.  
 
                                                 
131
 Artículo 334.- Calificación.- (…) 2. El plazo de las Diligencias Preliminares, conforme al artículo 3, es de sesenta 
días, salvo que se produzca la detención de una persona. No obstante ello, el Fiscal podrá fijar un plazo distinto 
según las características, complejidad y circunstancias de los hechos objeto de investigación. Quien se considere 
afectado por una excesiva duración de las diligencias preliminares” 
 
132
 Casación 02-2008/ La Libertad de fecha 03/06/2008. En  DIAZ CABELLO, Jorge. La Casación Penal (Doctrina y 




Sin embargo, todavía quedaban dudas de si el plazo fijado jurisprudencialmente 
para la investigación preliminar fuera de 120 (plazo ordinario) o 180 (plazo ordinario 
más la prorroga) o que ocurre con los casos complejos, lo que quedo despejado al 
emitirse la Casación No 318-2011-LIMA de fecha 22/11/2012, mediante la cual se 
establece que el plazo máximo es de 120  días, tanto para plazos complejos como 
no complejos, porque la Corte considera que en ambos casos las finalidades son 
las mismas.133   
 
No obstante, posteriormente se emite la Casación No 144-2012-ANCASH de fecha 
11/07/2013, que, sin señalarlo expresamente, modifica la anterior, en cuanto se 
refiere a casos complejos, estableciendo como doctrina jurisprudencial que: 
“tratándose de investigaciones complejas, el plazo máximo para llevar a cabo 
diligencias preliminares es de ocho meses.”134, sin emitir pronunciamiento sobre la 
posibilidad de si se puede o no solicitarse una prorroga vencido este plazo inicial, 
mas, de la lectura del noveno fundamento pareciera abrirse la posibilidad de una 
prórroga.  
 
Así también lo señala Dario Palacios Dextre, para quien la Investigación 
Preparatoria, conforme señala un sector de la doctrina procesal, está constituida 
por una sub-etapa, denominada investigación preliminar y/o diligencias 
preliminares, que tiene finalidades y objetivos diferentes de la Investigación 
preparatoria propiamente dicha; en ese sentido, en la investigación preliminar se 
verifica si existen los presupuestos procesales que ameriten el inicio de una 
Investigación preparatoria o en su defecto el archivo del caso, mientras que la 
investigación preparatoria propiamente dicha tiene por objeto recabar los medios de 
prueba, de cargo o de descargo que finalizados estos el Ministerio Público concluirá 
con una acusación o sobreseimiento. 
. 
                                                 
133
 “viii) Si bien se ha establecido que la investigación preparatoria para casos complejos deberá contar con un 
plazo mayo a aquellos que se denomina ordinarios; sin embargo, ello no obliga que dicha distinción de plazos se 
efectué también para las diligencias preliminares, por una sencilla razón: la investigación preparatoria tiene por 
finalidad reunir todos los elementos probatorios suficientes para sustentar la acusación; por ello, en caso complejos 
si resulta de suma importante un plazo mayor, pero resulta innecesario y fuera de la finalidad de las diligencias 
preliminares , por ende no cabe establecer un plazo distinto al previsto en la Casación No 2-2008-La Libertad (120 
días) en los casos que se evidencien ser complejos.” Casación No 318-2011- Lambayeque de fecha 22/22/2012. 
En DIAZ CABELLO, Jorge. La Casación Penal (Doctrina y Análisis de las Casaciones emitidas por la Corte 
Suprema). Pág. 410-412. 
 






Agregando que: “…en la interpretación de nuestra legislación procesal, la 
investigación preliminar es considerada como una sub etapa de la investigación 
preparatoria teniendo como fundamento: la unidad de plazo, la unidad de prueba, la 
unidad de investigación y la unidad de investigador, cuya finalidad es distinta 
conforme se ha sostenido…”135 
 
No obstante, la norma procesal citada en su Art. 334 Inc. 2, sanciona la falta de 
razonabilidad en el señalamiento del plazo de investigación preliminar por parte del 
Ministerio Público, que también será aplicable durante la investigación preparatoria 
propiamente dicha, cuando establece que quien se considere afectado por una 
excesiva duración de las diligencias preliminares, solicitará al fiscal le dé término y 
dicte la disposición que corresponda.  
 
Si el fiscal no acepta la solicitud del afectado o fija un plazo irrazonable, este último 
podrá acudir al juez de la investigación preparatoria en el plazo de cinco días 
instando su pronunciamiento, quien resolverá previa audiencia, con la participación 
del fiscal y del solicitante. 
  
En ese sentido, nuestro nuevo Código Procesal Penal establece un mecanismo 
para que las partes exijan judicialmente el cumplimiento de los plazos en esta etapa 
de investigación a cargo del Fiscal, denominado Control de Plazos, cuando los 
plazos del caso concreto sean excesivos, es decir, hayan superado los establecidos 
por la norma procesal antes citada, o que encontrándose dentro de los mismos, 
sean irracionales, porque, no se justifica la prolongación de la investigación si se 
agotaron los actos de investigación necesarios136, pertinentes137, conducentes138 y 
útiles139 a los fines de la misma, ello, siempre y cuando, el afectado previamente 
haya solicitado el término de la investigación al Fiscal y este no acepte la solicitud. 
 
Ello es así; por cuanto, si nos ocupamos de realizar diligencias inconducentes 
(inidóneas para probar algo que permita el esclarecimiento de los hechos), 
                                                 
135
 PALACIOS DEXTRE, Darío. Op. Cit. Pág. 501-502. 
 
136
 Se entiende por necesario aquello imprescindible, preciso, inevitable, forzoso, obligado, requerido 
inexcusablemente. CABANELLAS, Guillermo. Op. Cit. Tomo V. Pág. 528. 
 
137
 Se entiende por PERTINENTE aquello perteneciente o correspondiente a una cosa, adecuado, oportuno, 
conducente al pleito o a una probanza eficaz. CABANELLAS, Guillermo. Op. Cit. Tomo VI. Pág. 231.  
 
138
 Se entiende por CONDUCENTE, aquello adecuado, conveniente para un determinado fin. CABANELLAS, 
Guillermo. Op. Cit. Tomo II. Pág. 275. 
 
139
 Se entiende por UTIL  aquello beneficioso, provechoso, que produce frutos, da intereses. CABANELLAS, 
Guillermo. Op. Cit. Tomo VIII. Pág. 290. 
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impertinentes (no referidas al objeto del proceso) o no útiles (sobreabundantes), 
perderemos tiempo invalorable, para la investigación y con ello se afectara el 
derecho al plazo razonable de los justiciables.  
 
Lo que no significa de modo alguno, que estas actuaciones que realiza el fiscal, 
única y excluyentemente serán las que el disponga, sino que además se ha de 
considerar la posibilidad de que se realicen también a solicitud de parte; siempre y 
cuando guarden las características antes mencionadas. 
 
Así mismo, el fiscal para realizar sus actos de investigación puede requerir la 
colaboración de las autoridades y funcionarios públicos, quienes están obligados a 
cumplir sus requerimientos, siempre que sean de su competencia y sean 
adecuados a derecho, caso contrario, el código adjetivo lo faculta para ejercer 
algunas medidas coercitivas que coadyuven al logro de sus fines. 
 
En ese sentido, el artículo 321.2 del Nuevo Código Procesal Penal señala que:  
 
“La Policía Nacional del Perú y sus órganos especializados en criminalística, 
la Dirección de Policía contra la corrupción, el Instituto de Medicina Legal y 
los demás organismos técnicos del Estado, están obligados a prestar apoyo 
al fiscal. Las universidades, institutos superiores y entidades privadas, de 
ser el caso y sin perjuicio de la celebración de los convenios 
correspondientes, están facultados para proporcionar los informes y los 
estudios que requiere el Ministerio Público. La Contraloría General de la 
República, conforme a sus atribuciones y competencia, a solicitud del titular 
del Ministerio Público, podrá prestar el apoyo correspondiente, en el marco 
de la normativa de control”. 
 
Incluso el fiscal, mediante una disposición, y con arreglo a las directivas emanadas 
de la Fiscalía de la Nación, podrá contar con la asesoría de expertos de entidades 
públicas y privadas para formar un equipo interdisciplinario de investigación 
científica para casos específicos, el mismo que actuará bajo su dirección. 
 
A la segunda  sub etapa de la investigación, en el anterior modelo procesal penal se 
le denomino “instrucción”, y era una etapa formalizada y dirigida por el juez penal, 
siendo el fiscal un auxiliar más, pues quien tenía la iniciativa de la investigación era 
el primero. No obstante, en los procesos ordinarios el juez instructor entregaba la 
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investigación a la Sala Penal Superior para que realice el juicio oral y juzgue al 
procesado, y, en los procesos sumarios era el mismo juez quien investigaba y 
juzgaba a los procesados (lo que afectaba el derecho al juez imparcial). 
 
En cambio, en el nuevo modelo procesal, esta segunda sub etapa de la 
investigación, es decir, la investigación preparatoria propiamente dicha, constituye 
una reforma sustancial en la estructura del nuevo proceso penal, que deja de estar 
en manos del juez instructor para pasar a constituir una función esencial del 
Ministerio Público, conforme ya lo prescribía el Inc. 4 del Art. 159 de la Constitución 
Política del Perú, cuando lo señalaba como el conductor de la investigación del 
delito, dejando al Juez como un tercero imparcial que a manera de un juez de 
garantías controla los actos de investigación. 
 
En ese sentido, el juez de investigación preparatoria solo se encarga de velar por el 
respeto y protección de los derechos fundamentales de las partes en el proceso y 
del debido proceso en la investigación, e interviene a solicitud del Ministerio Público 
en la concesión de medidas limitativas de derechos fundamentales, como; por 
ejemplo: La prisión preventiva, medidas cautelares y actos de prueba anticipada y/o 
pre constituida.  
 
Entre los requisitos para formalizar la investigación preparatoria encontramos la 
necesidad de la existencia de indicios reveladores de un delito, que la acción penal 
no haya prescrito, que se haya individualizado al imputado; y, de ser el caso, que se 
hayan satisfecho los requisitos de procedibilidad que al caso correspondan, 
conforme lo establece el Inc. 1 del Artículo 336 del Nuevo Código Penal del 2004140.  
 
Siendo la finalidad de la investigación preparatoria propiamente dicha, según lo 
prescrito por el Inc.1 del Artículo 321º del Nuevo Código Procesal Penal, la de 
reunir los elementos de convicción, de cargo y de descargo, que permitan al Fiscal 
decidir si formula o no acusación y, en su caso, al imputado preparar su defensa.  
 
Es decir, en palabras de José Antonio Neyra Flores, el objetivo central de la 
Investigación Preparatoria es la preparación del juicio y de la defensa para lo cual 
                                                 
140
  “Artículo 336: Formalización y continuación de la Investigación Preparatoria.- 
 
1. Si de la denuncia, del Informe Policial o de las Diligencias Preliminares que realizó, aparecen indicios 
reveladores de la existencia de un delito, que la acción penal no ha prescrito, que se ha individualizado al 
imputado y que, si fuera el caso, se han satisfecho los requisitos de procedibilidad, dispondrá la 
formalización y la continuación de la Investigación Preparatoria.” 
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se debe obtener pruebas suficientes que permitan sostener una acusación o de lo 
contrario un sobreseimiento, es la etapa donde se debe recopilar toda información 
que permita acreditar la acusación en el juicio oral y la correspondiente defensa del 
imputado, es más que nada, una etapa que prepara a los actores para el juicio 
oral.141 
 
Siendo el plazo ordinario de la investigación preparatoria propiamente dicha el que 
prevé el Inc. 1 del Artículo 342 del Código Procesal Penal del 2004:  
 
“Artículo 342 Plazo.- 
1. El plazo de la Investigación Preparatoria es de ciento veinte días 
naturales. Sólo por causas justificadas, dictando la Disposición 
correspondiente, el Fiscal podrá prorrogarla por única vez hasta por un 
máximo de sesenta días naturales.” 
 
No obstante, y conforme lo prevé el Articulo en mención, si se trata de 
investigaciones complejas se ha establecido un plazo de 8 meses, cuando se 
presenten los supuestos establecidos legalmente, los mismos que pueden ser 
prorrogados por igual plazo siempre y cuando el juez apruebe el respectivo 
requerimiento que deberá formular  el Ministerio Público sustentando los supuestos 
que le dan complejidad al caso y el plazo que será necesario para realizar las 
diligencias. 
 
Encontrándose dentro de los supuestos de complejidad en los que el Fiscal deberá 
sustentar su disposición de declaratoria de complejidad del caso,  a los establecidos 
por el Inc. 3) del Artículo 342º del Nuevo Código Procesal Penal: 
 
a) Requiera de la actuación de una cantidad significativa de actos de 
investigación;  
b) Comprenda la investigación de numerosos delitos;  
c) Involucra una cantidad importante de imputados o agraviados;  
d) Demanda la realización de pericias que comportan la revisión de una 
nutrida documentación o de complicados análisis técnicos;  
e) Necesita realizar gestiones de carácter procesal fuera del país;  
f) Involucra llevar a cabo diligencias en varios distritos judiciales;  
g) Revisa la gestión de personas jurídicas o entidades del Estado; o  
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 NEYRA FLORES, José Antonio. Manual del Nuevo Proceso Penal & de Litigación Oral. Pág. 272. 
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h) Comprenda la investigación de delitos perpetrados por integrantes de una 
organización criminal, personas vinculadas a ella o que actúan por encargo 
de la misma. 
 
No obstante, la modificatoria del Inc. 2 del Artículo 342 del Nuevo Código Procesal 
Penal establecida  por la Tercera Disposición Complementaria de la Ley Nº 30077, 
publicada el 20 agosto 2013, la misma que entró en vigencia el 01 de julio de 2014, 
prevé para el caso de investigación de delitos perpetrados por imputados 
integrantes de organizaciones criminales, personas vinculadas a ella o que actúan 
por encargo de la misma, el plazo de la investigación preparatoria es de 36 meses y 
una prórroga por igual plazo que debe concederla el Juez de la Investigación 
Preparatoria. 
 
Ampliación de plazos que atendió en parte la exhortación hecha por el Tribunal 
Constitucional en el Expediente 2748-2010-PHC en fecha 11 de Agosto del 2010, 
cuando observaba lo irreal de los plazos establecidos por el Código Procesal Penal 
del 2004 para la investigación penal, señalando:  
 
“… se advierte que el plazo de la investigación preparatoria previsto en el 
Artículo 342.2 del Nuevo Código Procesal Penal de 2004, no se condice con 
la realidad social, ni con la capacidad de actuación del Ministerio Público, 
pues es de conocimiento público que existen investigaciones preliminares o 
preparatorias sobre el tráfico ilícito de drogas y/o lavado de activos que por 
la complejidad del asunto exceden los ocho meses, que pueden ser 
prorrogados por igual plazo. 
 
Por esta razón este Tribunal estima que el plazo previsto en el Artículo 
referido debe ser modificado con la finalidad de que no queden impunes los 
delitos de tráfico ilícito de drogas y/o lavado de activos, pues vencido el 
plazo (8 o 16 meses) se puede ordenar la conclusión de la investigación 
preparatoria. De ahí que, se le exhorte al Congreso de la República a que 
modifique el plazo del artículo mencionado (investigación preparatoria en 
casos complejos) de acuerdo a la capacidad de actuación del Ministerio 
Público, sin que ello suponga la afectación del derecho al plazo 
razonable.”142    
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En todo caso, en palabras del Tribunal Constitucional los plazos legales 
establecidos por el Código Procesal Penal del 2004 para la investigación 
preparatoria antes de la modificatoria del 2013, de 120 días, prorrogables por 60 
días más, o en caso de complejidad de 08 meses prorrogables por otros 08 
adicionales, no necesariamente eran los razonables, especialmente cuando se trata 
de delitos complejos como los de tráfico ilícito de drogas143, o aquellos que afectan 
la propia institucionalidad del Estado Constitucional de Derecho,  como el delito de 
rebelión de Antauro Humala Tasso (Exp. 2068-2008-HC). 
 
Concluida la investigación preparatoria nos encontramos con una segunda etapa 
del Proceso Penal, la etapa intermedia, que en el nuevo Código Procesal Penal a 
diferencia del de Procedimientos Penales de 1940, es una autónoma y con 
funciones bien definidas,  que dura desde la conclusión de investigación 
preparatoria hasta que se dicte el auto de enjuiciamiento o cuando el juez de 
investigación preparatoria resuelva el sobreseimiento de la causa. 
 
Salvo, en el supuesto de que se presente una acusación directa una vez concluida 
la investigación preliminar, en lugar de una formalización de investigación 
preparatoria, y, así, acceder directamente a la etapa intermedia, sin formalizar la 
investigación preparatoria, cuando el Fiscal considere que cuenta con suficientes 
elementos de convicción sobre la realización del delito y su vinculación con el 
investigado. 
 
Sobre la naturaleza jurídica de esta etapa, Sánchez Velarde señala que conforme 
se aprecia de la lectura del Articulo 344 del Código Procesal Penal, se trata de una 
etapa de apreciación y de análisis de la actividad investigadora para decidir la 
acusación, plantear mecanismos de defensa contra la acción penal y también para 
que se analicen los elementos probatorios que sustentan las pretensiones de las 
partes.144 
 
En ese sentido, en esta etapa bajo la conducción del juez de investigación 
preparatoria se depuran errores y se realiza un control de presupuestos o bases de 
la imputación y de la acusación; primero, por el propio órgano acusador y luego por 
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el órgano judicial a fin de establecer si es viable para convocar un debate penal en 
el pleno del juicio oral, o si resulta el sobreseimiento o preclusión del proceso.  
 
En el supuesto que el juez de investigación preparatoria emita el auto de 
enjuiciamiento penal, luego de saneado el proceso en la etapa intermedia 
(acusación), comienza la etapa de juzgamiento.  
 
El juicio oral es la etapa que más cambios ha sufrido respecto del modelo 
acusatorio mixto al que estábamos acostumbrados, porque este nuevo modelo 
acusatorio garantista  presenta un fuerte componente de oralidad y debate 
contradictorio, es así que, el juicio se realiza de manera oral y pública y en ella el 
juez o tribunal que juzgue decidirá en base a argumentos y pruebas actuadas en el 
debate contradictorio. Debate que, se llevara a cabo utilizando las técnicas de 
litigación oral que constituirán una herramienta sustancial para la solución del 
conflicto.   
 
Así, Sánchez Velarde nos enseña que el juicio oral es la parte central del proceso, 
espacio procesal de naturaleza dinámica, donde las partes habiendo asumido 
posiciones contrarias debaten sobre la prueba (principio de contradicción), en busca 
de convencer al juzgador sobre la inocencia o la culpabilidad del acusado.145  
 
Por ello, el juicio oral en el sistema acusatorio garantista con rasgos adversariales 
nos otorga la posibilidad de apreciar los testimonios a viva voz (principio de 
oralidad), sin que medien intérpretes que puedan desvirtuar el contenido de lo 
declarado (principio de inmediación), permitiendo que, la ciudadanía conozca como 
los jueces imparten justicia, lo que es fundamental  para el control popular y la 
participación ciudadana en los procesos penales (principio de publicidad).  
 
A más de ello, el juicio oral debe llevarse a cabo en sesiones continuas e 
ininterrumpidas hasta su conclusión, conforme lo exige el Articulo 360 del Código 
Procesal Penal, para garantizar la vigencia del principio de concentración que 




                                                 
145
 Ibíd. Pág. 175. 
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B. La Prisión Preventiva como Principal Medida de Coerción Procesal de 
Carácter Personal 
 
Si bien la comisión de un delito genera alarma en la sociedad y el reproche de la 
colectividad para el autor del mismo, exigiendo del Estado una sanción inmediata y 
drástica, que muchas veces significa la privación de la libertad del imputado; el 
poder sancionador del Estado debe tener un límite que signifique el aseguramiento 
de la actividad probatoria y los efectos de una eventual condena como fines del 
proceso, sin vulnerar el derecho del imputado a un debido proceso.  
 
En este sentido, se pronuncia el Tribunal Constitucional en el Caso Villanueva 
Chirinos, cuando señala que: 
 
“En el caso de las disposiciones que restringen la libertad del imputado, 
como medida  cautelar, existen dos intereses que deben ser cautelados por 
el Estado; esto es, a) la garantía a un proceso penal eficiente que permita la 
sujeción al proceso penal de la persona o quien se imputa un delito, y, b) la 
garantía a la protección de los derechos fundamentales del imputado. Estos 
aparentemente contrapuestos, deben lograr un verdadero equilibrio a fin de 
no menoscabar la protección de uno frente al otro, siendo la regla general la 
libertad.” 
 
Por tanto, las medidas cautelares o de coerción procesal de carácter personal, ya 
sean, restrictivas como la comparecencia146, detención domiciliaria147, conducción 
                                                 
146
 De acuerdo al Artículo 286 del Nuevo Código Procesal Penal, el Juez de la Investigación Preparatoria dictará 
mandato de comparecencia simple si el Fiscal no solicita prisión preventiva vencido el periodo de detención, 
también lo hará cuando, de mediar requerimiento Fiscal no concurran los presupuestos materiales previstos en el 
artículo 268. Por lo tanto, su delimitación ha sido legislada negativamente a efecto de otorgarle al investigado una 
libertad con sujeción al proceso, porque si bien se encuentra en libertad, cuando lo requieran las autoridades 
judiciales, tendrá que comparecer ante ellas, pues el investigado está sujeto al proceso.  
 
En cambio, la comparecencia con restricciones es una medida cautelar alternativa a la prisión preventiva, pues se 
impone  en vez de ella cuando el peligro procesal no es fuerte, pero existen ciertos indicios de la existencia de 
ellos, por ello respeta el principio de proporcionalidad, de ahí que, si bien importa una afectación a la libertad esta 
es mínima, no como la comparecencia simple, pero tampoco como la prisión preventiva.  
 
Así, conforme lo establece el Artículo 288 del Código procesal Penal, el juez podrá imponer algunas de las 
alternativas siguientes: 1. La obligación de someterse al cuidado y vigilancia de una persona o institución 
determinada, quien informara periódicamente en los plazos designados. 2.  La obligación de no ausentarse de la 
localidad en que reside, de no concurrir a determinados lugares, o de presentarse a la autoridad en los días que se 
fijen. 3. La prohibición de comunicarse con personas determinadas, siempre que no afecte el derecho de defensa. 
4. La prestación de una caución económica, si las posibilidades del imputado lo permiten. la caución podrá ser 
sustituida por una fianza personal, idónea y suficiente. 
 
147
 La detención domiciliaria es una medida cautelar restrictiva de la libertad ambulatoria de la persona que la obliga 
a permanecer en su domicilio o en custodia de otra persona. Esta detención implica la detención en un lugar mucho 
más cómodo y seguro para el procesado, como es el hogar o un domicilio de otra persona, que de todas formas le 
proporcionara más confort que el ingreso a una prisión estatal. Este tipo de restricción configura únicamente una 
medida cautelar más alternativa a la prisión preventiva por casos humanitarios; por lo que, sus requisitos son los 
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compulsiva,148 entre otras; o las privativas de libertad, como la detención policial149, 
el arresto ciudadano150, la detención preliminar judicial151 o  la propia prisión 
preventiva, constituyen un instrumento judicial que garantizara la presencia del 
investigado en el proceso y la efectividad de la sentencia, mas no pueden ser 
consideradas de modo alguno, una sentencia anticipada; pues solo se restringe a 
asegurar los fines del proceso. 
  
Por ello, estas medidas cumplen la función de aseguramiento temporal, sujeto a la 
estabilidad o cambio de los presupuestos que hicieron posible su adopción 
(principio de provisionalidad), y deben imponerse  por el juez (principio de 
judicialidad) solo en los casos taxativamente previstos por la ley (principio de 
legalidad), cuando se tenga prueba suficiente (principio de suficiencia probatoria) y 
sea absolutamente indispensable para los fines del proceso (principio de 
necesidad); además debe imponerse en la medida adecuada al peligro procesal, la 
                                                                                                                                          
siguientes: a) Ser mayor de 65 años de edad; b) Adolecer de un enfermedad grave e incurable; c) Sufrir 
grave incapacidad física permanente que afecte sensiblemente su capacidad de desplazamiento; d) Ser madre 
gestante. NEYRA FLORES, José Antonio. Op. Cit. Pág. 536,537. 
 
148
 Conocida también como conducción coactiva, es el mandato de acompañamiento o conducción de grado o 
fuerza, es una medida que se aplica por inconcurrencia a las citaciones a nivel fiscal o judicial, y se efectiviza por 
intermedio de la policía. En este caso se trata de que la policía en mérito a una Disposición Fiscal o resolución 
judicial ubique a la persona requerida para la realización de una diligencia, ya sea, en su domicilio real, en su 




 Conforme lo establece el Artículo 2.24 literal f) de la Constitución Política del Perú la autoridad policial solo 
puede privar de la libertad a una persona sin mandato judicial en casos de flagrancia, siempre y cuando existan 
motivos suficientes y razonables que lo justifiquen, debiendo ponerlo a disposición del juzgado correspondiente, 
dentro de las veinticuatro horas o en el término de la distancia. Salvo, en los casos de terrorismo, espionaje y 
tráfico ilícito de drogas, en los cuales, las autoridades policiales pueden efectuar la detención preventiva de los 
presuntos implicados por un término no mayor de quince días naturales. Siendo que los supuestos de flagrancia de 
acuerdo al Art. 259 del Nuevo Código Procesal penal en el que se establece, son que:   1. El agente sea 
descubierto en la realización del hecho punible,  2. El agente haya acabado de cometer el hecho punible y sea 
descubierto,    3. El agente haya huido y haya sido identificado durante o inmediatamente después de la 
perpetración del hecho punible, sea por el agraviado o por otra persona que haya presenciado el hecho, o por 
medio audiovisual, dispositivos o equipos con cuya tecnología se haya registrado su imagen, y es encontrado 
dentro de las veinticuatro (24) horas de producido el hecho punible, y, 4. El agente sea encontrado dentro de las 
veinticuatro (24) horas después de la perpetración del delito con efectos o instrumentos procedentes de aquel o 
que hubieren sido empleados para cometerlo o con señales en sí mismo o en su vestido que indiquen su probable 
autoría o participación en el hecho delictuoso.  
 
150
 El arresto ciudadano o detención por particulares constituye una facultad que asiste a todo ciudadano a privar 
de la libertad deambulatoria a otro, en los casos de delito flagrante con la obligación de poner al detenido a 
disposición de la autoridad policial. El arresto ciudadano se caracteriza: a) por tratarse de una privación de libertad 
practicada por un ciudadano; b) por constituir una facultad, es decir, el ciudadano está obligado a realizar tal 
arresto, y c) porque procede solo en caso de delito fragrante, conforme lo establece el Art. 260 del Nuevo Código 
Procesal Penal.   SANCHEZ VELARDE, Pablo. Op. Cit. Pág. 332. 
 
151
 La detención preliminar judicial es el mandato escrito y motivado del juez de investigación preparatoria, previo 
requerimiento fiscal, para detener a un imputado, por el plazo de 24 horas, para realizar determinadas diligencias 
indispensables en la etapa preliminar de la investigación.  
 
Es así, como esta medida de naturaleza precautelar se traduce en un primer supuesto de privación de libertad, por 
razones vinculadas a la persecución penal, la que constituye toda privación de libertad ambulatoria de breve 
duración dispuesta por la autoridad judicial en los casos previstos legalmente y que tiene por finalidad asegurar la 
persona del presunto responsable de una infracción penal; no esté dirigida a asegurar ni la eventual ejecución de la 
pena, ni tampoco la presencia del imputado en la fase decisoria del proceso, sino que se trata de una media 
precautelar(…) su esencia precautelar se funda en que esta será o no confirmada por la autoridad judicial al 
momento de decidir la incoación formal del proceso penal. CARDENAS RUIZ, Marco. Citado por NEYRA FLORES, 
José Antonio. Op. Cit.  Pág. 501. 
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gravedad del delito, la intensidad de la afectación del bien  jurídico protegido, entre 
otros factores propios de la conducta penal y procesal a valorar por el juzgador 
(principio de proporcionalidad).   
 
Así, la posibilidad de aplicar medidas cautelares personales depende de que se 
verifique su fundamento en el caso concreto, es decir, que se aprecien los dos 
presupuestos materiales que la doctrina de manera generalizada reconoce, y que 
condicionan estas medidas, el periculum in mora o peligro en la demora, cuyo 
fundamento radica en el peligro procesal, ya sea, de fuga del procesado, 
ocultamiento del mismo o entorpecimiento de la prueba; y, el fumus bonis iuris o 
apariencia o justificación del derecho subjetivo, cuyo fundamento se encuentra en la 
necesidad de una atribución razonada del hecho punible a una persona 
determinada ( imputación). 
 
Si bien, las medidas de coerción procesal pueden incidir sobre derechos personales 
o de carácter patrimonial o real del imputado, en este trabajo solo nos referiremos a 
las primeras; por cuanto, es materia de nuestro estudio la prisión preventiva, que es 
la medida de coerción procesal personal más gravosa que tiene nuestro 
ordenamiento jurídico procesal penal nacional para restringir la libertad de los 
ciudadanos en pos de asegurar el proceso penal.  
 
En ese sentido, el Tribunal Constitucional ha dicho que siendo los derechos 
fundamentales límites a la actuación del legislador, las medidas de la restricción de 
la libertad ambulatoria, cuando no se producen a consecuencia de la imposición de 
una pena, quedan justificadas únicamente, como ultima ratio, en la medida en que 
resulten absolutamente imprescindibles y necesarias para la defensa de bienes 
jurídicos fundamentales en un proceso penal, y siempre que no hayan otros 
mecanismos menos radicales para conseguirla. Caso contrario, se produce una 
afectación al derecho a la libertad individual y al principio informador de presunción 
de inocencia.152 
 
En ese sentido, la prisión preventiva o provisional es la situación nacida de una 
resolución jurisdiccional, de carácter provisional y duración limitada, por la que se 
restringe el derecho a la libertad de un imputado por un delito de especial gravedad 
y en quien concurre un peligro de fuga suficiente para presumir racionalmente que 
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no acudirá a la llamada de la celebración del juicio oral, así como para conjurar los 
riesgos de reiteración delictiva, de ocultación o destrucción de las fuentes de 
prueba y la puesta en peligro de la víctima153.  
 
Es decir, la finalidad de esta medida es asegurar  el desarrollo (actividad probatoria) 
y resultado del proceso penal (eventual condena), que en el caso analizado solo 
será posible evitando el riesgo o peligro de fuga o el entorpecimiento de la actividad 
probatoria. 
 
Por ello, el Artículo 268º del Nuevo Código Procesal Penal ha regulado su 
aplicación, a solicitud del Ministerio Público si atendiendo a los primeros recaudos 
sea posible determinar la concurrencia de los siguientes presupuestos materiales 
que condicionan esta medida: 
a) Que existen fundados y graves elementos de convicción para estimar 
razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor 
o partícipe del mismo. 
b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa 
de libertad; y 
c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del 
caso particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la 
acción de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la 
verdad (peligro de obstaculización)…” 
 
El primer presupuesto desarrolla el fumus bonis iuris (imputación) que como 
señalamos precedentemente es un presupuesto general que debe concurrir en toda 
medida de coerción procesal de carácter personal, y que se refiere a la apariencia 
del derecho. 
 
En este punto es preciso analizar ¿Que se entiende por fundados y graves 
elementos de convicción? Si bien, en una primera lectura del Inc. 1 del Art. 268 del 
Código Procesal Penal, podríamos suponer que equivale a la certeza que requiere 
una sentencia condenatoria, en una especie de juicio anticipado, consideramos que 
de acuerdo a la etapa del proceso, investigación preparatoria, se trata de un juicio 
de probabilidad razonable fundado en suficientes criterios objetivos.  
 
                                                 
153
 GIMENO SENDRA, Vicente. Citado por NEYRA FLORES, José. Op. Cit. Pág. 511. 
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Juicio de probabilidad que de acuerdo a lo señalado por ORTELLS, debe respetar 
dos reglas:  
 
“1. La constancia en la causa de un hecho que presenta los caracteres 
de delito, referidos a sus aspectos objetivos, que debe ser mostrada por los 
actos de investigación, que en este caso deben ofrecer plena seguridad 
sobre su acaecimiento,  
2. El segundo está en función del juicio de imputación contra el 
inculpado, juicio que debe contener un elevadísimo índice de certidumbre y 
verosimilitud-o alto grado de probabilidad-acerca de su intervención en el 
delito.”154  
 
El segundo presupuesto está referido a la prognosis de pena, que tendrá en cuenta 
como presupuestos para fundamentarla: Las carencias sociales que hubiese sufrido 
el agente o el abuso de su cargo, posición económica, formación, poder, oficio, 
profesión o función que ocupe en la sociedad; su cultura y sus costumbres; y, los 
intereses de la víctima, de su familia o de las personas que de ella dependen, 
conforme lo prescribe el Artículo 45º del Código Penal. 
 
No obstante, con la incorporación del Artículo 45-A del Código Penal por el Artículo 
2 de la Ley Nº 30076, publicada el 19 agosto 2013, nuestra legislación adopta un 
esquema distinto para la determinación de la pena básica y de la pena concreta que 
fue denominado “de los tercios”, en alusión a la disposición legal que mandaba al 
juez configurar tres segmentos operativos al interior de los límites de la pena básica 
y que sería el espacio punitivo de la definición de la pena concreta.  
 
Así, bajo el título de individualización de la pena, se establecen criterios para la 
determinación cualitativa y cuantitativa de la pena dentro de los límites fijados por 
ley o fuera de estos, atendiendo a la responsabilidad y gravedad del hecho 
cometido, en cuanto no sean específicamente constitutivas de delito o 
modificatorias de la responsabilidad. 
 
Determinación que es necesaria, porque obtendremos como resultado la pena 
probable que le correspondería al autor del delito investigado, y si esta no resulta 
ser superior a los cuatro años de pena privativa de libertad; entonces, es altamente 
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probable que se le vaya imponer una pena suspendida en cuyo caso no resulta 
razonable imponerle prisión preventiva cuando como resultado de una eventual 
sentencia condenatoria, nunca se lograra obtener una pena privativa de libertad 
efectiva, correspondiéndole una medida coercitiva menos gravosa a fin de no 
afectar el principio de proporcionalidad.  
 
En cuanto al tercer y último presupuesto, encontramos al peligro de fuga y al peligro 
de obstaculización ambos tienen su fundamento, en el presupuesto general de  las 
medidas de coerción procesal personal, periculum in mora; por cuanto, en el primer 
caso, existe el riesgo inminente de que el procesado por diversos motivos, se 
sustraiga de la acción de la justicia imposibilitando la prosecución del proceso 
(actuación probatoria que deba realizarse en el imputado como extracción sangre 
para muestras de ADN) y la imposición de una eventual sentencia condenatoria, ya 
que, no se puede realizar el juicio sin su presencia; y, en el segundo caso, se 
presenta el riesgo de que este pueda entorpecer la actividad probatoria si se 
encontrara en libertad.  
 
Por lo que, de acuerdo a lo establecido por el Artículo 269º  del Nuevo Código 
Procesal Penal el juez deberá evaluar diferentes aspectos para establecer si en el 
caso concreto existe peligro de fuga, en ese sentido tenemos los siguientes 
supuestos: 
 
a. El arraigo en el país del imputado, determinado por el domicilio, residencia 
habitual, asiento de la familia y de sus negocios o trabajo y las facilidades 
para abandonar definitivamente el país o permanecer oculto; 
b. La gravedad de la pena que se espera como resultado del procedimiento; 
c. La magnitud del daño causado y la ausencia de una actitud voluntaria del 
imputado para repararlo; 
d. El comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro 
procedimiento anterior, en la medida que indique su voluntad de someterse 
a la persecución penal; y 
e. La pertenencia del imputado a una organización criminal o su reintegración a 
las mis 
 
En cuanto se refiere al arraigo en el país, de acuerdo a la real Academia de la 
Lengua Española arraigar significa echar o criar raíces, establecerse de manera 
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permanente en un lugar, vinculándose a personas y cosas155, que para nuestra 
legislación nacional está determinado por el domicilio,156 residencia habitual157, 
asiento de la familia y de sus negocios o trabajo158 y las facilidades para abandonar 
definitivamente el país o permanecer oculto. 
 
No obstante, mediante Resolución Administrativa No 325-2011-P-PJ (Circular sobre 
Prisión Preventiva) emitida por el Poder Judicial en fecha 13 de Setiembre del 2011, 
se advierte que, un problema fundamental en la prisión preventiva está dado por la 
definición del arraigo, ya que, no es un concepto o término que pueda evaluarse en 
forma absoluta, se requiere una evaluación lógica y experimental, es necesario un 
análisis integral de las condiciones del caso y del imputado, dado que, lo que se ha 
de valorar es la calidad del arraigo, como resultado de la evaluación de la situación 
en concreto, en una ponderación de intereses que nos permita concluir que los 
fines del proceso están o no asegurados. 
 
Por ello, las circunstancias que resulten útiles para inferir la aptitud del sujeto para 
provocar su ausencia, es decir, peligro de fuga, están en función a las mayores o 
menores posibilidades de control sobre su paradero.  
 
En cuanto se refiere a la gravedad de la pena que se espera como resultado del 
procedimiento, este criterio guarda estrecha relación con la prognosis de pena, 
dado que, del resultado que se obtenga de la determinación e individualización de 
la pena, conforme a los criterios establecidos en los Artículos 45, 45-A y 46 del 
Código Penal modificados por la Ley Nº 30076, publicada el 19 agosto 2013, 
dependerá la concurrencia de este presupuesto. 
 
En ese sentido, existe una proporción directa, entre la prognosis de pena en el caso 
concreto y la existencia del peligro de fuga, porque, cuanto mayor sea la pena 
probable a imponérsele al investigado, mayor será el peligro de que trate de eludir 
                                                 
155
 http://lema.rae.es/drae/?val=arraigo.  
 
156
  De acuerdo a lo señalado por la Real Academia de la Lengua Española,  domicilio en sus diferentes acepciones 
viene a ser, la morada fija y permanente de una persona, el lugar en que legalmente se considera establecido 
alguien para el cumplimiento de sus obligaciones y el ejercicio de sus derechos o casa en que alguien habita o se 
hospeda.   http://lema.rae.es/drae/?val=domicilio. 
 
157




 Asiento, para la Real Academia de la Lengua Española en una segunda acepción significa establecerse en un 
pueblo o lugar. http://lema.rae.es/drae/?val=asiento.  
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la acción de la justicia por  temor a recibir una pena severa y permanecer largo 
tiempo recluido en un penal.    
 
De otro lado, la magnitud del daño causado y la ausencia de una actitud voluntaria 
del imputado para repararlo, se ha de valorar en sentido positivo de acuerdo a la 
conducta procesal del imputado que demuestre su voluntad de reparar el daño 
ocasionado, que consideramos guarda estrecha relación con el cuarto presupuesto 
para calificar el peligro de fuga, es decir, el comportamiento del imputado durante el 
procedimiento o en otro procedimiento anterior, en la medida que indique su 
voluntad de someterse a la persecución penal; por cuanto, este último permite 
hacer una prognosis del probable comportamiento del investigado en función a 
conductas ya realizadas por este en el pasado. 
 
Finalmente, un quinto presupuesto es la pertenencia del imputado a una 
organización criminal o su reintegración a las mismas, que la Resolución 
Administrativa No 325-2011-P-PJ emitida por el Poder Judicial, ya señalaba, que la 
pertenencia del imputado a una organización delictiva es un criterio de especial 
característica y taxativa relevancia jurídico procesal para valorar el peligro de fuga e 
incluso el peligro de obstaculización; por cuanto, las estructuras organizadas 
tienden a generar estrategias y métodos para favorecer la fuga de sus pares y para 
contribuir en la obstaculización probatoria, ya sea, mediante amenaza, compra, 
muerte de testigos, etcétera.  
 
Por esas razones, nos señala la resolución en mención, que el juez deberá evaluar 
esta tipología como un criterio importante en el ámbito del procesamiento de la 
criminalidad violenta, lo que significa, que si bien, no es una regla general ni 
obligatoria, luego de evaluar el caso concreto, es posible sostener que en muchos 
supuestos, la gravedad de la pena y la pertenencia a una organización delictiva o 
banda es suficiente para la aplicación de la prisión preventiva, en atención a que la 
experiencia demuestra que son frecuentes los casos en los que estos imputados se 
sustraen a la acción de la justicia durante años, apoyados en el organización que 
los acoge.  
 
De otro lado, en cuanto se refiere al peligro de obstaculización el Artículo 270 del 
Nuevo Código Procesal Penal establece que para calificar el peligro de 
obstaculización se tendrá en cuenta el riesgo razonable de que el imputado 
destruirá, modificará, ocultará, suprimirá o falsificará elementos de prueba, y/o 
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influirá para que coimputados, testigos o peritos informen falsamente o se 
comporten de manera desleal o reticente o inducirá a otros a realizar tales 
comportamientos. 
 
Al respeto, conforme lo señala José Antonio Neyra Flores, en doctrina se requiere 
que las conductas mencionadas en la norma procesal penal citada en el párrafo 
anterior para fundamentar el peligro procesal sean de peligro concreto y no 
abstracto, lo que supone que el riesgo ha de derivar de la realización por parte del 
imputado de conductas determinadas que revelen su intención de destruir, 
modificar, ocultar, suprimir o falsificar elementos de prueba, y/o influir para que 
coimputados, testigos, peritos u otras personas vinculadas al proceso informen 
falsamente o se comporten de manera desleal o reticente.159   
 
En ese sentido, la Resolución Administrativa No 325-2011-P-PJ, tantas veces 
mencionada, nos señala que las circunstancias relevantes para el análisis de la 
disposición material del imputado para acceder a las fuentes y medios de 
investigación y ocultarlos, destruirlos o manipularlos, indican cierto grado de 
conexión entre el  imputado y el objeto a proteger.  
 
Dicha conexión puede expresarse por la posición laboral del sujeto, la complejidad 
en la realización del hecho atribuido, su situación social o familiar, o sus conexiones 
con otros países o lugares del territorio nacional, si se advierte que en ellos puede 
hallarse la concreta fuente de prueba.  
 
De otro lado, la verificación de la procedencia de la prisión preventiva, se debe 
realizar en una audiencia dentro de las 48 horas posteriores al requerimiento del 
Fiscal, con la participación obligatoria del Fiscal y el abogado defensor del 
investigado, dado que, de acuerdo a la Casación No 01-2007160 no es necesaria la 
presencia del imputado, pues se encuentra representado por su abogado defensor, 
                                                 
159
 NEYRA FLORES, José Antonio. Op. Cit. Pág. 520. 
 
160
 “…Si  el imputado se niega asistir, sea porque huyo, porque no es habido –lo que denota imposibilidad material 
del Juez para emplazarlo-o porque, sencillamente, no quiere hacerla- en ejercicio de su derecho material de 
defensa, a su propia estrategia procesal o por simple ánimo de sustracción o entorpecimiento procesal-, la 
audiencia se lleva acabo con la representación técnica del abogado defensor, de confianza o de oficio. 
 
No es, pues absoluta la necesidad de presencia del imputado en la audiencia de prisión preventiva; es, si, 
necesaria, su debida citación en su domicilio real o procesal- si lo hubiere señalado-,  o su conducción al Juzgado 
cuando este efectivamente detenido (con ello se cumple el principio de contradicción, se hace efectiva la garantía 
de tutela jurisdiccional –en cuanto acceso al proceso-y se afirma, a su vez, la garantía defensa procesal).” 
Casación No 01-2007-Huara, Lima, 26/07/2007. En  DIAZ CABELLO, Jorge. La Casación Penal (Doctrina y 
Análisis de las Casaciones emitidas por la Corte Suprema). Pág. 187-192. 
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y, en tal sentido, no es necesaria su detención preliminar para llevar a cabo la 
audiencia de prisión preventiva. 
 
La resolución que resuelva la procedencia o no del requerimiento de prisión 
preventiva será pronunciada en la misma audiencia, mediante auto especialmente 
motivado, con expresión sucinta de la imputación, de los fundamentos de hecho y 
de derecho que lo sustente, y la invocación de las citas legales correspondientes, 
conforme lo prevé el Artículo 271º del Código Procesal Penal.  
 
En el supuesto que el  Juez de la Investigación Preparatoria, no considera fundado 
el requerimiento de prisión preventiva optara o por la medida de comparecencia 
restrictiva o simple, según el caso; y, si declara fundado el pedido del Fiscal, fijara 
el plazo por el que el o los investigados cumplirán carcelería en tanto se emite un 
pronunciamiento final en el proceso, que acuerdo al Artículo 272º del Nuevo Código 
Procesal Penal no durará más de 09 meses, y tratándose de procesos 
determinados como complejos por la Fiscalía, el plazo límite es de 18 meses. 
 
No obstante, aI vencimiento del plazo, sin haberse dictado sentencia de primera 
instancia, el Juez de oficio o a solicitud de las partes decretará la inmediata libertad 
del imputado, sin perjuicio de dictar concurrentemente las medidas necesarias para 
asegurar su presencia en las diligencias judiciales, incluso las restricciones a que 
se refieren los numerales 2) al 4) del artículo 288, como son: La obligación de no 
ausentarse de la localidad en que reside, de no concurrir a determinados lugares, o 
de presentarse a la autoridad en los días que se le fijen, la prohibición de 
comunicarse con personas determinadas, siempre que no afecte el derecho de 
defensa, la prestación de una caución económica, si las posibilidades del imputado 
lo permiten, la misma que podrá ser sustituida por una fianza personal idónea y 
suficiente. 
 
En todo caso, de ser necesario, el plazo de 18 meses en casos complejos, pueden 
ser prolongados por el juez de investigación preparatoria, a solicitud del Fiscal y 
previa audiencia, hasta por una máximo de 18 meses adicionales, cuando 
concurran circunstancias que importen una especial dificultad o prolongación de la 
investigación o el proceso y que el imputado pueda sustraerse de la acción de la 
justicia u obstaculizar la actividad probatoria, conforme lo prevé el Artículo 274 del 




Lo que significa, que la prisión preventiva tiene un plazo ordinario, uno 
extraordinario y uno excepcional; el plazo ordinario, es de 09 meses, aplicable a 
procesos que no revisten complejidad, el plazo extraordinario, de 18 meses para 
aquellos procesos declarados complejos a nivel fiscal, bajo los supuestos 
establecidos en el Inc. 3) del Artículo 342º del Nuevo Código Procesal Penal; y, un 
tercer plazo, de carácter excepcional, de 18 meses adicionales, que hacen un total 
de 36 meses, para procesos de especial dificultad conforme al Inc. 1 del Artículo 
274 del Código Procesal Penal. 
 
Sin embargo, de acuerdo a la modificatoria del Inc. 2 del Artículo 342 del Nuevo 
Código Procesal Penal establecida  por la Tercera Disposición Complementaria de 
la Ley Nº 30077, publicada el 20 agosto 2013, la misma que entró en vigencia el 01 
de julio de 2014, en los casos de personas vinculadas a organizaciones criminales, 
la investigación preparatoria tendrá una duración de 36 meses, prorrogable a 36 
meses más; no obstante, no se ha hecho mención alguna a la modificación del 
plazo de prisión preventiva para estos casos; por lo que, debe entenderse que el 
legislador ha optado, pese a todo, por respetar el plazo máximo de 36 meses de 
prisión, lo que traerá problemas en su aplicación.  
 
Sin perjuicio de los plazos legalmente establecidos, el imputado podrá solicitar la 
cesación de la prisión preventiva y su sustitución por una medida de comparecencia 
las veces que lo considere pertinente, y el juez de investigación preparatoria se 
pronunciaran dentro del plazo de 72 horas de presentado el requerimiento, previa 
audiencia. 
 
La cesación de la Prisión Preventiva procederá en los supuestos establecidos por el 
Artículo 283º del Nuevo Código Procesal Penal, cuando nuevos elementos de 
convicción demuestren que no concurren los motivos que determinaron su 
imposición y resulte necesario sustituirla por la medida de comparecencia.  
 
De declararse fundado el pedido de cesación, para la determinación de la medida 
sustitutiva, el Juez tendrá en consideración, adicionalmente, las características 
personales del imputado, el tiempo transcurrido desde la privación de libertad y el 
estado de la causa e impondrá las correspondientes reglas de conducta necesarias 
para garantizar la presencia del imputado o para evitar que lesione la finalidad de la 
medida, que de no cumplirlas el procesado dará lugar a su revocatoria por el Juez 
de Investigación Preparatoria. 
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2.2.3. EL ROL DEL FISCAL EN EL NUEVO MODELO PROCESAL PENAL Y 
LOS DESPACHOS FISCALES CORPORATIVOS. 
 
A. Antecedentes de la Función Fiscal 
 
Etimológicamente, la palabra Fiscal, proviene del latín fiscus, que se utilizaba para 
denominar a la espuerta de juncos o mimbre que entre los romanos, servía para 
recoger el Fiscus Principis o tesoro del príncipe, cuando aquel asumía una cantidad 
significativa161 
 
Por otro lado, la palabra Ministerio proviene del latín manus, que significa ministro, 
administrador, lo que en el más amplio concepto significa, todo aquello que es 
necesario para la ejecución de la Ley162; y, la palabra Público, deriva del latín 
publicus, que quiere decir oficial y significa, perteneciente a todo el pueblo, referido 
a que se aplica a la jurisdicción y a la facultad para hacer una cosa como 
contrapuesta a lo privado.163 
 
Conforme lo señala Pedro Angulo Arana, en Latinoamérica, la institución en estudio 
adopto principalmente dos denominaciones: Una que proviene del derecho español, 
Ministerio Fiscal y otra que proviene del derecho francés e italiano, Ministerio 
Público. Como podemos observar nuestro país opto por el segundo término, 
Ministerio Público.164 
 
De otro lado, en cuanto al concepto de la institución denominada Ministerio Público, 
existen dificultades para su definición porque dependerá de la época, tradiciones y 
contextos en que fueron expresados para darle una acepción adecuada, 
encontrándose diferencias de estructura, principios y funciones. Por lo que, 
optaremos por las que más se aproximen a los caracteres que presenta la 
institución en nuestro ordenamiento jurídico. 
  
Así, Pedro Angulo Arana, nos dice que: “El Ministerio Público constituye una 
magistratura estatal autónoma instituida para cumplir la misión de la defensa de la 
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legalidad y la promoción del interés público y social, ejerciendo para ello diversas 
funciones procesales y supra procesales, bajo la orientación del interés en la 
consecución de una justicia efectiva y por medio de las potestades que para ello le 
otorgan las leyes a sus órganos.”165 
 
Siguiendo al mismo autor, Pedro Angulo Arana166 nos presenta de manera 
esquemática la evolución del Ministerio Público a través del tiempo, que en el 
presente trabajo desarrollaremos en forma resumida. 
 
Partiendo por los orígenes de la institución  en Grecia, cuando el proceso penal se 
caracterizaba por la participación ciudadana, es decir, cualquier persona tenía el 
derecho de acusar a otra; no obstante, posteriormente se creó la acusación 
popular, nombrándose a un ciudadano como representante de la sociedad, a quien 
se le cedía el ejercicio de la acción penal para casos concretos, que generalmente 
eran grandes crímenes.  
 
Es entonces cuando aparece la figura de un tercero, despojado de la idea de 
venganza, para perseguir al acusado y procurar un castigo, con lo cual los griegos 
evidenciaron un gran avance en su visión de justicia socio jurídico. 
 
Tal como ocurrió en Grecia, en Roma originariamente el ofendido por un delito tenía 
la calidad de acusador; sin embargo, el ejercicio de esta facultad con el tiempo trajo 
como consecuencia graves abusos, razón por la cual surgió el procedimiento por 
calumnia y la acusatio (procedimiento acusatorio por acción popular). Para lo cual 
bastaba la solvencia moral y material del ciudadano para constituirse en acusador, 
y, fue así como los hombres más insignes de Roma fueron quienes ejercieron la 
acción penal.  
 
Más adelante, durante la Edad Media encontramos los orígenes de la institución y 
aunque son diversas las instituciones y/o cargos públicos los que se presentan 
como antecedentes del Ministerio Público, son los vindex religionis del Derecho 
Canónico de los siglos XIII y XIV, quienes se asemejan al trabajo de los Fiscales, ya 
que, eran quienes sostenían la acusación, pedían la aplicación de la pena y 
deducían la apelación. 
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En España, durante el medioevo existen precedentes bastante directos sobre la 
actividad persecutora de los Fiscales, así tenemos en el siglo XIII a los 
Procuradores Fiscales, cuya función principal era la denuncia de los delitos.  
 
Posteriormente, en la Recopilación de las Leyes de Indias, Tomo II Titulo Segundo, 
encontramos al Fiscal formando parte del Consejo Real de las Indias, y en el Título 
V del Libro II se indica que su función será defender o pedir lo tocante a la 
jurisdicción, patrimonio y hacienda real e inquirir y saber cómo se cumple lo 
rodeado por los monarcas para el gobierno de las Indias.  
 
En la Novísima Recopilación se estableció la incorporación de los Fiscales, en las 
audiencias, con la finalidad de que supervisaran la buena marcha de los Tribunales. 
Es así como, Felipe II creo dos cargos fiscales, uno para procesos civiles y otro 
para procesos criminales, y así fueron trasplantados a nuestro continente, durante 
la Colonia, existiendo tales, en las audiencias de México, Lima y Buenos Aries.  
 
En el caso del Perú, en Marzo de 1542, cuando se instala la Real Audiencia, 
aparece la figura del Fiscal, encargado de controlar y defender el interés 
hacendario, encontrándose sus funciones en el libro II Título XVIII de las Leyes de 
Indias. Pero, además de intervenir en las causas en las que la hacienda real era 
parte, cuidaban del interés público, y la vez del soberano. También se le 
encomendó la defensa de los indígenas cuando no había defensores de naturales.     
 
Más adelante, encontramos al Ministerio Público vinculado al Poder Ejecutivo, que 
tiene como hito su institucionalización en Francia a través del Código de Instrucción 
Criminal de 1808, donde se fijaron las bases del Ministerio Público moderno  que 
luego fue imitado y adoptado en Europa y América Latina, estableciendo, también el 
sistema procesal penal mixto.  
 
Durante esta etapa, los funcionarios del Ministerio Público no eran independientes, 
configurándose en representantes del poder Ejecutivo ante los Tribunales de 
Justicia, revocados y nombrados por el poder central, ya que, se encontraban 
sometidos a responsabilidad administrativa, y por ese motivo se encontraban 




Es importante señalar, que las actuaciones más rígidas al servicio del poder 
ejecutivo, se registraron durante el periodo Nacional Socialista Alemán, Fascista 
Italiano y el de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, periodos en los que el 
Ministerio Público quedo absolutamente subordinado al poder central, dado que, se 
constituyó en un órgano de control de los funcionarios de casi todas las 
instituciones públicas.  
 
En cambio, en la etapa judicialista que tiene como punto de partida la Constitución 
de la República Italiana del 27 de Diciembre de 1947, si bien, en sus inicios se 
encontraba adscrito al Poder Judicial, de cuyos jueces era conceptuado como un 
colaborador, aparece una tendencia doctrinaria estructural que tiende a alejarlo del 
Poder Ejecutivo paulatinamente, y se le reconoce cierta independencia en la 
medida que se aleja del Ejecutivo. 
 
Finalmente, el último periodo se caracteriza porque el Ministerio Público va 
adquiriendo independencia del poder ejecutivo y también del judicial, logrando 
incluso en algunos casos latinoamericanos reconocimiento a nivel constitucional y 
por ende sus misiones adquieren relevancia. 
 
Así mismo, durante este periodo el Ministerio Público, en el área penal, va 
adquiriendo mayores funciones y atribuciones persecutorias, teniendo como 
grandes avances los de Portugal entre 1976 y 1982, donde la tradición equipara a 
los integrantes del Ministerio Público con los del Poder Judicial, concediéndoles 
iguales garantías en el desempeño de sus funciones. Esto mismo prevalece en 
Alemania, Uruguay, Paraguay, Brasil y Perú, entre otros países. También se 
advierte que en estos países se respalda la actuación independiente de esta 
institución y su autonomía y se les encarga el ejercicio de la acción penal.  
 
En esta etapa, resalta el caso peruano, pues ha sido en nuestro país que por 
primera vez en la historia, surgió un Ministerio Público independiente absolutamente 
de los demás organismos del Estado con la promulgación de la Constitución de 
1979, que regulo esta institución como una autónoma, asignándole además de las 
funciones de control de legalidad, la persecución penal y defensa de la sociedad en 
juicio, las que hoy corresponden a la Defensoría del Pueblo, pues en la época que 
se aprobaba el citado texto constitucional, hubo gran resistencia por contemplar la 
institución de la Defensoría del Pueblo para supervisar la administración pública, y 
ante la necesidad de fortalecer las instituciones democráticas, luego de una larga 
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dictadura, se optó por contemplar dichas funciones dentro de las del  Ministerio 
Público, siendo también esta, la razón por la que se regulo con total independencia 
de los poderes del Estado. 
 
B. Roles Asignados al Fiscal durante la Investigación Preparatoria del 
Nuevo Modelo Procesal Peruano 
 
Como hemos señalado, cuando hablamos de la Investigación Preparatoria en el 
nuevo Código Procesal Penal Peruano del 2004, nos referimos tanto a la 
investigación preliminar como a la investigación preparatoria propiamente dicha; en 
ese sentido, nuestra Constitución Política del Perú de 1993 en su Artículo 159 Inc. 
4, ya le encargaba al Ministerio Público la dirección de investigación. 
 
Sin embargo, ello no se dio en la práctica durante la vigencia del Código de 
Procedimientos Penales de 1940, a diferencia del Nuevo Código Procesal Penal del 
2004, en  el cual la dirección de la investigación del  delito es la única etapa en la 
que, fáctica y jurídicamente, el Fiscal ejerce su autoridad en su máxima expresión, 
porque el ius imperium lo desplegaran en las etapas posteriores- intermedia y juicio 
oral-, el Juez de Investigación Preparatoria o de Juzgamiento, según corresponda.  
 
En ese orden de ideas, en el nuevo modelo procesal penal al fiscal le corresponde 
decidir la estrategia de investigación adecuada al caso desde las primeras 
diligencias preliminares; y, al concluir la investigación preparatoria propiamente 
dicha, habrá terminado también de construir su teoría del Caso, momento en el que 
evaluará si tiene suficientes elementos de convicción para ir a juicio oral; porque, 
conforme a su  función persecutora tiene la carga de la prueba.  
 
Por lo tanto, la estructura de la Teoría del Caso, no se forma de inmediato, se 
construye poco a poco a lo largo de la investigación preparatoria, durante la cual la 
búsqueda de información probatoria, sobre todo de fuentes de prueba, es lo central, 
y luego, en la etapa intermedia, se decide el sentido del requerimiento, sea el 
sobreseimiento o acusación. 
 
En ese sentido, para Decastro Gonzales, la teoría del caso es una construcción 
teórica de tres niveles (jurídica, fáctica y probatoria), que le permite al litigante 
organizar lógicamente los elementos con que presentara el caso al juzgador. “Se 
trata de un conjunto de hechos  (teoría fáctica) que se reconstruyen a través de la 
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prueba  (teoría probatoria) y se subsumen dentro de las normas jurídicas que se 
consideran aplicables al caso (teoría jurídica), de modo que los hechos puedan ser 
probados en juicio.”167  
 
Entonces, una buena teoría del caso será aquella que contiene una hipótesis 
sencilla sobre hechos relevantes y conducentes, y, una clara adecuación típica de 
los mismos, tanto sustantiva como procedimental; sustentada en pruebas 
pertinentes que creen convicción en el juez sobre la certeza de nuestra pretensión 
sin que se entre en sofisticados razonamientos fácticos o dogmáticos, que sea 
creíble porque su posibilidad de acaecimiento es notoria y su formulación es lógica, 
y que logra explicar congruentemente la mayor cantidad de hechos que sustenten 
la propia pretensión. 
 
Cabe aclarar en esta instancia que, conforme lo señala Angulo Arana, el rol del 
fiscal en este nuevo modelo procesal no solo se da en la dirección de la 
investigación y la elaboración de su teoría del caso; si bien, estos son aspectos 
fundamentales, también al fiscal penal se le han asignado otras funciones 
importantes en otros tres ámbitos, como es, en el ejercicio de la composición del 
conflicto penal, ejecutando la función cautelar; y, finalmente, desempeñando su 
facultad coercitiva. 168  
 
En cuanto se refiere al ejercicio de la composición del conflicto penal, el nuevo 
Código Procesal Penal le da al Ministerio Público la responsabilidad de aplicar el 
principio de oportunidad o el acuerdo reparatorio, como una excepción al principio 
de legalidad, siendo estas importantes herramientas las que permitirán la 
racionalización de la persecución penal y la posibilidad de que las víctimas 
alcancen reparaciones prontas y efectivas, en casos de mínima lesividad o 
culpabilidad, así como, evitar la estigmatización de los autores a quienes se les 
impone sanciones más humanitarias, siguiendo las reglas establecidas para dicho 
efecto en el Artículo 2 de esta nueva norma procesal penal. 
  
De otro lado, conforme lo señala Pedro Angulo Arana, la función cautelar del Fiscal 
se manifiesta de formas diferentes, pero todas ellas solo pueden ser impuestas por 
el juez a solicitud del Ministerio Público,  durante la investigación preparatoria, 
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siendo las más tradicionales y que permanecen: la cautela de los resultados del 
proceso a partir del embargo de bienes y la cautela del inculpado a partir de 
medidas de coerción como la detención preliminar judicial o prisión preventiva, que 
ya hemos desarrollado ampliamente en acápites anteriores. 169 
 
Medidas a las que adiciona nuestra nueva normativa procesal penal, la cautela de 
los elementos de prueba, particularmente a través de la actuación de la prueba 
anticipada, que es una excepción a la regla de actuación de la prueba en juicio, y 
según Pablo Sánchez Velarde, “…consiste en la actuación de la prueba con 
anterioridad al juicio oral, por la imposibilidad justificada de su realización, en dicho 
estadio procedimental, con la finalidad de asegurar su valoración con la demás 
pruebas”170. 
 
También se cautela elementos de prueba, respecto de los testigos, peritos, 
agraviados y otros colaboradores, conforme lo prescribe el Artículo 248º Inc. 1 del 
Código Procesal Penal e incluso no solo los directamente vinculados al proceso, 
sino su cónyuge o su conviviente o sus ascendientes, descendientes y hermanos, 
tal como lo prevé el Artículo 247º Inc.2 de esta nueva normativa Procesal Penal, 
generando actividades de protección en resguardo de su apoyo en el juicio oral.  
 
Siendo las medidas de protección que el Fiscal o el Juez, de oficio o a instancia de 
parte, y, de acuerdo a las circunstancias del caso, quienes adoptarán según el 
grado de riesgo o peligro, las medidas necesarias para preservar la identidad del 
protegido, su domicilio, profesión y lugar de trabajo, las cuales pueden ser; la 
protección policial, el cambio de  residencia, ocultación de su paradero, reserva de 
su identidad y demás datos personales, utilización de procedimientos que 
imposibilite su identificación visual normal en las diligencias, fijación como domicilio, 
a efectos de citaciones y notificaciones, la sede de la Fiscalía competente, 
utilización de procedimientos tecnológicos, tales como videoconferencias u otros, e 
incluso facilitar su salida del país. 
 
Como tercera función novedosa que tiene el Fiscal en este Nuevo Modelo Procesal 
Penal, tenemos a la función coercitiva del Fiscal, ya que, este tiene el ius imperium 
durante la investigación el legislador ha visto por conveniente dotarle de facultados 
coercitivas como son: la citación y la conducción compulsiva, que si bien restringen 
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los derechos de las personas son imprescindibles para la realización material de los 
fines de la investigación. 
 
C. Los Despachos Fiscales Corporativos en el Nuevo Modelo Procesal 
Penal Peruano 
 
Con la aplicación del Nuevo Código Procesal Penal, el Ministerio Público se 
organiza sobre la base de un modelo corporativo, con características de unidad, 
agilidad, actuación inmediata, con mecanismos de selección de los casos que 
merecen una decisión temprana, con la designación por turno de casos que han de 
ser de conocimiento del fiscal desde el inicio de su intervención hasta el final del 
mismo con la expedición de la sentencia, de ser el caso.171 
 
En ese sentido, no solo ha variado el protagonismo del Fiscal en las 
investigaciones, sino también la forma de trabajo en los Despachos Fiscales. Así, el 
nuevo modelo acusatorio exige a los fiscales un trabajo, conjunto y coordinado, en 
equipo, que no solo tiene que ver con el Despacho Fiscal sino también 
interdisciplinario; por ello, será necesario también el trabajo en forma coordinada 
con otros profesionales y técnicos, como ocurre con los efectivos de la Policía 
Nacional del Perú, o los especialistas de  esta misma institución (peritos) y los del 
Instituto de Medicina Legal, entre otros.  
 
Por tanto, si entendemos por equipo al “…número de personas con habilidades 
complementarias, comprometidos con un propósito común, objetivo de rendimiento 
y enfoque, de los que se consideran mutuamente responsables.”172 El trabajo en 
equipo viene a ser aquel en el que todos sus miembros unifican sus esfuerzos 
individuales para identificar sus oportunidades de mejoramiento y la solución a los 
problemas y obstáculos que se presenten. 
 
Para ello, se requiere de una actitud participativa, de involucramiento y de 
colaboración de todos sus integrantes, así como, un cambio en el estilo de toma de 
decisiones basada más que en las ordenes de superiores a inferiores (vertical) en el 
consenso de sus miembros (horizontal), lo que se construye como un valor cultural, 
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a través del tiempo y la retroalimentación permanente que permita su 
internalización. 
 
En ese sentido, si bien el sistema presenta una doble manifestación, vertical y 
horizontal, la primera, cuando se ejerce el control desde el nivel superior hacia el 
menor nivel (Fiscal Superior Coordinador, Fiscales Provinciales Coordinadores, 
Fiscales Provinciales hasta los Fiscales Adjuntos Provinciales); y, la segunda, a 
nivel horizontal, cuando se ejerce el control entre pares dentro de un mismo nivel, 
consideramos que dependerá del compromiso de cada miembro que se siente 
integrante del grupo, el éxito del trabajo en la organización. 
 
En este sentido, el Fiscal Superior Coordinador cumple las funciones de orientación 
y dirección en todo el sistema corporativo de cada distrito fiscal, es responsable del 
control y coordinación de las actividades funcionales y administrativas de los 
fiscales, en este orden, absuelve las consultas que hagan los fiscales y es el órgano 
de comunicación con la comisión de Implementación del Nuevo Código Procesal 
Penal y la Fiscalía de la Nación. También comunica de sus actividades y coordina 
en lo pertinente con el Presidente de Junta de Fiscales Superiores de cada sede. 173 
 
No obstante, la distribución y organización de los Despachos Fiscales ha tenido un 
gran cambio, no solo a nivel de las Fiscalías Superiores sino también a nivel de las 
Fiscalías Provinciales, dado que, la renovada función fiscal que se viene aplicando 
también en la ciudad de Arequipa, ha conllevado a la creación de Despachos 
Fiscales Provinciales Corporativos, que se encargan de tramitar los casos 
generados con motivo de denuncias de parte o intervenciones policiales, los 
mismos que se encuentran bajo la dirección de un Fiscal Provincial Coordinador. 
 
El Fiscal Provincial Coordinador, es el responsable de toda la actividad funcional de 
los Fiscales Provinciales y Adjuntos de su Fiscalía Corporativa, establece la forma y 
turno de cada Despacho Fiscal en coordinación con sus miembros, recibe todas las 
denuncias que se remiten por mesa de partes con los respectivos números de 
carpetas fiscales y las distribuye entre todos los fiscales provinciales y adjuntos de 
su corporativa, según se trate de Despachos del Nuevo Código Procesal Penal, que 
se dividen en Despacho de Decisión Temprana y otros de Investigación, y otro 
grupo de Despachos que se encargan de tramitar los casos iniciados con el Código 
de Procedimientos Penales. 
                                                 
173
 SANCHEZ VELARDE, Pablo. Op. Cit. Pág. 31. 
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Entre los Despachos del Nuevo Código Procesal Penal, se encuentran los 
Despachos de Decisión Temprana, que tienen a su cargo casos de menor 
complejidad; y, por lo tanto, están destinados a alcanzar una solución pronta, ya 
sea, por su propia naturaleza (bagatela, rechazo, etc.) o por acción y voluntad de 
los involucrados (principio de oportunidad o acuerdo reparatorio).  
 
A diferencia de los Despachos de Decisión Temprana, los Despachos de 
Investigación, que también tramitan casos iniciados con el nuevo modelo procesal 
penal, tienen a su cargo casos de mayor complejidad, que por su naturaleza, 
ameritan ser investigados, a fin de reunir los elementos de convicción necesarios 
para acreditar la comisión del ilícito penal y su vinculación con el imputado; por lo 
que, generalmente concluirán con el juicio oral.  
 
En ese sentido, la diferenciación entre casos sencillos y complejos nos sirve para 
identificar los grados de dificultad en la investigación y construir nuestra teoría del 
caso. Así, los casos sencillos obviamente no requerirán mucho tiempo, pues en 
base  a nuestra experiencia podrán resolverse con solvencia; en cambio, los casos 
complejos requerirán mayor análisis y tiempo, e incluso en muchos casos la 
colaboración de todos los miembros del equipo, por ejemplo, cuando se trata de 
organizaciones criminales. 
 
De otro lado, los Despachos Fiscales Corporativos de Liquidación están 
encargados de trabajar con los expedientes y denuncias anteriores a la vigencia del 
Nuevo Código Procesal Penal, es decir, con el Código de Procedimientos Penales 
de 1940 y adecuarlos al Nuevo Código Procesal Penal, cuando son denuncias en 
investigación preliminar. 
 
No obstante, el Fiscal Provincial Coordinador, no solo tiene una función 
administrativa como la detallada, o de comunicación permanente que debe 
mantener con la Fiscalía Superior Coordinadora, para planificar y conducir el trabajo 
fiscal, sino también es un órgano de investigación, sustentado en su experiencia, 
debiendo conocer los casos emblemáticos y aquellos que por su gravedad 
requieran de su atención directa.   
 
Otro aspecto, diferenciador entre el nuevo modelo procesal penal y el anterior se da 
con la responsabilidad asignada a los Fiscales Adjuntos Provinciales, quienes 
conocen directamente  y llevan, al igual que los Fiscales Provinciales, los casos que 
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les sean asignados por el Fiscal Provincial Coordinador, de principio a fin, 
intervienen en las diligencias de investigación, resuelven en todas las etapas del 
proceso, asisten a todas las audiencias que sean citados por los casos a su cargo, 
incluido el juicio oral.   
 
Esta renovada función fiscal implica planificar el trabajo y orientarlo hacia los 
resultados esperados en términos de eficiencia, eficacia, transparencia y calidad de 
servicio a favor del ciudadano; por ello, se ha contemplado la figura del Despacho 
Coordinador, el mismo que como hemos señalado se encuentra a cargo del 
monitoreo, seguimiento, y administración de los flujos de carga procesal que se 
asigna a cada fiscal. 
 
En el caso de Arequipa, contamos con tres fiscales Provinciales Coordinadores; en 
la jurisdicción que corresponde a los Distritos de Arequipa, Yanahuara, José Luis 
Bustamante y Rivero, Alto Selva Alegre, Cayma, Cerro Colorado, La Joya, 
Mollebaya, Quequeña, Uchumayo, Vítor, Yarabamba, San Juan de Siguas, Yura y 
Santa Rita de Siguas; por cuanto, dicha jurisdicción es de competencia de tres 
fiscalías provinciales penales Corporativas, dos de ellas cuentan, cada una, con 08 
despachos Fiscales Provinciales, 03 de decisión temprana y 05 de investigación.  
 
En cambio, la Tercera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa, en sus inicios en el 
año 2008, se constituyó en una Fiscalía de Liquidación y se le encargo llevar los 
casos con el anterior Código de Procedimientos Penales de 1940; pero a la fecha y 
desde el año 2010, cuenta con 08 despachos Fiscales, 07 encargados de tramitar 
los casos asignados con el nuevo modelo procesal penal y uno de liquidación.  
 
En ese orden de ideas, el desafío se encuentra en que el líder, Fiscal Coordinador, 
este en la capacidad de potencializar las fortalezas, competencias y destrezas que 
posee cada miembro de los despachos fiscales, explotar sus capacidades y 
experiencia, de acuerdo a sus condiciones personales, de manera tal que, se 
cumplan los objetivos de rendimiento y productividad necesarios para el éxito de 
este modelo procesal penal.  
 
En consecuencia, entendemos el liderazgo como: “la capacidad y habilidad para 
lograr el desarrollo del grupo humano en base a la capacidad de convocatoria del 
líder, a su entrega abnegada para el logro de los objetivos de grupo y a su 
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mentalidad gerencial para alcanzar con eficiencia las metas programadas.” 174 
Donde la capacidad del líder está referida a las condiciones especiales que debe 
tener para desempeñar esta importante responsabilidad; y, la habilidad, a la 
preparación y entrenamiento del líder para cumplir su tarea con eficacia.     
 
Por tanto, la idea de liderazgo no se encuentra en la tradicional estructura 
jerárquica del Ministerio Público, basada en el trato del superior al inferior (vertical) 
en el cumplimiento de órdenes, sino fundamentalmente, en la capacidad del líder de 
consolidar el grupo (horizontal), que a pesar de sus diferencias en edades, 
formación, intereses, objetivos, expectativas, capacidades, etc., pueda dirigirlo con 
idoneidad para enfrentar los retos que se presentan en la labor diaria y salir 
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VULNERACIÓN DEL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE DURANTE LA 
INVESTIGACIÓN PREPARATORIA CON PRISIÓN PREVENTIVA EN LAS 
FISCALIAS PENALES CORPORATIVAS DE AREQUIPA 
 
Para determinar los casos en los que se ha vulnerado el derecho al plazo razonable 
nos enfocaremos en dos ángulos de observación; el primero, se limita al caso 
concreto medido en su dimensión de tiempo y espacio; y, en el segundo, se 
analizaran otras circunstancias coadyuvantes para la afectación de este derecho. 
 
En este estado de cosas, en el presente capitulo, comenzaremos por identificar los 
casos materia de estudio; para, ello hemos  obtenido el listado de casos con prisión 
preventiva asignados a las tres Fiscalías Penales Corporativas, información que ha 
sido proporcionada por la Fiscalía Superior Coordinadora de Arequipa, luego hemos 
seleccionado aquellos en los que el requerimiento de prisión preventiva ha sido 
declarado fundado por los jueces de investigación preparatoria de la misma 
jurisdicción; y, finalmente, se ha evaluado cada uno de los casos seleccionados de 
acuerdo a los factores previamente establecidos, a saber:  
 
 La duración del plazo de la investigación preparatoria, que comprende, tanto 
la investigación preliminar como la preparatoria propiamente dicha, para 
saber la magnitud del retraso cuando se prolonga indebidamente la 
investigación con el empleo de plazos excesivos; pero también, con la 
utilización de plazos sumamente breves que no permiten al investigado 




recabe razonables elementos de convicción para disponer el archivo de la 
investigación o la formalización y continuación de la misma, o en su 
momento si cuenta con suficientes elementos para determinar si 
corresponde solicitar una acusación en su contra o el sobreseimiento de la 
causa. 
 La situación jurídica del investigado (detenido o en libertad) para determinar 
el grado de afectación que le produce la prolongación del plazo, y la 
persistencia de la obligación de “diligencia especial” que se le exige al fiscal 
cuando en la investigación se tienen personas privadas de su libertad.  
 
 La complejidad de la causa, que es un concepto que se relaciona con la 
cantidad de actos de investigación, el  número y naturaleza de los delitos 
investigados, cantidad de sujetos procesales (imputados y agraviados), si 
estos sujetos pertenecen o se encuentran vinculados a una organización 
delictiva, complejidad de las pericias y/o exámenes especiales o gestiones 
fuera del país, conforme a los parámetros establecidos en el Artículo 342º 
del Código Procesal Penal del 2004. 
 
Por lo que, a continuación procederemos a la identificación de casos: 
 
 
3.1 IDENTIFICACIÓN DE CASOS CON PRISIÓN PREVENTIVA INGRESADOS 
DURANTE EL AÑO 2012 EN LAS TRES FISCALÍAS PENALES 
CORPORATIVAS DE AREQUIPA  
 
Conforme lo hemos señalado precedentemente, para la identificación de casos, se 
ha obtenido el listado de carpetas fiscales con prisión preventiva ingresados a las 
tres Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa, información que ha sido 
proporcionada por la Fiscalía Superior Coordinadora de Arequipa en noviembre del 
2013, luego se ha seleccionado aquellos en los que el requerimiento de prisión 
preventiva ha sido declarado fundado por el Poder Judicial, respecto de los cuales 
se realizara el análisis individual de los factores condicionantes para determinar la 
vulneración del derecho al plazo razonable. 
 
Es necesario aclarar que, si bien se han analizado casos ingresados durante el año 
2012, la investigación es actual; porque, el análisis de las Carpetas Fiscales se ha 
realizado el 2013 y 2014, en razón a que, es necesario realizar una evaluación 
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global del proceso para determinar las causas y efectos de vulneración del derecho 
al plazo razonable; y, porque, los casos ingresados durante el 2012, en su mayoría 
no concluyeron ese año, culminando el 2013 e incluso a Mayo del 2014, fecha en la 
cual se terminó de revisar las carpetas fiscales seleccionadas, varios casos todavía 
no habían concluido. 
 
De otro lado, el tiempo que se ha demorado en la revisión de cada una de las 
Carpetas Fiscales seleccionadas (Noviembre del 2013 a Mayo del 2014) se ha 
producido por distintas razones; desde la complejidad de los casos estudiados, lo 
voluminoso de varias Carpetas Fiscales revisadas, hasta la restricción de horarios 
para su revisión en los despachos fiscales debido a la recargada actividad fiscal de 
quienes se encontraban a cargo de las Carpetas Fiscales a analizar.  
 
Precisando además que, para que el Ministerio Público solicite la prisión preventiva 
de alguna persona, previamente se debe formalizar la investigación preparatoria 
conforme  lo establece el Nuevo Código Procesal Penal; por lo que, todos los casos 
analizados y que reportan requerimientos de prisión preventiva presentan entre sus 
etapas necesariamente la de investigación preparatoria propiamente dicha, siendo 
este periodo de tiempo y el de investigación preliminar, los que seran materia de 
análisis. 
 
Comenzaremos a realizar la respectiva evaluación con la Primera Fiscalía Penal 
Corporativa de Arequipa: 
 
3.1.1. Casos Identificados en la Primera Fiscalía Penal Corporativa de 
Arequipa 
 
En primera instancia, de los 27 casos ingresados durante el año 2012 a la Primera 
Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa con prisión preventiva, se han seleccionado 
19 casos en los que los requerimientos de prisión preventiva han sido declarados 
fundados; por cuanto, en otras 02 carpetas los requerimientos han sido declarados 
infundados, y las 06 restantes, se encontraban con trámite pendiente al momento 
de recolectar la información. 
 
En ese sentido, fueron seleccionados solo los casos con prisión preventiva 
concedida; porque, no es viable asimilar el tratamiento que se le debe dar a un caso 
en el que el procesado se encuentra privado de su libertad a otro en el que no lo 
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está, siendo que nuestra investigación está referida a los casos con prisión 
preventiva efectiva. 
 
Además, es necesario señalar que, se han seleccionado los casos en función  a 
que por lo menos uno de los implicados se encuentre recluido con prisión 
preventiva, aun en el supuesto de que otros de los implicados se encuentren en 
libertad; por ejemplo: En el Caso No 271-2012, se advierte que se solicitó prisión 
preventiva para los tres imputados y fue concedida solo por dos de ellos y una fue 
denegada. Igualmente, en el caso  812-2012 se concedió la prisión preventiva solo 
para uno de los 06 imputados; y, en los demás casos la prisión preventiva fue 
concedida respecto de todos los imputados para los que se solicitó la medida 
coercitiva (ver Anexo No 06-Reporte de Requerimiento de Prisión Preventiva) 
 
Por lo que, a continuación, presentamos la Tabla No 01 en la que podemos 
observar los resultados obtenidos de la selección de casos que serán materia de  


































TABLA No 01 
 
 
REQUERIMIENTOS DE PRISIÓN PREVENTIVA SOLICITADOS POR LA  
PRIMERA FISCALÍA PENAL CORPORATIVA DE AREQUIPA 














32-2012 X   
82-2012 X   
271-2012 X   
393-2012 X   
606-2012 X   
607-2012  X  
812-2012 X   
963-2012   X 
1163-2012 X   
1182-2012 X   
1426-2012   X 
1458-2012 X   
2151-2012 X   
2476-2012 X   
2505-2012 X   
2509-2012   X 
2515-2012 X   
2778-2012   X 
2817-2012 X   
3586-2012 X   
3604-2012 X   
4255-2012 X   
4269-2012   X 
4294-2012   X 
4547-2012 X   
4887-2012 X   
5450-2012  X  
 




De la Tabla No 01, podemos extraer la  gráfica correspondiente, en la que se 
establezca los porcentajes entre los casos de la Primera Fiscalía Penal Corporativa 
de Arequipa que se registran con requerimiento de prisión preventiva de los que se 
encuentran en trámite y los que han sido denegados, en ese sentido presentamos 







GRÁFICA No 01 
 
 
De la Gráfica No 01, podemos advertir que en el año 2012  el mayor porcentaje de 
requerimientos de prisión preventiva fueron concedidos (70%) frente a un escaso 
8% que fueron denegados, encontrándose en proceso un 22% de los 
requerimientos, esto al  19/11/2013, fecha en la cual se obtuvo la información. 
  
3.1.2. Casos Identificados en la Segunda Fiscalía Penal Corporativa de 
Arequipa  
 
De igual forma, en la Tabla No 02, observamos los casos con requerimiento de 
prisión preventiva tramitados durante el año 2012 ante la Segunda Fiscalía Penal 
Corporativa de Arequipa, en los que se registran 25 casos con requerimiento de 
prisión preventiva, de los cuales, en 19 casos las prisiones preventivas han sido 
concedidas por los jueces de investigación preparatoria de los diferentes juzgados 
de Arequipa; y, solo 03 casos han sido denegadas, siendo que, 03 de los 
requerimientos se encontraron en trámite al   19/11/2013, fecha en la cual se obtuvo 
la información; por lo que, únicamente los primeros serán materia de análisis. 
 
Es necesario precisar que en el caso de la Segunda Fiscalía Penal Corporativa de 
Arequipa, las prisiones preventivas fueron concedidas respecto de todos los 
imputados para los que se solicitó, advirtiéndose que en ninguno de los casos se ha 
solicitado prisión preventiva para más de dos imputados, siendo un solo Caso el No 
140-2012, en el que se tienen dos detenidos (ver Anexo No 06- Reporte de 
Requerimiento de Prisión Preventiva). Por lo que, en primera instancia podemos 
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advertir que en ninguno de los casos a analizar en esta Fiscalía  encontraremos 
complejidad por pluralidad de detenidos.  
 
A continuación, presentamos la Tabla No 02, en la cual observamos los resultados 
obtenidos de la selección de casos para la determinación de la vulneración del 
derecho al plazo razonable: 
 
TABLA No 02 
 
REQUERIMIENTOS DE PRISIÓN PREVENTIVA SOLICITADOS POR LA 















57-2012 X   
58-2012 X   
140-2012 X   
369-2012 X   
710-2012 X   
1385-2012   X 
1827-2012  X  
1839-2012 X   
1881-2012 X   
1976-2012  X  
2206-2012 X   
2454-2012 X   
2511-2012 X   
2550-2012 X   
2818-2012   X 
2844-2012 X   
2878-2012 X   
2988-2012 X   
3209-2012   X 
3471-2012 X   
3501-2012  X  
4038-2012 X   
4212-2012 X   
4227-2012 X   
4478-2012 X   
 
Fuente: Fiscalía Superior Coordinadora de Arequipa (información obtenida al 19/11/2013). 
 
A continuación, graficaremos los resultados obtenidos de la Tabla No 02, a fin de 
observar en qué medida los requerimientos de prisión preventiva son admitidos por 
los juzgados de investigación preparatoria de Arequipa en la Segunda Fiscalía 




GRÁFICA No 02 
 
 
De la Gráfica No 02 podemos advertir que el 76% de los requerimientos de prisión 
preventiva presentados por la Segunda Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa 
fueron concedidos por los Juzgados de Investigación Preparatoria de Arequipa, 
siendo este porcentaje de casos el que será materia de análisis en el presente 
trabajo. 
 
Así mismo, podemos observar que el porcentaje de casos en los que los 
requerimientos de prisión preventiva no han sido concedidos y los que se 
encuentran en proceso es el mismo por cada uno (12%), y es significativamente 
menor al de los concedidos (76%), no obstante el porcentaje de casos  en los que 
se ha denegado la prisión preventiva es alto. 
 
3.1.3. Casos Identificados en la Tercera Fiscalía Penal Corporativa de 
Arequipa  
 
Finalmente, en la Tercera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa, durante el año 
2012 se encontraron 29 casos con requerimiento de prisión preventiva de los cuales 
19 fueron concedidos, 04 denegados y los 06 restantes se encuentran en proceso, 






TABLA No 03 
 
REQUERIMIENTOS DE PRISIÓN PREVENTIVA SOLICITADOS POR LA  













247-2012 X   
425-2012   X 
686-2012 X   
739-2012 X   
1363-2012   X 
1568-2012 X   
1590-2012 X   
1766-2012  X  
1913-2012   X 
2101-2012  X  
2573-2012   X 
2844-2012 X   
2867-2012 X   
2903-2012  X  
2916-2012 X   
3171-2012 X   
3576-2012 X   
3591-2012 X   
3933-2012  X  
3935-2012 X   
3953-2012   X 
3996-2012 X   
4321-2012 X   
4581-2012 X   
4600-2012 X   
4950-2012 X   
4958-2012 X   
4969-2012   X 
5579-2012 X   
 
Fuente: Fiscalía Superior Coordinadora de Arequipa (Información obtenida al 19/11/2013) 
 
De la misma forma en que se realizó la selección de casos en las dos primeras 
fiscalías, en la Tercera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa se escogieron, de 
manera tal que, por lo menos uno de los imputados por los que se solicitó la prisión 
preventiva haya sido concedida por los Juzgados de Investigación Preparatoria de 
Arequipa, aun en el supuesto de que los otros investigados hayan quedado en 
libertad. 
 
Por ejemplo: En el Caso No 2844-2012, se advierte que se solicitó prisión 
preventiva para dos imputados y fue concedida solo por uno de ellos y el otro fue 
denegado; lo mismo ocurre en el Caso No. 3996-2012, en el que se solicitó prisión 
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preventiva para los dos imputados y solo se concedió la medida coercitiva para uno 
de ellos, igual situación se presenta con el Caso No 4321-2012 en el que si bien 
existen dos imputados solo se pidió prisión para uno de ellos encontrándose la otra 
en libertad durante la investigación preparatoria (Ver Anexo 06 -Reporte de 
Requerimiento de Prisión Preventiva).. 
 
Seguidamente, podemos observar la Gráfica No 03 que representa la medida en 
que las prisiones preventivas solicitadas por la Tercera Fiscalía Penal Corporativa 
de Arequipa fueron concedidas por los Juzgados de Investigación Preparatoria:  
 
GRÁFICA No 03 
 
 
Se advierte un gran porcentaje de casos en los que las prisiones preventivas 
solicitadas han sido favorables al Ministerio Público (65%); sin embargo, en 
comparación con las otras dos Fiscalías Corporativas, la Tercera Fiscalía presenta 
un menor porcentaje de requerimientos de prisión preventiva concedidos, lo que 
denota una menor efectividad en la labor realizada cuando se requiere una medida 
coercitiva de esta naturaleza, siendo que, los casos materia de análisis como 
habíamos señalado corresponden a los requerimientos fundados.  
 
En consecuencia, encontramos que el porcentaje de requerimientos denegados 
para la Tercera Fiscalía (14%) supera lo obtenido en las dos Fiscalías Corporativas 
ya analizadas (7% en la Primera y 12% en la Segunda). Así mismo, podemos 




Finalmente, como resultado de la revisión de casos, hemos podido individualizar 
aquellos que  serán materia de análisis en las tres Fiscalías Penales Corporativas 
de Arequipa. Habiéndose encontrado en el periodo antes referido, un total de 57 
casos en los que se ha concedido la prisión preventiva en la investigación 
preparatoria, a razón de 19 casos por cada una de las tres Fiscalías Penales 
Corporativas de Arequipa.  
 
 
3.2. DETERMINACIÓN DE LOS CASOS EN LOS QUE SE HA VULNERADO 
EL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE EN LAS TRES FISCALÍAS 
PENALES CORPORATIVAS DE AREQUIPA  
 
En principio, debemos señalar que, como se ha visto en el Capítulo II, en el 
presente trabajo nos adheriremos a la postura doctrinaria que considera que el 
nuevo sistema procesal penal adoptado con el Código Procesal Penal del 2004, 
comprende tres etapas, la investigación preparatoria, la etapa intermedia y la de 
juzgamiento, siendo materia de nuestro estudio únicamente la primera etapa. 
 
No obstante; y, conforme también se ha señalado en el capítulo anterior esta 
primera etapa de investigación preparatoria, incluye dos sub etapas; la primera, la 
investigación preliminar, cuya duración será de 60 días prorrogables por un periodo 
de tiempo semejante al de la investigación preparatoria propiamente dicha, 
conforme se tiene de la Casación No 02-2008 aclarada para casos ordinarios por la 
Casación No 138-2011 (hasta 120 días naturales) y diferenciada para los casos 
complejos por la Casación No 144-2012 (08 meses), establecidas como doctrina 
jurisprudencial por la Corte Suprema de Justicia de nuestro país. 
 
No obstante, en caso de producirse la detención de una persona, el plazo de 
investigación preliminar estará supeditado al plazo de detención que la ley prevé 
para estos supuestos; en ese sentido, el plazo ordinario de detención en delitos 
comunes es de 24 horas y en delitos de tráfico ilícito de drogas, espionaje y 
terrorismo, hasta 15 días naturales, conforme lo establece el Artículo 268º del 
Nuevo Código Procesal Penal175; tiempo durante el cual, también se han de evaluar 
                                                 
175 “Artículo 264 Plazo de la detención.- 
 
     1. La detención policial de oficio o la detención preliminar sólo durará un plazo de veinticuatro horas, a cuyo término el 
Fiscal decidirá si ordena la libertad del detenido o si, comunicando al Juez de la Investigación Preparatoria la continuación de 
las investigaciones, solicita la prisión preventiva u otra medida alternativa. 
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los mismos parámetros establecidos para la determinación de la razonabilidad del 
plazo de la investigación preparatoria propiamente dicha. 
 
Una segunda sub etapa, es la investigación preparatoria propiamente dicha, cuyo 
plazo ordinario es de 120 días naturales, siendo prorrogables por única vez hasta 
por 60 días más y por causa justificada, lo que hace un total de 180 días naturales 
como máximo de un plazo ordinario.  
 
No obstante, si el caso presenta caracteres de complejidad conforme lo establece el 
Inc. 3 del Artículo 342 del Código Procesal Penal del 2004, es posible ampliarlo 
hasta por 08 meses (en total), mediante disposición debidamente fundamentada.  
 
Si aún dicho plazo no es suficiente, es posible prorrogar el plazo de investigación 
preparatoria  propiamente dicha hasta por 08 meses adicionales; sin embargo, en 
este supuesto será el juez del Juzgado de Investigación Preparatoria, quien deberá 
aprobar el requerimiento que la Fiscalía ha de presentar. Salvo, en el caso de 
investigaciones de delitos perpetrados por imputados integrantes de organizaciones 
criminales, personas vinculadas a ella o que actúan por encargo de la misma, en 
los que el plazo de la investigación preparatoria propiamente dicha es de 36 meses 
con una prórroga por igual periodo de tiempo que debe concederla el Juez de la 
Investigación Preparatoria. 
 
No obstante, no debemos olvidar que conforme se ha establecido en los Capítulos 
precedentes la vulneración del derecho al plazo razonable se produce también 
cuando los plazos de investigación resultan siendo demasiado breves; porque ello  
puede significar que el imputado  no haya tenido tiempo suficiente para ejercer su 
derecho de defensa de manera adecuada y/o que el Fiscal sin suficientes 
elementos de convicción decide acusarlo. 
 
En ese sentido, para la selección de casos por su brevedad en el plazo de 
investigación, tomaremos como referencia con un criterio razonable, la mitad del 
plazo ordinario, es decir, para la investigación preliminar; 60 días, plazo que 
además se condice con el previsto por el Articulo 334.2 del Nuevo Código Procesal 
Penal; y, para la investigación preparatoria propiamente dicha 90 días, y 
seleccionaremos los casos que presenten un plazo menor a  esta mitad (menor a 
                                                                                                                                          
     2. La detención policial de oficio o la detención preliminar podrá durar hasta un plazo no mayor de quince días naturales 
en los delitos de terrorismo, espionaje y tráfico ilícito de drogas (…)” 
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60 y a 90 días respectivamente), a fin de determinar si realmente se ha producido la 
vulneración del derecho al plazo razonable en ellos.  
 
Salvo, en aquellos casos en los que el investigado se encuentre detenido 
preliminarmente, en los cuales no se podrá hacer uso de los mencionados 
parámetros temporales de brevedad para la selección de casos; por cuanto, los 
plazos de detención a los cuales se encuentran sujetos los de investigación 
preliminar, por sí mismos, ya son sumamente breves (24 horas o en delitos 
específicos hasta 15 días naturales).   
 
Por lo tanto, para efectos del presente trabajo, en la investigación preliminar sin 
detención preliminar, contamos con los siguientes tipos de plazos: plazos ordinarios 
(de 60 a 120 días), extraordinarios, ya sea, por ser superiores a los ordinarios (más 
de 120 días y hasta 480 días) a los que denominaremos “supra ordinarios” o por ser 
considerablemente inferiores a los ordinarios (menores a 60 días) a los que 
denominaremos “infra ordinarios”. De los cuales revisaremos los procesos con 
plazos extraordinarios.  
 
En caso existir detención preliminar, ya sea, por flagrancia u orden judicial 
(detención judicial preliminar) únicamente se seleccionaran aquellos casos en los 
que se advierta la existencia de plazos “supra ordinarios”, es decir, superiores a 24 
horas en delito comunes o 15 días naturales en casos de tráfico ilícito de drogas, 
espionaje o terrorismo, por las razones ya mencionadas en los párrafos 
precedentes. 
 
Igualmente, en la investigación preparatoria propiamente dicha contamos con los 
siguientes tipos de plazos: plazos ordinarios (de 90 a 180 días), extraordinarios, ya 
sea, por ser superiores a los ordinarios (más de 180 días y hasta 480 días) a los 
que denominaremos “supra ordinarios” o por ser considerablemente inferiores a los 
ordinarios (menores a 90 días) a los que denominaremos “infra ordinarios”; o, 
plazos  excepcionales (más de 480 y hasta 1080 días). De los cuales revisaremos 
los procesos con plazos extraordinarios y excepcionales. 
 
En este orden de ideas, también analizaremos los plazos de la prisión preventiva; 
por cuanto, nuestra investigación está circunscrita a aquellos casos en los que se 
ha concedido esta medida coercitiva y estando a que es necesaria una evaluación 
global del proceso, sin perder de vista nuestro objeto de estudio, revisaremos si los 
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plazos de prisión preventiva también han sido razonables, en tanto observamos si 
se ha cumplido con la diligencia especial que se exige en estos casos.  
 
En ese sentido, el plazo ordinario de prisión preventiva es hasta de 09 meses (270 
días) y tratándose de procesos complejos, el plazo extraordinario límite de la prisión 
preventiva no durará más de 18 meses (540 días), conforme lo establecen los 
Incisos 1 y 2 del Artículo 272º del Código Procesal Penal del 2004, y, un plazo 
excepcional de 18 meses adicionales, que hacen un total de 36 meses (1080 días) 
en casos que presenten circunstancias de especial dificultad o prolongación de la 
investigación o del proceso. Tiempo que incluye la resolución del caso, es decir, la 
emisión de una sentencia sea esta condenatoria o absolutoria. 
 
Para ello será necesario revisar físicamente cada uno de los casos seleccionados 
de cada una de las tres Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa: 
 
3.2.1. Determinación de Casos en la Primera Fiscalía Penal Corporativa de 
Arequipa. 
 
Para la determinación de casos con prisión preventiva en los que se ha vulnerado el 
derecho al plazo razonable en la Primera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa, 
en principio se ha obtenido la “Constancia de Carpeta Fiscal” de cada una de las 
Carpetas Fiscales seleccionadas en el acápite 3.1., relativo a la “Identificación de 
Casos Tramitados durante el Año 2012 con Prisión Preventiva  en las tres Fiscalías 
Penales Corporativas de Arequipa”, registradas en el Sistema de Gestión Fiscal del 
Ministerio Público, que en el caso de la Primera Fiscalía Penal Corporativa de 
Arequipa se nos fue  proporcionado por la Oficina de Coordinación de la Primera 
Fiscalía con fecha 19 de Noviembre del 2013. 
 
Con esta información se elabora la Tabla No 04, para el cómputo de los plazos 
utilizados durante la investigación preliminar, preparatoria propiamente dicha y los 
de la prisión preventiva, a fin de establecer; si se han utilizado plazos ordinarios, 
extraordinarios (supra o infra ordinarios) o excepcionales, conforme a los 
parámetros temporales ya establecidos en la parte introductoria de la determinación 
de casos en los que se ha vulnerado el derecho al plazo razonable, lo cual nos será 
útil para la selección de los casos a analizar físicamente, es decir, aquellos que se 




Así mismo, se ha de conocer la situación jurídica de los imputados (en libertad o 
detenido) al momento de la obtención de los datos, con objetivo de utilizar esta 
información como uno de los parámetros de la persistencia o no de la obligación de 
“diligencia especial” en su tramitación, y, el estado del proceso (investigación, etapa 
intermedia o juzgamiento) a fin de realizar una evaluación global de cada uno de los 
casos. En ese sentido, pasamos a observar la Tabla No 04: 
 
TABLA No 04 
 






































































































































































































































































































Fuente: Elaboración Propia (Información al 19/11/2013) 
 
Conforme podemos observar de los 19 casos, 05 se encuentran dentro de un plazo 
“supra ordinario” durante la investigación preparatoria propiamente dicha (180-480 
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días), siendo estos los siguientes: el Caso No 1163-2012 con 305 días, el Caso No 
1458-2012 con 211 días, el Caso No 4255-2012 con 349 días, el Caso No 3604-
2012 con 201  días, y finalmente el Caso No 4887-2012 con 210 días; y, 01 se 
encuentra dentro de un plazo excepcional (480-1080 días), este es el Caso No 812-
2012 con 510 días, los cuales son selección para su análisis y determinación de 
vulneración del derecho al plazo razonable. 
 
De igual, forma se seleccionaron tres casos, que presentan plazos “infra ordinarios” 
durante la investigación preparatoria propiamente dicha, es decir, menores a 90 
días, que son los siguientes: El Caso No 82-2012 con 84 días, el Caso No 271-2012 
con 68 días; y, el Caso No 606-2012 con 83 días. 
 
Finalmente, se seleccionó la Carpeta Fiscal No 1163-2012, por presentar plazos 
“infra ordinarios” durante la investigación preliminar sin detenido, 25 días, la misma 
que ya se encuentra comprendida dentro de la selección de casos por presentar 
plazos supra ordinarios durante la investigación preparatoria propiamente dicha.  
No encontrándose ningún caso de los 18 seleccionados con detención preliminar 
que haya superado el plazo ordinario de detención (24 horas). 
 
Del mismo modo, de la elaboración de la Tabla No 04 se han identificado 05 casos 
en los que el plazo de prisión preventiva ha superado el “ordinario” de 09 meses 
(270 días), de los cuales 03, ya se encuentran comprendidos dentro de la selección 
de casos que superan los plazos ordinarios de la investigación preparatoria 
propiamente dicha, los mismos que al 19/11/2013, fecha en la cual se obtuvo la 
información, se encontraban vigentes y todavía en etapa intermedia (Acusación), 
como son: Caso No 1163-2012, contada con 292 días, el Caso No 4255-2012 
contaba con 364  días, y el Caso No 3406-2012 con 450 días.  
 
Los otros dos casos seleccionados por superar los plazos ordinarios de la prisión 
preventiva aun cuando no superen los plazos ordinarios de la investigación 
preparatoria son: El Caso No 2817-2012, en el cual la prisión preventiva duro  275 
días antes de ser sentenciado; y, el Caso No 3586-2012, en el que la prisión 
preventiva duro 442 días, a cuyo término fue absuelto el imputado. 
 
Finalmente, se encontró un caso dentro de un plazo excepcional para la prisión 
preventiva, 648 días, sin embargo, como también se encuentra dentro de un plazo 
extraordinario para la investigación preparatoria propiamente dicha; ya ha sido 
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previamente seleccionado, el Caso No 812-2012, el mismo que, todavía se 
encontraba en etapa intermedia (Acusación). 
 
En conclusión, de lo establecido en el análisis de la Tabla No 04, hemos 
seleccionado los siguientes 11 casos para una revisión física de cada una de las 
Carpetas Fiscales, a fin de determinar la razonabilidad del plazo de la investigación 
preliminar, preparatoria propiamente dicha, como el de prisión preventiva dentro de 
un análisis global del proceso y de acuerdo a la situación jurídica de los 
investigados, los parámetros de complejidad previstos en el Artículo 342 inciso 3 del 
Código Procesal Penal176 y los plazos legales establecidos por la citada norma 
procesal penal de acuerdo a la etapa en análisis que corresponda: El Caso No 
1163-2012, Caso No 1458-2012, Caso No 4255-2012, Caso No 3604-2012, Caso 
No 4887-2012, Caso No 82-2012, Caso No 271-2012, Caso 606-2012, Caso No 
2817-2012, Caso No 3586-2012 y el Caso No 812-2012. 
 
En consecuencia, de la Tabla precedentemente mostrada podemos extraer cuatro 
gráficas:   
 
GRÁFICA No 04 
 
 
                                                 
176
 Artículo 342 Plazo.- 
 
…3. Se considera proceso complejo cuando: a) requiera la actuación de una cantidad significativa de actos de 
investigación; b) comprenda la investigación de numerosos delitos; c) involucra una cantidad importante de 
imputados o agraviados; d) investiga delitos perpetrados por imputados integrantes o colaborares de bandas u 
organizaciones delictivas; e) demanda la realización de pericias que comportan la revisión de una nutrida 
documentación o de complicados análisis técnicos; f) necesita realizar gestiones de carácter procesal fuera del 
país; o, g) deba revisar la gestión de personas jurídicas o entidades del Estado. 
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Es necesario precisar que de los 19 casos seleccionados para la elaboración de la 
Tabla No 04, solo se han considerado 18 de ellos como universo para la Gráfica No 
04; por cuanto, es este el número de casos en los cuales durante la investigación 
preliminar los investigados se encontraban detenidos. Siendo que, podemos 
advertir que en la Primera Fiscalía Penal no hemos encontrado ningún caso en el 
cual se haya superado los plazos ordinarios de detención; y, por tanto, de la 
investigación preliminar, revela un óptimo desempeño de los Fiscales a cargo de los 
casos durante esta etapa pre procesal. 
 
GRÁFICA No 05 
 
 
Igualmente, para la elaboración de la Gráfica No 05, se ha considerado como 
universo únicamente los casos sin detenido durante la investigación preliminar, 
resultando que, el único caso en el que se presenta el supuesto de libertad del 
investigado durante la investigación preliminar se ha empleado un plazo infra 
ordinario.  
 
De otro lado, en la siguiente, Gráfica No 06, podemos observar que el 50% de los 
casos materia de estudio se han llevado dentro de los plazos ordinarios de 
investigación; sin embargo, existe un alto porcentaje de casos que presentan plazos 
extraordinarios (30%), y la mitad de este último porcentaje de casos (15%), son 
aquellos en los que esta misma etapa procesal ha durado un tiempo sumamente 
reducido. Siendo que, el 5% del total se encuentra dentro de un plazo excepcional, 




GRÁFICA No 06 
 
 
En la siguiente Gráfica No 07, podemos observar que un gran porcentaje (65%) de 
casos se llevaron dentro de los plazos ordinarios para la prisión preventiva (270 
días), y un porcentaje mucho menor (30%) pero aun así alto utilizaron plazos 
extraordinarios. No obstante, también advertimos que un mínimo 5% de los casos 
seleccionados presenta un plazo excepcional. 
 
GRÁFICA No 07 
 
 
De la revisión física de los casos seleccionados, elaboramos la siguiente Tabla 




TABLA No 05 
 
NÚMERO 
DE CASO  
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Fuente: Elaboración Propia (Información obtenida entre el 08/01/2014 al 21/02/2014) 
 
En primer lugar, nos referiremos al Caso No 812-2012 por ser el único que se 
encuentra dentro de un plazo excepcional de la investigación preparatoria 
propiamente dicha.  
 
En este caso, se han realizado 167 actos de investigación, dentro de los cuales se 
encuentran 22 pericias, en un plazo de 510 días de investigación preparatoria 
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propiamente dicha y 24 horas de preliminar, en el que se investigaron 03 ilícitos 
penales, cuya naturaleza es delicada y requiere un estudio adecuado del caso, 
siendo estos los de robo agravado, tenencia ilegal de armas y tráfico ilícito de 
drogas.  
 
Así mismo, han sido investigadas 08 personas, de quienes la Fiscalía ha 
encontrado indicios de que pertenecen a una organización criminal y resultan 
siendo agraviadas 07 personas; y, si bien no se han realizado gestiones en el 
extranjero, evidentemente el caso si reviste complejidad, tanto por el número de 
imputados quienes pertenecen a una organización criminal, como por la naturaleza 
de los delitos investigados. 
 
Además, se realizaron gran cantidad de actos de investigación; por lo que, en el 
presente caso advertimos que durante la investigación preparatoria no se ha 
vulnerado el derecho al plazo razonable, siendo que el plazo de investigación 
preparatoria propiamente dicha, se encuentra dentro de los parámetros temporales 
de complejidad excepcional que establece el Código Procesal Penal siendo incluso 
inferior a los 36 meses (1080 días) que la normatividad procesal penal prevé en el 
supuesto de la existencia de organizaciones criminales. 
 
Sin embargo, se advierte que a la fecha en que se terminó de revisar la carpeta 
Fiscal (Enero del 2014), el caso aún se encontraba en etapa intermedia (con 
acusación), siendo que la prisión preventiva ya se encontraba también dentro de un 
etapa excepcional que superaba los 700 días, y los imputados aún se encontraban 
recluidos en el penal, sin sentencia; por lo que, consideramos que si se ha 
vulnerado el derecho al plazo razonable pero no en la etapa de investigación 
preparatoria, sino en la etapa intermedia, periodo que no es materia de nuestro 
estudio; por lo que, el caso no será considerado para el análisis de las causas de 
vulneración del derecho al plazo razonable. 
 
A continuación, en el Caso No 1163-2012, podemos advertir que no reviste mayor 
complejidad; por cuanto, no se ha realizado una cantidad significativa de actos de 
investigación, que fueron solo 15, incluidas 05 diligencias especiales y pericias, 
siendo que la mayor parte se llevaron a cabo durante la investigación preliminar de 
25 días, como son declaraciones testimoniales, inspección técnico policial, pericia 
física, inspección criminalística y la pericia dactiloscópica en las huellas halladas en 
el lugar de los hechos, que permitió identificar a uno de los imputados, contra quien 
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se solicitó eficazmente la detención preliminar, y posterior prisión preventiva, no 
advirtiéndose vulneración del derecho al plazo razonable durante la investigación 
preliminar. 
 
En cambio, durante la investigación preparatoria propiamente dicha, que duró 305 
días, se realizaron solo 09 de las 20 diligencias y pericias realizadas durante la 
investigación, las mismas que, no revisten mayor complejidad. Tampoco se ha 
comprendido numerosos delitos, solo el de Hurto Agravado, cuya naturaleza no 
reviste especial dificultad; y, si bien se tienen 03 agraviados y 04 imputados no 
podemos afirmar que esta sea una cantidad importante o significativa que le de 
complejidad al caso, más aun cuando, solo 01 de los 04 imputados se encontraba 
recluido en el penal como resultado de la prisión preventiva. De la misma forma, no 
se encuentra involucrada una organización delictiva ni se han realizado gestiones 
fuera del país.  
 
Sin embargo, mediante Disposición No 06-2012-1-FPPCA-ESSV, de fecha 
26/11/2012, se declara complejo el  caso, sustentado en la falta de diligencias a 
partir de la acumulación de una segunda Carpeta Fiscal No 1758-2012; referida a 
hechos distintos pero relacionados al mismo delito y con dos imputados en común, 
ordenándose únicamente dos diligencias especiales que pudieron efectuarse dentro 
de un plazo ordinario, dado que, la Carpeta Fiscal a  acumular es remitida con 
fecha 14/09/2012 conforme se tiene de la Disposición de Acumulación No 04-2012, 
es decir, dentro de los 120 de formalizada la investigación preparatoria, no siendo 
proporcional el empleo de un prolongado periodo de tiempo para un reducido 
número de diligencias adicionales, efectuadas con motivo de esta acumulación.  
 
Por lo que, consideramos que en este caso se ha vulnerado el derecho al plazo 
razonable durante la investigación preparatoria propiamente dicha.  
 
Igualmente, en el Caso No 1458-2012 se han realizado 26 actos de investigación 
dentro de los que se encuentran 05 pericias en un periodo de 211 días de 
investigación preparatoria propiamente dicha y 24 horas de preliminar, se ha 
investigado un solo delito el de robo agravado; y, si bien, requiere un cuidadoso 
análisis, no es suficiente para dotarle de complejidad al caso, pues no se 
encuentran implicados un número significativo de investigados o agraviados, solo 
02 por cada una de las partes, y no se trata de una organización delictiva ni se han 
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realizado gestiones fuera del país; por lo que, el caso no reviste complejidad, pues 
no concurre ninguno de los supuestos establecidos.  
 
Es más, el tiempo utilizado para las diligencias preparatorias en este caso no es 
proporcional al número de diligencias efectuadas, tanto así, que la abogada 
defensora de uno de los imputados en fecha 18/09/2012 solicito la conclusión de la 
investigación por vencimiento del plazo, reiterándola en fecha 16/10/2012, sin 
respuesta alguna. Y finalmente, en fecha 13/11/2012 el Segundo Juzgado de 
Investigación Preparatoria dispuso la libertad de los imputados por vencimiento del 
plazo de 07 meses con prisión preventiva.   
 
En ese orden de ideas, consideramos que no existen motivos justificados  para 
declarar complejo el caso y si bien en la Disposición No 10-2012  del 16/11/2012 se 
establece que faltan diligencias por realizar, estas han sido dispuestas de manera 
reiterada durante varios meses sin efectivizarse; por lo que, no justifican una 
ampliación extraordinaria del plazo. Más aún, si tenemos en consideración que aun 
cuando se realizaran las diligencias faltantes, el resultado no hubiera variado, 
presentándose de igual forma un requerimiento de Sobreseimiento en el presente 
Caso; y, en consecuencia,  se ha vulnerado el derecho al plazo razonable de los 
investigados durante la investigación preparatoria. 
 
En el Caso No 3604-2012 se ha investigado el delito de Parricidio, cuya naturaleza 
presenta especial dificultad para una adecuada investigación, y es por ello que a 
pesar que solo es 01 el imputado y 01 el agraviado, el caso presenta 106 actos de 
investigación dentro de los cuales 23 son pericias, en un periodo de 201 días de 
investigación preparatoria propiamente dicha y 24 horas de preliminar, lo cual 
resulta razonable, por la complejidad que reviste la naturaleza del delito y de los 
actos de investigación y pericias requeridas. 
 
No obstante, se advierte que a la fecha en que se culminó el análisis de la Carpeta 
(31/01/2014), ya habían pasado más de 500 días de la prisión preventiva, siendo 
que, la audiencia de control de acusación se llevó a cabo el 09/03/2013; por lo que, 
el caso se encontraba en espera de juicio durante más de 10 meses, lo que si 
resulta completamente irrazonable, y vulnera  el derecho al plazo razonable del 
acusado pero en la etapa de juicio oral a cargo del Juzgado de Juzgamiento de la 
Corte Superior de Justicia de Arequipa; etapa que no es materia de nuestra 




Así mismo, en el Caso No 4255-2012, se han realizado 64 actos de investigación 
dentro de los que se encuentran 18 pericias en un periodo de 349 días de 
investigación preparatoria propiamente dicha y 24 horas de preliminar, se ha 
investigado el delito de proxenetismo cuya naturaleza es compleja, y si bien solo se 
tiene 01 imputado y 01 agraviada, el primero de los mencionados pertenece a una 
organización delictiva, a pesar de que no se hayan realizado gestiones en el 
extranjero.  
 
Por lo que, consideramos que en este caso no se ha vulnerado el derecho al plazo 
razonable del imputado durante la investigación preparatoria; atendiendo a que el 
caso si reviste  complejidad, lo cual fue comprendido también a nivel judicial donde 
le otorgaron a la Fiscalía la prórroga del proceso complejo el 07/06/2013 y el 
11/06/2013 la prórroga de la prisión preventiva. 
 
Además, es necesario considerar que de acuerdo al estudio del caso incluso fue 
necesario disponer su reserva el 15/10/2012 por existir riesgo en la perdida de las 
fuentes de prueba, habiéndose dictado medidas de protección para testigos, a 
quienes se les asigno un Código para evitar que sean identificados, porque tenían 
temor a las represalias que pudieran sufrir por parte del investigado; a pesar de los 
cual fue necesario ordenar la conducción compulsiva de un testigo en fecha 
25/06/2013, debido a su inasistencia a las citaciones fiscales, lo que ha dificultado 
la obtención de fuentes de prueba (testigos).  
 
En cambio, en el Caso No 4887-2012, han sido investigadas 02 personas por el 
delito de robo agravado, no se tienen indicios de que pertenezcan a ninguna 
organización delictiva. Los agraviados han sido 02, habiéndose efectuado 27 actos 
de investigación, 20 de los cuales durante la preliminar (24 horas) y la realización 
de las 13 pericias y diligencias especiales, también se llevaron en su mayoría en la 
preliminar, y ninguno de ellos se ha realizado fuera del país. 
 
Siendo que, 07 diligencias en un plazo de que excede el ordinario,  es decir, 210 
días de investigación preparatoria propiamente dicha, resulta irrazonable para un 
caso que no es complejo; por cuanto, no se encuentra justificado en ninguno de los 




Por lo que, consideramos que en este caso se ha vulnerado el derecho al plazo 
razonable del investigado durante la investigación preparatoria propiamente dicha a 
pesar de que el plazo de prisión preventiva si se encuentra dentro del ordinario (07 
meses), plazo en el que fue sentenciado por haberse aprobado judicialmente el 
acuerdo determinación anticipada imponiéndosele la pena de 09 años de pena 
privativa de libertad y el pago de S/. 5,000.00 por concepto de reparación civil a 
favor de la parte agraviada el 13/07/2013. 
 
A continuación, en el Caso No 2817-2012, podemos observar que el plazo de 
investigación preparatoria propiamente dicha en esta caso de violación sexual de 
menor de edad, ha  sido el ordinario, de 166 días y 24 horas de investigación 
preliminar, siendo formalizada el 21/07/ 2012 y concluida el 07/01/2013, 
correspondiendo al plazo utilizado un numero nutrido de actos de investigación (46), 
dentro de las que se encuentran 12 pericias y diligencias especiales, como los 
exámenes retrospectivos de dosaje etílico de los imputados, la inspección 
criminalística en el lugar de los hechos, reconocimientos médicos legales de 
integridad física y sexual, así como diversas incautaciones. 
 
El problema se encuentra, con posterioridad a la conclusión de investigación 
preparatoria (07/01/2013), si bien la audiencia de control de acusación se llevó a 
cabo dos semanas más tarde, no obstante, la sentencia fue emitida después de 
más de tres meses de concluida la etapa intermedia, esto es, el 26/04/2103; lo que 
significó que los investigados se encontraran 275 días con prisión preventiva, plazo 
que resulta injustificado aun cuando se haya alcanzado para los acusados una 
sentencia de  17 y 16 años respectivamente, y el pago de la reparación civil 
ascendente a S/.1,000.00. 
  
Similar situación encontrarnos en el caso 3586-2012, en el cual si bien el plazo de 
investigación preparatoria propiamente dicha duro 171 días (27/08/2012 al 
18/02/2013), la prisión preventiva alcanzo los 442 días antes de ser absuelto el 
investigado, habiéndose investigado a 01 solo imputado por el delito de violación de 
la libertad sexual, de quien no se tiene indicios de que pertenezca a alguna 
organización criminal y existiendo una sola agraviada, se realizaron 50 actos de 
investigación y 04 pericias, mas no se realizó ninguna gestión fuera del país; por lo 
que, la investigación no reviste caracteres de complejidad y es así que se concluyó 




Sin embargo, una vez llevada a cabo la audiencia de control de acusación, el 
24/02/2013, la sentencia absolutoria llego después de 08 meses 01 día 
(25/10/2013), lo cual resulta inaceptable, e indefectiblemente vulnera el derecho al 
plazo razonable del imputado pero una vez más en la etapa de juzgamiento y no 
durante la investigación preparatoria, lo que no resulta siendo materia de la 
presente investigación; pero, puede ser útil para futuras investigaciones.  
 
De otro lado, en el Caso No 82-2012, se realizaron 17 actos de investigación, entre 
los que encuentran 03 pericias, dentro de ellas, el examen retrospectivo de dosaje 
etílico y la identificación del imputado a través de huellas dactilares, y ninguna 
gestión fuera del país, en un plazo de 84 días de investigación preparatoria 
propiamente dicha y 24 de preliminar, se tiene un solo imputado por el delito de 
robo agravado, quien de acuerdo a las investigaciones realizadas no se encuentra 
vinculado a ninguna organización criminal y un solo agraviado. 
 
Es así que, de la revisión de los actuados se advierte regularidad en el trámite, y se 
recabaron suficientes elementos de convicción para lograr una condena en contra 
del acusado, habiendo sido sentenciado el acusado el 18/07/2012 a 03 años de 
pena privativa de libertad con carácter suspendido, mediante una sentencia por 
Conformidad, es decir, dentro del plazo ordinario de prisión preventiva de 188 días; 
por lo que, consideramos que no se ha vulnerado el derecho al plazo razonable del 
imputado con prisión preventiva durante la investigación preparatoria. 
 
Igualmente, en el Caso No 271-2012,  fueron 03 los imputados, 02 de los cuales se 
encuentran con prisión preventiva y 01 en libertad, siendo investigados 
alternativamente por el delito de hurto agravado o estafa, por un mismo hecho, de 
quienes no se tiene ningún indicio de que pertenezcan a alguna organización 
delictiva, tampoco se han realizado gestiones en el extranjero; y, era uno solo el 
agraviado. 
 
En ese sentido, se llevaron a cabo 11 actos de investigación y 01 sola pericia, en un 
periodo de 68 días de investigación preparatoria propiamente dicha y 24 horas de 
preliminar, siendo que, el tiempo utilizado para investigar resulta razonable por el 
número de actos de investigación efectuados, los que han sido suficientes para 
lograr posteriormente una condena en contra del investigado privado de su libertad 
que fue acusado, y pedir el sobreseimiento de la causa por los otros dos, respecto 
de quienes se utilizó acertadamente el menor tiempo posible en la investigación 
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para no afectar el derecho al plazo razonable de quienes no se probó ninguna 
responsabilidad. 
 
No obstante, tenemos que desde la conclusión de investigación preparatoria en 
fecha 04/04/2012 hasta el control de requerimiento mixto del 16/05/2012  
transcurrió 1 mes y 12  días y para  la emisión de la sentencia de fecha 10/08/2012 
han transcurrido casi 3 meses más, lográndose un pena por conformidad de 2 años 
7 meses de pena privativa de libertad efectiva por acuerdo entre las partes, 
habiendo permanecido el sentenciado 194 días con prisión preventiva, lo cual si 
vulnera el derecho al plazo razonable del investigado, pero en la etapa intermedia y 
de juicio oral, por lo que no es considerada. 
 
Finalmente, en el Caso No 606-2012, solo se realizaron 12 actos de investigación y 
ninguna pericia o examen especial, en un plazo de 83 días de investigación 
preparatoria, no habiéndose realizado gestión alguna fuera del país, siendo 
investigadas 02 personas por el delito de robo agravado, de quienes no se tiene 
indicios de que pertenezcan a ninguna organización delictiva, además de existir una 
sola agraviada, siendo que ninguna de las partes ha realizado pedidos durante la 
investigación que justificara una prórroga en los plazos. 
 
Siendo que, en el presente caso como ocurre en la mayoría  de aquellos en los que 
los investigados se encuentran con detenido durante la investigación preliminar por 
habérsele encontrado en flagrancia, el mayor número de elementos de convicción 
se recabaron durante la preliminar que duro 24 horas, lo que permitió al Ministerio 
Público requerir menor número de actos de investigación durante la investigación 
preparatoria propiamente dicha, logrando una sentencia efectiva para los dos 
imputados el 11/09/2012, dentro de un plazo ordinario para la prisión preventiva de 
199 días, lo que significa que no se ha vulnerado el derecho al plazo razonable 
durante la investigación preparatoria.  
 
Lo que no ocurre en la etapa de juzgamiento, dado que, el mayor lapso de tiempo 
de prisión preventiva se dio una vez más en esta etapa, ya que, la Fiscalía concluyo 
la investigación preparatoria el 15/05/2012, habiéndose realizado la audiencia de 
control de acusación por el Juzgado de investigación Preparatoria correspondiente 
el 05/06/2012, y recién el 11/09/2012 se realiza la audiencia de juicio oral, es decir, 
después de más de 3 meses de realizado el control de acusación, no obstante ello 
no es materia de la presente investigación; por lo que, no ahondaremos en el tema. 
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De la información recabada en las Carpetas Fiscales analizadas se ha podido 
extraer la siguiente  gráfica que refleja el porcentaje de casos en los que se ha 
vulnerado el derecho al plazo razonable en la Primer Fiscalía Penal Corporativa de 
Arequipa: 
GRÁFICA No 08 
 
 
De la gráfica No 06 podemos observar que el porcentaje de casos en los que se 
vulnero el derecho al plazo razonable durante la investigación preparatoria es 
bastante alto (27%), lo cual resulta preocupante tratándose de una investigación 
con prisión preventiva.  
 
3.2.2. Determinación de Casos en la Segunda Fiscalía Penal Corporativa de 
Arequipa 
 
En forma similar a lo trabajado con la Primera Fiscalía Penal Corporativa de 
Arequipa, se ha de seleccionar los casos en los que se haya utilizado plazos 
extraordinarios (supra ordinario e infra ordinario) o excepcionales durante la 
investigación preliminar, preparatoria propiamente dicha y los de la prisión 
preventiva, según corresponda, a fin de establecer; si se vulnerado el derecho al 
plazo razonable, de acuerdo a los parámetros temporales ya establecidos en la 
parte introductoria de la determinación de casos (véase punto 3.2 supra) 
 
Así mismo, se ha de conocer la situación jurídica de los imputados (en libertad o 
detenido) al momento de la obtención de los datos, con objetivo de utilizar esta 
información como uno de los parámetros de la persistencia o no de la obligación de 
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“diligencia especial” en su tramitación, y, el estado del proceso (investigación, etapa 
intermedia o juzgamiento) a fin de realizar una evaluación global de cada uno de los 
casos. 
Para ello, se ha obtenido la “Constancia de Carpeta Fiscal” de cada carpeta 
seleccionada en el acápite 3.1., relativo a la “Identificación de Casos con Prisión 
Preventiva ingresados durante el 2012 en las tres Fiscalías Penales Corporativas 
de Arequipa”, registradas en el Sistema de Gestión Fiscal del Ministerio Público, 
proporcionado por la Oficina de Coordinación de la Segunda Fiscalía con fecha 21 
de Noviembre del 2013: 
 
TABLA No 06 
 







































































































































































































































































































Fuente: Elaboración Propia (Información al 21/11/2013) 
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Conforme podemos observar de los 19 casos, 05 serán seleccionados por haber 
superado el plazo ordinario de investigación preparatoria propiamente dicha (180 
días), siendo estos los siguientes: Caso No 710-2012 con 187 días, el Caso No 
2206-2012 con 233 días, el Caso No 2844-2012 con 236 días, 2988-2012 con 230 
días, 4038-2012 con 198 días.  
 
Es importante resaltar, que a la fecha en que se obtuvo la información (21/11/2013), 
dos de ellos, el Caso No 2206-2012 y el Caso No 2844-2012, a pesar del tiempo 
transcurrido todavía no habían concluido, encontrándose en etapa intermedia.  
 
En el otro extremo, encontramos 02 casos en los que los plazos de investigación 
preparatoria propiamente dicha han sido sumamente breves, el Caso No  2454-
2012 con 63 días y el Caso No 4227-2012 con 81 días, los mismos que serán 
analizados a fin de determinar si en realidad se ha vulnerado el derecho al plazo 
razonable por su brevedad. Siendo estos dos mismos casos en los cuales 
advertimos que el plazo de investigación preliminar con detenido se encuentra 
dentro del límite del plazo ordinario (15 días), y si bien se trata de tráfico ilícito de 
drogas, corresponde también evaluar su razonabilidad. 
  
Advirtiéndose que en el caso de la Segunda Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa 
no se ha encontrado ningún caso con plazos excepcionales, ni durante la 
investigación preparatoria propiamente dicha, ni durante la prisión preventiva. 
 
Sin embargo, si observamos de la Tabla No 07, que se presentan 05 casos con 
plazos extraordinarios de prisión preventiva (más de 270 y hasta 540 días), dentro 
de los cuales 03 ya han sido considerados en los párrafos precedentes por exceso 
en el plazo de investigación preparatoria propiamente dicha, siendo estos los 
siguientes: el Caso No 2844 -2012, cuya prisión preventiva duro 346 días y si bien 
fue dejado en libertad, la Carpeta Fiscal todavía se encontraba en etapa intermedia 
al momento de revisar la carpeta (sobreseimiento), el Caso No 2988-2012, en el 
cual la prisión preventiva duro 455 días antes de ser sentenciado; y, por defecto en 
el plazo de investigación preparatoria propiamente dicha el Caso No 4227-2012, en 
el cual a pesar de la brevedad del plazo de investigación, la prisión preventiva duro 
347 días antes de ser sentenciado.  
 
Adicionalmente, se tienen los Casos No 58-2012  y Caso No  140-2012, en los que 
si bien el plazo de investigación preparatoria propiamente dicha se encuentra 
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dentro de los términos ordinarios, la prisión preventiva ha sido excesiva, así en el 
primero de ellos, la prisión preventiva ha durado 352 días antes de ser sentenciado 
y en el segundo, duro 349 días antes de ser condenado y dejado en libertad. 
 
En cuanto se refiere a la investigación preliminar, encontramos 03 casos sin 
detenido cuyos plazos son inferiores a la mitad del plazo ordinario fijado para la 
investigación preliminar de 60 días: El Caso No 1881-2012 (05 días), 2844-2012 (10 
días) y 4478-2012 (16 días), el segundo de los cuales ya ha sido seleccionado por 
presentar plazos supra ordinarios, tanto en la etapa de investigación preparatoria 
propiamente dicha como de prisión preventiva 
 
Siendo que, estos últimos tres casos, serán materia de análisis por la brevedad 
empleada en esta etapa de la investigación, que eventualmente podría haber 
lesionado el derecho de defensa de los investigados o de la posibilidad de 
obtención de razonables elementos de convicción pro parte del Fiscal para decidir 
el archivo o la continuación de investigación preparatoria.  
 
En conclusión, de lo establecido en el análisis de la Tabla No 07, hemos 
seleccionado los siguientes 11 casos para una revisión física, a fin de determinar la 
razonabilidad del plazo de la investigación preliminar, preparatoria propiamente 
dicha, como el de prisión preventiva dentro de un análisis global del proceso y de 
acuerdo a la situación jurídica de los investigados, los parámetros de complejidad 
previstos en la norma procesal vigente y los plazos legales establecidos por la 
misma, de acuerdo a la etapa en análisis que corresponda: El Caso No 710-2012, 
Caso No 2206-2012, Caso No 2844-2012, Caso No 2988-2012, Caso No 4038-
2012, Caso No 2454-2012, Caso No 4227-2012, Caso No 58-2012, Caso No 140-
2012, Caso No 1881-2012 y Caso No 4478-2012.  
 
En consecuencia, de la Tabla precedentemente mostrada podemos extraer cuatro 










GRÁFICA No 09 
 
 
De la Gráfica observada, concluimos que en la Segunda Fiscalía Penal Corporativa 
de Arequipa, al igual que en la Primera Fiscalía Penal, todos los casos en 
investigación preliminar con detenido que fueron seleccionados se encuentran 
dentro del plazo ordinario de investigación en esta etapa (100%), lo que denota que 
los fiscales a cargo de estos casos están cumpliendo con los plazos legalmente 
establecidos.  
 
GRÁFICA No 10 
 
 
De la Gráfica No 10 advertimos que, respecto de las investigaciones preliminares 
en la Segunda Fiscalía Penal también obtuvimos el mismo resultado que en la 
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Primera Fiscalía, ya que, en todos los casos en los que las investigaciones 
preliminares se llevaron a cabo sin detenido se han utilizado plazos infra ordinarios, 
por lo que, estos casos serán materia de análisis.  
 
GRÁFICA No 11 
 
 
En la Gráfica No 11, podemos observar que el porcentaje de casos que se han 
tramitado dentro de los plazos ordinarios de investigación, es superior al doble de 
aquel que ha superado estos plazos, siendo que el 63% de los casos se encuentran 
dentro de los plazos ordinarios y solo el 26% excedieron estos plazos, además de 
un 11% que presenta plazos bastante reducidos; por lo tanto, el porcentaje de 
casos que superan los plazos ordinarios de investigación preparatoria, no es 
elevado. 
 
A continuación observaremos la medida en que los plazos de prisión preventiva han 












GRÁFICA No 12 
 
 
En la Gráfica No 12, podemos observar que un alto porcentaje (74%) de casos se 
llevaron  dentro los plazos ordinarios para la prisión preventiva, pero no podemos 
dejar de mencionar que a pesar de ello el plazo de prisión preventiva que excede el 
plazo ordinario también es alto (26%), si consideramos que en casos con detenidos 
la tramitación tiene que ser más célere; por lo que, es necesario analizar estos 
casos a fin de determinar si se ha vulnerado el derecho al plazo razonable de los 
imputados. 
 
Seguidamente, en la Tabla No 07, pasaremos a analizar los casos seleccionados 
que resultan siendo 09, e incluyen tanto los que superan los plazos ordinarios de 
investigación preparatoria (propiamente dicha y preliminar) como los que presentan 
plazos de investigación excesivamente breves y los que exceden los plazos 
ordinarios de prisión preventiva, a fin de determinar el grado de complejidad de los 














































































































































































































































 Tráfico Ilícito 




















































Fuente: Elaboración propia (obtenida del 24/02/2014 al 21/03/2014)  
 
En ese orden de ideas, en el Caso No 58-2012, podemos advertir que el plazo de 
investigación preparatoria propiamente dicha se encuentra dentro del término 
ordinario, habiéndose utilizado 176 días y 24 horas de la preliminar, para la 
realización de un importante número de actos de investigación (42), incluidas 12 
pericias y diligencias especiales, entre las que se encuentra la intervención corporal 
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de uno de los imputados con la finalidad de recabar una muestra para ADN lo que 
implica cierta dificultad, y la realización de la declaración de la menor agraviada en 
prueba anticipada por existir amenazas en su contra que ponen en riesgo la 
obtención de este medio de prueba.  
 
Así mismo, se han investigado 02 delitos, cuya naturaleza es compleja, los de 
violación sexual y actos contra el pudor, si bien se tienen solo 02 investigados y 01 
agraviada, y no se trata de una organización criminal ni se realizaron gestiones en 
el extranjero, el número y calidad de pericias y diligencias especiales, significan el 
empleo de considerable tiempo, que a pesar de todo no ha superado el periodo 
ordinario. 
 
El problema surge en la etapa de juzgamiento, dado que, después de realizada la 
audiencia de control de acusación transcurrieron más de 5 meses para que se 
llevara a cabo el juicio oral (07/01/2013); motivo por el cual, se encontraron con 
prisión preventiva durante 356 días, siendo irrazonable este periodo de tiempo para 
su juzgamiento; sin embargo, al no ser materia de nuestra investigación esta etapa 
no profundizaremos en el tema.  
 
En el Caso No 140-2012, se han realizado 24 actos de investigación que incluyen 
02 pericias, en un plazo de 136 días en investigación preparatoria propiamente 
dicha y 24 horas de investigación preliminar, existiendo 02 investigados por el delito 
de hurto agravado, de quienes no se tiene indicios de que formen parte de una 
organización delictiva, no obstante son 07 los agraviados, mas no se ha realizado 
ninguna gestión fuera del país, siendo que, el plazo de investigación preparatoria se 
encuentra dentro de los plazos ordinarios. 
 
No obstante, el problema una vez más surge luego de la Audiencia de Control de 
Acusación pues han transcurrido más de seis 06 meses, para que se emita la 
sentencia condenatoria con carácter suspendida en fecha 08/01/2013, resultando 
un plazo de 349 días con prisión preventiva, lo que si vulnera el derecho al plazo 
razonable; pero, en la etapa de juzgamiento que no es materia de nuestro estudio. 
 
En el Caso No 710-2012, son 02 agraviadas, y 01 imputado por los delitos de 
homicidio culposo y lesiones culposas respectivamente, dado que, se trata de un 
accidente de tránsito, habiéndose realizado 30 actos de investigación dentro de los 
que se encuentran 05 pericias en un plazo de 187 días en investigación 
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preparatoria propiamente dicha y 24 de preliminar; y, si bien, el imputado no 
pertenece a una organización delictiva ni se han realizado gestiones en el 
extranjero, el plazo de investigación preparatoria propiamente dicha ordinario, fue 
superado solo en 07 días. 
 
Así, el exceso del plazo ordinario de 07 días, resulta siendo razonable por la 
especial dificultad en algunas pericias requeridas como el Protocolo de Necropsia 
emitido por el Instituto de Medicina Legal y el Peritaje Técnico  elaborado por el 
Departamento de Investigación en Accidentes de Tránsito de la Policía Nacional de 
Arequipa, donde se establecen las causas y grado de participación de los 
intervinientes en los delitos imputados, además del requerimiento de incautación 
para asegurar el objeto del delito (vehículo), los Certificados Médicos Legales y 
requerimientos efectuados al Juzgado de Investigación Preparatoria como el de 
Tercero Civilmente Responsable y el embargo para asegurar la reparación civil, por 
lo que, consideramos que no se ha vulnerado el derecho al plazo razonable en este 
caso. 
 
En el Caso No 2206-2012, se ha realizado un gran número de actos de 
investigación (96) dentro de los que se encuentran 30 pericias o exámenes 
especiales, en un plazo de 233 días en investigación preparatoria propiamente 
dicha y 24 horas de preliminar, lo que resulta razonable, si consideramos que el 
delito investigado es el de Violación de la Libertad Sexual, siendo que, la conducta 
delictiva la ha ejercido el imputado en reiteradas oportunidades en contra de las 03 
menores agraviadas. 
 
Habiéndose incautado CDs con material pornográfico, cuya visualización ha 
requerido la intervención del Área de Tecnología de Información y Estadística de la 
Policía Nacional del Perú, con sede Lima, así mismo, se ha recabado muestras de 
ADN cuyo análisis también se realiza en la ciudad de Lima, lo que ha significado 
largos periodos de tiempo, sin perjuicio de las entrevistas únicas de las menores en 
cámara Gessell, reconocimientos médico legales de integridad física e integridad 
sexual, pericias psicológicas practicadas a las agraviadas e imputado, además de la 
pericia psiquiátrica a este último, exámenes toxicológicos, biológicos entre otros. 
 
Igualmente, es necesario señalar que en este caso se ha presentado especial 
dificultad  en la obtención de algunos medios de prueba como la declaración de las 
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menores agraviadas en Cámara Gessell, quienes en reiteradas oportunidades no 
se han presentado, frustrando la diligencia que finalmente se logró. 
 
Por las razones expuestas, consideramos que el presente caso reviste complejidad, 
tanto en la naturaleza del delito investigado como en las diligencias, pericias y 
exámenes especiales realizados; y, en consecuencia, no se ha vulnerado el 
derecho al plazo razonable del imputado  durante la investigación preparatoria 
propiamente dicha. 
 
Sin embargo, una vez efectuado el control de acusación, la defensa del imputado 
solicito el cese de prisión preventiva siendo amparado por el Juzgado de 
Investigación Preparatoria en fecha 26/02/2013, a pesar que el plazo de prisión 
preventiva se encontraba dentro del término ordinario (259 días); y, además, 
declaro fundada la excepción de naturaleza  de acción sobreseyendo el caso, que 
04 meses más tarde, seria revocado por la Sala Penal de Apelaciones, declarando 
infundada la excepción, llevándose a cabo un nuevo Control de Acusación el 
15/10/2013 y el Juzgamiento se encontraba programado para el 05/05/2014, es 
decir, 07 meses más tarde, lo que consideramos si vulnera el derecho al plazo 
razonable en la etapa de juzgamiento.  
 
En el Caso No 2844-2012; se ha investigado a 01 sola imputada y existe solo 01 
persona agraviada, habiéndose realizado 38 actos de investigación dentro de los 
que se encuentran incluidos 11 pericias y exámenes o diligencias especiales, en un 
plazo de 236 días de investigación preparatoria propiamente dicha y 10 días de 
investigación preliminar; y, si bien, el delito es de delicada naturaleza (homicidio 
calificado), esta única circunstancia no puede significar el empleo de casi 08 meses 
de investigación cuando de la revisión de la carpeta Fiscal se advierte que el último 
acto de investigación fue recabado el 28/11/2012. 
 
Siendo que, la disposición de conclusión de investigación preparatoria se emite el 
22/03/2013, es decir, 04 meses después de realizado el último acto de 
investigación; lo que no resulta razonable, siendo que, además la investigación ha 
derivado en un sobreseimiento por extinción de la acción penal por el fallecimiento 
de la imputada quien dejó de existir en fecha 08/08/2012, en menos de 30 días 
después de que se otorgó la prisión preventiva, por tanto no resulta relevante los 
346 días que aparentemente habría sufrido prisión preventiva, desde que el juzgado 
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concedió esta medida hasta que se sobreseyó el caso por extinción de la acción 
penal. 
 
Lo que no ocurre durante la investigación preliminar, etapa en la cual no se ha 
vulnerado el derecho al plazo razonable a pesar de la brevedad del plazo, en tanto, 
durante 10 días de investigación preliminar se realizaron 19 actos de investigación 
con el apoyo de la DIVINCRI- Homicidios de la Policía Nacional del Perú, lo que 
permitió que la prisión preventiva fuera declarada fundada. 
 
En el Caso No 2988-2012; se han realizado 29 actos de investigación y 10 pericias 
y exámenes o diligencias especiales en un plazo de 230 días en investigación 
preparatoria propiamente dicha y 24 horas de preliminar, lo que no resulta 
razonable cuando se investiga solo a 01 imputado y 01 agraviado, aun cuando se 
trate del delito de violación de la libertad sexual en agravio de una menor de 15 
años de edad, porque el tiempo empleado debe estar justificado no solo en la 
naturaleza del delito sino también en el número de diligencias necesarias o la 
complejidad de las mismas, no encontrándose implicada ninguna organización 
criminal ni se ha requerido gestiones fuera del país, siendo que el plazo de la 
prisión preventiva también resulta sumamente excesivo, de 455 días antes de 
emitirse sentencia condenatoria.   
 
Así mismo, si bien el caso fue declarado complejo no se presentan ninguno de los 
supuestos establecidos por la norma para ello, fue así que la disposición solo se 
encontraba sustentado en la falta de diligencias, quedando pendiente únicamente el 
examen retrospectivo del dosaje etílico del investigado y la información del record 
de llamadas del teléfono celular del investigado, siendo que, esta última llega 
finalmente después de la sentencia, por lo que no resulta razonable, 
constituyéndose en causa de vulneración del derecho al plazo razonable en el 
presente caso.  
 
En el Caso No 4038-2012; se han realizado 41 actos de investigación dentro de los 
que se encuentran 03 pericias y exámenes especiales, en un plazo de 188 días en 
investigación preparatoria propiamente dicha y 24 horas de preliminar, lo que 
resulta razonable considerando que si bien se  tiene 01 sola persona investigada 
por el delito de tráfico ilícito de drogas, que no se realizaron gestiones en el 
extranjero, y solo exista 01agraviado, fueron necesarios actos de investigación para 
descartar que el investigado no perteneciera a alguna organización delictiva. 
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Así; por ejemplo, se obtuvo el reporte de la Oficina de Migraciones, los 
antecedentes penales y judiciales a nivel nacional del imputado, se recabaron los 
actuados de otras investigaciones en contra del mismo imputado en la Primera y 
Segunda Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa, en la de Paucarpata, el 
Pedregal entre otras; por lo que consideramos que no se ha vulnerado el derecho al 
plazo razonable.  
 
En cuanto a los casos con breve duración del plazo de investigación preparatoria se 
tienen dos casos: 
 
El Caso No 4227-2012; 81 días en investigación preparatoria propiamente dicha, en 
la que se han llevado a cabo 17 actos de investigación y 01 sola pericia, se han 
investigado a 02 personas por robo agravado del que resulto agraviada 01 persona, 
lo que viene a ser razonable, teniendo en cuenta que se han resuelto todos pedidos 
formulados por las partes y que la mayor parte de actos de investigación se han 
realizado durante las diligencias preliminares, lo que hizo viable lograr una 
sentencia condenatoria en contra de los acusados a 6 años y 6 meses de pena 
privativa de libertad efectiva y al pago de una reparación civil ascendente a 
S/.1,000.00 nuevos soles. 
 
No obstante, una vez más, observamos que el plazo excesivo se produce con la 
prisión preventiva que en este caso ha superado los 450 días al 20/03/2014, fecha 
en que se terminó de revisar físicamente la Carpeta fiscal, advirtiéndose que el 
mayor lapso de tiempo se produce entre el control de acusación y la emisión de una 
sentencia condenatoria, de casi 9 meses, lo que resulta completamente atentatorio 
al derecho al plazo razonable del cual goza el imputado, pero en la etapa de 
juzgamiento. 
 
Finalmente, en el Caso No 2454-2012, el plazo de investigación preparatoria 
propiamente dicho ha sido de 63 días, en él se ha investigado a una persona por el 
delito de Tráfico Ilícito de Drogas, teniendo 01 agraviado, y si bien el plazo de 
investigación preparatoria ha sido breve se ha de tener en cuenta que la 
investigación preliminar ha durado 15 días tiempo durante el cual se advierte que se 
han recabado gran parte de los elementos de convicción, por lo que el número de 




En ese sentido, se han realizado 21 actos de investigación incluidas 02 pericias, se 
han atendido todos los pedidos presentados por los imputados, los mismos que no 
revisten mayor complejidad; por cuanto, se trata de apersonamientos y variaciones 
de domicilio; por lo que, no se advierte la necesidad de ampliar el plazo de 
investigación cuando se agotaron los actos de investigación en el periodo utilizado, 
que permitieron posteriormente alcanzar una sentencia condenatoria de 06 años de 
pena privativa de libertad efectiva y 500 días multa y, en consecuencia no se ha 
vulnerado el derecho al plazo razonable en el presente caso durante la 
investigación preparatoria. 
 
Finalmente, se seleccionaron dos casos además del 2844-2012, ya analizado por 
cuanto el plazo de la investigación preliminar es sumamente breve, siendo 
imprescindible revisar si se ha producido la vulneración del derecho al plazo 
razonable en esta etapa, por su premura:  
 
En el Caso No 1881-2012, se han realizado 16 actos de investigación, dentro de los 
cuales se tiene 02 diligencias especiales, en un plazo ordinario de 129 días de 
investigación preparatoria propiamente dicha y 05 días de investigación preliminar, 
existiendo 01 investigado por los delitos de robo agravado y secuestro, de quien no 
se tiene indicios de que forme parte de una organización delictiva, siendo 02 los 
agraviados, mas no se ha realizado ninguna gestión fuera del país, no advirtiéndose 
vulneración del derecho al plazo razonable en esta etapa. 
 
No obstante la investigación preliminar presenta un plazo inferior a la mitad del 
ordinario alcanzando tan solo 05 días, dentro de los cuales nos corresponde 
analizar si resultan excesivamente breves como para vulnerar el derecho al plazo 
razonable. 
 
En ese sentido, hemos podido observar de la Carpeta fiscal que durante el breve 
plazo de diligencias preliminares, con la colaboración de la Comisaria de 
Yanahuara, se llevaron a cabo diligencias de importancia aunque no en gran 
número, que permitieron la identificación del vehículo en el que el imputado 
secuestro y sustrajo sus pertenencias a los agraviados y posterior identificación del 
propio denunciado con la visualización de las cámaras de seguridad y el 
reconocimiento por parte de los agraviados, lo que permitió se declare fundada la 
detención preliminar solicitada por el Ministerio Público; y, posteriormente se logre 
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su prisión preventiva; por lo que, consideramos que no se ha vulnerado el derecho 
al plazo razonable en la etapa preliminar. 
 
Igualmente, en el Caso No 4478-2012, se observa que se han realizado 21 actos de 
investigación dentro de los que se encuentran 15 pericias y exámenes o diligencias 
especiales en un plazo de 110 días en investigación preparatoria propiamente dicha 
y 16 días de investigación preliminar, lo que resulta razonable cuando se investiga 
solo a 01 imputado y se tiene 01 agraviado, siendo materia de investigación el delito 
de violación sexual en agravio de una mujer mayor de edad, no encontrándose 
implicada ninguna organización criminal ni se ha requerido gestiones fuera del país. 
 
Siendo que, el plazo de la prisión preventiva también se encuentra dentro del plazo 
ordinario 214 días antes de emitirse sentencia condenatoria por conclusión 
anticipada en fecha 19/06/2013, aprobándose una sentencia de 04 años de pena 
privativa de libertad suspendida por 3 años y una reparación civil ascendente a un 
mil nuevos soles; por lo que, consideramos que no existe causa de vulneración del 
derecho al plazo razonable en el presente caso.  
 
De la información recabada en las Carpetas Fiscales analizadas se ha podido 
extraer la siguiente  Gráfica que refleja el porcentaje de casos en los que se ha 
vulnerado el derecho al plazo razonable: 
 





De la Gráfica No 13 podemos observar que el porcentaje de casos en los que se 
vulnero el derecho al plazo razonable durante la investigación preparatoria con 
prisión preventiva es considerable (22%), atendiendo a que se trata de una 
investigación con prisión preventiva, frente a un 78% en el que no se ha vulnerado 
el derecho al plazo razonable. 
 
3.2.3 Determinación de Casos de la Tercera Fiscalía   Penal   Corporativa   de  
Arequipa 
 
En la Tercera Fiscalía también se han identificado los casos con plazos que se 
encuentran fuera de los ordinarios, ya sea, porque superan el ordinario en 
investigación preparatoria propiamente dicha, preliminar o prisión preventiva, o 
porque presentan plazos inferiores a la mitad del ordinario en las dos primeras 
etapas citadas o porque presentan plazos excepcionales durante las dos últimas 
etapas mencionadas. 
 
Para ello, se ha obtenido la “Constancia de Carpeta Fiscal” de cada una de las 
Carpetas Fiscales seleccionadas en el acápite 3.1., relativo a la “Identificación de 
Casos Tramitados durante el Año 2012 Con Prisión Preventiva  en Las Tres 
Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa”, registradas en el Sistema de Gestión 
Fiscal del Ministerio Público, que en el caso de la Tercera Fiscalía Penal 
Corporativa de Arequipa también se nos fue  proporcionado por la Oficina de 
Coordinación de la Tercera Fiscalía con fecha 20 de Noviembre del 2013. 
  
Así mismo, se ha de extraer de estas constancias de Carpetas Fiscales, 
información sobre la situación jurídica de los imputados (en libertad o detenidos) al 
momento de la obtención de los datos, con el objetivo de utilizar esta información 
como uno de los parámetros de la persistencia o no de la obligación de “diligencia 
especial” en su tramitación, y, el estado del proceso (investigación, etapa 
intermedia o juzgamiento) para realizar una evaluación global de cada uno de los 
casos. 
 
De esta manera, observaremos en la Tabla No 08, que a continuación se presenta, 
los plazos utilizados en la investigación preliminar, preparatoria propiamente dicha 
como los que duro la prisión preventiva, a fin de establecer en qué casos se han 
superado los plazos ordinarios o si resultan siendo sumamente breves, y 
posteriormente poder determinar si se presentaron caracteres de complejidad, a fin 
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de establecer finalmente si se produjo la vulneración del derecho al plazo 
razonable. 
 
En ese sentido, pasamos a observar la Tabla No 08: 
 
TABLA No 08 
 






































































































































































































































































































Fuente: Elaboración Propia (Información al 20/11/2013) 
 
Conforme podemos observar de los 19 casos seleccionados, 10 casos han 
superado el plazo ordinario de investigación preparatoria propiamente dicha (180 
días), siendo estos los siguientes: El Caso No 739-2012 con 212 días, Caso No 
1568-2012 con 295 días, Caso No 1590-2012 con 230 días, Caso No 2867-2012 
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con 191 días, Caso No  2916 -2012 con 185  días, Caso No 3576-2012 con 305 
días, Caso No 3935-2012 con 200 días, Caso No 3996-2012 con 219 días, Caso No 
4321-2012 con 354 días y el Caso No 5579-2012 con  218 días.  
 
Es importante resaltar, que a la fecha en que se obtuvo la información (20/11/2013), 
cuatro de ellos, el Caso No 2867-2012, el Caso No 3576-2012, el Caso No 3996-
2012, y el Caso No 4321-2012, a pesar del tiempo todavía no habían concluido, 
encontrándose en etapa intermedia.  
 
Es importante también resaltar que en cuanto se refiere a los Casos analizados en 
la Tercera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa, tampoco se encontró ningún 
caso dentro de un plazo excepcional de investigación preparatoria. 
 
En el otro extremo, encontramos 02 casos en los que los plazos de investigación 
preparatoria propiamente dicha han sido sumamente breves, el Caso No  4581-
2012 con 83 días en investigación preparatoria, y el Caso No 4958-2012 con 26 
días en investigación preparatoria, los mismos que serán analizados a fin de 
determinar si en realidad se ha vulnerado el derecho al plazo razonable por su 
brevedad. 
 
No obstante, no se encontró ningún caso fuera de plazo durante la investigación 
preliminar, siendo que los 19 casos seleccionados presentan detenidos durante 
esta etapa pre procesal, en 18 de ellos se ha empleado el plazo de 24 horas y solo 
en 01, el Caso No 3576-2012, se ha utilizado 08 días de investigación preliminar 
por el delito de tráfico ilícito de drogas; por lo que, también se encuentra dentro del 
plazo ordinario para este tipo de delitos. En consecuencia, no existe ningún caso en 
investigación preliminar sin detenido. 
 
Finalmente, se han identificado 11 casos en los que el plazo de prisión preventiva 
ha superado el plazo ordinario de 09 meses (270 días), dentro de los cuales 07, ya 
han sido considerados en los párrafos presentes por exceso en el plazo de 
investigación preparatoria propiamente dicha, siendo estos los siguientes: En el 
Caso 739-2012 la prisión preventiva alcanzo 330 días, en el Caso No 1590-2012 
(354 días), el Caso No 3576-2012  (440 días), el Caso No 3935-2012  (296 días), el 
Caso No 3996-2012 (413 días), y los Casos No 2867-2012 y No 4321-2012 
alcanzaron los 497 días y 414 días, de prisión preventiva respectivamente, hasta el 




Dentro de este grupo, también se ha seleccionado por haber superado el plazo 
excepcional de prisión preventiva que solo debe ser utilizado en casos de especial 
dificultad conforme al Inc. 1 del Artículo 274 del Código Procesal Penal, un caso: El 
Caso No 1568-2012, cuya prisión ha durado 777 días antes de ser sentenciado, 
que ya había sido seleccionado por superar los plazos ordinarios de investigación 
preparatoria propiamente dicha. 
 
Adicionalmente a ello, se tiene un caso, que también se encuentra dentro del plazo 
ordinario de investigación preparatoria, pero que han superado los plazos ordinarios 
de prisión preventiva (plazo extraordinario) el Caso No 4600-2012 duro 324 días. 
 
En consecuencia, de la Tabla precedentemente mostrada y el análisis realizado 
podemos extraer, a diferencia de las dos primeras fiscalías, solo tres gráficas; por 
cuanto, como señalamos en la Tercera Fiscalía no se presentan casos sin detenido 
durante la investigación preliminar, dado que, en todos ellos se tiene por lo menos 
un detenido dentro de los investigados durante esta etapa pre procesal. 
 
En ese sentido, la primera Gráfica (Gráfica No 12), está referida a los plazos de la 
investigación preparatoria propiamente dicha: 
 
GRÁFICA No 14 
 
 
En la Gráfica No 14, podemos observar que el porcentaje de casos que se han 
tramitado dentro de los plazos ordinarios de investigación, es ampliamente superior 
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a los que se han tramitado por encima de estos plazos ordinarios; dado que, se 
tiene un 53% casos dentro del plazo ordinario frente a un 37% que han superado 
dichos plazos, y tan solo un 10% presenta plazos bastante reducidos. 
 
A continuación observaremos la medida en que los plazos de prisión preventiva han 
excedido lo ordinario, para ello presentamos la Gráfica No 15: 
 
GRÁFICA No 15 
 
 
En la Gráfica No 15, podemos observar que un alto porcentaje (47%) de casos se 
llevaron  fuera de los plazos ordinarios para la prisión preventiva, porcentaje dentro 
del cual 42% se encuentra dentro de plazos extraordinarios (mayor a 270 días y 
menor a 540 días) y un 5% alcanza plazos excepcionales (superiores a 540 días); 
siendo que, el 53% de casos se llevaron dentro de los plazos ordinarios, lo  que 
resulta preocupante; por cuanto, se trata de casos en los que los imputados se 
encuentran privados de su libertad. 
 
Finalmente, presentamos la Gráfica No 16 correspondiente a los plazos durante la 













De la Gráfica No 16, una vez más observamos que el 100% de los casos 
seleccionados que presentan detenidos durante la investigación preliminar se 
encuentran dentro de los plazos ordinarios, lo cual refleja una adecuada labor fiscal  
en el cumplimiento de plazos durante esta etapa también la tercera Fiscalía Penal 
corporativa de Arequipa. 
 
En consecuencia, contamos con 13 casos  que se encuentran fuera de los periodos 
ordinarios, ya sea, por superarlos o ser sumamente breves en la etapa de 
investigación preparatoria propiamente dicha y/o prisión preventiva. 
 
Seguidamente, en la Tabla No 09, pasaremos a analizar los casos seleccionados a 
fin de determinar el grado de complejidad de los mismos, teniendo como parámetro 
de estudio al igual que en las dos Fiscalías Penales Corporativas anteriores, lo 
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Fuente: Elaboración Propia (obtenida del 24/03/2014 al 15/05/2014) 
 
En el Caso No 739-2012, solo se han realizado 31 actos de investigación dentro de 
los que se encuentran 03 pericia, en un plazo de 212 días en investigación 
preparatoria propiamente dicha y 24 horas de investigación preliminar, a pesar de 
haberse investigado a 06 imputados por los delitos de Hurto Agravado, Asociación 
Ilícita para delinquir y Falsedad Genérica, de quienes si se tiene indicios de que 
pertenezcan a una organización delictiva, resultando de la conducta delictiva 01 
persona agraviada, mas no se efectuaron gestiones fuera del país. 
 
Por lo que, si bien existe un número considerable de investigados (06) respecto de 
los cuales se concedió la prisión preventiva por el plazo de 06 meses, que luego 
fueron ampliados por 03 meses más, y finalmente se concedió una prolongación de 
prisión  de 02 meses en la etapa intermedia, alcanzando los 330 días antes de ser 
sentenciados; sin embargo, el número de actos de investigación realizados no se 
condice con el número de imputados, ni la complejidad de los delitos investigados.  
 
En consecuencia, consideramos que en el presente caso se ha vulnerado el 
derecho al plazo razonable durante la investigación preparatoria propiamente dicha. 
Más aun, cuando los fundamentos del sobreseimiento por los delitos de asociación 
ilícita para delinquir y falsedad genérica se encuentran basados en actos de 
investigación con los que se contaban en las primeras diligencias, formulando 
acusación únicamente por el delito de hurto agravado logrando una sentencia por 
conclusión anticipada en enero del 2013. 
 
A diferencia del caso anterior, en el Caso No 1568-2012, si se efectuó gran número 
de diligencias (78) que incluyen las 25 pericias realizadas en un periodo de 295 
días de investigación preparatoria propiamente dicha y 24 horas de investigación 
preliminar, se ha investigado a 03 personas, quienes actuaron como parte de una 
organización criminal, por los delitos de Tráfico Ilícito de Drogas, receptación 
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agravada y posesión de explosivos, resultando 04 los agraviados, entre los que se 
encuentran una empresa privada de telecomunicaciones y el Estado.  
 
El caso en referencia presenta un alto grado de complejidad en atención a la 
naturaleza de los delitos investigados, la calidad de investigados quienes 
pertenecen a una organización criminal, así como, el gran número de actos de 
investigación y especialmente pericias y diligencias especiales requeridas, como la 
solicitud de incautación del medio de transporte que utilizaron los imputados para 
consumar los delitos el mismo que además no contaba con placas originales, 
vehículo en el que ha sido necesario realizar una serie de pericias biológicas. 
 
Igualmente, se advierte que se ha requerido el levantamiento de secreto bancario y 
de telecomunicaciones de los investigados, y ha sido necesaria la intervención de la 
Unidad Telemática de la Policía Nacional del Perú en la ciudad de Lima para 
obtener la información contenida en los equipos electrónicos incautados, pericias de 
ingeniería forense en el material explosivo encontrado, entre otros.  
 
Por lo tanto, consideramos que en el presente caso no se ha vulnerado el derecho 
al plazo razonable porque como hemos señalado el caso reviste complejidad y el 
periodo de tiempo  empleado se encuentra justificado en las diligencias efectuadas, 
cuyo término se encuentra dentro del periodo de prórroga concedido por el juzgado 
de investigación preparatoria correspondiente. 
 
Sin embargo, no podemos afirmar lo mismo del plazo de prisión preventiva que ha 
sido de 777 días antes de ser sentenciados a una pena de 28 años y 270 días 
multa más una reparación civil ascendente de S/. 2,500.00 nuevos soles, debido a 
que concluida la investigación preparatoria el 04/02/2013, transcurrieron 02 meses 
para que se llevara a cabo el control de Acusación y 07 meses más tarde se les 
impuso una sentencia, lo que resulta atentatorio contra el derecho al plazo 
razonable de los investigados en la etapa de juzgamiento, por no ser materia de 
nuestro estudio esta etapa procesal.      
 
De similar forma, en el Caso No 1590-2012 se tienen 04 agraviados y 02 imputados 
de quienes no se presume pertenezcan a ninguna organización criminal, por los 
delitos de homicidio, encubrimiento real, y fabricación de explosivos, habiéndose 
realizado 121 actos de investigación dentro de los que se encuentran 15 pericias y 
diligencias especiales, en un plazo de 230 días en investigación preparatoria 
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propiamente dicha y 24 de investigación preliminar, y a pesar del número de 
diligencias efectuadas no se realizaron gestiones en el extranjero. 
 
En consecuencia, atendiendo a la naturaleza de los delitos investigados, y el gran 
número de diligencias realizadas, que incluyen pericias y diligencias especiales, 
como conducciones compulsivas a testigos, así como, sortear recursos 
impugnatorios infundados y dilatorios presentados por los abogados defensores de 
los imputados, quienes en reiteradas oportunidades pretendieron frustrar las 
diligencias programadas; pero, que fueron denegadas en todo momento por la 
Fiscal a cargo del Caso, impidiendo que produjera efectos maliciosos pretendidos, 
consideramos que no se ha vulnerado el derecho al plazo razonable durante la 
investigación preparatoria.  
 
No obstante, una vez más el plazo de prisión preventiva de 354 días si resulta 
excesivo en las etapa de juicio oral que si bien no es materia de nuestro estudio, si 
consideramos que desde la conclusión de investigación preparatoria el 06/12/2012 
hasta la emisión de la sentencia condenatoria el 11/04/2013 transcurrieron 04 
meses aproximadamente, y descontando los 26 días que fueron necesarios para 
llevar a cabo el control de acusación (03/01/2013), son más de 03 meses que se 
requirieron para llevar el juicio oral, tiempo excesivo si consideramos que los 
investigados se encuentran privados de su libertad. 
 
En el caso No 2867-2012, se realizaron 29 actos de investigación dentro de los que 
se encuentran 09 pericias y diligencias especiales, en un periodo de 191 días de 
investigación preparatoria propiamente dicha y 24 horas de investigación preliminar, 
se ha investigado a 01 imputado, quien no pertenece a ninguna organización 
delictiva, por el delito de violación de la libertad sexual, en agravio de 01 menor de 
7 años de edad, y no se han realizado diligencias fuera del país.  
 
Por lo tanto, consideramos que no se ha vulnerado el derecho al plazo razonable 
durante la investigación preparatoria ya que, existe complejidad en el caso, pues no 
solo debemos tener en cuenta el número de diligencias realizadas sino la 
naturaleza de las mismas, habiéndose efectuado reconocimientos medico legales 
de integridad física y sexual del menor agraviado, se ha presentado dificultad en la 
obtención de su declaración en Cámara Gessell por inasistencia del menor quien 
tiene vínculo familiar con el imputado, y se ha llevado a cabo las pericias 
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psicológicas y psiquiátricas en el imputado; por cuanto, su abogado alego su 
calidad de inimputable.  
 
En consecuencia, consideramos que el haber sobrepasado en 11 días el plazo 
ordinario de investigación preparatoria, es razonable. Más aun cuando, el juzgado 
declara  inimputable provisionalmente al investigado 03 meses después de 
concluida la investigación preparatoria,  dictándose la medida de seguridad de 
internamiento el 29 de Abril del 2013; y, hasta la fecha en que se revisó la carpeta 
Fiscal (09/04/2014) no se había llevado a cabo el juicio oral; por lo que, el acusado 
se encontraba con una medida coercitiva personal provisional de internamiento 
equivalente al de la prisión preventiva por 497 días, lo que consideramos excesivo, 
pero en la etapa de juzgamiento.  
 
De igual forma, en el Caso No 2916-2012 encontramos 02 investigados quienes no 
pertenecen a una organización delictiva, por el delito de robo agravado en agravio 
de una persona, en el que se han realizado 34 actos de investigación y 03 pericias 
y diligencias especiales, en un plazo de 185 días de investigación preparatoria 
propiamente dicha y 01 de investigación preliminar. Lo que resulta razonable, pues 
el plazo de investigación preparatoria ha sido superado únicamente en 05 días, que 
se encuentran justificados en el número de diligencias realizadas y la naturaleza del 
delito investigado.  
 
Más aun, cuando los actos de investigación realizados, dentro de los que destacan 
la visualización de un video en donde se observa a los imputados en la comisión del 
ilícito penal investigado, han permitido recabar suficientes elementos de convicción 
que los vinculen con los hechos denunciados, y se obtenga una sentencia de 
terminación anticipada en contra de los imputados, dentro de un plazo de prisión 
preventiva ordinario (191 días). 
 
En el Caso No 3576-2012, se realizaron 163 actos de investigación dentro de los 
que se encuentran 09 pericias y diligencias especiales en un periodo de 305 días 
de investigación preparatoria propiamente dicha y 08 días que se encontraron los 
imputados con detención preliminar, habiéndose investigado a 05 personas, 04 de 
ellas detenidas desde el momento de la intervención policial, y 01 respecto del cual 
se pidió detención preliminar judicial posterior a la intervención, de quienes se 
tienen indicios de que pertenecen a una organización criminal, por el delito de 
tráfico ilícito de drogas, aun cuando no se han realizado gestiones en el extranjero. 
193 
 
Consideramos que el plazo de investigación preliminar como preparatoria 
propiamente dicha es el razonable, atendiendo al número de diligencias efectuadas, 
al número de investigados cuya participación a diferencia de otros casos ha sido 
bastante activa, dado que, por intermedio de sus abogados han presentado gran 
número de pedidos, a nivel fiscal y judicial, los que han sido atendidos 
oportunamente y se han interpuesto  recursos impugnatorios, dentro del ejercicio 
regular de sus derechos, tales como la solicitud de la variación de la medida de 
prisión preventiva, luego la cesación de esta medida por considerar que se modificó 
la situación inicial del investigado, entre otros. 
 
De la misma forma, durante la investigación se han realizado gran número de 
diligencias destinadas a determinar la existencia de una organización criminal, se 
ha solicitado el levantamiento del secreto de comunicaciones y del secreto 
bancario, los antecedentes judiciales y penales de los investigados, se ha 
investigado a efectivos policiales por encontrarse indicios de estar implicados en 
ilícitos penales relacionados al caso, que por tratarse de delitos funcionales fueron 
finalmente investigados por la Fiscalía Militar Policial; por lo que, consideramos que 
el caso reviste caracteres de complejidad y el plazo empleado resulta razonable.  
 
No obstante, el plazo de prisión preventiva si supero el ordinario, y aunque la 
prolongación de prisión preventiva fue concedida por el juzgado (18 meses) que 
vencería el 28/02/2014, desde la fecha de formulación de requerimiento de 
acusación (26/07/2013) transcurrieron casi 06 meses en espera del juicio oral, lo 
que no resulta razonable tratándose de investigados privados de su libertad, pero 
en todo caso la vulneración del derecho se produjo en la etapa intermedia, lo que 
no es materia de la presente investigación.  
 
En el Caso No 3935-2012, se han realizado 16 actos de investigación dentro de los 
que se encuentran 03 pericias y/o diligencias especiales en un periodo de 200 días 
de investigación preparatoria propiamente dicha y 24 horas de investigación 
preliminar, siendo investigada 01 persona por el delito de violación de la libertad 
sexual en agravio de 01 persona, no se han realizado gestiones en el extranjero ni 
se encuentran indicios de alguna organización delictiva.  
      
En este caso, consideramos que si se ha vulnerado el derecho al plazo razonable 
durante la investigación preparatoria propiamente dicha; porque, si bien el delito es 
de delicada naturaleza no se han realizado gran número de actos de investigación, 
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16 en más de 06 meses, siendo que la mayor parte de ellas se realización durante 
la preliminar de 24 horas (10 diligencias). 
 
Igualmente, el plazo de prisión preventiva ha excedido el ordinario, alcanzando los 
296 días antes de ser sentenciado, sin embargo, la demora se produce durante la 
etapa intermedia y juicio oral, más de tres meses para llevarse a cabo, lo que no 
resulta razonable aun cuando se haya impuesto una sentencia de 20 años de pena 
privativa de libertad para el acusado. 
 
En ese mismo sentido, en el Caso No 3996-2012, se han realizado 11 actos de 
investigación dentro de los que se encuentra 03 diligencias especiales, en un 
periodo de 219 días de investigación preparatoria propiamente dicha y 24 horas de 
investigación preliminar, investigándose a 02 personas una de las cuales se 
encuentra con prisión preventiva y la otra en libertad, por el delito de Hurto 
Agravado en agravio de 01, no se tienen indicios de la existencia de una 
organización delictiva y tampoco  se han realizado diligencias fuera del país; por lo 
que, consideramos que se ha vulnerado el derecho al plazo razonable, por las 
razones que pasamos a exponer. 
 
El delito materia de investigación no reviste complejidad, y ello queda corroborado 
con el número de actos de investigación realizados, ni el número de investigados ni 
de agraviados le da caracteres de complejidad al caso; por lo que, no se encuentra 
justificado el empleo de un plazo extraordinario de 39 días cuando no se trata de un 
caso complejo, razón por cual el Juzgado de investigación preparatoria concedió 
únicamente un plazo de 06 meses para la prisión preventiva en contra del 
investigado detenido, plazo que no fue ampliado por el juzgado a pesar de la 
solicitud presentada por el Ministerio Publico precisamente por su escasa 
complejidad y prognosis de pena, siendo dejados en libertad y a la fecha de revisión 
dela Carpeta Fiscal, se encuentra en etapa intermedia. 
 
De otro lado, en el Caso No 4321-2012 se han investigado a 02 personas por los 
delitos de receptación agravada, hurto agravado, falsedad genérica y asociación 
ilícita para delinquir, de quienes se tiene indicios de que pertenecerían a una 
organización criminal y fueron 17 los agraviados identificados porque fueron 
encontrados más de 100 autopartes de distintos vehículos robados, en esta 
investigación se han realizado 178 actos de investigación dentro de los cuales se 
encuentran 52 pericias y diligencias especiales, en un plazo de 364 días de 
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investigación preparatoria propiamente dicha y 01 de preliminar; resulta razonable 
por las razones que pasamos a exponer.  
 
De la revisión de la Carpeta Fiscal encontramos que la investigación se inició con 
motivo de una intervención policial por parte del Departamento de Protección 
Vehicular de Arequipa, en fecha 25 de Setiembre del 2012, quienes se 
constituyeron a un taller de mecánica ubicado en el Distrito de Cerro Colorado ante 
la sospecha que en dicho lugar se encontrarían vehículos robados, ingresando al 
lugar en efecto se encontró más de 100 de autopartes y carrocerías de vehículos 
robados, así como, 03 vehículos sustraídos, los mismos que presentaban el número 
de serie limado y regrabado, siendo que, existiendo una fundada sospecha de que 
se trataría de una organización criminal dedicada al hurto de vehículos para su 
posterior desmantelamiento y venta de autopartes. 
 
Es así que, debido a la cantidad de autopartes encontradas, se procedió a 
investigar a la propietaria del inmueble y al conductor del mismo respecto de quien 
se solicitó prisión preventiva, por los delitos de hurto agravado en calificación 
alternativa con el delito de receptación agravada, falsificación de documento público 
y asociación ilícita para delinquir. 
 
En ese sentido, fue necesario realizar pericias de identificación vehicular en los 
vehículos encontrados y de ser posible en las autopartes halladas, para 
posteriormente identificar a los titulares de acuerdo a la información que iba siendo 
proporcionada por SUNARP, así como, se realizaron pericias físicas y biológicas en 
los vehículos encontrados a fin de  indagar sobre los autores del hurto, y pericias 
físico-químicas a fin de identificar las verdaderas placas de los vehículos 
encontrados, ya que, como manifestamos presentaban números de series limados 
y regrabados. 
 
Por lo tanto, se encuentra ampliamente justificado el empleo de 12 meses en 
investigación atendiendo a que el caso reviste caracteres de complejidad tanto por 
el número de agraviados, la naturaleza y numero de pericias realizadas como el 
número y calidad de delitos investigados, entre los que se encuentra asociación 
ilícita para delinquir; y, es por ello, que también el juzgado de investigación 
preparatoria correspondiente concedió la prórroga de investigación preparatoria en 
proceso complejo y las prolongaciones de prisión preventivas requeridas por el 




A diferencia del anterior caso, en la Carpeta Fiscal No 4581-2012, encontramos que 
el plazo de la investigación preparatoria propiamente dicha es breve, 83 días, 
dentro de los cuales se han realizado 39 actos de investigación incluidas 03 pericias 
y exámenes especiales, 01 es  el investigado por el delito de robo agravado y 01 el 
agraviado, no se han realizado gestiones fuera del país, ni se encuentran incidíos 
de alguna organización delictiva. Por lo que, se advierte que el plazo de 
investigación preparatoria es razonable, habiéndose atendido todos los pedidos 
solicitados y se realizaron gran número de actos de investigación.  
 
Sin embargo, el plazo de prisión preventiva es excesivo a pesar de encontrarse 
dentro del término ordinario, 165 días, pues una vez concluida la investigación 
preparatoria en fecha 31/01/2013, transcurrieron casi tres meses para que se 
llevara a cabo la sentencia por conclusión anticipada del proceso  el 23/04/2013, 
plazo que no resulta razonable para una sola audiencia, siendo que la sentencia fue 
de conformidad por conclusión anticipada del proceso, habiendo sido sentenciado 
el acusado a 07 años de pena privativa de libertad efectiva y S/. 500.00 por 
concepto de reparación civil. 
 
De otro lado, en la Carpeta Fiscal No 4600-2012 se advierte un plazo ordinario de la 
investigación preparatoria propiamente dicha de 178 días; y, 24 horas de 
investigación preliminar, en los que se realizaron 42 diligencias incluidas 02 
pericias, es 01 el imputado, 01 el agraviado, por el delito de robo agravado, no se 
tienen indicios de la existencia de una organización delictiva y tampoco se han 
realizado gestiones fuera del país; por lo que, la investigación se llevó a cabo en un 
plazo razonable. 
 
Sin embargo, la prisión preventiva ha durado un plazo de 324 días, advirtiéndose 
que desde la conclusión de la investigación preparatoria en fecha 15/04/2013, el 
control de acusación se llevó a cabo el 03/07/2013, luego de reiteradas 
reprogramaciones, tiempo excesivo para una sola audiencia. Igualmente, el 
juzgamiento se realizó en varias sesiones para finalmente ser sentenciado a 12 
años de pena privativa de libertad.  
 
Por lo que, podemos concluir que la investigación preparatoria propiamente dicha 
no ha tenido ninguna implicancia en la duración de la prisión preventiva del 
sentenciado, y en todo caso la utilización de plazos excesivos se han producido en 
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otras etapas del proceso que no son materia de la presente investigación; por lo 
que, no corresponde profundizar en este aspecto. 
 
En el caso 4958-2012, se investigó a 03 personas, por el delito de robo agravado, 
02 de nacionalidad colombiana y 01 venezolano, ya que, la cuarta  investigada 
resulto ser menor de edad, por lo que, fue derivada a la Fiscalía de Familia, quienes 
en horas de la noche del 05 de noviembre del 2012 interceptaron al agraviado (01) 
por inmediaciones de calle la Merced con 28 de Julio del Cercado de Arequipa,  dos 
de ellos lo redujeron sujetándolo del cuello y los brazos, mientras el tercero le 
sustrajo su teléfono celular y S/. 450.00 nuevos soles que se encontraban en sus 
bolsillos, para posteriormente entregárselo a la joven peruana menor de edad. Sin 
embargo, no se tienen indicios de la existencia de una organización delictiva. 
 
Se observa que el plazo de la investigación preparatoria propiamente dicha es de 
tan solo 26 días y 24 horas de preliminar. Sin embargo, fue durante la investigación 
preliminar en la que se realizó el mayor número de diligencias, 16 actos de 
investigación y 09 diligencias especiales y pericias, con apoyo policial, entre los que 
se encuentran el acta de intervención policial, registro personal, reconocimientos 
medico legales, declaraciones testimoniales y verificaciones domiciliarias, 
visualización del teléfono celular del agraviado, entre otros, útiles para lograr una 
sentencia condenatoria, de 4 años, 5 años, y 5 años y 6 meses de pena privativa de 
libertad efectiva respectivamente y al pago de una reparación civil de S/. 650.00 de 
manera solidaria. 
 
Por lo que, en el presente caso consideramos que no se ha vulnerado el derecho al 
plazo razonable durante la investigación preparatoria por la brevedad del plazo 
empleado para la investigación. 
 
En cuanto a la prisión preventiva esta no ha excedido el periodo ordinario, pues 
hasta la fecha en que se sentenció a los investigados (26/03/2013) ha durado 140 
días, Advirtiéndose que, desde la conclusión de la investigación preparatoria en 
fecha 10/12/2012, y presentado el requerimiento de control de acusación en fecha 
11/12/2012, es excesivo el plazo de más de 3 meses para programar una audiencia 
de juicio oral que concluyo con sentencia conformada, cuando los acusados se 
encuentran privados de su libertad, lo que también es imputable al juzgado y en una 




Finalmente, en la Carpeta No 5579-2012, se advierte que se emplearon 218 días 
para la investigación preparatoria, en la que se realizaron 30 actos de investigación 
incluidas 11 pericias y exámenes especiales, se tienen 03 investigados por los 
delitos de robo agravado y receptación; pero, sin indicios de la pertenencia a alguna 
organización delictiva, en agravio de una persona, y no se han realizado diligencias 
fuera del país.  
 
De lo revisado en la mencionada carpeta fiscal se observa que, el plazo empleado 
es razonable; por cuanto, los 38 días adicionales al plazo ordinario se encuentra 
justificado fundamentalmente, en la captura de uno de los implicados  el 
18/06/2013, que significo la realización de algunas diligencias adicionales en 
aproximadamente 01 mes y 15 días; por lo que, consideramos que no se ha 
vulnerado el derecho al plazo razonable durante la investigación preparatoria. 
 
Igualmente, el plazo de prisión preventiva es razonable y se encuentra dentro del 
plazo ordinario, habiendo durado 264 días antes de ser sentenciados los acusados 
en fecha 02/10/2013. 
 
De la información recabada en las Carpetas Fiscales analizadas se ha podido 
extraer la siguiente  Gráfica que refleja el porcentaje de casos en los que se ha 
vulnerado el derecho al plazo razonable: 
 





De la Gráfica No 17 podemos observar que el porcentaje de casos en los que se 
vulnero el derecho al plazo razonable durante la investigación preparatoria con 
prisión preventiva es sumamente alto, de un 23%, considerando que se trata de una 
investigación con imputados privados de su libertad, frente a un 77% en los que no 
se ha vulnerado el derecho al plazo razonable. 
 
Es preciso señalar que, en la Tercera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa se 
registra el mayor porcentaje de casos en los que se ha vulnerado el derecho al 
plazo razonable durante la Investigación preparatoria; no obstante, las razones por 
las que la citada afectación al derecho fundamental en referencia se ha producido lo 
desarrollaremos en el siguiente capítulo, atendiendo al extenso contenido que 









































CAUSAS DE VULNERACIÓN DEL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE 
DURANTE LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA CON PRISIÓN PREVENTIVA 
EN LAS FISCALÍAS PENALES CORPORATIVAS DE AREQUIPA Y SUS 
PRINCIPALES EFECTOS EN EL SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 
PENAL 
 
Luego de haber determinado en el Capítulo anterior los casos en los que se ha 
vulnerado el derecho al plazo razonable, corresponde establecer las causas de la 
afectación de este derecho, para ello hemos analizado cuidadosamente cada una 
de las carpetas seleccionadas, utilizando los tres indicadores previamente 
establecidos, los dos primeros referidos a causas intra-procesales; como son: Las 
prácticas jurídico procesales, tanto del investigado como del Fiscal, y, el tercero, 
una causa extraprocesal, es decir, las negativas circunstancias administrativas que 
se presentan.  
 
Siendo estas causas las que generan efectos negativos en el sistema de  
administración de justifica penal que también serán materia de análisis en el 
presente capitulo, teniendo en cuenta que una inoportuna administración de justicia 
no solo afecta a las partes de un caso en concreto sino que repercute en la 







4.1. DETERMINACIÓN DE CAUSAS POR LAS QUE SE HA VULNERADO EL 
DERECHO AL PLAZO RAZONABLE DURANTE LA INVESTIGACIÓN 
PREPARATORIA CON PRISIÓN PREVENTIVA EN LAS TRES FISCALÍAS 
PENALES CORPORATIVAS DE AREQUIPA 
 
Conforme lo hemos señalado en líneas precedentes, para encontrar las causas de 
la afectación del derecho al plazo razonable durante la investigación preparatoria 
cuando se tiene un investigado con prisión preventiva, se han considerado los tres 
indicadores ya señalados.  
 
Sin embargo, a fin de lograr nuestros objetivos, se han comprendido también por 
cada indicador sub indicadores,  los mismos que nos serán útiles para determinar 
las causas de vulneración del derecho al plazo razonable por dilación en la 
investigación, en tanto, no se ha identificado en el Capítulo anterior, ningún caso en 
el que se haya vulnerado este derecho por la brevedad del plazo, por lo que nuestro 
estudio en el presente Capitulo está circunscrito a Carpetas Fiscales en las que se 
han empleado plazos excesivos, ya sea, supra ordinarios o excepcionales durante 
la investigación preparatoria propiamente dicha, en tanto, tampoco se han 
identificado en el Capítulo anterior casos en los que se haya afectado el derecho al 
plazo razonable durante la investigación preliminar. 
 
4.1.1. PRÁCTICAS JURÍDICO PROCESALES INADECUADAS DEL 
INVESTIGADO CON PRISIÓN PREVENTIVA DURANTE LA  
INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
 
El proceso judicial tiene reglas temporales y principios que buscan regular la 
conducta leal, proba y honesta de los litigantes, dentro de los que se encuentra la 
buena fe en el proceso, que en líneas generales supone que las partes ejercitaran 
sus derechos sin excesos ni abusos, contrario sensu la mala fe consiste en la 
intensión y conciencia de perjudicar o engañar (dolo), que se manifestara de 
manera externa a través de actos objetivos.  
 
En ese orden de ideas, la presunción de la buena fe es un principio general, del 
cual cabe apartarse no solo cuando se proporciona la prueba de la mala fe, a través 
de presunciones graves, precisas y concordantes, sino también cuando las 




En tal sentido, cuando el investigado ha urdido con sus actos una prolongación 
innecesaria del proceso (malicia) no solo afecta el derecho al plazo razonable de 
las partes en el proceso sino al sistema procesal penal en general; siendo 
necesario para su determinación la utilización de los siguientes sub indicadores:   
 
A. Presentación de Recursos y Escritos Ineficaces y sin Fundamento. En 
este ítem, encontraremos aquellos escritos o recursos que presenta la 
defensa del investigado con efectos dilatorios y que deben ser denegados 
por la autoridad que administra justicia; pero, que se diferencian de aquellos 
que a pesar de haber sido denegados  no son dilatorios, por el fundamento 
que los sostiene. 
 
B. Obstaculización en la Entrega de Información Necesaria para la 
Investigación. La intervención del investigado por intermedio de su 
abogado no puede ser de carácter  obstruccionista el desarrollo de la 
investigación; por el contrario, debe colaborar con  el desarrollo de la misma; 
por lo tanto, si el investigado ha pretendido de manera subrepticia 
imposibilitar la obtención de medios probatorios que permitan esclarecer los 
hechos investigados se afecta el derecho al plazo razonable. 
 
C. Frustración Injustificada de Diligencias a Nivel Fiscal y Judicial. Este 
acápite nos permitirá revelar si existe una intención dilatoria en el 
investigado, cuando sin motivo justificado no se presenta a las diligencias 
programadas en la investigación. 
 
4.1.2. PRÁCTICAS JURÍDICO PROCESALES INADECUADAS DEL FISCAL EN 
LA CONDUCCIÓN DE LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA CON 
PRISIÓN PREVENTIVA 
 
El Fiscal, como titular de la acción penal y conductor de la investigación, deberá 
observar en cada caso, la existencia de una relación de proporcionalidad entre los 
medios empleados y el fin previsto, de manera tal que, su predisposición permita 
hacer efectivo el instrumento procesal, pues serán él quien utilizando los medios 
legales a su alcance decidirá en cada caso por la efectiva realización del derecho al 




Por ello, el Fiscal no debe perder de vista que cuando promueve la acción penal 
debe procurar que con el proceso el justiciable acceda a una instancia útil y 
efectiva; por tanto, su deber consiste en conducir adecuada y oportunamente la 
investigación, incluso sorteando los obstáculos que se presenten en su desarrollo, 
ya sea, por circunstancias administrativas negativas o por la conducta maliciosa de 
las partes o terceros vinculados al proceso; toda vez que, de sus decisiones, 
durante la investigación preparatoria dependerá que se le de concreción a ese 
derecho abstracto al plazo razonable.  
 
En ese sentido, encontramos que la vulneración del derecho al plazo razonable por 
culpa de las autoridades fiscales que conducen la investigación se puede producir 
tanto por acción (positiva) como por inacción (negativa), las primeras, son errores 
de procedimiento, como por ejemplo: la realización de diligencias inoficiosas; y, las 
segundas, por no adoptar medidas de aseguramiento para la obtención oportuna de 
medios probatorios. Habiendo seleccionado 06 supuestos que nos permitirán 
determinar si la conducción de la investigación fiscal ha sido adecuada o no:  
 
A. Excesiva duración en la Resolución de Recursos y Escritos 
Presentados por las Partes. Nos permitirá determinar si el Fiscal ha sido 
diligente y oportuno en la resolución de los pedidos que se le hayan 
formulado por las partes a lo largo de toda la investigación preparatoria 
propiamente dicha. 
 
B. Ineficacia de Apercibimientos ante la Inconcurrencia a Citaciones 
Fiscales. Se pretender determinar si el Fiscal hizo uso de sus facultades 
coercitivas a fin de garantizar la presencia de los citados y no permitir que 
se dilate innecesariamente el desarrollo de la investigación preparatoria. Así 
como, determinar si  los apercibimientos que se pudieran haber dispuesto se 
hicieron efectivos. 
 
C. Ineficacia de Apercibimientos ante la Demora en la Entrega de 
Información por Parte  de Otras Entidades. Al igual que en el caso 
anterior este supuesto nos permite determinar si el Fiscal utilizo las 
facultades coercitivas que le concede la ley para asegurar la pronta 
obtención de medios probatorios solicitados a otras entidades, que permita 
una oportuna resolución del caso; y de haberse dispuesto si estos se 




D. Realización de Diligencias Impertinentes, Inidóneas o Inconducentes al 
Esclarecimiento de Los Hechos. Ello nos da la posibilidad de evaluar si 
las diligencias ordenadas por el Fiscal durante la investigación preparatoria 
son pertinentes177, conducentes178 y útiles179. 
 
E. Escaso Apoyo Policial en la Realización de Diligencias Preparatorias. 
Es importante determinar la medida en la cual se cuenta con el apoyo de los 
miembros que conforman la Policía Nacional del Perú para el 
esclarecimiento de los hechos, durante la investigación preparatoria, para 
verificar si este es otro aspecto que contribuye a la vulneración del derecho 
al plazo razonable. 
 
F. Demora en la Obtención de Pericias y Exámenes o Diligencias 
Especiales. Del tiempo en que se obtenga una pericia, examen o diligencia 
especial dependerá el desarrollo oportuno de la investigación, pues estos 
medios probatorios determinan el curso de la misma, por su carácter 
científico (objetivo).  
 
4.1.3. CIRCUNSTANCIAS ADMINISTRATIVAS NEGATIVAS 
 
De acuerdo a la evolución del derecho procesal, el momento actual que nos ha 
tocado vivir, determina la necesidad de poner a disposición de los sujetos de 
derecho, un proceso  donde estén asegurados; por lo menos, los derechos 
fundamentales que le son propios. 
 
En esa tarea, corresponde al Estado prestar anteladamente, es decir, con 
anterioridad al conflicto, un conjunto de garantías institucionales necesarias que 
permitan a los justiciables hacer efectivo el ejercicio de su derecho al plazo 
razonable.  
 
                                                 
177177
 Pertinente, significa perteneciente o correspondiente a una cosa. Adecuado. Oportuno. Conducente o 
concerniente al pleito. Prueba admisible. Probanza eficaz. En CABANELLAS, Guillermo. Diccionario Enciclopédico 
de Derecho Usual. Tomo VI.Pag.231. 
 
178
 Conducente significa, adecuado, conveniente para un fin. En CABANELLAS, Guillermo. Diccionario 
Enciclopédico de Derecho Usual. Tomo II.Pag.275. 
 
179
 Útil significa, provechoso, beneficioso. Que produce frutos. Que da intereses. Susceptible de uso o servicio. En 
CABANELLAS, Guillermo. Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual. Tomo VIII.Pag.290.  
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Dentro de ese conjunto de garantías imprescindibles para el desarrollo de las 
investigaciones penales, encontramos la obligación del Estado de proveer los 
recursos humanos y materiales necesarios para una adecuada administración de 
justicia; por lo tanto, la carencia de estos recursos, contribuye a la afectación del 
derecho al plazo razonable, dado que, se constituyen en circunstancias 
administrativas negativas que dificultan al director de la investigación penal (Fiscal) 
afrontar los casos adecuadamente, e inevitablemente devienen en dilaciones 
indebidas en la sustanciación y resolución de los mismos, tal como ocurre en las 
Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa, que incluso han sido materia de 
artículos periodísticos (Ver Anexo 10-Diario La República-08/01/2015) 
 
En ese sentido, el contexto metodológico utilizado en la investigación de campo 
para la determinación de las causas administrativas negativas de vulneración del 
derecho al plazo razonable se ha obtenido a partir de una encuesta, cuyo 
cuestionario corresponde al Anexo 04 (Cedula de recolección de datos) compuesta 
por siete preguntas, relacionadas al tema materia de estudio y dirigidas a una 
cantidad determinada (07) y especifica (Fiscales), de modo que, la información que 
nos brinden sea fidedigna, y sobre todo refleje las circunstancias reales en las que 
se  tramitaron las investigaciones penales seleccionadas e iniciadas el 2012 en las 
Tres Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa, cuyos resultados serán 
analizados de manera individual por cada caso seleccionado. 
 
Siendo que, el cuestionario tendrá como objetivo determinar específicamente los 
problemas de infraestructura, mobiliario y material logístico (carencia de recursos 
materiales); y, de insuficiencia de personal fiscal y administrativo (carencia de 
recursos humanos) correspondientes al año 2012. Datos que serán confrontados 
con la información estadística correspondiente al 2013, que las dependencias 
administrativas del Ministerio Público de Arequipa nos proporcionaran respecto a 
estas mismas circunstancias administrativas. 
 
Ello, con la finalidad de verificar dos aspectos: El primero, conocer las 
circunstancias administrativas dentro de las cuales los Fiscales tuvieron que llevar 
las investigaciones penales desde el año 2012 en que se iniciaron los casos 
seleccionados  hasta el 2013 en el que la mayoría de ellos culminaron; y, segundo, 
comparar  las circunstancias administrativas presentes durante el año 2012 con las 




En ese sentido, para determinar las circunstancias administrativas presentes 
durante el año 2012 en la tramitación de las carpetas fiscales seleccionadas,  se 
formularon siete preguntas; las dos primeras, introductorias, referidas al cargo que 
ocupo el fiscal entrevistado y el tipo de despacho en el que laboro durante el 2012. 
La dos siguientes,  sobre la carga fiscal con la que contaba durante aquel año y, el 
que considera está en capacidad de tramitar óptimamente; y, finalmente, las tres 
últimas, referidas a la suficiencia del personal administrativo y del material logístico, 
y lo apropiado de la infraestructura con la que cuenta. (Ver Anexo No 04- Ficha de 
recolección de datos). 
 
Datos, que como señalamos serán confrontados con la información del año 2013, 
proporcionada por el área administrativa del Ministerio Público de Arequipa, con el 
siguiente orden: 
 
Los reportes estadísticos de la Carga Fiscal por etapas a noviembre del 2013, de 
cada uno de los fiscales encuestados, proporcionada por la Coordinación de cada 
una de las tres  Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa (Ver Anexo 07- 
Reportes Estadísticos de Carga Fiscal),  la Primera Fiscalía el 19/11/2013, la 
Segunda Fiscalía el 21/11/2013 y  la Tercera Fiscalía el 20/11/2013, que nos serán 
útiles para conocer la carga fiscal con la que contaban estos fiscales durante el año 
2013; y si esta ha variado respecto del año anterior.  
 
Igualmente, se ha obtenido del Área de Potencial Humano del Ministerio Público el 
cuadro de ubicación física del personal Fiscal y administrativo de las tres Fiscalías 
Penales Corporativas de Arequipa correspondientes al 2013, proporcionada en 
fecha 28/11/2013 (Ver Anexo 08- Personal Asignado Físicamente a las Fiscalías 
Provinciales Penales Corporativas de Arequipa), que nos permitirá conocer el 
personal administrativo y fiscal con que cuenta cada despacho fiscal en el que se 
ha vulnerado el derecho al plazo razonable, y si este ha variado respecto del 2012. 
 
Finalmente, se ha obtenido de la Gerencia de la Unidad Ejecutora de  Arequipa, la 
asignación de bienes en uso correspondientes al año 2013 (Ver Anexo 08- Cargo 
Personal Por Asignación de Bienes en Uso), a fin de verificar el mobiliario con el 
que contaba cada uno de los fiscales que registran casos en los que se ha 




En ese orden de ideas, a continuación desarrollaremos brevemente los sub 
indicadores  que proponemos dentro de las circunstancias administrativas negativas 
en las Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa, siendo estos las siguientes: 
 
A. Carencia de Recursos Humanos. Entendemos por recursos humanos al 
trabajo que aporta el conjunto de personas, sean trabajadores o 
colaboradores de una organización o institución y que se caracteriza por 
desempeñar una variada lista de tareas específicas dependiendo de las 
funciones que le sean encomendadas.  
 
Cabe precisar que en estos tiempos los recursos humanos de una entidad 
constituyen una de sus fuentes de riqueza más importantes, ya que, son los 
responsables de la ejecución y desarrollo de todas las tareas y actividades 
que se requieren para el buen funcionamiento de la misma.   
 
Dentro de este supuesto podemos comprender tanto el insuficiente personal 
administrativo como de personal Fiscal; el primero, es importante porque la 
colaboración administrativa con que cuente un Fiscal es fundamental para el 
desarrollo adecuado de sus funciones, pues ello, le permitirá avocarse 
exclusivamente a la conducción de las investigaciones penales a su cargo; 
y, el segundo, porque del número de fiscales con que cuente una fiscalía 
dependerá la carga asignada, en relación inversamente proporcional; dado 
que, a mayor número de fiscales menor número de casos asignados a cada 
uno de ellos. 
 
B. Carencia de Recursos Materiales. Se entiende por recursos materiales 
para el presente trabajo, aquellos bienes tangibles con los que cuenta una 
entidad para poder ofrecer sus servicios, tales como: infraestructura, 
maquinas, equipos, oficinas, o cualquier otro tipo de herramientas o 
instrumentos necesarios para el ejercicio de sus funciones. 
 
En ese sentido, dentro del concepto de recursos materiales hemos 
considerado tanto al mobiliario (muebles o accesorios) asignado a cada 
fiscal, como a todo aquel medio u objeto con que cuenta cada uno de ellos 
para la prestación del servicio (papel, útiles de escritorio, etc.), incluida la 
infraestructura en la que desarrollan sus labores, que debería ser la 
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adecuada para el buen desempeño fiscal, caso contrario se constituye en un 
factor más que influye en la vulneración del derecho al plazo razonable. 
 
Habiendo delimitado los supuestos a utilizar para determinar las causas de 
vulneración del derecho al plazo razonable, pasamos a desarrollarlos en cada caso 
de cada una de las Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa: 
 
4.1.4. CAUSAS POR LAS QUE SE HA VULNERADO EL DERECHO AL PLAZO 
RAZONABLE EN LA PRIMERA FISCALÍA PENAL CORPORATIVA DE 
AREQUIPA 
 
 En la Primera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa se han identificado 03 casos 
en los que se ha vulnerado el derecho al plazo razonable durante la investigación 
preparatoria  propiamente dicha, conforme al análisis efectuado en el capítulo 
anterior.  
 
Nos corresponde ahora identificar las causas por las que se ha vulnerado este 
derecho bajo los tres indicadores ya señalados, el primero, prácticas jurídico 
procesales inadecuadas del investigado; el segundo, las prácticas jurídico 
procesales inadecuadas del Fiscal en la conducción de la investigación; y, el 
tercero, las circunstancias administrativas negativas presenten durante la 
tramitación de las Carpetas Fiscales seleccionadas.  
 
Siendo que  dentro de cada uno de los ámbitos propuestos en el presente trabajo, 
encontramos los sub indicadores también previamente detallados. Así tenemos: 
 
A. CARPETA FISCAL No 2012-1163  
 
Se trata de un caso de hurto agravado en el que una persona de sexo masculino en 
compañía de tres féminas logran sustraer joyas de un establecimiento comercial 
distrayendo la atención de la vendedora; posteriormente, fue acumulada la Carpeta 
Fiscal No 1758-2012, con un segundo agraviado sobre nuevos hechos pero de la 
misma naturaleza, en el que se encuentran implicados dos de los imputados 
inicialmente comprendidos y dos imputados más; por lo que, pasaremos a analizar 
cada uno de los ítems propuestos para la determinación de las causas de 




a. Prácticas Jurídico Procesales Inadecuadas del Investigado con 
Prisión Preventiva durante la  Investigación Preparatoria 
 
Bajo este ámbito encontramos 03 supuestos, que son: La presentación de recursos 
y escritos ineficaces y sin fundamento, la obstaculización en la entrega de 
información necesaria para la investigación y la frustración injustificada de 
diligencias a nivel fiscal y judicial,  los cuales iremos desarrollando paulatinamente.  
 
En principio, se advierte en el presente caso que la defensa del imputado no ha 
presentado ningún escrito o recurso que pueda ser considerado ineficaz y/o sin 
fundamento; y, tampoco, el Ministerio Público ha solicitado a los investigados algún 
tipo de información, por lo que, no se presenta el supuesto de obstaculización en la 
entrega de información necesaria para la Investigación. 
 
Sin embargo, si se presenta el supuesto de “Frustración Injustificada de Diligencias 
a Nivel Fiscal y Judicial”, dado que, se frustro en una oportunidad la recepción de 
las declaraciones de los investigados en libertad por su inconcurrencia injustificada, 
no obstante el investigado detenido que si cumplió con asistir a las diligencias para 
las que fue requerido se vio perjudicado con la inconcurrencia de sus coimputados, 
más aun cuando, esta fue  la última diligencia realizada antes de concluir la 
investigación preparatoria. 
 
b. Prácticas Jurídico Procesales Inadecuadas del Fiscal en la 
Conducción de la Investigación Preparatoria con Prisión 
Preventiva 
 
Respecto de este ámbito utilizaremos  seis supuestos, cuales son: la excesiva 
duración en la resolución de recursos y escritos presentados por las partes, la 
ineficacia de apercibimientos ante la inconcurrencia a citaciones fiscales, la 
ineficacia de apercibimientos ante la demora en la entrega de información por parte  
de otras entidades, la realización de diligencias inidóneas e inconducentes al 
esclarecimiento de los hechos, el escaso apoyo policial en la realización de 
diligencias preparatorias; y, finalmente, la demora en la obtención de pericias y 
exámenes especiales. 
 
En general, se observa que la resolución de los escritos demoro entre 01 a 03 días; 
sin embargo, en fecha 02/10/2012 la agraviada ha ofrecido un video, cuya 
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visualización fue ordenada después de más de 02 meses de ofrecida, en fecha 
20/12/2012, y, finalmente, fue visualizado el 08/01/2013, lo que ha retrasado la 
investigación por más de 03 meses, a pesar de ser de tal relevancia esta diligencia, 
que en ella se observa a los imputados sustrayendo las joyas del establecimiento 
comercial de los agraviados, permitiendo la identificación de todos los denunciados, 
lo que denota una “Excesiva Duración en La Resolución de Recursos y Escritos 
Presentados por las Partes.” 
 
Igualmente, en fecha 19/02/2013 se solicitó la conclusión de la investigación 
preparatoria, pedido que no obtuvo respuesta, y recién en fecha 26/03/2013 se 
concluyó la investigación preparatoria, cuando el investigado ya había presentado 
un requerimiento de control de plazos ante el Juzgado de Investigación Preparatoria 
correspondiente, el mismo que fue declarado fundado dejándose en libertad a un 
imputado, precisamente por haber vencido el plazo de prisión preventiva y no 
presentar complejidad el caso; siendo que, hasta la fecha en que se revisó la 
Carpeta Fiscal (22/01/2014) no se emitió sentencia, sea absolutoria o condenatoria. 
 
De otro lado, no se han realizado apercibimientos para las partes por su 
inconcurrencia a las citaciones fiscales; como ocurre con los imputados en libertad 
que no concurrieron a su primera citación a pesar de encontrarse vencido del  plazo 
de investigación, diligencia que finalmente no pudo realizarse, lo que también 
denota una inadecuada conducción de la investigación fiscal. 
 
De la revisión de la Carpeta Fiscal no se advierte la necesidad de apercibimientos 
en contra de los funcionarios de las  entidades de las que se requirió información; 
porque la información solicitada ha demorado en recabarse entre 10 a 15 días, lo 
que evidentemente no ha significado un retraso en la investigación, por lo que no se 
presenta este supuesto. 
 
No se advierte la existencia de “diligencias impertinentes, inidóneas o 
inconducentes al esclarecimiento de los hechos”; por el contrario, las que se 
ordenaron, permitieron identificar a todos los implicados en la sustracción de las 
joyas, mediante visualización de videos y reconocimientos fotográficos; no obstante, 
ello no justifica el empleo de un prolongado periodo de tiempo que afecta el 
derecho al plazo razonable; por lo que, las diligencias ordenadas han sido idóneas, 




En cuanto se refiere al supuesto de “Escaso Apoyo Policial en la Realización de 
Diligencias Preparatorias”, si bien, durante la investigación preliminar que duro 25 
días si se ha realizado gran número de diligencias con apoyo de la División de 
Investigación Criminal de la Policía Nacional del Perú- Sección Robos, luego de 
formalizada la investigación preparatoria, no se observa que el Fiscal haya 
solicitado su apoyo; por lo que, si no hubo apoyo policial durante esta última etapa 
fue porque no se solicitó, lo que de modo alguno puede ser considerado como un 
escaso apoyo policial. 
 
Es necesario precisar que en el presente caso no se registran pericias durante la 
investigación preparatoria propiamente dicha, pero si diligencias especiales como 
visualización de videos de seguridad de los establecimientos comerciales 
agraviados y reconocimientos fotográficos de los 04 imputados en libertad, cuya 
demora es atribuible a la inadecuada conducción fiscal de la investigación por las 
razones ya expuestas en los acápites precedentes, siendo esta una causa más de 
la vulneración del derecho al plazo razonable en el presente caso.  
 
c. Circunstancias Administrativas Negativas 
 
En el caso analizado se presentan de manera concurrente los dos supuestos 
postulados en la investigación: La carencia de Recursos Humanos y la carencia de 
Recursos Materiales. En cuanto al primero,  encontramos los siguientes resultados:  
  
Durante el año 2012, de acuerdo a la encuesta formulada al Fiscal del Caso, se ha 
obtenido la siguiente información: Se trata de una Fiscal Adjunta, quien labora en 
un Despacho de Investigación, en el que como estudiamos en el capítulo III, los 
casos revisten cierta complejidad. Habiendo tramitado entre 60 a 80 carpetas 
fiscales durante el 2012; sin embargo, considera razonable tramitar entre 20 a 40 
casos para conducir adecuadamente las investigaciones penales; por lo que, existe 
una insuficiente cantidad de personal fiscal, dado que, se requeriría 02 Fiscales.  
 
Además, la Fiscal del Caso considera irrazonable el personal administrativo con el 
que contaba al 2012, porque solo recibía el apoyo de un asistente en función fiscal 
que era compartido con el otro fiscal adjunto del Despacho, dado que, el despacho 
solo contaba con dos asistentes en función fiscal uno para el apoyo exclusivo del 




Igualmente, el mobiliario asignado en el mismo periodo, es insuficiente porque 
consta de: un teléfono a su cargo, pero compartido con un aproximado de 05 
fiscales, un 01 escritorio, 01 módulo para computadora, una computadora de 
escritorio y un sillón, una impresora compartida por 05 Fiscales y 01 fotocopiadora 
compartida por los más de 18 Fiscales Adjuntos de la Primera Fiscalía Penal 
Corporativa de Arequipa. 
 
Siendo que, considera que necesita de manera urgente, una computadora portátil a 
efecto de realizar diligencias fuera del despacho, un archivador, un anaquel u otro 
similar donde custodiar las Carpetas Fiscales, y que se le provea de la dotación de 
papel y útiles de escritorio suficiente para el desarrollo adecuado de sus funciones, 
conforme ha señalado la fiscal del caso en la encuesta que se le ha formulado. 
 
En cuanto a la infraestructura, la Fiscal del caso ha manifestado en la encuesta que 
es inadecuada, dado que, el área en el que labora es de aproximadamente 2 x 3 
m2; y, en un solo ambiente, en el que, con áreas similares de trabajo laboran 10 
fiscales más. Más aún, si tenemos en consideración que de acuerdo a la entrevista 
efectuada a la fiscal del caso, no se efectúan internamientos de carpetas concluidas 
al archivo central desde hace tres años aproximadamente, custodiando además en 
ese reducido área dichas carpetas. 
 
Así mismo, se ha precisado que el ambiente en el que se encuentra laborando la 
Fiscal del caso, es la adaptación de una casona antigua de sillar adaptada para 
oficinas, lo cual también es inapropiado. 
 
De otro lado, durante el año 2013, también se ha verificado el insuficiente personal 
administrativo y fiscal, pues del cuadro de ubicación física del personal Fiscal y 
administrativo de la Primera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa 
correspondiente al 2013, se advierte que el Despacho de la Fiscal adjunta a cargo 
del caso presenta la misma conformación que el año anterior, así se cuenta con dos 
asistentes en función fiscal para el apoyo administrativo de 03 Fiscales.  
 
En cuanto al personal fiscal, la fiscal a cargo del caso cuenta con una Carga Fiscal 
de 111 Carpetas Fiscales en trámite al 19/11/2013, esto de acuerdo al reporte de 
carga fiscal correspondiente, número que se incrementa respecto del año anterior; 
por lo que, continua siendo excesivo para una sola persona, habiéndose 




Finalmente, en el supuesto correspondiente a la “Carencia de Recursos Materiales”, 
se ha considerado el mobiliario con el que cuenta la Fiscal a cargo del caso, de 
acuerdo con lo informado por la Gerencia de la Unidad Ejecutora de  Arequipa 
sobre la asignación de bienes en uso que se le ha entregado al 29/11/2013; 
verificándose que se ha incrementado en 07 los bienes asignados respecto del año 
anterior pero que no significan un aumento sustancial; por lo que, consideramos 
que continua siendo insuficiente. 
 
B. CARPETA FISCAL No 1458-2012 
 
Este caso está referido a dos agraviados, una mujer y un varón, que fueron 
interceptados por dos sujetos de sexo masculino quienes amenazándolos con un 
“cuchillo”, les sustrajeron sus pertenencias, entre las que se encontraban un 
teléfono celular y la suma de S/. 200.00 a uno y S/. 51.00 a la otra, quienes luego 
se dieron a la fuga siendo capturados  por efectivos policiales en su huida.  
 
En ese sentido, la Carpeta Fiscal ha sido analizada utilizando los mismos 
parámetros para la determinación de las causas de la vulneración del derecho al 
plazo razonable que en el caso anterior, siendo estos los siguientes: 
 
a. Prácticas Jurídico Procesales Inadecuadas del  Investigado con 
Prisión Preventiva durante la  Investigación Preparatoria 
 
En este caso, también utilizaremos los mismos 03 supuestos que en el caso 
anterior, con los siguientes resultados:  
 
De la revisión de la Carpeta Fiscal se advierte que los dos investigados detenidos 
interpusieron recurso de apelación en contra  de la Resolución Judicial No 02-2012 
por la que se declara fundada su prisión preventiva, la misma que fue declarada 
infundada por la Sala Penal de Apelaciones de Arequipa, y si bien el recurso resulto 
ineficaz presenta fundamentación adecuada, aun cuando la Sala comparta el 
criterio estimado por  el Juzgado de Investigación Preparatoria de primera Instancia.  
 
Además, del recurso mencionado no se advierte otros casos en los que los pedidos 
presentados por la defensa hayan sido denegados; por el contrario, de los actuados 
se observa una activa participación que los abogados defensores de los imputados 
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durante  la investigación, solicitando la realización de diligencias que coadyuvan a 
su defensa. 
 
Tampoco se ha solicitado información al investigado; por lo que, no se presenta el 
supuesto de “Obstaculización en la Entrega de Información Necesaria para la 
Investigación”. 
 
En cuanto a la “Frustración Injustificada de Diligencias a Nivel Fiscal y Judicial”, en 
el presente caso en una oportunidad no se llevó a cabo la declaración del imputado 
pero su abogado defensor presento oportunamente un escrito indicando las 
razones de su imposibilidad de concurrir, solicitando su reprogramación, lo que no 
podemos considerar como una causal de vulneración del derecho pues ha sido 
justificada.  
 
b. Prácticas Jurídico Procesales Inadecuadas del Fiscal en la 
Conducción de la Investigación Preparatoria con Prisión 
Preventiva 
 
Se advierte que existe demora en la resolución de las solicitudes presentadas para 
la realización de diligencias por parte de la defensa del imputado, entre 30 a 45 días 
aproximadamente, como por ejemplo: la solicitud de examen retrospectivo del 
dosaje etílico de un investigado, a efecto de determinar el grado de alcohol en la 
sangre que presentaba al momento en que ocurrieron los hechos. Peor aún, 
cuando se trata de pedidos de mero trámite, como reprogramaciones de diligencias, 
en muchos casos nunca obtuvieron respuesta, por lo que, la demora en su 
realización o su falta de atención si es una causa de vulneración del derecho al 
plazo razonable.  
 
De otro lado, se observa en esta Carpeta Fiscal la inasistencia reiterada a 
citaciones fiscales de testigos presenciales como, los agraviados y un efectivo 
policial, quienes fueron apercibidos de ser conducidos compulsivamente en 
reiteradas reprogramaciones, sin haberse hecho efectivo en ninguna oportunidad; 
por lo que, resultaron siendo apercibimientos ineficaces; más aún cuando, no se 
obtuvieron los medios de prueba en su integridad debido a la inconcurrencia de los 





De igual forma, fueron ineficaces los 04 apercibimientos de “bajo responsabilidad 
funcional” en contra de los funcionarios de instituciones como la telefonía Claro 
para la remisión de información autorizada judicialmente, sobre comunicaciones, 
pues fue proporcionada después de 03 meses de solicitada, esto es, el 22/10/2012; 
y, una ampliación de la información alcanzada, llego después de 01 y 02 meses de 
solicitada, en dos partes el 28/11/2012 y el 26/12/2012, lo que sí ha retrasado la 
investigación varios meses, más aun, cuando era la única diligencia pendiente para 
la conclusión de la investigación, afectando el derecho al plazo razonable.  
 
En cuanto se refiere a la concurrencia de diligencias impertinentes, inconducentes o 
inidóneas en el desarrollo de la investigación, en este caso no se presentan, por el 
contrario, se han realizado diligencias pertinentes, conducentes y útiles, en tanto, se 
ha solicitado la incautación de los bienes materia de delito encontrados en poder de 
los imputados, así como, el levantamiento del secreto de comunicaciones respecto 
del teléfono celular sustraído a los agraviados, a fin de vincular a ambos 
investigados en la comisión del ilícito penal denunciado, entre otros. 
 
Igualmente, no aparece de la revisión de la Carpeta Fiscal que se haya producido 
un “Escaso Apoyo Policial en la Realización de Diligencias Preparatorias”; por 
cuanto, si bien se advierte apoyo policial solo durante la investigación preliminar, 07 
actos de investigación; y, ninguno con su colaboración durante la investigación 
preparatoria propiamente dicha, tampoco se observa que el Fiscal del caso haya 
solicitado participación de la Policía Nacional del Perú en las diligencias 
preparatorias; por lo que, no constituye causa de afectación del derecho al plazo 
razonable.  
 
Finalmente, durante la investigación preparatoria se registran 05 pericias y 
diligencias especiales, en cuya obtención no se advierte demora, pues si bien el 
Fiscal a cargo del caso espero largos meses para disponer el examen retrospectivo 
del dosaje etílico o el levantamiento del secreto de comunicaciones, el resultado del 
primero y la autorización judicial del segundo se obtuvieron en breve tiempo, 07 
días aproximadamente de solicitadas; por lo que, consideramos que el supuesto de 
demora en la obtención de pericias y exámenes especiales, tampoco se presenta 






c. Circunstancias Administrativas Negativas 
 
En forma reiterada en este caso observamos que se presentan los dos supuestos 
de circunstancias administrativas negativas,  como son: la Carencia de recursos 
humanos y la carencia de recursos administrativos  
 
En cuanto al supuesto de “Carencia de Recursos Humanos”,  encontramos que 
durante el año 2012, de acuerdo a la encuesta formulada al Fiscal del Caso, se ha 
obtenido la siguiente información: Se trata de un Fiscal Adjunto, quien labora en un 
Despacho de Investigación. Habiendo tramitado entre  60 a 80    carpetas fiscales 
durante el 2012; sin embargo, considera razonable tramitar entre  20 a 40   casos 
para conducir adecuadamente las investigaciones. 
 
En consecuencia, existe un déficit de Fiscales en proporción de 2 a 1, en el 
entendido que un Fiscal esta en aptitud de tramitar 40 Carpetas como máximo; por 
lo tanto, 80 casos deberían estar a cargo de por lo menos 02 Fiscales, lo que 
denota la desproporción entre el número de fiscales para conducir la cantidad de 
casos que les son asignados. 
 
Además, el Fiscal del Caso considera irrazonable el personal administrativo con el 
que contaba al 2012 porque solo eran dos asistentes en función fiscal para el apoyo 
administrativo de 03 fiscales, donde uno de los asistentes apoyaba única y 
exclusivamente al Fiscal Provincial y el otro a los dos Fiscales Adjuntos, resultando 
insuficiente si se tiene en cuenta excesiva la carga fiscal que tiene a su cargo. 
 
Igualmente, el mobiliario asignado en el mismo periodo, es insuficiente porque 
consta de: 03 sillas, 02 archivadores, 01 módulo de computadora, una computadora 
de escritorio, 01 sillón y 01 ventilador. Siendo que, considera imprescindible contar 
con un teléfono fijo o celular para las coordinaciones diarias con otras entidades, 
poder judicial, policía, etc., a fin de viabilizar las investigaciones a su cargo. 
Además, requiere de una impresora y/o fotocopiadora, dado que, las que utiliza 
corresponden a otros despachos y son compartidas por varios fiscales, una 
computadora portátil, que de hecho resulta siendo significativa para el mejor 
desarrollo de sus labores. 
 
Así mismo, se ha precisado en la encuesta efectuada que existe insuficiente papel 
bond A-4, útiles de escritorio, entre otros al extremo que en ocasiones es necesario 
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que cada fiscal adquiera sus propios útiles de escritorio e incluso papel bond para 
elaborar sus disposiciones. 
 
En cuanto a la infraestructura, el Fiscal del caso considera que el área que se le ha 
asignado de 3x 4 m2 aproximadamente, no es ni el ideal, ni el razonable, 
atendiendo a la gran cantidad de  carpetas fiscales a su cargo tanto en trámite 
como archivadas que custodia en dicho espacio, a pesar de que es mayor al de la 
mayoría de Fiscales Adjuntos de la Primera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa.   
 
De otro lado, durante el año 2013, se ha verificado el insuficiente personal 
administrativo y fiscal, pues del cuadro de ubicación física del personal Fiscal y 
administrativo de la Primera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa 
correspondiente al 2013, se advierte que el Despacho del Fiscal Adjunto a cargo del 
caso, cuenta con 02 asistentes en función fiscal para el apoyo de cuatro fiscales (un 
fiscal provincial y tres adjuntos).  
 
Si bien en comparación al 2012 durante el año 2013 se incrementó en el Despacho 
del Fiscal del caso una fiscal adjunta más, su carga no ha disminuido. Así, cuenta 
con una Carga Fiscal de 119 carpetas en trámite al 19/11/2013, esto de acuerdo al 
reporte de carga fiscal correspondiente; por lo que, el número de casos a su cargo 
se ha visto incrementado en un 33% para el año 2013; lo que resulta excesivo; por 
lo que, esta circunstancia constituye un coadyuvante a la vulneración del derecho al 
plazo razonable   
 
Finalmente, en el supuesto correspondiente a la “Carencia de Recursos Materiales”, 
se ha considerado el mobiliario con el que cuenta el Fiscal a cargo del caso, de 
acuerdo con lo informado por la Gerencia de la Unidad Ejecutora de  Arequipa 
sobre la asignación de bienes en uso al 31/10/2013; es el mismo asignado el 2012, 
que ya era insuficiente. 
 
C. CARPETA FISCAL No 4887-2012 
 
Finalmente, el Caso 4887-2012, trata sobre dos estudiantes, uno de nacionalidad 
peruana y otro extranjero (francés) que en horas de la tarde abordaron un taxi en la 
Avenida El Ejercito con destino a SEDAPAR y en el trayecto desviaron subieron de 
manera intempestiva y simultanea 03 sujetos desconocidos, quienes los trasladaron 
a otro vehículo donde amenazándolos de muerte les sustrajeron sus pertenencias 
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(dinero, joyas, cámara fotográfica, tarjetas de crédito, GPS), obligándolos mediante 
agresiones físicas a proporcionar las claves de sus tarjetas, para luego 
abandonarlos en un lugar desconocido.  
 
Siendo que, los denunciados fueron identificados gracias a las cámaras de 
seguridad que existían en la ruta; sin embargo, de la revisión de la carpeta Fiscal se 
advierte la vulneración del derecho al plazo razonable conforme a las 
consideraciones expuestas en el Capítulo anterior, correspondiendo ahora 
determinar sus causas: 
 
a. Prácticas Jurídico Procesales Inadecuadas del  Investigado con 
Prisión Preventiva durante la  Investigación Preparatoria 
 
Respecto de los imputados no fue denegado ningún pedido, que en general 
estuvieron referidos a apersonamientos, variación de domicilios, etc. 
 
Igualmente, no se presenta el supuesto de obstaculización en la entrega de 
información necesaria para la Investigación, dado que, no se observa que se les 
haya solicitado algún tipo de información a los investigados.   
 
Sin embargo, si se ha producido la frustración de diligencias por inconcurrencia de 
los abogados defensores de los imputados hasta en dos oportunidades; por lo que, 
se solicitó a la Defensoría Pública designe un nuevo defensor, frustrándose por 
tercera vez la diligencia y en una cuarta fecha recién se llevó a cabo la declaración 
de los imputados y la pericia biológica en el vehículo incautado, pero con la 
participación de un defensor privado, lo que ha retrasado la investigación durante 
varios meses. 
 
b. Prácticas Jurídico Procesales Inadecuadas del Fiscal en la 
Conducción de La Investigación Preparatoria con Prisión 
Preventiva 
 
De la revisión de la carpeta se advierte que no se han presentado recursos 
impugnatorios; sin embargo, se presentan escritos que obtuvieron respuesta 
después de emitida la sentencia, así uno de los propietarios del vehículo incautado 
solicito en fecha 05/12/2012 la devolución del mismo, y lo reitero en fecha 
25/04/2013 y 06/08/2013; pero, el Ministerio Público atendió el pedido en fecha 
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13/08/2013 con un requerimiento de devolución de vehículo  dirigido al juzgado, el 
mismo que resolvió en fecha 27/08/2013 levantar la medida de incautación.  
 
Peor aún, hubieron pedidos que nunca obtuvieron respuesta como el formulado por 
uno de los investigados en fecha 06/12/2013 solicitando se reciba la declaración de 
un testigo, constituyéndose la excesiva duración en la resolución de recursos y 
escritos presentados por las partes, en una causa de vulneración del derecho al 
plazo razonable. 
 
De otro lado, concurre en el presente caso la ineficacia de los apercibimientos 
dados hasta en tres oportunidades en contra de los abogados defensores de los 
imputados por su inconcurrencia, llevándose a cabo las declaraciones de sus 
patrocinados y la pericia biológica en el vehículo incautado, en una cuarta 
oportunidad; no habiéndose hecho efectivo el apercibimiento dispuesto, a pesar del 
tiempo transcurrido desde la primera citación en fecha 21/12/2012 hasta que se 
llevó a cabo la diligencia en fecha 14/03/2013, casi tres meses, lo que afecta el 
derecho al plazo razonable bajo este supuesto. 
 
Igualmente, se observa la inexistencia de apercibimientos ante la demora en la 
entrega de información por parte de algunas entidades, como la solicitada a una 
empresa de telecomunicaciones que luego de 10 meses de autorizado 
judicialmente el levantamiento del secreto de comunicaciones remitió la información 
requerida, cuando el caso ya se encontraba sentenciado. Peor aún, se solicitó a un 
Banco y a una Farmacia para que remitan sus videos de seguridad y nunca 
obtuvieron respuesta; tampoco se observa apercibimientos en contra de sus 
representantes legales, lo que constituye causa de vulneración del derecho al plazo 
razonable. 
 
No obstante, de la revisión de la Carpeta Fiscal se observa únicamente la 
disposición de  diligencias pertinentes, conducentes y útiles, como las 
confirmatorias de incautaciones, visualizaciones de videos, reconocimientos 
médicos, declaraciones testimoniales, pericias biológicas, etc. Las cuales 
coadyuvaron al esclarecimiento de los hechos materia investigación. 
 
Tampoco se presenta escaso apoyo policial en la realización de diligencias 
preparatorias, porque si bien a nivel de investigación preliminar (24 horas) se 
realizaron un aproximado 20 diligencias con colaboración de la División de 
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Investigación Criminal- Sección Robos de la Policía Nacional del Perú, también se 
observa apoyo policial durante la investigación preparatoria propiamente dicha, 
siendo que 05 de las 07 diligencias que se efectuaron durante esta etapa se 
llevaron a nivel policial, las mismas que se efectuaron en un periodo de 04 meses 
aproximadamente, es decir, dentro del periodo ordinario. 
 
Conforme se señaló en párrafos precedentes, en el presente caso las pericias y 
diligencias especiales realizadas si significaron una demora en el plazo; por cuanto, 
si bien se obtuvieron 09 durante la preliminar y los 04 restantes durante la 
investigación preparatoria propiamente dicha, hubo diligencias especiales que 
nunca se realizaron como la visualización de los videos de seguridad de la 
Farmacia y el Banco que nunca los remitieron o información producto del 
levantamiento del secreto de comunicaciones solicitado a la empresa de 
telecomunicaciones que remitió la información cuando el caso ya se encontraba 
sentenciado.  
 
c. Circunstancias Administrativas Negativas 
 
Una vez más, tenemos la concurrencia de los dos supuestos para la determinación 
de las circunstancias administrativas negativas como causa de vulneración del 
derecho al plazo razonable, como son: la Carencia de recursos humanos y la 
carencia de recursos administrativos  
 
En cuanto al supuesto de “Carencia de Recursos Humanos”,  encontramos que 
durante el año 2012, de acuerdo a la encuesta formulada al Fiscal del Caso, se ha 
obtenido la siguiente información: Se trata de un Fiscal Provincial, quien labora en 
un Despacho de Investigación. Habiendo tramitado entre 80-100 carpetas fiscales 
durante el 2012; sin embargo, considera razonable tramitar entre 20-40 casos para 
conducir adecuadamente las investigaciones penales, debido al grado de dificultad 
de las mismas por ser de un Despacho de Investigación, además que 
adicionalmente debe tramitar los casos que se encuentran en ejecución de 
sentencia, que anualmente se incrementan. 
 
En consecuencia, existe un déficit de Fiscales en proporción de  3 a 1, en el 
entendido que un Fiscal esta en aptitud de tramitar  40 Carpetas Fiscales como 
máximo; por lo tanto, 100 carpetas Fiscales deberían estar a cargo de por lo menos 
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03  Fiscales, lo que denota la carencia de Fiscales para conducir el número de 
casos asignados. 
 
Además, el Fiscal del Caso considera irrazonable el personal administrativo con el 
que contaba al 2012, a pesar de que cuenta con una asistente en función fiscal a 
dedicación exclusiva; resultando insuficiente debido a la excesiva carga fiscal que 
tiene a su cargo, además que como fiscal provincial también se encarga de 
suscribir los proyectos en los casos a cargo de los Fiscales Adjuntos de su 
Despacho. 
 
Igualmente, considera que el mobiliario asignado en el mismo periodo, ha sido 
insuficiente aun cuando ha sido mayor del que es asignado a los fiscales adjuntos 
de su Despacho, y consta de: 04 sillas y 01 sillón, un teléfono personal, un armario, 
01 escritorio, 01 módulo de computadora, 01 computadora de escritorio, 01 
archivador y 01 ventilador, 01 impresora compartida entre 03 fiscales y una 
fotocopiadora para más de 05 fiscales. Siendo que, considera que necesita de 
manera urgente, una impresora de uso personal, una computadora portátil para las 
diligencias fuera de despacho, un fax, un scanner, una cámara fotográfica y de 
video, para las inspecciones fiscales. 
 
Igualmente el material logístico necesario, como son papel bond A-4, los útiles de 
escritorio, etc. ha sido insuficiente  durante el año 2012. 
 
En cuanto a la infraestructura, el Fiscal del caso considera que el área que se le ha 
asignado para laborar, de 3m x 4m aproximadamente seria el adecuado, si solo 
contara con 20-40 carpetas en trámite, además, la excesiva carga fiscal lo obliga a 
contratar personal de apoyo adicional; por lo que, el área asignada es ocupada por 
más de una persona, y, debido a ello se ve ostensiblemente reducida. Es más, en 
dicho ambiente no solo se custodian las Carpetas Fiscales en trámite sino  también 
las archivadas, ya que, no se efectúan internamientos de carpetas concluidas al 
archivo central desde hace tres años aproximadamente.  
 
De otro lado, durante el año 2013, se ha verificado que el insuficiente personal 
administrativo, continua desde el año anterior, pues del cuadro de ubicación física 
del personal Fiscal y administrativo de la Primera Fiscalía Penal Corporativa de 
Arequipa correspondiente al 2013, se advierte que el Despacho del Fiscal Provincial 
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a cargo del caso, cuenta con 02 asistentes en función fiscal al 28/11/2013 para 03 
fiscales, un provincial y dos adjuntos. 
 
Siendo que, el Fiscal Provincial del caso tiene a su cargo 124 carpetas fiscales en 
trámite al 19/11/2013, esto de acuerdo al reporte de carga fiscal correspondiente; 
por lo que, el número de casos asignados se ha visto incrementado en un 19% en 
comparación al año anterior; lo que, continua siendo excesivo; por lo que, esta 
circunstancia constituye un coadyuvante a la vulneración del derecho al plazo 
razonable   
 
Finalmente, en el supuesto correspondiente a la “Carencia de Recursos Materiales”, 
se ha considerado el mobiliario con el que cuenta el Fiscal a cargo del caso, de 
acuerdo con lo informado por la Gerencia de la Unidad Ejecutora de  Arequipa 
sobre la asignación de bienes en uso que se le ha entregado al 05/12/2013; 
verificándose que se ha cuadruplicado el número de bienes que se le ha asignado, 
respecto del año anterior, pues cuenta con 56 bienes muebles.  
 
No obstante, conforme ha aclarado el Fiscal del caso en la encuesta realizada, a 
partir de Agosto del 2013 ha asumido la coordinación de la Primera Fiscalía Penal 
Corporativa de Arequipa; por lo que, la mayor parte de bienes incrementados 
corresponden a este área y por lo tanto son de uso de todos los Despachos 
Fiscales que conforman la Primera Fiscalía, en consecuencia aún resulta 
insuficiente el  mobiliario asignado al Fiscal del Caso. 
 
En la siguiente Tabla podemos observar un resumen de lo hallado en la Primera 
Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa sobre las causas que provocaron la 
vulneración del derecho al plazo razonable en los casos seleccionados por la 












TABLA No 09 
 
PRIMERA FISCALÍA PENAL CORPORATIVA  DE AREQUIPA 
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Fuente: Elaboración propia 
 
De la Tabla No 09 podemos extraer 04 gráficas, la primera de las cuales nos 
mostrara el grado de incidencia de cada una de las causas de vulneración del 
derecho al plazo razonable en la Primera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa, 







GRÁFICA No 18 
 
 
De la Gráfica No 18 podemos concluir que en todos los casos analizados se 
presentan circunstancias administrativas negativas (100%) como causa de 
vulneración del derecho al plazo razonable. Lo mismo ocurre con las prácticas 
inadecuadas aplicadas por el fiscal en la investigación preparatoria (100%), siendo 
la de menor incidencia las prácticas inadecuadas empleadas por el investigado 
(67%).  
 
Ahora pasamos a analizar los supuestos que se presentan en cada una de las 03 
tres causas de vulneración del derecho al plazo razonable estudiados en esta 
Primera Fiscalía; la primera de ellas (Gráfica No 19) está referida a los supuestos 
que determinaron las Prácticas Inadecuadas del Investigado, la segunda (Gráfica 
No 20) a los supuestos de Practicas Inadecuadas del Fiscal; y, la tercera (Gráfica 













GRÁFICA No. 19 
 
Fuente: Elaboración Propia 
Fiscalía. Primera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa 
 
De la Gráfica No 19 advertimos que de los tres supuestos planteados como causa 
de vulneración del derecho al plazo razonable por prácticas inadecuadas del 
investigado solo uno se presenta en la Primera Fiscalía Penal Corporativa de 
Arequipa, este es, la frustración injustificada de diligencias a nivel fiscal y judicial, lo 
que denota que si bien en esta Fiscalía las prácticas inadecuadas del investigado 
no son la principal causa de vulneración del derecho al plazo razonable, la 
frustración de diligencias en un supuesto bastante recurrente (67%).  
 
En ese mismo sentido, en la siguiente Gráfica No 20, observamos que en la 
Primera Fiscalía se presentan solo cuatro de los seis criterios utilizados para la 
determinación de causas de vulneración del derecho al plazo razonable por 
prácticas inadecuadas del Fiscal, siendo los de mayor incidencia los supuestos de 
excesiva duración en la resolución de recursos y escritos presentados por las 
partes (100%) y la ineficacia de apercibimientos ante la inconcurrencia a citaciones 
fiscales (100%), seguidos de cerca por la ineficacia de apercibimientos ante la 
demora en la entrega de información por parte  de otras entidades (67%) y la 








GRÁFICA No 20 
 
 Fuente: Elaboración Propia 
 Fiscalía: Primera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa 
 
En cuanto a las circunstancias administrativas negativas, la Tabla No 09, nos 
muestra que esta causa de vulneración del derecho al plazo razonable, si sería la 
más recurrente en la Primera Fiscalía, dentro las tres utilizadas para la 
determinación de la Vulneración del Derecho al Plazo Razonable, pues como 
observaremos a continuación se presentan en todos los casos analizados y todos 
los supuestos para la determinación de esta causa. Por lo que a continuación 
presentamos la Gráfica No 21: 
 
GRÁFICA No 21 
 
 Fuente: Elaboración propia 




4.1.5. CAUSAS POR LAS QUE SE HA VULNERADO EL DERECHO AL PLAZO 
RAZONABLE EN LA SEGUNDA FISCALÍA PENAL CORPORATIVA DE 
AREQUIPA 
 
Al igual que en los Casos analizados en la Primera Fiscalía Penal Corporativa de 
Arequipa, encontramos en la Segunda Fiscalía dos de casos en los que se ha 
vulnerado el derecho al plazo razonable durante la investigación preparatoria 
propiamente dicha, y ahora nos toca determinar cuáles fueron las causas de esta 
afectación; por lo que, pasaremos a analizar caso por caso las circunstancias que lo 
determinaron, en base a los tres indicadores ya establecidos: Las prácticas 
inadecuadas del fiscal o del investigado y las circunstancias administrativas 
negativas que se dan en  la investigación.  
 
A. CARPETA FISCAL No 2844-2012 
 
El presente Caso No 2844-2012, trata de una mujer que sostiene un vínculo 
sentimental con el padre de un menor de 8 años de edad, quien motivada por los 
celos que sentía por su pareja respecto del menor, lo ahorco con una cuerda (rafia) 
luego de dormirlo con pastillas; y, posteriormente lanzo el cuerpo al rio Chili. Sin 
embargo, la investigada falleció en el penal de Socabaya después de tres semanas 
aproximadamente de  recluida en el penal e iniciadas las investigaciones, por lo 
que, a continuación desarrollamos la información extraída en el caso: 
 
a. Prácticas Jurídico Procesales Inadecuadas del  Investigado con Prisión 
Preventiva durante la  Investigación Preparatoria 
 
Dentro de esta causa de vulneración del derecho al plazo razonable, encontramos 
que por parte de la imputada se advierte únicamente la solicitud de apersonamiento 
y señalamiento de domicilio procesal, entendemos que fue porque la investigada 
falleció después de 03 semanas de haberse formalizado la investigación 
preparatoria; por lo que, no se produjo mayor participación de la defensa de la 
investigada, salvo la solicitud de extinción de la acción penal justamente por su 
fallecimiento, no presentándose el supuesto en análisis, es decir, la presentación de 




Tampoco se presenta el supuesto de obstaculización en la entrega de información 
necesaria para la investigación; por cuanto, el Ministerio Público no le ha solicitado 
ningún tipo de información a la investigada cuando aún se encontraba con vida. 
 
Igualmente, no se advierte la frustración de ninguna diligencia, ni a nivel fiscal ni 
judicial, por causa de la investigada.  
 
b. Prácticas Jurídico Procesales Inadecuadas del Fiscal en la Conducción 
de la Investigación Preparatoria con Prisión Preventiva 
 
En el presente caso se concluye que la Fiscal Provincial a cargo del Caso no ha 
utilizado tiempos prolongados para la resolución de las solicitudes presentadas por 
las partes, ya que, se utilizaron entre 04 y 08 días, en promedio, tiempo que resulta 
razonable para resolver los pedidos presentados, como por ejemplo: la defensa de 
la madre del menor  agraviado solicito su apersonamiento, copias de los actuados y 
la ampliación de la investigación por el delito de secuestro, y fue atendida en el 
plazo de 04 días en los dos primeros casos y 8 días en el último, similar plazo se 
empleó en un pedido de apersonamiento de la defensa de la investigada.  
 
En cambio, si se advierte la inexistencia de apercibimientos ante la inconcurrencia a 
citaciones fiscales, pues hasta en tres oportunidades 07/08/2012, 21/08/2012 y 
12/09/2012 se reprogramo la declaración de testigos sin ningún apercibimiento para 
garantizar su concurrencia, y recién en fecha 26/09/2012 se recibe la declaración 
de dos de los tres testigos citados.   
 
No obstante, del análisis de la Carpeta Fiscal no se observa mayor demora en la 
remisión de la información solicitada a otras entidades, la misma que fue obtenida 
dentro del primer mes de formalizada la investigación preparatoria, así por ejemplo, 
se solicitó la remisión de información a la empresa Rico Pollo y a la Municipalidad el 
26/07/2012, reiterada en fechas 07/08/2012 y 21/08/2012; siendo que, la 
información fue remitida días después de esta última disposición, y si bien no se 
efectuaron apercibimientos, el tiempo en que se proporcionó lo solicitado es 
razonable; por lo que, no se presenta el supuesto de demora en la entrega de 
información por parte de otras entidades. 
 
Como ocurre en todos los casos anteriores, en esta carpeta fiscal tampoco se 
presenta el supuesto de “Realización de Diligencias Impertinentes, Inidóneas e 
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Inconducentes al Esclarecimiento de los Hechos”, no obstante conforme señalamos 
la investigada falleció tres semanas después de formalizada la investigación 
preparatoria; por lo que, finalmente los actos de investigación destinados al 
esclarecimiento de la muerte del menor agraviado no tuvieron repercusión al 
finalizar la investigación pues fue materia de un requerimiento de sobreseimiento 
por extinción de la acción penal al haber fallecido la investigada. 
 
Igualmente, no se presenta escaso apoyo policial en la realización de diligencias  
durante la investigación preparatoria propiamente dicha, en razón a que no fue 
solicitada su participación, habiéndose realizado 19 actos de investigación de 
manera exclusiva en el Despacho Fiscal; por lo tanto, no se presenta el supuesto 
de escaso apoyo policial, más aun, cuando durante las diligencias preliminares de 
10 días  la DIVINCRI- Homicidios de la Policía Nacional del Perú, colaboro con las 
19 diligencias que permitieron la prisión preventiva de la investigada. 
  
Finalmente, los resultados de las 11 pericias solicitadas por el Despacho Fiscal 
como la Inspección Criminalística, el examen toxicológico de la imputada, el Informe 
de Necropsia Médico Legal del menor agraviado, los dictámenes periciales de 
psicología forense, biología forense, físicos, de patología forense, ingeniería 
forense entre otros, fueron llegando mes a mes, de acuerdo a la complejidad de los 
mismos hasta en un máximo de 03 meses, la última de ellas; por lo que, no 
consideramos que esta sea la razón del empleo de un periodo superior al ordinario 
para la investigación preparatoria. 
 
c. Circunstancias Administrativas Negativas 
 
En esta instancia, comenzamos a percibir que la existencia de circunstancias 
administrativas negativas es una causa común a todos los casos materia de 
estudio; por cuanto, los fiscales de las dos fiscalías penales corporativas ya 
analizadas presentan falta de recursos humanos y materiales como un común 
denominador entre ellos. 
 
En cuanto al supuesto de “Carencia de Recursos Humanos”,  encontramos los 
siguientes resultados durante el año 2012, que de acuerdo a la encuesta formulada 
a la Fiscal del Caso, nos ha informado lo siguiente: Se trata de una Fiscal 
Provincial, quien labora en un Despacho de Decisión Temprana. Habiendo 
tramitado entre 40 a 60 carpetas fiscales durante el 2012; sin embargo, considera 
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razonable tramitar entre 20 a 40 casos para conducir adecuadamente las 
investigaciones penales. 
 
En consecuencia, existe un déficit de Fiscales en proporción de 2 a 1, en el 
entendido que un Fiscal esta en aptitud de tramitar 40 Carpetas Fiscales como 
máximo; por lo tanto, 60 casos deberían estar a cargo de 02 Fiscales. Más aun 
cuando, conforme a lo señalado por la fiscal del caso, durante el año 2012 se 
encargó de la coordinación de la Segunda Fiscalía Penal; por lo que, de acuerdo a 
la estructura empleada en los Despachos Corporativos le correspondió hacerse 
cargo de los casos emblemáticos de la Fiscalía bajo su coordinación, los mismos 
que requirieron una mayor atención.  
 
Además, la Fiscal del Caso considera irrazonable el personal administrativo con el 
que contaba al 2012 porque solo eran 01 asistente administrativo y 01 en Función 
Fiscal, siendo que, uno de ellos se encargó de la labor administrativa de la oficina 
de Coordinación, y el otro de las labores administrativas de su despacho personal 
como Fiscal Provincial; pero requirió mayor apoyo administrativo debido a la 
cantidad de trámite administrativo que se tiene en un despacho de coordinación. 
 
Igualmente, considero insuficiente el mobiliario asignado en el mismo periodo, 
porque si bien consta de: 03 escritorios, 04 archivadores, un armario, 19 sillas, 01 
sillón, 01 proyector multimedia, 02 teléfonos, 01 scanner, 01 pantalla ecran, 01 
facsímil, 01 estante, 02 mesas, 02 módulos para computadora, 02 computadoras de 
escritorio, 01 pizarra acrílica, 01 fotocopiadora, 01 reproductor DVD, 01 cámara de 
video digital, 01 equipo de sonido, 01 caja de seguridad, 01 caja fuerte, 01 
grabadora digital y 01 chaleco antibalas, es insuficiente porque gran parte de estos 
debe ser compartidos con los más de 24 Fiscales  que conforman la Segunda 
Fiscalía Penal.  
 
Lo mismo ocurre con la única camioneta asignada a esta Fiscalía, que debe ser 
compartida por todos los fiscales que la conforman; por lo que, considera que 
necesita de manera urgente se incremente el número de recursos materiales 
existentes a fin de que menor número de fiscales compartan los que se tienen. 
 
En cuanto a la infraestructura, la Fiscal del caso también considera que el área que 
se le ha asignado de aproximadamente 4m x 5m2; es insuficiente, porque en su 
calidad de Coordinadora es abundante la documentación con la que cuenta, 
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además de que en dicho ambiente también se almacenan los casos en trámite y 
archivados que corresponde a la carga que le ha sido asignada como fiscal 
provincial y como coordinadora, condiciones que se presentan como una causa de 
vulneración del derecho al plazo razonable. 
 
De otro lado, durante el año 2013, se ha verificado el insuficiente personal 
administrativo y fiscal, pues del cuadro de ubicación física del personal de la 
Primera Fiscalía correspondiente al 2013, se advierte que el Despacho del Fiscal a 
cargo del caso, sigue contando con 02 asistentes, uno en función fiscal y otro 
administrativo para 04 fiscales (01 fiscal provincial y 03 adjuntas).  
 
En cuanto al personal fiscal, la fiscal a cargo del caso cuenta con una Carga de 71 
carpetas en trámite al 20/11/2013, de acuerdo al reporte de carga fiscal; por lo que, 
el número de casos por fiscal se ha visto incrementado al 2013 en un 15% en 
comparación al año anterior, que ya era excesivo; por lo que, esta circunstancia 
constituye un coadyuvante a la vulneración del derecho al plazo razonable   
 
Finalmente, en el supuesto correspondiente a la “Carencia de Recursos Materiales”, 
se ha considerado el mobiliario con el que cuenta la Fiscal del caso, de acuerdo con 
lo informado por la Gerencia de la Unidad Ejecutora de  Arequipa sobre la 
asignación de bienes en uso que se le ha entregado al 02/12/2013; verificándose 
que ha disminuido considerablemente respecto del año anterior, pues solo cuenta 
con 26 bienes muebles; sin embargo, la Fiscal del Caso indico en la encuesta que 
el cargo de Coordinadora solo lo ocupo hasta Agosto del 2013, lo que explica la 
disminución de bienes, los mismos que continúan siendo insuficientes. 
 
B. CARPETA FISCAL No 2988-2012 
 
El presente caso trata del ultraje sexual del que fue víctima una menor de 15 años 
de edad por parte de una persona de sexo masculino de 23 años de edad, quien 
luego de colocarla en estado de inconciencia por el exceso de bebidas alcohólicas, 
la ultrajo sexualmente en su domicilio en el distrito de Cerro Colorado.   
 
Es necesario precisar, que en el presente caso analizaremos únicamente los dos 
primeros supuestos atendiendo a que la Carpeta Fiscal ha sido asignada a la 
misma Fiscal Provincial que se encargó del caso anterior; por lo que, las 
circunstancias administrativas son las mismas, no siendo necesario repetirlas.  
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En ese sentido, revisaremos los siguientes supuestos: 
   
a. Prácticas Jurídico Procesales Inadecuadas del  Investigado con Prisión 
Preventiva durante la Investigación Preparatoria 
 
De la revisión de la Carpeta Fiscal no se observa ningún recurso interpuesto por las 
partes y en cuanto a los escritos presentados se advierte  participación de la 
defensa del imputado, pues se registra el escrito de apersonamiento y solicitud de 
copias; así mismo, solicito se reciba la declaración de 04 testigos, dos de ellos a fin 
de acreditar el comportamiento de la agraviada; por lo que, fue declarado 
improcedente por cuanto no se refieren a los hechos materia de investigación. No 
obstante esta denegatoria no ha significado un retraso en la investigación. 
  
Tampoco se presenta el supuesto de obstaculización en la entrega de información 
necesaria para la investigación, por el contrario el denunciado colaboro con la 
obtención de medios de prueba, así se le solicito hasta en dos oportunidades 
autorización para el levantamiento del secreto de comunicaciones en su teléfono 
celular, y este proporciono la autorización en las dos ocasiones.  
 
De igual forma, no se observa la frustración de diligencias por responsabilidad del 
imputado.  
 
b. Prácticas Jurídico Procesales Inadecuadas del Fiscal en la Conducción 
de la Investigación Preparatoria con Prisión Preventiva 
 
En este caso, solo se observan escritos presentados por la defensa del investigado, 
los mismos que han demorado demasiado tiempo en ser atendidos y en algunos 
casos nunca fueron atendidos; por ejemplo, el apersonamiento demoro 10 días es 
ser proveído, la solicitud de copias 04 días, el ofrecimiento de medios probatorios 
(declaración de testigos)  23 días en resolverse, y otros como el que se solicite a la 
empresa CLARO el record de llamadas y SMS de su teléfono celular obtuvo 
respuesta el 28/12/2012 varios meses después de solicitado.  
 
También, se observan reiteradas reprogramaciones de declaraciones de testigos 
que no concurrieron a las citaciones, quienes fueron citados para el 26/08/2012, 
21/09/2012, 15/10/212 y 29/11/2012 y solo una de ellos se presentó a declarar el 
08/03/2013, después de 07 meses de la primera citación, y los otros dos nunca se 
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presentaron, siendo que las dos primeras citaciones fueron sin apercibimientos y 
las últimas con el apercibimiento de conducción compulsiva, el mismo que no se 
hizo efectivo, presentándose el supuesto de ineficacia de apercibimientos ante la 
inconcurrencia de los citados. 
 
De otro lado, de la revisión de la Carpeta Fiscal se observa que existe información 
solicitada por el Ministerio Público a otras entidades como la partida de nacimiento 
a la Municipalidad de Cerro Colorado, que demoro casi 03 meses. Peor aún, la 
empresa de telefonía CLARO remitió el record de llamadas telefónicas después de 
que el imputado fuera sentenciado, es decir, el 28/11/2013, no habiendo efectuado 
el Ministerio Publico ningún apercibimiento para garantizar su realización, lo que 
vulnera el derecho al plazo razonable. 
 
Mas, no se observan diligencias impertinentes, inidóneas y/o inconducentes; por el 
contrario, todas contribuyeron al esclarecimiento de los hechos; por lo que, se logró 
una sentencia condenatoria de 07 años de pena privativa de libertad y el pago de 
una reparación civil de S/. 3,000.00, el problema surge como en casos anteriores en 
el plazo  empleado para la realización de diligencias de investigación preparatoria. 
 
Una vez más, no se presenta el supuesto de escaso apoyo policial porque si bien 
durante la investigación preliminar de 24 horas, se llevaron a cabo 10 actos de 
investigación  con su colaboración y durante la investigación preparatoria 
propiamente no se registra ninguna diligencia con apoyo policial, tampoco se 
observa que el Ministerio Público haya solicitado apoyo de la Policía durante la 
investigación preparatoria propiamente dicha.  
 
A diferencia de la información solicitada a otras entidades y otros actos de 
investigación ordenados por el Despacho Fiscal, las pericias fueron recabadas en 
tiempo oportuno, dentro de los 02 primeros meses de formalizada la investigación 
preparatoria. Así tenemos, que el dictamen pericial de biología forense es remitido 
el 10/08/2012, el resultado del examen químico toxicológico practicado al imputado 
el 17/08/2012, la pericia psicológica de la menor el 19/07/2012, el resultado de 
biología forense de la agraviada el 21/08/2012, la Pericia Psiquiátrica practicada al 




En la siguiente Tabla podremos observar el resultado de la evaluación de los casos 
seleccionados en la segunda Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa y la 
identificación de las circunstancias que causaron la afectación del derecho: 
 
TABLA No 10 
 
SEGUNDA FISCALÍA PENAL CORPORATIVA  DE AREQUIPA 
 
 
             CASOS 
CAUSAS DE VULNERACIÓN 
DEL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE 
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Fuente: Elaboración propia 
 
Al igual que en la Primera Fiscalía, en la Segunda, de la Tabla No 10 podemos 
extraer cuatro gráficas que nos mostraran de manera didáctica los resultados 




GRÁFICA No 22 
 
 
 Fuente: Elaboración propia 
 
De la Gráfica No 22, resulta que en esta fiscalía no se presentan casos en los que 
la vulneración del derecho al plazo razonable se haya producido por prácticas 
inadecuadas del investigado, mientras que las prácticas inadecuadas del fiscal 
(100%) y las circunstancias administrativas negativas es una constante en los  
casos analizados (100%) que se presenta en todos los casos. 
 
Las siguientes tres gráficas, nos esquematizaran la incidencia de casos por cada 
uno de los supuestos aplicados a cada una de las causas de vulneración del 
derecho al plazo razonable. 
 
La primera de ellas Gráfica No 23, nos muestra que definitivamente, las prácticas 
inadecuadas del investigado no son una causa que se presente en la Segunda 
Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa en ninguno de los tres supuestos 










GRÁFICA No 23 
 
Fuente: Elaboración Propia 
Fiscalía: Segunda Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa 
 
A diferencia de la Gráfica anterior, en la Gráfica No 24, que a continuación 
presentamos podemos observar que, se presentan todos los supuestos empleados 
para la determinación de las causas de vulneración del derecho al plazo razonable 
por el empleo de prácticas inadecuadas por parte del fiscal en la investigación 
preparatoria, siendo las de mayor incidencia, la ineficacia de apercibimientos ante la 
inconcurrencia a citaciones fiscales (100%), la realización de diligencias inidóneas e 
inconducentes al esclarecimiento de los hechos (100%), el escaso apoyo policial en 
la realización de diligencias preparatorias (100%), y la demora en la obtención de 
pericias y exámenes especiales (100%).  
 
Mientras que, los de menor incidencia son: La excesiva duración en la resolución de 
recursos y escritos presentados por las partes, es decir, el 50% de los casos 
analizados y la ineficacia de apercibimientos ante la demora en la entrega de 
información por parte  de otras entidades, es decir, el 50% de los casos revisados. 
 









GRÁFICA No 24 
 
 
Fuente: Elaboración Propia 
Fiscalía: Segunda Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa 
 
Finalmente, de la Gráfica No 25 que a continuación presentamos, encontramos que 
en la Segunda Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa, del mismo modo que en la 
Primera Fiscalía, se presentan todos los supuestos empleados para la 
determinación de la vulneración del derecho al plazo razonable por la presencia de 
circunstancias administrativas negativas (100%) y en todos los casos analizados 
(02), por lo que, una vez más, esta causa es el común denominador entre las dos 
fiscalías ya analizadas. 
 
GRÁFICA No 25 
 
 
Fuente: Elaboración propia 
Fiscalía: Primera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa. 
238 
 
4.1.6. CAUSAS POR LAS QUE SE HA VULNERADO EL DERECHO AL PLAZO 
RAZONABLE EN LA TERCERA FISCALÍA PENAL CORPORATIVA DE 
AREQUIPA 
 
En la Tercera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa al igual que en la Primera, se 
han encontrado 03 casos en los que se vulnera el derecho al plazo razonable, es 
así que los analizaremos para determinar sus causas: 
 
A. CARPETA FISCAL No 739-2012 
 
En este caso se investigó a 06 personas de sexo masculino quienes pretendiendo 
hacerse pasar por trabajadores de SEDAPAR ingresaron a un domicilio en el 
Cercado de Arequipa, distrayendo algunos de ellos a la propietaria con una 
supuesta revisión de las conexiones de agua, mientras otros sustraían joyas de 
propiedad de la misma, quien al sospechar que se trataba de delincuentes pide 
ayuda a gritos; por lo que, los investigados proceden a huir del lugar. No obstante, 
con el apoyo de efectivos policiales logran capturarlos y detenerlos para someterlos 
a las investigaciones del caso.  
 
En este sentido, procederemos a analizar los parámetros ya utilizados en los casos 
anteriores para determinar las causas de vulneración del derecho al plazo 
razonable:  
 
a. Prácticas Jurídico Procesales Inadecuadas del Investigado con Prisión 
Preventiva durante la  Investigación Preparatoria 
 
De la revisión de la Carpeta Fiscal no se observa la presentación de ningún medio 
impugnatorio, sin embargo, de los escritos presentados por la defensa de los 
imputados, se encuentran algunos ineficaces y sin fundamento, como la solicitud de 
antecedentes penales, los cuales ya obraban en la carpeta Fiscal desde el 
10/02/2012, es decir, con anterioridad al pedido. Igualmente, en el escrito del 
27/04/2012 incluye la defensa del investigado la solicitud de careo entre los 
investigados y los agraviados, diligencia que corresponde a la etapa de juicio oral y 




Más, no se presenta el supuesto de obstaculización en la entrega de información 
por parte de los investigados, ya que, el Ministerio Público no les ha requerido 
ningún tipo de información. 
 
Finalmente, se presenta el supuesto de frustración injustificada de diligencias por 
responsabilidad de la defensa de los investigados, en tanto, de la revisión de la 
Carpeta Fiscal podemos advertir que a solicitud de los mismos se programó una 
reunión para arribar a acuerdos preparatorios de terminación anticipada para el 
31/05/2012. No obstante, el abogado de la defensa no concurrió, justificando su 
inasistencia en motivos personales mediante escrito del 05/06/2012, solicitando 
además una reprogramación, lo que no resulta razonable, retardando 
innecesariamente la investigación.  
 
b. Prácticas Jurídico Procesales Inadecuadas del Fiscal en la Conducción 
de la Investigación Preparatoria con Prisión Preventiva 
 
A diferencia de los escritos de mero trámite que fueron atendidos después de 01 a 
03 días de  presentados, se observa que los días 20/02/2012, 27/02/2012, 
20/03/2012, 26/03/2012, 13/04/2012, 27/04/2012, 02/05/2012 los imputados 
solicitaron la realización de diligencias, obteniendo atención a sus pedidos el 
23/05/2012, es decir, después de 03 meses de solicitado. Peor aún, otros pedidos 
como el careo entre agraviados e imputados nunca obtuvo respuesta, si bien 
resultaba impertinente, la solicitud debió ser respondida. En consecuencia, 
consideramos que si se ha producido la duración excesiva de la resolución de 
escritos y pedidos a nivel Fiscal.  
 
En cuanto a la ineficacia de apercibimientos ante la inconcurrencia a citaciones 
fiscales, debe considerarse que se frustro la ampliación de declaración de los 
investigados en una oportunidad (31/05/2012) por inconcurrencia de su abogado 
defensor, quien sin ninguna justificación solicito una nueva fecha, reprogramándose 
sin ningún apercibimiento, llevándose a cabo la diligencia en esta segunda fecha 
(10/07/2012), lo que dilato la investigación. 
  
De otro lado, consideramos que en el presente caso si se ha producido una 
inadecuada conducción de la investigación preparatoria por parte de la Fiscal a 
cargo, al no haberse efectuado los apercibimientos que fueron necesarios para 
garantizar la remisión oportuna de la información solicitada a la empresa 
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SEDAPAR, sobre el presunto vínculo laboral que los investigados tendrían con 
dicha entidad, la misma que envió después de 10 meses de solicitada, cuando el 
proceso ya se encontraba en etapa intermedia, no habiéndose efectuado ningún 
apercibimiento para la remisión de dicha información.  
 
Así mismo, en el presente caso si se presentan diligencias impertinentes al 
esclarecimiento de los hechos; por cuanto, se solicitaron los antecedentes penales, 
judiciales y policiales durante toda la investigación preparatoria cuando estos ya 
obraban en la Carpeta Fiscal desde el día en que fueron detenidos los investigados, 
lo que revela una falta de adecuada conducción de la investigación fiscal. 
 
De forma similar a los casos anteriores se observa que durante la investigación 
preliminar (24 horas) se realizaron con apoyo policial gran parte  de las diligencias 
de la investigación (15 actos de investigación), en cambio, una vez formalizada la 
investigación preparatoria se llevaron cabo 16 actos de investigación en más de 
200 días sin participación de la Policía Nacional del Perú. No obstante tampoco se 
advierte que el apoyo haya sido solicitado por el Ministerio Público; por lo que, no 
podríamos hablar de escaso apoyo policial cuando este no ha sido solicitado. 
 
Finalmente, durante la investigación preparatoria fueron recabadas 03 pericias, las 
mismas que se remitieron dentro de los 04 primeros meses de investigación 
preparatoria habiendo llegado la última en fecha 10/12/2012; por lo que, no 
consideramos que se haya producido demora en su obtención y en consecuencia 
esta no ha sido causa de la vulneración del derecho al plazo razonable. 
 
c. Circunstancias Administrativas Negativas 
 
En forma reiterada en este caso observamos que se presentan los dos supuestos 
de circunstancias administrativas negativas,  como son: la Carencia de recursos 
humanos y la carencia de recursos administrativos  
 
En cuanto primer supuesto (Carencia de Recursos Humanos), encontramos que 
durante el año 2012, de acuerdo a la encuesta formulada al Fiscal del Caso, se ha 
obtenido la siguiente información: Se trata de una Fiscal Adjunta, quien labora en 
un Despacho de Investigación. Habiendo tramitado entre 60-80 carpetas fiscales 
durante el 2012; sin embargo, considera razonable tramitar entre 20 a 40 casos 




En consecuencia, existe un déficit de Fiscales en proporción de 2 a 1, en el 
entendido que un Fiscal esta en aptitud de tramitar 40 Carpetas Fiscales como 
máximo; por lo tanto, 80 carpetas Fiscales deberían estar a cargo de 02 Fiscales, lo 
que denota la carencia de Fiscales para conducir el número de casos que les son 
asignados. 
 
Además, el Fiscal del Caso considera irrazonable el personal administrativo con el 
que contaba al 2012 porque solo era un asistente en función fiscal para el apoyo 
administrativo de 03 Fiscales (01 Fiscal Provincial y 03 Adjuntos).  
 
Igualmente, el mobiliario asignado en el 2012, es insuficiente y consta de: un 
armario de metal, un módulo de computadora, 01 sillón y 03 sillas, 01 mesita, 01 
monitor, una computadora de escritorio y 01 escritorio. Siendo que, considera que 
requiere una computadora portátil, una cámara fotográfica y filmadora para las 
inspecciones o intervenciones en turno, una impresora de uso personal, para el 
mejor desarrollo de sus funciones. 
 
Además, se ha precisado en la encuesta que existe insuficiente papel bond A-4, 
útiles de escritorio, entre otros, al extremo que en ocasiones es necesario que cada 
fiscal adquiera sus propios útiles de escritorio e incluso papel bond para elaborar 
sus disposiciones. 
 
En cuanto a la infraestructura, la Fiscal del caso considera que el área que se le ha 
asignado de 2x3m2, es reducido, ya que, no solo es empleado para el desarrollo de 
sus funciones diarias sino que además custodia de las carpetas con archivo 
definitivo que durante años no se han internado al Archivo Central por no existir 
disponibilidad de espacio según refiere el área administrativa; por lo que, 
evidentemente la infraestructura es inadecuada, constituyéndose en causa de 
vulneración del derecho al plazo razonable. 
 
De otro lado, durante el año 2013, se ha verificado la misma insuficiencia de 
personal administrativo y fiscal, pues del cuadro de ubicación física del personal 
Fiscal y administrativo de la Tercera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa 
correspondiente al 2013, se advierte que el Despacho de la Fiscal Adjunta a cargo 




En cuanto al personal fiscal, la fiscal a cargo del caso cuenta con 79 carpetas en 
trámite al 20/11/2013, esto de acuerdo al reporte de carga fiscal correspondiente, 
por lo que el número excesivo de casos que llevo esta fiscal durante el periodo 
2013 es similar al del 2012; por lo que, esta circunstancia constituye un 
coadyuvante a la vulneración del derecho al plazo razonable.   
 
Finalmente, en el supuesto correspondiente a la “Carencia de Recursos Materiales”, 
se ha considerado el mobiliario con el que cuenta  la Fiscal del caso al 05/11/2013, 
de acuerdo con lo informado por la Gerencia de la Unidad Ejecutora de  Arequipa 
sobre la asignación de bienes en uso que se le ha entregado en ese periodo; 
verificándose que es el mismo insuficiente mobiliario asignado el 2012. 
 
B. CARPETA FISCAL No 3935-2012                         
 
A continuación, tenemos un caso de violación sexual en agravio de una menor de 
11 años de edad en el distrito La Joya, quien bajo amenaza fue conducida al 
domicilio del investigado donde ha sido ultrajada sexualmente en reiteradas 
oportunidades; por lo que, fue sentenciado a 20 años de pena privativa de libertad. 
 
En el presente caso, procederemos a realizar un análisis de los dos primeros 
parámetros para la determinación de las causas de vulneración del derecho al plazo 
razonable, porque el tercero está referido a las mismas circunstancias 
administrativas que se presentan para la Fiscal Adjunta Provincial a cargo de 
ambos casos, por lo que resulta innecesario desarrollarnos nuevamente.  
 
a. Prácticas Jurídico Procesales Inadecuadas del Investigado con Prisión 
Preventiva durante la  Investigación Preparatoria  
 
De la revisión de la presente carpeta no se observa la interposición de ningún 
recurso impugnatorio durante la investigación preparatoria y los escritos 
presentados han sido admitidos por el Ministerio Público, siendo estos de mero 
trámite como apersonamientos, variación de domicilio, solicitud de copias, sin 
mayor participación en la investigación; por lo que, consideramos que no se da el 




Tampoco se observa ninguna disposición fiscal solicitando información al imputado, 
por lo que no se presenta el supuesto de obstaculización en la entrega de 
información necesaria para la investigación.  
 
Sin embargo, si se advierte que la existencia de una diligencia frustrada durante la 
investigación preparatoria por inconcurrencia del abogado defensor del imputado  
conforme consta en el Acta de Inconcurrencia que obra a fojas 109 de la Carpeta 
Fiscal, de fecha 05/02/2012 ha retardado la investigación injustificadamente siendo 
que el inconcurrente jamás justifico su inasistencia.   
 
b. Prácticas Jurídico Procesales Inadecuadas del Fiscal en la Conducción 
de la Investigación Preparatoria con Prisión Preventiva 
 
Respecto a la excesiva duración en la resolución de recursos y escritos 
presentados por las partes, se observan pedidos sin respuesta como la solicitud de 
copias por parte de la  agraviada (15/10/2012), el apersonamiento del abogado 
defensor del investigado (10/10/2012), o la variación de domicilio de la misma 
fecha. Otros pedidos si obtuvieron respuesta, pero después de varios meses como 
ocurre con la solicitud de reprogramación de declaración de la madre de la menor 
agraviada en octubre del 2012, reiterada el 18/12/2012, y atendida el 25/01/2013, 
después de 03 meses de solicitada, lo que constituye una causa de vulneración del 
derecho al plazo razonable.  
  
Además, se observa que hasta en cuatro oportunidades se ha programado la 
declaración testimonial de dos testigos (04/09/2012, 01/10/2012, 03/01/2013, 
25/01/2012,) las mismas que no se llevaron a cabo por la inconcurrencia de los 
citados, sin embargo, la fiscal del caso no ha efectuado ningún apercibimiento  en 
su contra, llevándose a cabo las diligencias el 04/02/2013, lo que ha dilatado la 
investigación durante 05 meses. Lo mismo ocurre con la inasistencia del abogado 
defensor del investigado a la declaración de su patrocinado, a quien no se le ha 
efectuado ningún apercibimiento para la segunda citación. 
 
Igualmente, se solicitó la remisión de información a SUNARP sobre la titularidad de 
la motocicleta en la cual el investigado trasladó a la menor agraviada para ultrajarla 
sexualmente y sobre las propiedades del imputado, que fueron requeridas hasta en 
cuatro oportunidades entre el 04/09/2012 y el 25/01/2013, sin ningún 
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apercibimiento, dilatando la investigación durante 05 meses, por falta de una 
adecuada conducción de la investigación por parte de la Fiscal a cargo del caso. 
 
De la revisión de la Carpeta Fiscal, no se han encontrado diligencias inidóneas ni 
inconducentes, más si innecesarias como la disposición de ampliación de 
declaración de la menor agraviada cuando esta ya había prestado su declaración 
en Cámara Gessell, más aun cuando, la finalidad de este tipo de declaración  es no 
re victimizar  a los menores de edad víctimas de abuso sexual, resultando 
innecesaria su ampliación.  
 
De otro lado, tal como ocurre en los casos anteriores el apoyo policial se registra en 
la etapa preliminar habiéndose realizado 10 actos de investigación, mas no se 
registra intervención policial en los 06 actos de investigación llevados a cabo 
durante las diligencias preparatorias  propiamente dichas, apoyo que tampoco ha 
sido solicitado por la Fiscalía en esta última etapa, por lo que, no podemos hablar 
de un escaso apoyo cuando no ha sido solicitado. 
 
Finalmente, no se produjo demora en la obtención de pericias y exámenes o 
diligencias especiales, dado que, la última pericia fue remitida el 10/12/2012, es 
decir, dentro un plazo ordinario de 04 meses de investigación preparatoria, lo que 
resulta razonable. 
 
C. CARPETA No 3996-2012  
 
Se trata de la sustracción de prendas de vestir de un Centro Comercial, en horas de 
la tarde del 05 de Setiembre del 2012, por parte de dos personas, una mujer y un 
varón, en circunstancias que la investigada procedió a retirar los precintos de 
seguridad para luego sustraer cuatro pantalones y colocarlos al interior de su bolso, 
mientras era observada por su coimputado. No obstante, uno de los pantalones se 
quedó con parte del precinto de seguridad; por lo que, cuando  pretendía salir del 
local la alarma de seguridad sonó y fue intervenida por los miembros de seguridad, 
a pesar que el otro investigado, intento impedir la intervención sin lograr su objetivo, 
y también fue detenido. 
 




a. Prácticas Jurídico Procesales Inadecuadas del Investigado con Prisión 
Preventiva durante la  Investigación Preparatoria 
 
De la revisión de la Carpeta Fiscal se observa que solo se ha producido la 
apelación del mandato de prisión preventiva que se les impuso a los investigados, 
la misma que fue declarada infundada; pero que no ha suspendido el desarrollo de 
la investigación. Los demás escritos presentados fueron de mero trámite, sin mayor 
participación de la defensa de los imputados en la investigación fiscal; por lo que, 
no se presenta el supuesto de postulación de recursos y escritos ineficaces y sin 
fundamento. 
 
Tampoco se ha requerido a los imputados la entrega de ningún tipo de información; 
por lo que, no se presenta el supuesto de obstaculización en la entrega de 
información necesaria para la investigación. 
. 
Finalmente, en el presente caso, los investigados, sin motivo aparente, no 
concurrieron a la primera reunión preparatoria  para arribar a un acuerdo de 
terminación anticipada, no obstante se fijó una segunda fecha, la que si se llevó a 
cabo, lo cual ha retrasado aproximadamente 02 meses la investigación, sin mayor 
resultado porque el acuerdo al que arribaron no fue aprobado judicialmente, 
presentándose el supuesto de frustración injustificada de diligencias. 
 
b. Prácticas Jurídico Procesales Inadecuadas del Fiscal en la Conducción 
de la Investigación Preparatoria con Prisión Preventiva 
 
En cuanto se refiere a la resolución de escritos, en varios casos se han producido 
demoras excesivas como el pedido de devolución de bienes y enseres incautados y 
solicitados por la investigada presentado el 13/09/2012 y atendido el 22/10/2012, es 
decir, 39 días. Otros pedidos nunca fueron atendidos, como el apersonamiento de 
la entidad comercial agraviada de fecha 21/03/2013. Por lo que, consideramos que 
si concurre este supuesto como causa de vulneración del derecho al plazo 
razonable. 
 
De otro lado, en el presente caso los investigados no concurrieron a la primera 
citación para acuerdo de terminación anticipada; no obstante, se reprogramo sin 
ningún apercibimiento, la que si se llevó a cabo, resultando una demora de 02 
meses aprox. Lo mismo ocurre con la citación al representante legal de la entidad 
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agraviada quien fue citado en dos oportunidades (05/10/2012 y 30/01/2013), la 
segunda de ellas con apercibimiento de conducción  compulsiva en caso de 
inconcurrencia y tampoco se presentó; sin embargo, en una tercera Disposición del 
07/03/2013, se reprograman las diligencias pendientes no se hace efectivo el 
apercibimiento, no se vuelve a citar a esta parte sin motivación alguna, denotando 
una inadecuada conducción de la investigación.  
 
Otra circunstancia que se presenta es que la visualización de video del teléfono 
celular del investigado fue programada hasta en tres oportunidades sin 
apercibimiento alguno, entre el 05/11/2012 y el 26/03/2013, llevándose a cabo en la 
última fecha después de transcurridos más de 04 meses, lo que significa una 
dilación importante en la investigación por ineficacia de apercibimientos ante la 
inconcurrencia a las citaciones fiscales. 
 
De la misma forma, en el presente caso se presenta la ineficacia de apercibimientos 
ante la demora en la entrega de información por parte de otras entidades, como 
ocurre con la entidad agraviada que no informo sobre el estado y ubicación de los  
precintos de seguridad fracturados por la investigada para sustraer las prendas de 
vestir y hallados en el lugar de los hechos, a pesar que hasta en tres oportunidades 
por el plazo de 05 meses se le solito; y, si bien, el 22/03/2013 se ordena hacer 
efectivo el apercibimiento de denuncia penal por desobediencia a la autoridad y 
encubrimiento real, de la revisión de la Carpeta fiscal no se observa que se haya 
materializado este apercibimiento. 
 
Sin embargo, en otros casos no se obtuvo la información, ni existe apercibimiento, 
como la solicitud de remisión de copias certificadas de carpetas fiscales y 
expedientes judiciales en los que los investigados han sido procesados e incluso 
sentenciados. 
 
No obstante, no se advierte la existencia de diligencias inidóneas ni inconducentes 
ni impertinentes, siendo el problema fundamental la demora en la realización de las 
diligencias ordenadas. 
 
En cuanto al apoyo policial como ocurre en la mayoría de casos analizados la 
participación de la Policía Nacional del Perú se restringe a la investigación 
preliminar de 24 horas (20 actos de investigación con apoyo de la Comisaria de 
Palacio Viejo), mientras que en la investigación preparatoria no se ha solicitado su 
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apoyo; por lo que, no se puede hablar de falta de apoyo policial cuando este no ha 
sido solicitado.  
 
En cuanto a la demora en la obtención de diligencias  especiales, dos se 
encuentran dentro del supuesto de demora excesiva. Así, la visualización del 
teléfono celular del investigado, se llevó a  cabo después de 04 meses; y, la 
inspección y reconstrucción de hechos, después de 07 meses de formalizada la 
investigación preparatoria, esto es, el 05/04/2013.  
 
c. Circunstancias Administrativas Negativas 
  
En este último caso también se presentan los dos supuestos de circunstancias 
administrativas negativas, como son: la Carencia de recursos humanos y la 
carencia de recursos administrativos  
 
En cuanto al supuesto de “Carencia de Recursos Humanos”,  durante el año 2012, 
de acuerdo a la encuesta, se ha obtenido la siguiente información: Se trata de un 
Fiscal Adjunto, quien labora en un Despacho de Investigación. Habiendo tramitado 
entre 80-100 carpetas fiscales durante el 2012; sin embargo, considera razonable 
tramitar entre 40 a 60 casos para conducir adecuadamente las investigaciones 
penales. 
  
En consecuencia, existe un déficit de Fiscales en proporción de 2 a 1, en el 
entendido que un Fiscal esta en aptitud de tramitar 60 Carpetas Fiscales como 
máximo; por lo tanto, 100 carpetas Fiscales deberían estar a cargo de 02 Fiscales, 
lo que denota la carencia de Fiscales para conducir el número de casos que les son 
asignados. 
 
Además, el Fiscal del Caso considera irrazonable el personal administrativo con el 
que contaba al 2012 porque solo eran 02 asistentes en función fiscal para 03 
fiscales del Despacho (01 Fiscal Provincial y 02 Fiscales Adjuntos), en la que un 
asistente coopera de manera exclusiva con el Fiscal Provincial mientras los dos 
fiscales adjuntos trabajan de manera compartida con el otro asistente en función 
fiscal.  
 
Igualmente, el mobiliario asignado en el mismo periodo, es insuficiente porque 
consta de: 01 mesa pequeña, 02 módulos para computadora, 01 armario, 03 sillas, 
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02 monitores, 02 computadoras de escritorio, 01 teléfono fijo que es compartido con 
un aproximado de 10 fiscales, 01 escritorio, 01 sillón, 01 ventilador y un acumulador 
de energía. Siendo que, considera que necesita de manera urgente: Una filmadora 
y cámara fotográfica, teléfono móvil, una computadora portátil, fax, scanner, 
impresora, una fotocopiadora, que de hecho resulta siendo significativa para el 
mejor desarrollo de sus labores. 
 
En cuanto a la infraestructura, el Fiscal del caso considera que el área que se le ha 
asignado de 2x3m2, resulta reducido e inadecuado, porque trata de un ambiente 
adaptado provisionalmente en uno de los patios de la casona antigua en la que se 
encuentran ubicadas las tres Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa, 
presentándose como causa administrativa de vulneración del derecho al plazo 
razonable. 
  
De otro lado, durante el año 2013, se ha verificado la misma insuficiencia de 
personal administrativo y fiscal, pues del cuadro de ubicación física del personal 
Fiscal y administrativo de la Tercera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa 
correspondiente al 2013, se advierte la misma conformación que el año anterior.  
 
En cuanto al personal fiscal, el fiscal a cargo del caso cuenta con una Carga Fiscal 
de 110 carpetas fiscales en trámite al 20/11/2013, esto de acuerdo al reporte de 
carga fiscal correspondiente; por lo que, el número de casos asignados a este fiscal 
durante dicho periodo ha superado en un 27% al del 2012 que ya era excesivo; 
circunstancia que constituye un coadyuvante a la vulneración del derecho al plazo 
razonable.   
 
Finalmente, en el supuesto correspondiente a la “Carencia de Recursos Materiales”, 
se ha considerado el mobiliario con el que cuenta el Fiscal a cargo del caso, de 
acuerdo con lo informado por la Gerencia de la Unidad Ejecutora de  Arequipa 
sobre la asignación de bienes en uso que se le ha entregado al 06/11/2013; 
verificándose que se ha incrementado en 03 bienes respecto del año anterior, lo 
que no resulta significativo, por lo que continua siendo insuficiente. 
 
En la siguiente Tabla podemos observar el resumen de causas identificadas por 





TABLA No 11 
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Fuente: Elaboración propia 
 
De la Tabla No 11, podemos extraer las siguientes gráficas, en la primera de  ellas 
(Gráfica No 26)  podemos observar en detalle la incidencia de cada una de las 








GRÁFICA No 26 
 
 Fuente: Elaboración propia 
 
De la Gráfica precedente, se observa que en el 75% de los casos revisados en la 
Tercera Fiscalía se presentan practicas  jurídico procesales inadecuadas del 
investigado como causa de vulneración del derecho al plazo razonable, 
constituyéndose la Fiscalía con mayor incidencia de esta causa en comparación a 
las otras dos fiscalías, que presentan:   0% de casos en la Segunda Fiscalía y un 
67% de casos en la Primera Fiscalía Penal. 
 
A diferencia de las circunstancias administrativas negativas y de una inadecuada 
practica del investigado, que como causa de afectación del derecho al plazo 
razonable se presenta en el 100%  de casos revisados al igual que en las otras dos 
fiscalías penales. 
 
A continuación, de la Tabla No 11, se ha obtenido la Gráfica No 27 en la cual se 
puede observar la incidencia de cada uno de los supuestos planteados para 
determinar como causa de vulneración las practicas inadecuadas del Investigado, 
encontrando que la frustración injustificada de diligencias es la causa más 
recurrente en la Tercera Fiscalía, con una 75% de casos analizados, seguida por la 
presentación de recursos y escritos ineficaces y sin fundamento (25%), mientras 
que la obstaculización en la entrega de información necesaria para la investigación 





GRÁFICA No 27 
 
Fuente: Elaboración Propia 
Fiscalía: Tercera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa 
 
 
A continuación la Gráfica No 28, nos presenta la incidencia de los supuestos 
planteados para la determinación de las prácticas inadecuadas del Fiscal en la 
Tercera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa como una causa de afectación del 
derecho al plazo razonable, en la misma que encontramos los siguientes 
resultados: 
 
La ineficacia de apercibimientos ante la inconcurrencia a citaciones fiscales y ante 
la demora en la entrega de información por parte  de otras entidades, son las dos 
principales causas de afectación del derecho al plazo razonable (100%), dado que, 
se presentan en todos los casos analizados, seguidas por la excesiva duración en 
la resolución de recursos y escritos presentados por las partes, con un 75%, 
mientras que, la menor incidencia, se presenta en la realización de diligencias 
inidóneas e inconducentes al esclarecimiento de los hechos por parte del Fiscal del 
caso (50%), es decir, la mitad de los casos analizados; y, la demora en la obtención 
de pericias y exámenes especiales con igual porcentaje, 50%. 
 
De otro lado, el escaso apoyo policial en la realización de diligencias preparatorias 
no es un supuesto que se presente en los casos analizados en este Tercera 





GRÁFICA No 28 
 
Fuente: Elaboración Propia 
Fiscalía: Tercera Fiscalía Penal Corporativa de Arequipa 
 
Finalmente, la Gráfica No 29, que presentamos a continuación nos muestra que las 
circunstancias administrativas negativas son por tercera vez el supuesto más 
recurrente en la vulneración del derecho al plazo razonable, dado que, se presentan 
todos los supuestos planteados para esta causa y en todos los casos: 
 
GRÁFICA No 29 
 
Fuente: Elaboración Propia 





4.2. DETERMINACIÓN DE LOS PRINCIPALES EFECTOS QUE PRODUCE LA 
VULNERACIÓN DEL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE DURANTE LA 
INVESTIGACIÓN PREPARATORIA CON PRISIÓN PREVENTIVA EN EL 
SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA PENAL  
 
Una vez determinadas las causas de vulneración del derecho al plazo razonable 
corresponde determinar los efectos que la afectación del derecho en mención 
produce en el sistema de administración de justicia penal, entendido este como el 
conjunto de principios, normas y reglas lógicamente enlazadas entre sí, que rigen la 
gestión y gobierno de los agentes (magistrados, personal auxiliar, órganos de 
auxilio, etc.) que lo conforman, para investigar, procesar y ejecutar lo juzgado en el 
ámbito penal.  
 
En ese sentido, es preciso señalar que, en términos generales el Ministerio Público 
también conforma este Sistema de Administración de Justicia, por cuanto, si bien 
no juzga ni ejecuta lo juzgado, en materia penal es el titular de la acción penal; y, 
por lo tanto, es el único que puede llevar a juicio los casos en los que considere 
existe suficiencia probatoria para acreditar la responsabilidad de los investigados 
para que los magistrados del poder judicial lo juzguen, encargándose en ese 
sentido de una etapa fundamental en el proceso, la investigación preparatoria.  
 
En ese orden de ideas, la determinación de los efectos de la vulneración del 
derecho al plazo razonable se ha llevado a cabo a partir de las encuestas 
formuladas a los 56 fiscales a cargo de las 81 carpetas ingresadas con 
requerimiento de prisión preventiva a las tres Fiscalías Penales Corporativas de 
Arequipa, de Enero a Diciembre del 2012, de acuerdo al “Reporte de Requerimiento 
de prisión Preventiva” proporcionado por la Fiscalía Superior Coordinadora de 
Arequipa, el 19 de noviembre del 2013. 
 
En ese sentido, el contexto metodológico utilizado en la investigación de campo 
para la determinación de los efectos de la vulneración del derecho al plazo 
razonable se ha obtenido a partir de una encuesta, cuyo cuestionario corresponde 
al anexo 05 (cedula de recolección de datos) compuesta por cinco preguntas 
objetivas, relacionadas al tema materia de estudio y dirigidas a una cantidad 
determinada (56) y especifica (Fiscales), de modo que, la información que nos 
brinden sea los más fidedigna posible, y sobre todo refleje la opinión de la 
comunidad jurídica especializada en el tema, es decir, los Fiscales Penales que 
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laboran en las tres Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa y que conocieron 
todos los casos de investigación con prisión preventiva ingresados durante el año 
2012. 
 
A continuación brindamos los resultados finales de la investigación de campo para 
la determinación de los efectos de la lesión del derecho al plazo razonable en las 
investigaciones preparatorias con prisión preventiva iniciadas durante el año 2012, 
resultados que contienen la descripción de las Tablas y Gráficas de cada una de las 
preguntas realizadas en la encuesta en las cuales se tuvo en cuenta los objetivos 
de la investigación y el análisis, jurídico de la información obtenida.  
 
Lo primero a determinar es, si nuestros encuestados consideran que la vulneración 
del derecho al plazo razonable en la investigación preparatoria del nuevo Código 
Procesal Penal del 2004, produce efectos negativos en la administración de justicia, 
de modo que, podamos descartar la posibilidad de que la vulneración de este 
derecho fundamental no afecte también a la administración de justicia. La cual 
arrojo los resultados que pueden verse en la siguiente Tabla:  
 
TABLA No 12 
 
¿CONSIDERA UD. QUE LA VULNERACIÓN DEL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE 
DURANTE LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA PRODUCE EFECTOS NEGATIVOS EN 
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Fuente: Elaboración propia 
Fiscalía: 1ª, 2ª y 3ª Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa  
 
Tal como  podemos observar el 100% de encuestados considera que la vulneración 
del derecho al plazo razonable si produce efectos negativos en la administración de 
justicia, con lo cual descartamos la remota posibilidad de considerar que la 
afectación de este derecho fundamental del justiciable no produzca consecuencias 





GRÁFICA No 30 
 
Fuente: Elaboración propia 
 Fiscalía: 1ª, 2ª y 3ª Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa  
 
La Gráfica No 30, nos muestra que los magistrados del Ministerio Público de las 
tres Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa, que tienen a su cargo casos con 
investigados privados de su libertad como consecuencia de una prisión preventiva, 
tienen pleno conocimiento que la  afectación del derecho al plazo razonable 
quebrantan el sistema de administración de justicia penal.   
 
Consideramos importante preguntar a nuestros encuestados sobre la relación 
existente entre la situación jurídica del investigado (libre o privado de libertad) y los 
efectos más gravosos que produce la vulneración del derecho al plazo razonable: 
 
TABLA No 13 
 
DE SER EL CASO, ¿CUANDO SE PRODUCEN LOS EFECTOS NEGATIVOS MÁS 
GRAVOSOS PARA EL SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA PENAL, CON LA 




























Fuente: Elaboración propia 
Fiscalía: 1ª, 2ª y 3ª Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa  
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Resulta claro entonces que, para nuestros encuestados los efectos negativos en la 
administración de justicia son mayores y más perjudiciales, cuando el investigado 
se encuentra privado de su libertad, como consecuencia de una prisión preventiva a 
diferencia de aquellos casos en los que los investigados se encuentra en libertad.  
 
Opinión que compartimos porque como señalamos en capítulos anteriores, la 
tramitación de una investigación penal con un imputado privado preventivamente de 
su libertad exige de las autoridades que administran justicia una “diligencia 
especial”, porque no solo está sometido a la incertidumbre de los resultados del 
proceso, sino que sufre este proceso limitado en su libertad locomotora, lo que 
implica que se encuentra alejado de su entorno familiar, amical, laboral, etc., 
causándole un perjuicio emocional  y económico que repercute también en el medio 
social en el que se desempeña.   
 
En ese orden de ideas, pasamos a ilustrar nuestros resultados con la Gráfica No 
31: 
GRÁFICA No 31 
 
   
Dado que, todos los encuestados (100%) han coincidido en señalar que la 
vulneración del derecho al plazo razonable produce efectos negativos en la 
administración de justicia y que estos efectos son más gravosos cuando el 
investigado se encuentra privado preventivamente de su libertad, nos corresponde 
ahora determinar cuáles son los efectos negativos más relevantes que se 
ocasionan en el sistema de administración de justicia penal con la afectación de 
este derecho fundamental. 
Fuente: Elaboración propia 
Fiscalía: 1ª, 2ª y 3ª Fiscalías Penales 




Para ello, hemos considerado dos puntos de vista; el jurídico (inseguridad jurídica) y 
el social (desconfianza ciudadana). El primer supuesto, se ha considerado porque 
nuestros encuestados son conocedores, teóricos y prácticos, de la institución 
materia de estudio, es decir, el derecho al plazo razonable y las implicancias 
jurídicas que su vulneración puede ocasionar en el sistema de administración de 
justicia penal; ya que, se trata de Fiscales Adjuntos y Provinciales de las tres 
Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa que tienen a su cargo casos con 
prisiones preventivas. 
 
De otro lado, se ha tenido en cuenta el segundo supuesto (desconfianza 
ciudadana); porque, el proceso no solo tiene una connotación jurídica sino también 
social, prueba de ello es que con frecuencia vemos que la eficiencia del sistema de 
administración de justicia se encuentra confrontada con la apreciación que tienen 
los ciudadanos de su funcionamiento; y, precisamente, en el presente trabajo 
pretendemos determinar los efectos más relevantes que produce la vulneración del 
derecho al plazo razonable en la administración de justicia penal a partir de este 
ámbito social.  
 
Siendo los resultados, los que se presentan a continuación en la Tabla No 14:  
 
TABLA No 14 
 
EN SU OPINIÓN ¿CUÁL ES EL EFECTO MAS IMPORTANTE DE LA VULNERACIÓN 
DEL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE DURANTE LA INVESTIGACIÓN 
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b. Desconfianza del ciudadano arequipeño en el 












Fuente: Elaboración propia 
Fiscalía: 1ª, 2ª y 3ª Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa  
 
Tal como lo preveíamos, los encuestados coincidieron en su mayoría en considerar 
como principal efecto, la inseguridad jurídica en el sistema de administración de 
justicia penal, encontrando un mínimo porcentaje que opina que la desconfianza del 
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ciudadano arequipeño en el nuevo modelo procesal penal peruano es el efecto más 
importante dentro de las dos posibilidades propuestas. 
  
Resultados con los que discrepamos porque se advierte que los magistrados 
encuestados le restan importancia al ámbito social que justifica la existencia del 
sistema de administración de justicia penal; y, consideramos que no debemos 
olvidar que la razón de ser del sistema son los destinatarios de esta, es decir, los 
ciudadanos, y precisamente ambos se ven confrontados por la ineficacia de este 
nuevo modelo de la administración de justicia penal.  
 
No obstante, le presentamos la siguiente gráfica que nos ilustrara mejor los 
resultados alcanzados: 
GRÁFICA No 32 
 
 Fuente: Elaboración propia 
 Fiscalía: 1ª, 2ª y 3ª Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa  
 
Podemos observar, que el 89% de los encuestados, afirmaron que de los dos 
supuestos propuestos para este trabajo, la inseguridad jurídica es la consecuencia 
más importante  que provoca la vulneración del derecho al plazo razonable en la 
investigación preparatoria con prisión preventiva, frente a un escaso 11% que 
consideraron a la desconfianza del ciudadano en el nuevo modelo procesal penal 
peruano, como principal consecuencia. 
 
Sin embargo, resulta también importante conocer las razones por las que los 
encuestados consideran que la seguridad jurídica o la confianza ciudadana son las 
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consecuencias más relevantes, cuando se infringe el derecho al plazo razonable en 
las investigaciones preparatorias con prisión preventiva:  
 
4.2.1. INSEGURIDAD JURÍDICA EN EL SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA PENAL POR LA VULNERACIÓN DEL DERECHO AL PLAZO 
RAZONABLE DURANTE LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA CON  
INVESTIGADOS CON PRISIÓN PREVENTIVA EN LAS TRES FISCALÍAS 
PENALES CORPORATIVAS DE AREQUIPA 
 
El sistema de administración de justicia penal debe garantizar el respeto y vigencia 
de los derechos fundamentales de sus ciudadanos, mediante de un  proceso sin 
dilaciones indebidas; caso contrario se vulnera el derecho al plazo razonable que 
produce efectos negativos en el proceso, como la inseguridad jurídica, más aun 
cuando el investigado se encuentra privado de su libertad. 
 
En ese orden de ideas, partiremos conceptuando la inseguridad jurídica a partir de 
su antónimo; la seguridad jurídica, que viene a ser una garantía constitucional 
definida como: “La estabilidad de las instituciones y la vigencia auténtica de la ley, 
con el respeto de los derechos proclamados y su amparo eficaz, ante 
desconocimientos o trasgresiones, por la acción  restablecedora de la justicia en los 
supuestos negativos dentro de un cuadro que tiene por engarce el Estado de 
Derecho.” 180 
 
Contrario sensu, la inseguridad jurídica viene a ser la inestabilidad de las 
instituciones y la falta de vigencia auténtica de la ley, que incluye la falta de respeto 
de los derechos proclamados y su desamparo ante desconocimientos o 
trasgresiones, por la inacción restablecedora de la justicia en los supuestos 
negativos; que es lo que ocurre cuando se mantiene en la incertidumbre de una 
investigación por un plazo irrazonable a los justiciables, lesionando además otros 
derechos conexos, como la libertad o presunción de inocencia del investigado, 
desnaturalizando la institución jurídica de la prisión preventiva, afectando el derecho 
de defensa del imputado, así como, el derecho de acceso a la justicia y a una 
reparación justa y oportuna del agraviado.  
 
Así, esta situación jurídica de incertidumbre, cuando es ocasionada por la dilación 
excesiva de los plazos procesales afecta el derecho a la presunción de inocencia 
                                                 
180
  CABANELLAS, Guillermo. Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual (Tomo VII). Pág. 329. 
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del imputado porque en lugar de ser utilizada la prisión preventiva como una 
medida cautelar temporal se convierte en una condena anticipada, lo que se 
desnaturaliza la prisión preventiva, que es una medida temporal de carácter 
excepcional. 
 
Pero, no solo se afecta el derecho a la presunción de inocencia con la vulneración 
del derecho al plazo razonable sino también otros derechos conexos proclamados 
por nuestro sistema jurídico como la libertad personal (ambulatoria) del imputado, 
que solo puede ser limitada por excepción, cuando concurren los presupuestos 
establecidos en la ley y por el plazo estrictamente necesario, que posibilite el 
aseguramiento provisional de la actividad probatoria y los efectos de una eventual 
condena, debido a la falta de una “diligencia especial” que exige de las autoridades 
que administran justicia la pronta resolución de la incierta situación jurídica de un 
investigado privado de su libertad preventivamente. 
 
De otro lado, el agraviado también se ve afectado cuando no existe una acción 
restablecedora oportuna de la administración de justicia, que proteja sus derechos 
de manera efectiva; por el contrario, es maltratada por las instituciones que 
administración justicia; cuando espera prolongados periodos de tiempo para que se 
sancione a los responsables de la conculcación de sus derechos y tenga acceso a 
una reparación civil, que finalmente resulta tardía. 
 
Así, esta situación de incertidumbre por su permanencia en el tiempo, re victimiza181 
al agraviado, afectando su derecho de acceso a la justicia, que sería real de 
observarse una investigación seria, completa y efectiva de los hechos, que permita 
sancionar a los responsables; y a una reparación, adecuada,  justa y oportuna por 
el daño ocasionado. 
 
En ese orden de ideas, los conceptos desarrollados en los párrafos precedentes los 
hemos considerado para la identificación de las posibles razones que llevaron a 
nuestros encuestados a señalar de manera unánime que la inseguridad jurídica es 
una consecuencia de la vulneración del derecho al plazo razonable, habiendo 
extraído 03 posibles respuestas que fueron formuladas a los 56 encuestados y nos 
dieron los resultados que a continuación presentamos, en la Tabla No 15: 
                                                 
181 Entendiendo para estos efectos a la re-victimización como el hecho o conjunto de hechos en que un individuo es 
víctima de violación de derechos en dos o más momentos, en los casos que la persona ha sido víctima de un delito 
y posteriormente es maltratada por las  instituciones de la administración de justicia, porque no se protegen sus 
derechos de manera efectiva. 
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TABLA No 15 
 
¿CUÁL ES LA PRINCIPAL RAZÓN POR LA QUE CONSIDERA QUE LA 
INSEGURIDAD JURÍDICA EN EL SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 
PENAL ES EL EFECTO NEGATIVO MAS IMPORTANTE OCASIONADO POR LA 
VULNERACIÓN DEL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE DURANTE LA 









a. Porque se desnaturaliza la prisión preventiva como 
institución jurídica (medida cautelar temporal), 
convirtiéndola en una condena anticipada debido al 







b. Porque, se quebrantan otros derechos conexos al 
plazo razonable, proclamados por nuestro sistema 
jurídico, como la presunción de inocencia y la libertad 






c. Porque no existe una acción restablecedora para las 
víctimas, que proteja de manera efectiva su derecho 
de acceso a la justicia y a una reparación, adecuada,  
justa y oportuna por el daño ocasionado, por el 









Fuente: Elaboración propia 
Fiscalía: 1ª, 2ª, 3ª Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa.   
 
 
La Tabla 15 nos muestra que, si bien la respuesta a la tercera pregunta nos permite 
afirmar que la gran mayoría de los encuestados (89%) valora que la vulneración del 
derecho al plazo razonable inevitablemente genera inseguridad jurídica en el 
sistema de administración de justicia penal, existe cierta proporción entre las 
razones presentadas por los encuestados para esta elección, y, con la finalidad de 












GRÁFICA No 33 
 
 Fuente: Elaboración propia. 
 Fiscalía: 1ª, 2ª y 3ª  Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa 
 
Tal como se observa de la gráfica precedente, las razones por las que los 
encuestados consideran que la inseguridad jurídica del justiciable es una principal 
consecuencia de la vulneración del derecho al plazo razonable, está dividida en tres 
grupos, con las siguientes proporciones: 
 
La desnaturalización de la prisión preventiva ha sido considerada como la principal 
razón para valorar a la inseguridad jurídica como el efecto determinante de la 
vulneración del derecho al plazo razonable en la administración de justicia, por un 
47% de los encuestados, seguida por un 31% que supone que el quebrantamiento 
de otros derechos conexos al plazo razonable como la presunción de inocencia y la 
libertad ambulatoria del investigado es la principal razón, y muy de cerca con un 
21% encontramos a la falta de garantía de una acción restablecedora al agraviado 
por parte de la administración de justicia, que en lugar de proteger adecuadamente 
sus derechos la re victimiza con prolongados periodos de tiempo para la 










4.2.2. LA DESCONFIANZA DEL CIUDADANO AREQUIPEÑO EN EL NUEVO 
MODELO PROCESAL PENAL PERUANO, DEBIDO A LA AFECTACIÓN 
DEL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE DURANTE LA INVESTIGACIÓN  
PREPARATORIA CON INVESTIGADOS CON PRISIÓN PREVENTIVA  EN 
LAS TRES FISCALÍAS PENALES CORPORATIVAS DE AREQUIPA 
 
Se podría decir que, desde una perspectiva deontológica, la finalidad del proceso 
penal es la realización de la justicia; pero, no solo desde un punto de vista teórico o 
ilusorio para el justiciable sino su realización tangible; por cuanto, el derecho que no 
se trasunta en la realidad, no es más que un fantasma del derecho. Por tanto, si el 
derecho al plazo razonable, es solo una afirmación en el papel, entonces no es 
derecho; porque, no basta con que este escrito, sino que se debe proteger en los 
hechos a los ciudadanos. 
 
Sin embargo, contrariamente a lo que muchos podrían creer, el funcionamiento 
eficaz182, eficiente183 y efectivo184 del sistema de administración de la justicia penal 
no es una actividad sencilla, por el contrario es sumamente complejo. Así por 
ejemplo, en la investigación preparatoria del nuevo modelo procesal penal tendrían 
que confluir múltiples factores para alcanzar sus fines, como una buena 
organización administrativa, el nivel específico de formación de los fiscales, la 
cooperación entre ellos y selección adecuada de los abogados defensores de 
investigados, el apoyo de otras instituciones del Estado e incluso la propia actitud 
del consumidor jurídico (litigantes), entre otros. 
 
En ese sentido, si no concurren estos factores se producen las dilaciones indebidas 
que afectan al justiciable en su propia dignidad humana, de ser respetado y 
valorado como ser individual y social, con sus características y condiciones 
particulares, por el hecho de ser persona. Lo que repercute en su salud física y 
emocional, así como, en su entorno familiar, laboral, amical, social, etc., situación 
que se refleja en la desconfianza que tiene la ciudadanía  en el nuevo modelo 
procesal penal peruano. 
 
                                                 
182
 Eficaz: Propio o adecuado para un fin. CABANELLAS, Guillermo. Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual. 
Tomo III. Pág. 380. 
 
183
 Eficiente: Adecuado para surtir efecto o lograr el propósito perseguido. Ibídem. Pág. 380. 
 
184
 Efectivo: Existente, real o verdadero. Ibídem. Pág. 374. 
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Es así que, la opinión pública se ve confrontada con la administración de justicia 
penal, porque los efectos de la duración irrazonable de las investigaciones penales 
con el nuevo modelo procesal penal, no solo alcanzan a quienes ven frustradas sus 
expectativas en el caso en particular, sino a la población en general; que observa 
cómo se desgasta la vida de un familiar, amigo, conocido o simplemente un 
ciudadano, investigado o agraviado, en la espera de que se “haga justicia”.  
 
En este punto, se presenta un efecto condicionante, en tanto el sistema de justicia 
no ofrezca una solución satisfactoria, por correcta y pronta a los justiciables, éstos 
pierden confianza en su funcionamiento ante la imposibilidad de cambiar esta 
situación y optan por no acudir a las vías de persecución pertinentes, sino que 
ensayan otras soluciones, incluso extralegales, como la acción directa (auto tutela) 
que debiera estar superada. 
 
Ello, lo vemos a diario en las noticias, los “ajusticiamientos públicos” y 
“linchamientos” son el pan de cada día, cubren los titulares de los principales 
noticieros televisivos y de la gran mayoría de prensa escrita; por lo que, esta ya no 
es una situación aislada sino endémica o estructural del sistema de justicia penal 
que requiere la pronta intervención del Estado, a fin de que los justiciables no sigan 
buscando la forma de hacerse justicia por mano propia.    
 
De manera que, si el Estado no provee a la sociedad de los presupuestos 
materiales y jurídicos indispensables para solventar un proceso penal en 
condiciones satisfactorias; es decir, las condiciones mínimas, anteriores y 
concomitantes al proceso que permitan su éxito, encontraremos una respuesta 
negativa del justiciable que deslegitima el sistema implementado con el Nuevo 
Modelo Procesal Penal en la ciudad Arequipa en el año 2008. 
.  
Por esa razón, les hemos presentado a nuestros encuestados dos posibles 
respuestas a la desconfianza del ciudadano Arequipeño en el Nuevo Modelo 









TABLA No  16 
 
¿CUÁL ES LA PRINCIPAL RAZÓN POR LA QUE CONSIDERA QUE LA 
DESCONFIANZA DEL CIUDADANO AREQUIPEÑO EN EL NUEVO MODELO DE 
PROCESAL PENAL ES EL EFECTO NEGATIVO MAS IMPORTANTE OCASIONADO 
POR LA VULNERACIÓN DEL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE DURANTE LA 
INVESTIGACIÓN PREPARATORIA CON INVESTIGADOS CON PRISIÓN 








a. Porque la constante insatisfacción de los 
ciudadanos arequipeños  frente a un nuevo 
modelo procesal penal ineficiente, ineficaz e 
inefectivo, provoca que ejerzan justicia por mano 
propia, deslegitimando el sistema de 







b. Porque se desacredita el nuevo modelo procesal 
penal cuando la duración irrazonable de las 
investigaciones penales afecta la dignidad del 
justiciable, su salud física y psicológica, que 
repercute en su vida personal, familiar, 






Fuente: Elaboración propia 
Fiscalía: 1ª, 2ª y 3ª Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa   
 
Para graficar nuestros resultados presentamos la Gráfica No 34, en la misma que 
observamos las razones por las que los encuestados consideraron que la 
desconfianza ciudadana es una consecuencia a la vulneración del derecho al plazo 
razonable: 
GRÁFICA No 34 
 
Fuente: Elaboración Propia 
Fiscalía: 1ª, 2ª y 3ª Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa  
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 De lo graficado, podemos advertir que un importante porcentaje de los 
encuestados (71%) ha considerado que la deslegitimación del sistema de 
administración de justicia debido al ejercicio de la auto tutela (justicia por mano 
propia) es una razón fundamental por la que la desconfianza del ciudadano 
Arequipeño debe ser estimada como una consecuencia principal de la vulneración 
del derecho al plazo razonable, mientras que un  29% de los encuestados 
encuentra sus razones en la desacreditación del sistema penal por afectarse la 
dignidad del justiciable, su salud física y psicológica con plazos irrazonables de 
investigación, que repercuten en su vida personal, familiar, económica y social.  
 
En consecuencia, si la tendencia contemporánea es de un proceso altamente 
eficientista, donde el tiempo ha alcanzado gran atención a través de adecuaciones 
procesales que solo buscan dar mayor utilidad al sistema penal, la privación al 
justiciable de hacer efectivo su derecho al plazo razonable  pone en riesgo el 
sistema procesal penal que se viene implementando a nivel nacional, porque no 
tiene sentido propugnar un nuevo modelo procesal penal si este no ofrece 
soluciones oportunas: ¿De qué nos serviría aplicar un nuevo modelo procesal 
penal, si los procesos duran igual o un mayor plazo que con el anterior?  
 
Por ello, concluimos que es necesario fortalecer la implementación del nuevo 
modelo procesal penal a nivel nacional y fundamentalmente en la ciudad de 
Arequipa, porque si como hemos comprobado se viene vulnerando el derecho al 
plazo razonable en casos en los que los investigados se encuentran con prisión 
preventiva que requiere de una diligencia especial, podemos prever que la situación 















CONCLUSIONES    
 
PRIMERA.- De las 81 Carpetas Fiscales con requerimiento de prisión preventiva 
ingresadas a las tres Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa durante el año 
2012, fueron seleccionados 57 por haberse concedido la prisión preventiva, a razón 
de 19 casos por cada una de las tres fiscalías, de los cuales se ha identificado 
aquellos en los que se ha vulnerado el derecho al plazo razonable, teniendo en 
cuenta los criterios de complejidad establecidos en el Artículo 342º Inciso 3 del 
Código Procesal Penal del 2004. Observando que, la vulneración del derecho 
materia de estudio se da en forma similar en las tres fiscalías; así, en la Primera 
Fiscalía Penal se ha vulnerado el derecho al plazo razonable en un 27% de los 
casos seleccionados, en la Segunda Fiscalía Penal el 22%; y, en la Tercera Fiscalía 
Penal el 27%.  
 
SEGUNDA.- Del estudio de las carpetas fiscales seleccionadas y documentación 
obtenida de la Primera, Segunda y Tercera Fiscalías Penales Corporativas de 
Arequipa, se advierte que las circunstancias administrativas negativas (carencia de 
recursos humanos y materiales) que se presentan en el desempeño de las 
funciones de los fiscales, son un común denominador y la causa de  vulneración del 
derecho al plazo razonable de mayor incidencia en las tres fiscalías; porque se 
presentan en un 100% de casos estudiados y de supuestos propuestos en este 
trabajo para esta causa. 
 
TERCERA.- Igualmente, del estudio de las carpetas fiscales seleccionadas y 
documentación obtenida de la Primera, Segunda y Tercera Fiscalías Penales 
Corporativas de Arequipa, se advierte que la segunda causa de mayor incidencia 
en las tres fiscalías penales es el empleo de prácticas jurídico procesales 
inadecuadas en la conducción de la investigación por parte del Fiscal (Excesiva 
duración en la resolución de recursos, ineficacia de apercibimientos, realización de 
diligencias inidóneas y escaso apoyo policial) porque si bien esta causa se presenta 
en todos los casos analizados (100%), en la Primera y Tercera Fiscalía, no se 
presentan todos los supuestos postulados; y, en la Segunda, se presentan todos los 
supuestos mas no todos ellos concurren en cada uno de los casos analizados.  
 
CUARTA.- Finalmente, del mismo estudio aplicado en las tres Fiscalías Penales 
Corporativas de Arequipa, se concluye que la causa con menor incidencia para la 




procesal del investigado (presentación de recursos y escritos ineficaces, 
obstaculización en la entrega de información y frustración injustificada de 
diligencias) durante la investigación preparatoria, presente en un 67% de los casos 
analizados en la Primera, 75% en la Tercera Fiscalía Penal; y, ningún caso en la 
Segunda Fiscalía Penal (0%). 
 
QUINTA.- De otro lado, las consecuencias de la vulneración del derecho al plazo 
razonable se obtuvieron a partir de las encuestas formuladas a los 56 fiscales a 
cargo de las 81 carpetas ingresadas con requerimiento de prisión preventiva a las 
tres Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa, de Enero a Diciembre del 2012, 
de las cuales resulto que el efecto negativo más  importante que se presenta en el 
sistema de administración de justicia penal como consecuencia de la vulneración 
del derecho al plazo razonable durante la investigación preparatoria con 
investigados privados de su libertad es la inseguridad jurídica, así lo considera el 
89% de los encuestados, frente a un escaso 11% que eligió como  el efecto más 
significativo la desconfianza ciudadana; por lo que, concluimos que para nuestros 
encuestados son más importantes las consecuencias jurídicas que las sociales.        
 
SEXTA.- Del 89% de encuestados que consideraron como principal efecto la 
inseguridad jurídica, el mayor porcentaje (47%), indico que la razón de su respuesta 
fue porque se desnaturaliza la prisión preventiva como institución jurídica (medida 
cautelar temporal), convirtiéndola en una condena anticipada. Seguido por el 32%, 
para quienes la principal razón es el quebrantamiento de otros derechos conexos al 
plazo razonable proclamados por nuestro sistema jurídico, como la presunción de 
inocencia y la libertad personal del imputado, y finalmente, un 21%, considera que 
la inexistencia de una acción restablecedora para las víctimas que proteja de 
manera efectiva su derecho de acceso a la justicia y a una reparación, adecuada,  
justa y oportuna por el daño ocasionado es la razón más importante. 
 
SÉTIMA.- Del 11% de los encuestados que optaron por la desconfianza ciudadana 
como principal causa de vulneración del derecho al plazo razonable, el mayor 
porcentaje (71%) indico como la razón más importante para su respuesta, la 
deslegitimación del nuevo modelo procesal penal, debido al uso de la justicia por 
mano propia por parte de los ciudadanos arequipeños frente a una constante 
insatisfacción de un sistema penal, ineficiente, ineficaz e inefectivo; y, un 29% 
considera que la razón más significativa es la desacreditación del nuevo modelo 
procesal penal cuando la duración irrazonable de las investigaciones penales afecta 
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la dignidad del justiciable, su salud física y psicológica, que repercute en su vida 
personal, familiar, económica y social. 
 
OCTAVA.- Se ha comprobado la hipótesis planteada en el proyecto de 
investigación, dado que, prácticas jurídico procesales inadecuadas del investigado 
durante la investigación preparatoria con prisión preventiva y del Fiscal en la 
conducción de la investigación preparatoria, así como, circunstancias 
administrativas negativas están vulnerando el derecho al plazo razonable, lo que 
está generando consecuencias negativas en el sistema de administración de 
justicia penal, como son la inseguridad jurídica en el sistema penal y la 































PRIMERA.- Realizar un monitoreo constante y una evaluación periódica del 
proceso de implementación del nuevo Código Procesal Penal en la ciudad de 
Arequipa, labor  que deberá realizar el equipo técnico del Ministerio Público, 
encargado de la implementación del nuevo modelo procesal penal en el país, no 
solo para detectar los problemas que se presentan sino para viabilizar prontas 
soluciones que hagan del sistema penal uno eficiente, efectivo y eficaz para el 
justiciable. De tal forma que, se institucionalicen las fortalezas del sistema y se 
superen las debilidades que se presentan en nuestro distrito fiscal. 
 
SEGUNDA.- Implementar un área administrativa en cada Despacho de 
Coordinación de  cada una de las tres Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa, 
el mismo que deberá estar a cargo de un profesional en administración, que 
gestione y atienda de manera pronta y oportuna  los requerimientos de los 
diferentes Despachos Fiscales Penales Corporativos, con la finalidad de que se 
doten de los medios logísticos necesarios e idóneos para un mejor desempeño de 
sus funciones como fiscales, evitando que descuiden las actividades propias de su 
función por las administrativas. 
  
TERCERA.- Organizar mensualmente conferencias y talleres de capacitación, para 
los Fiscales Penales y personal administrativo, por intermedio de la Escuela del 
Ministerio Público, propiciando espacios de discusión, unificación de criterios y 
mejores prácticas jurídicas en la aplicación del nuevo modelo procesal penal, a fin 
de que adecuen correctamente su capacidad de análisis jurídico teórico a la 
realidad, propiciando se adopten las mejores soluciones que el derecho haya 
previsto en el caso en concreto para la sociedad y que a su vez con el tiempo 
también generen predictibilidad en la resolución de casos. 
 
CUARTA.- Organizar mensualmente conferencias y talleres de capacitación para 
todos los abogados defensores, por intermedio del Ministerio de Justicia, 
propiciando su actualización, porque no podemos pretender un funcionamiento 
eficiente de la administración de justicia penal cuando todos los actores del proceso 
incluidos los abogados defensores no están adecuadamente capacitados. 
 
QUINTA.- Evaluar la sobre criminalización de conductas consideradas delictivas 




cuenta los limitados recursos económicos con los que cuenta el Estado, cuya 
muestra es, como se ha comprobado en la investigación la carga fiscal de las tres 
Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa que no responde a los recursos 
materiales y humanos que se les ha proporcionado; por lo que se incurre 
inevitablemente en  morosidad en la tramitación y resolución de causas penales y 
falta de eficacia en la persecución de casos realmente graves con investigados 
privados de su libertad. 
 
SEXTA.- Realizar una posterior investigación sobre la vulneración del derecho al 
plazo razonable durante la etapa intermedia y la de juzgamiento; por cuanto, se ha 
advertido en la presente investigación que en un considerable número de casos 
analizados para la determinación de la vulneración del derecho al plazo razonable 
durante la investigación preparatoria, si bien no presentan afectación de este 
derecho durante la etapa de investigación si presentan plazos excesivos e 


































































Que, el texto del Inc. 2 del Artículo 334º del Nuevo Código Procesal Penal  no 
considera ninguna medida que tenga como fin la imposición de sanciones para 
quien o quienes durante la investigación han afectado el derecho al plazo 
razonable, así a la letra señala:  
 
"Artículo 334. Calificación 
2. El plazo de las diligencias preliminares, conforme al artículo 3, es de 
sesenta días, salvo que se produzca la detención de una persona. No 
obstante ello, el fiscal podrá fijar un plazo distinto según las características, 
complejidad y circunstancias de los hechos objeto de investigación. Quien se 
considere afectado por una excesiva duración de las diligencias preliminares, 
solicitará al fiscal le dé término y dicte la disposición que corresponda. Si el 
fiscal no acepta la solicitud del afectado o fija un plazo irrazonable, este 
último podrá acudir al juez de la investigación preparatoria en el plazo de 
cinco días instando su pronunciamiento. El juez resolverá previa audiencia, 
con la participación del fiscal y del solicitante.” 
 
Habiéndose demostrado que la vulneración del derecho al plazo razonable durante 
la investigación preparatoria con prisión preventiva en los casos analizados en las 
tres Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa viene generando efectos negativos 
en el Sistema de Administración de Justicia Penal, es necesario incorporar a su 
texto alguna medida que posibilite la imposición de sanciones para quien o quienes 
durante la investigación han afectado el derecho fundamental de los justiciables al 
plazo razonable, de acuerdo al grado de responsabilidad que les corresponda, por 










EL CONGRESO DE LA REPUBLICA  
 
HA DADO LA LEY SIGUIENTE: 
 
LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 334 DEL NUEVO CODIGO PROCESAL 
PENAL: 
 
Artículo 1.- Modifíquese el Inciso 2) del Artículo 334 del Nuevo Código Procesal 
Penal, en los siguientes términos:  
  
"Artículo 334. Calificación 
2. El plazo de las diligencias preliminares, conforme al artículo 3, es de sesenta días, salvo 
que se produzca la detención de una persona. No obstante ello, el fiscal podrá fijar un 
plazo distinto según las características, complejidad y circunstancias de los hechos 
objeto de investigación. Quien se considere afectado por una excesiva duración de las 
diligencias preliminares, solicitará al fiscal le dé término y dicte la disposición que 
corresponda. Si el fiscal no acepta la solicitud del afectado o fija un plazo irrazonable, 
este último podrá acudir al juez de la investigación preparatoria en el plazo de cinco 
días instando su pronunciamiento. El juez resolverá previa audiencia, con la 
participación del fiscal y del solicitante. De comprobarse la vulneración del derecho al 
plazo razonable deberá remitirse copias al Órgano de Control Interno del Ministerio 
Público en el supuesto de existir  responsabilidad en el Fiscal a cargo de la 
investigación penal  y/o al Colegio de Abogados en caso se encuentre  responsabilidad 
del abogado defensor del investigado, a fin de que se impongan las sanciones 
disciplinarias que correspondan.”  
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A partir de la vigencia del Nuevo Código Procesal Penal en octubre del 2008 se ha 
generado en la población Arequipeña, la expectativa de un cambio en el sistema de  
administración de justicia penal, no olvidemos los enormes afiches pegados en las 
calles publicitando la celeridad en la tramitación de los procesos penales; sin 
embargo, después de más de cuatro años de la implementación de esta nueva 
normativa procesal penal en la ciudad de Arequipa podemos advertir las 
deficiencias en la aplicación de este nuevo modelo procesal penal.  
 
Esta situación nos ha llevado a reflexionar sobre la vigencia de los derechos 
fundamentales de los justiciables durante la investigación preparatoria cuando 
existe una prisión preventiva que pesa sobre el imputado, específicamente  de su 
derecho al plazo razonable, advirtiendo en la práctica la utilización de plazos 
excesivos en la tramitación de las investigaciones, siendo importante establecer las 
causas que determinan la vulneración del derecho al plazo razonable y los efectos 
que la transgresión de este derecho fundamental produce en el sistema de 
administración de justicia penal.  
 
Con esta finalidad se revisarán las carpetas fiscales ingresadas a las tres Fiscalías 
Penales Corporativas de Arequipa entre los meses de Enero a Diciembre del 2012; 
bajo la premisa de los parámetros establecidos por el Nuevo Código Procesal Penal 
del 2004, las sentencias del Tribunal Constitucional Peruano, las de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos.  
 
Finalmente, debemos resaltar que al desarrollar el presente trabajo tenemos el 
propósito de contribuir al mejoramiento de la aplicación del Nuevo Código Procesal 
Penal en la ciudad de Arequipa, determinando las deficiencias que el sistema 
presenta después de cuatro años de su implementación a fin de que las 
autoridades viabilicen prontas soluciones, pues no podemos olvidar que el fin 
supremo de la sociedad y del Estado es la persona humana y que el respeto de sus 
derechos fundamentales es vital en un estado de derecho como el nuestro, más 




I. PLANTEAMIENTO TEÓRICO 
 
1. PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
1.1. Enunciado del Problema 
“CAUSAS DE VULNERACIÓN DEL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE 
DURANTE LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA CON PRISIÓN 
PREVENTIVA EN LAS FISCALÍAS PENALES CORPORATIVAS DE 
AREQUIPA Y SUS PRINCIPALES EFECTOS EN EL SISTEMA DE 
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA PENAL. AREQUIPA ENERO-DICIEMBRE 
DEL 2012” 
 
1.2. Descripción del problema 
El problema planteado consiste en determinar las causas por las que se vulnera 
el derecho al plazo razonable en la investigación preparatoria con prisión 
preventiva en las Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa y los principales 
efectos que esta vulneración estaría produciendo en el sistema de 
Administración de Justicia Penal.  
 
Para ello, hemos considerado el periodo de Enero a Diciembre del 2012 para el 
estudio de las carpetas fiscales ingresadas a las tres Fiscalías Penales 
Corporativas de Arequipa, teniendo en cuenta que el análisis de las carpetas 
fiscales se realizara desde fines del 2013 hasta principios del 2014, porque es 
importante realizar una evaluación global de procesos concluidos, y dado que, 
los casos materia de estudio se iniciaron el 2012 no necesariamente 
concluyeron ese mismo año, sino que se prolongan los próximos años. Ello, a 
fin de alcanzar resultados integrales después de más de cuatro años de 
implementación del Nuevo Código Procesal Penal, lo que determina el ámbito 
temporal. 
 
En cambio, el ámbito espacial está determinado a nivel local, la jurisdicción que 
comprenden las tres Fiscalías Penales Corporativas como son, los distritos de 
Arequipa, Cerro Colorado, Cayma, Alto Selva Alegre, Yanahuara, José Luis 
Bustamante y Rivero, Yura, Mollebaya, Quequeña, Yarabamba, Santa Rita de 




A partir de lo expresado podemos plantearnos como hipótesis de trabajo la 
siguiente; dado que, de acuerdo a la nueva normatividad procesal penal vigente 
en la ciudad de Arequipa, el Ministerio Público conduce la investigación 
preparatoria desde las diligencias preliminares, con plena autonomía e 
iniciativa, el Fiscal debe ejercer tal función en estricta observancia de los 
principios y garantías constitucionales y el respeto de los derechos 
fundamentales de los justiciables, más aun cuando el investigado se encuentra 
privado de su libertad: Es probable que, prácticas jurídico procesales 
inadecuadas del investigado y del Fiscal en la conducción de la investigación 
preparatoria, así como, circunstancias administrativas negativas estén 
vulnerando el derecho al plazo razonable, lo que estaría generando 
consecuencias negativas en el sistema de administración de justicia penal.     
 
El nivel de investigación es de tipo explicativo en la medida que permitirá 
determinar las causas de orden procesal y administrativo que estarían 
vulnerando el derecho al plazo razonable en la investigación preparatoria con 
prisión preventiva y los principales efectos negativos que estarían generando en 
el sistema de  administración de justicia penal.  
 
Pero también, es una investigación aplicada porque permitirá al justiciable y al 
operador de justicia conocer las  causas por las que se estaría vulnerando su 
derecho fundamental al plazo razonable, y las consecuencias negativas que 
produce la vulneración de este derecho en el sistema de administración de 
justicia penal.  
 
Las unidades de estudio están conformadas básicamente por las carpetas 
fiscales y encuestas; pero, también por la Constitución, el Código Procesal 
Constitucional, el Código Procesal Penal del 2004, los Convenios y Tratados  
Internacionales en materia de Derechos Humanos de los que el Perú es parte, 
las sentencias emitidas por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, las de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y las del Tribunal Constitucional 
Peruano. Al efecto se utilizaran instrumentos documentales y de campo, como 
son: fichas bibliográficas, fichas documentales, Ficha de Recolección de Datos 
y Cédulas de Recolección de datos.  
 
1.2.1. Área del conocimiento 
  El problema de investigación se encuentra ubicado en: 
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a) Campo  : Ciencias Jurídicas 
b) Área  : Derecho Penal 
c) Línea  : Derecho Procesal Penal 
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prisión preventiva en 
la  investigación 
preparatoria. 
 
 Presentación de recursos y escritos 
ineficaces y sin fundamento. 
 
 Obstaculización en la entrega de 
información necesaria para la 
investigación. 
 
 Frustración injustificada de 






Fiscal en la 






 Excesiva duración en la resolución 
de recursos y escritos presentados 
por las partes. 
 
 Ineficacia de apercibimientos ante la 
inconcurrencia a citaciones fiscales. 
  
 Ineficacia de apercibimientos ante la 
demora en la entrega de información 
por parte  de otras entidades. 
 
 Realización de diligencias inidóneas 
e inconducentes al esclarecimiento 
de los hechos. 
 
 Escaso apoyo policial en la 
realización de diligencias 
preparatorias. 
 
 Demora en la obtención de pericias 








 Carencia de Recursos Humanos. 
 







Efectos de la 
vulneración del 
Derecho al Plazo 
Razonable en el 







 Inseguridad jurídica en el sistema de 
administración de justicia penal. 
 
 Desconfianza del ciudadano 
Arequipeño en el nuevo modelo de 




1.2.3. Interrogantes Básicas 
a) ¿Cuáles son las causas de la vulneración del derecho al plazo 
razonable durante la investigación preparatoria con prisión preventiva 




b) ¿Cuál son los principales efectos de la vulneración del derecho al 
plazo razonable durante la investigación preparatoria con prisión 
preventiva en el sistema de administración de justicia penal?  
 
1.2.4. Tipo de Investigación: 
La investigación será: 
a) Por su finalidad   : Aplicada 
b) Por el tiempo que comprende : Longitudinal 
c) Por el nivel de profundización : Explicativa 
 
1.2.5. Nivel de Investigación: 
La investigación será: 




Con la vigencia del Nuevo Código Procesal Penal en la ciudad de Arequipa a partir 
de octubre del 2008; se ha puesto de manifiesto la actuación protagónica del 
Ministerio Público durante la investigación preparatoria, la misma que conduce 
desde su inicio y controla, decidida y proactivamente, en defensa de la sociedad, 
estando obligado a actuar con objetividad, indagando los hechos constitutivos de 
delito, los que determinen y acrediten la responsabilidad o inocencia del imputado, 
que en su oportunidad le permita decidir si se tiene suficientes elementos de 
convicción para solicitar fundadamente el enjuiciamiento del investigado, que en el 
caso de nuestra investigación se encuentra detenido. 
 
En ese sentido, el Fiscal debe velar por el cumplimiento de un plazo razonable 
durante la etapa investigación preparatoria, tanto en su sub etapa pre jurisdiccional 
(investigación preliminar) como jurisdiccional (investigación preparatoria 
propiamente dicha), más aun cuando el investigado se encuentra con prisión 
preventiva, porque de lo contrario se estaría vulnerando su derecho fundamental al 
plazo razonable, reconocido implícitamente por nuestra Constitución y 
expresamente por Tratados y Tribunales Internacionales de Derechos Humanos, de 
los que el Perú es parte.  
 
No obstante, de la práctica podemos advertir que los plazos utilizados para la 
investigación preparatoria son excesivos; por lo que, el problema se encuentra 
296 
 
vigente, esto debido a prácticas jurídico procesales inadecuadas del investigado e 
incluso del propio Fiscal en la conducción de la investigación preparatoria; así 
como,  circunstancias administrativas negativas, que estarían generando efectos 
negativos en el sistema de administración de justicia penal, como la inseguridad 
jurídica y la desconfianza del ciudadano arequipeño, quien con la entrada en 
vigencia del nuevo Código Procesal Penal veía esperanzado un cambio en la 
administración de justicia; y, sin embargo, ahora tienen que esperar largos periodos 
de incertidumbre para que “se haga justicia”, he ahí la relevancia social del presente 
trabajo de investigación.  
 
En consecuencia, el aporte jurídico y científico radica en determinar: ¿Cuáles son 
las causas de vulneración del derecho al plazo razonable durante la investigación 
preparatoria con prisión preventiva, en las Fiscalías Penales Corporativas de 
Arequipa? y ¿Cuáles son los principales efectos de esta vulneración del derecho al 
plazo razonable durante la investigación preparatoria con prisión preventiva, en el 
sistema de administración de justicia penal?, lo que es útil para que los operadores 
de la administración de justicia y quienes se encuentran a cargo de la 
implementación del Nuevo Código Procesal Penal conozcan sus deficiencias y 
realicen cambios para superarlas, dotándolo de mejores condiciones personales y 
materiales para su plena eficacia, efectividad y eficiencia, de acuerdo a las 
necesidades sociales reales que exigen del sistema la prestación de una adecuada 
y oportuna administración de justicia penal, en la que se respeten los derechos 
fundamentales de los ciudadanos.  
 
2. MARCO CONCEPTUAL 
 
Los conceptos básicos que han de emplearse en la investigación son los siguientes: 
 
2.1. DERECHO AL PLAZO RAZONABLE 
 
Tal como lo ha señalado José Antonio Neyra Flores, en doctrina se ha establecido 
que plazo es el espacio o periodo de tiempo dentro del cual se debe realizar un acto 
procesal. Lo que significa que el conjunto sucesivo de actos procesales que 
conforman el proceso (actividad procesal)  debe ser fijado como razonable, dado 
que, es un requisito para la validez del acto procesal  y una garantía derivada del 
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principio de determinación de las leyes; por lo que, toda afectación que se hace a 
un ciudadano debe estar regulada en todos sus aspectos, uno de ellos: El plazo185.  
 
Es decir, la ley deberá establecer la duración de la afectación a la que se somete al 
ciudadano, por lo que, el proceso debe tener un plazo. Siendo que, para 
comprender lo que se define como plazo razonable, existen dos posturas 
doctrinarias: La primera, por la que se considera que el plazo razonable es aquel 
que se encuentra dentro del periodo de tiempo expresamente señalado por la ley; y, 
para una segunda postura, el plazo será razonable si de acuerdo a determinados 
parámetros o criterios  valorados por el juzgador, en el caso específico, resultan ser 
razonables, dado que, de acuerdo a esta última postura, el plazo razonable es un 
concepto jurídico indeterminado que no puede ser medido en días, semanas ni 
meses, sino que debe ser valorado en cada caso en particular.  
 
En la presente investigación adoptaremos esta segunda postura, que es la acogida 
por nuestro Tribunal Constitucional, siguiendo la tendencia establecida por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, que a su vez asume la posición del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos. 
 
2.2. INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
 
Para efectos de la presente investigación se ha considerado dentro del modelo 
acusatorio garantista implementado por el Nuevo Código Procesal Penal del 2004 
en nuestro país, tres etapas: La primera, la investigación preparatoria, que a su vez 
comprende la investigación preliminar y la investigación preparatoria propiamente 
dicha; la segunda, la etapa intermedia; y, finalmente, la tercera, el juzgamiento. 
 
La etapa  que nos interesa es la primera, investigación preparatoria, dentro de esta 
la investigación preliminar, comienza cuando la policía o el Ministerio Público toman 
conocimiento de la comisión de un delito y a decir de Darío Palacios Dextre186, es 
una sub etapa de carácter pre procesal no judicializada que precede a la 
investigación preparatoria propiamente dicha, la misma que el Ministerio Público 
(Fiscal Penal) dirige,  comprendiendo todas aquellas diligencias encaminadas a 
determinar si el hecho denunciado constituye delito, si es justiciable penalmente, y 
si no existen causas de extinción de la acción penal, para luego determinar si se 
                                                 
185
 NEYRA FLORES, José Antonio. Manual del Nuevo Proceso Penal & de Litigación Oral. Págs. 148,149. 
186
 PALACIOS DEXTRE, Darío. Comentarios del Nuevo Código procesal Penal. Grijley. Lima. 2011. Pags.500, 501. 
298 
 
continua o no la investigación preparatoria, conforme lo prescribe el Artículo 334 del 
Código Procesal Penal del 2004. 
 
Esta primera  sub etapa tiene un duración temporal de 60 días naturales, sin 
perjuicio de que el fiscal pueda fijar un plazo distinto según las características, 
complejidad y circunstancias de los hechos objeto de investigación; mientras la 
investigación preparatoria propiamente dicha, dura 120 días naturales, prorrogables 
por única vez hasta por 60 días, salvo que el caso sea declarado complejo, en cuya 
circunstancia durara 08 meses, prorrogables por igual plazo, durante el cual se 
recabara los medios de prueba, de cargo o de descargo que al concluir le permitirá 
al Ministerio Público determinar si en el caso en concreto corresponde solicitar al 
juzgado la acusación del investigado o el sobreseimiento del caso. 
 
2.3. PRISIÓN PREVENTIVA 
 
La prisión preventiva, es la medida de coerción procesal personal más gravosa que 
tiene nuestro ordenamiento jurídico procesal penal nacional para restringir la 
libertad de los ciudadanos en pos de asegurar el proceso penal.  
 
En ese sentido, el Tribunal Constitucional ha dicho que siendo los derechos 
fundamentales límites a la actuación del legislador, las medidas de restricción de la 
libertad ambulatoria, cuando no se producen a consecuencia de la imposición de 
una pena, quedan justificadas únicamente, como ultima ratio, en la medida en que 
resulten absolutamente imprescindibles y necesarias para la defensa de bienes 
jurídicos fundamentales en un proceso penal, y siempre que no hayan otros 
mecanismos menos radicales para conseguirla. Caso contrario, se produce una 
afectación al derecho a la libertad individual y al principio informador de presunción 
de inocencia.187 
 
En ese sentido, la prisión preventiva o provisional es la situación nacida de una 
resolución jurisdiccional, de carácter provisional y duración limitada, por la que se 
restringe el derecho a la libertad de un imputado por un delito de especial gravedad 
y en quien concurre un peligro de fuga suficiente para presumir racionalmente que 
no acudirá a la llamada de la celebración del juicio oral, así como para conjurar los 
                                                 
187




riesgos de reiteración delictiva, de ocultación o destrucción de las fuentes de 
prueba y la puesta en peligro de la víctima188.  
 
2.4. MINISTERIO PÚBLICO 
 
Para Domingo García Rada el Ministerio Público es: “La Magistratura particular 
encargada de velar por el interés del Estado y por el de la sociedad ante los 
tribunales, promoviendo la represión de los delitos, la defensa judicial de los 
intereses del estado y la observancia de las leyes en cuyo cumplimiento está 
interesada la Sociedad”189 
 
En una definición más completa, Pedro Angulo Arana, nos dice que: “El Ministerio 
Público constituye una magistratura estatal autónoma instituida para cumplir la 
misión de la defensa de la legalidad y la promoción del interés público y social, 
ejerciendo para ello diversas funciones procesales y supra procesales, bajo la 
orientación del interés en la consecución de una justicia efectiva y por medio de las 
potestades que para ello le otorgan las leyes a sus órganos.” 
 
En el caso de nuestro país, encontramos las funciones que le compete al Ministerio 
Publico en el Artículo 159º de la Constitución Política del Perú, entre las que se 
encuentran: Conducir desde su inicio la investigación del delito, con tal propósito, la 
Policía Nacional está obligada a cumplir los mandatos del Ministerio Público en el 
ámbito de su función; ejercitar la acción penal de oficio o a petición de parte. 
 
2.5. FISCALÍAS PENALES CORPORATIVAS  
 
En el proceso de implementación del Nuevo Código Procesal Penal, la distribución 
y organización de los Despachos Fiscales ha tenido un gran cambio. En ese 
sentido, en las Fiscalías Penales de la ciudad de Arequipa, se han creado 
Despachos Corporativos, los mismos que están conformados por un Despacho 
Provincial Coordinador, que dirige un grupo de Despachos Provinciales de Decisión 
Temprana y otros de Investigación, los primeros tienen a su cargo casos de menor 
complejidad que pueden tener una solución pronta, ya sea, por su propia naturaleza 
(bagatela, rechazo, etc.) o por acción y voluntad de los involucrados (principio de 
                                                 
188
Gimeno Sendra, Vicente. Citado Por NEYRA FLORES, José. Op. Cit. págs. 511. 
 
189
 GARCIA RADA, Domingo. Citado por ANGULO ARANA, Pedro. La Función del Fiscal (Estudio Comparado y 
aplicación al caso peruano.  El Fiscal en el nuevo proceso penal), pag.43.  
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oportunidad o acuerdo reparatorio) a diferencia de los últimos que tienen a su cargo 
casos de mayor complejidad que por su naturaleza y complejidad ameritan ser 
investigados, a fin de reunir los elementos de convicción necesarios para un  juicio 
oral.  
 
Esta renovada función fiscal implica planificar el trabajo y orientarlo hacia los 
resultados esperados en términos de eficiencia, eficacia, transparencia y calidad de 
servicio a favor del ciudadano, por ello la figura del Despacho Provincial 
Coordinador, se encuentra a cargo del monitoreo, seguimiento, y administración de 
los flujos de carga procesal que se asigna a cada fiscal, en cada distrito judicial.  
 
Pero este proceso, no solo debe ser de carácter permanente, sino que presenta 
una doble manifestación, (vertical y horizontal), vertical cuando se ejerce el control 
desde el nivel superior hacia el menor nivel (Fiscal de la Nación, Fiscal Presidente 
de Junta de Fiscales, Fiscal Superior Coordinador, Fiscales Provinciales 
Coordinadores, Fiscales Provinciales hasta los Fiscales Adjuntos Provinciales); a 
nivel horizontal cuando se ejerce el control entre pares: Desde los Fiscales 
Superiores Coordinadores, Fiscales Superiores, Fiscales Provinciales 
Coordinadores y Fiscales Provinciales de una misma unidad fiscal penal, cuyas 
finalidades involucran a responsables, colaboradores y la organización. 
 
3. ANTECEDENTES INVESTIGATIVOS 
 
Efectuada la revisión bibliográfica correspondiente, en la relación de tesis que obra 
en la biblioteca de la Escuela de Post Grado de la Universidad Católica Santa 
María, se aprecia que no existe trabajo de investigación sobre el objeto materia de 
investigación que desarrollaremos. De la misma forma, revisada la página web de la 
Asamblea Nacional de Rectores en la sección “Catálogo de Tesis”, no hemos 




4.1. Determinar las causas de vulneración del derecho al plazo razonable durante la 
investigación preparatoria con prisión preventiva en las Fiscalías Penales 




4.2. Establecer los principales efectos que produce la vulneración del derecho al 
plazo razonable durante la investigación preparatoria con prisión preventiva en el 




Principio: Dado que, de acuerdo a la nueva normatividad procesal penal vigente en 
la ciudad de Arequipa, el Ministerio Público dirige la investigación preparatoria 
desde las diligencias preliminares, con plena autonomía e iniciativa; el Fiscal debe 
ejercer tal función en estricta observancia a los principios y garantías 
constitucionales y el respeto de los derechos fundamentales de los justiciables, más 
aun, cuando el investigado se encuentra privado de su libertad 
 
Hipótesis: Es probable que, prácticas jurídico procesales inadecuadas del 
investigado privado preventivamente de su libertad y del Fiscal en la conducción de 
la investigación preparatoria, así como, circunstancias administrativas negativas 
estén vulnerando el derecho al plazo razonable, lo que estaría generando 
consecuencias negativas en el sistema de administración de justicia penal, como 
son la inseguridad jurídica en el sistema de justicia penal y la desconfianza del 
ciudadano arequipeño en el nuevo modelo procesal penal que se viene 



















I PLANTEAMIENTO OPERACIONAL 
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investigado con 
prisión 




 Presentación de recursos 
y escritos ineficaces y sin 
fundamento. 
 
 Obstaculización en la 
entrega de información 
necesaria para la 
investigación. 
 
 Frustración injustificada 
de diligencias a nivel 
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 Excesiva duración en la 
resolución de recursos y 
escritos presentados por 
las partes. 
 
 Ineficacia de 




 Ineficacia de 
apercibimientos ante la 
demora en la entrega de 
información por parte  de 
otras entidades. 
 
 Realización de diligencias 
inidóneas e 
inconducentes al 
esclarecimiento de los 
hechos. 
 
 Escaso apoyo policial en 
la realización de 
diligencias preparatorias. 
 
 Demora en la obtención 
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 Inseguridad jurídica en el 
sistema de administración 
de justicia penal  
 
 Desconfianza del 
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1. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS: 
 
1.1. Para la variable: Causas de Vulneración del Derecho al Plazo Razonable 
durante la Investigación Preparatoria con prisión preventiva, se empleará la 
técnica de la observación documental y de campo, utilizándose fichas 
bibliográficas  y documentales (Anexo Nº 01 y 02), en las que se anotarán 
las normas legales de carácter nacional e internacional, Jurisprudencia 
Nacional e internacional, resoluciones del Tribunal Constitucional Peruano, 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos y doctrina; la  Ficha de Recolección de Datos (Anexo 
No 3), en las que se registraran los datos obtenidos de las Carpetas 
Fiscales; y, finalmente, la Cedula de Recolección de Datos mediante la cual 
se aplicara la encuesta (Anexo No 4).  
 
1.2. Para la variable: Efectos de la vulneración del Derecho al Plazo Razonable 
en la Investigación Preparatoria con prisión preventiva, se empleará la 
técnica de la observación documental, utilizándose fichas bibliográficas  y 
documentales (Anexo Nº 01 y 02), en las que se anotarán las normas 
legales y jurisprudencia Nacional, Resoluciones del Tribunal Constitucional 
Peruano, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos y doctrina; y, la Cédula de Recolección de 
Datos mediante la cual se aplicara la encuesta (Anexo No 5). 
 
2. CAMPO DE VERIFICACIÓN: 
 
2.1. Ubicación Espacial 
La investigación se efectuara sobre las carpetas fiscales y Fiscales de las 
tres Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa, cuya jurisdicción 
comprende: Los distritos de Arequipa, Cerro Colorado, Cayma, Alto Selva 
Alegre, Yanahuara, José Luis Bustamante y Rivero, Yura, Mollebaya, 
Quequeña, Yarabamba, Santa Rita de Siguas, San Juan de Siguas, 
Uchumayo, Vítor,  y la Joya. 
 
2.2. Ubicación Temporal 
Para ello, hemos considerado el estudio de las carpetas fiscales ingresadas 
a las tres Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa de Enero a Diciembre 
del 2012, que serán analizadas desde fines del 2013 y principios del 2014, a 
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fin de realizar una evaluación global de procesos concluidos, y obtener 
resultados integrales después de más de cuatro años de implementación del 
Nuevo Código Procesal Penal. 
 
2.3. Unidades de Estudio 
a) De la Investigación Documental: 
Las unidades de estudio están constituidas por las Carpetas Fiscales 
ingresadas a la tres Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa de Enero a 
Diciembre del 2012, en las cuales se ha de determinar si se ha producido o 
no la vulneración del derecho al plazo razonable durante la investigación 
preparatoria con prisión preventiva y sus causas; pero, también por la 
Constitución, el Código Procesal Constitucional, Código Procesal Penal del 
2004, los Convenios y Tratados  Internacionales en materia de Derechos 
Humanos de los que el Perú es parte, las Sentencias de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos y del propio Tribunal Constitucional Peruano. 
 
b) De la Investigación de Campo: 
Las unidades de estudio están constituidas por la aplicación de dos cédulas 
de recolección de datos (encuestas); la primera, formulada a fiscales 
adjuntos y provinciales de la 1ª, 2ª y 3ª Fiscalías Penales Corporativas de 
Arequipa que tienen a su cargo casos en los que se determine la 
vulneración del derecho al plazo razonable, con la finalidad de establecer las 
circunstancias administrativas negativas que se presentaron durante el año 
2012 como causa de vulneración del derecho al plazo razonable; y, la 
segunda, formulada a los Fiscales Adjuntos y Provinciales de la 1ª, 2ª y 3ª 
Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa que tienen a su cargo 
investigaciones penales con investigados con prisión preventiva ingresados 
durante el año 2012, para determinar los principales efectos de la 
vulneración del derecho al plazo razonable en el sistema de administración 
de justicia penal.  
 
3. ESTRATEGIAS DE RECOLECCIÓN DE DATOS: 
 
Los datos serán recogidos a partir de las Carpetas Fiscales y encuestas formuladas 
a los fiscales de las tres Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa, empleándose 
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para tal efecto, en el primer caso, las fichas documentales; y, en el segundo, dos 
encuestas.   
 
Además, se tomara debida nota de la legislación y jurisprudencia, nacional e 
internacional a través del sistema de fichaje. 
 
Modo: Se efectuará personalmente por la suscrita, teniendo en cuenta que se 
examinaran las Carpetas Fiscales con prisión preventiva ingresadas de Enero a 
Diciembre del 2012 a las tres Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa y se 
encuestara a Fiscales Adjuntos y Provinciales de estas tres Fiscalías Penales que 
tengan a su cargo casos en los que se determine la vulneración del derecho al 
plazo razonable y aquellos que tengan bajo su dirección investigaciones penales 
con investigados con prisión preventiva ingresadas durante el año 2012 a las tres 
fiscalías penales. 
 
En este sentido, el universo estará conformado por la totalidad de carpetas fiscales 
con prisión preventiva ingresadas en el periodo de Enero a Diciembre del 2012 a 
las tres Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa, la misma que superan las 50 y 
por la totalidad de fiscales de las tres Fiscalías Penales Corporativas de Arequipa 
que tienen a su cargo carpetas fiscales con investigados privados preventivamente 
de su libertad, número que se prevé también será superior a 50 encuestados, y 
además, por los fiscales a cargo de casos en los que se ha vulnerado el derecho al 
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FICHA DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
 
PRIMERA, SEGUNDA Y TERCERA FISCALÍAS PENALES 
CORPORATIVAS DE AREQUIPA 
   
 
                                                                                     CASO Nro. :  
 
FPPCA Nro.                                  Distrito Fiscal   AREQUIPA      Localidad:   AREQUIPA  
Despacho No:    Investigación    Decisión Temprana 
                                                                                                                                                 
1. Investigación Preliminar: 
a) Fecha de Inicio: 
b) Fecha de Detención: 
 
2. Investigación Preparatoria:  
a) Fecha de Formalización: 
b) Fecha de Prórroga:  
c) Fecha de Disposición de Complejo: 
d) Fecha de Prórroga de Complejo:     
e)  Fecha de Conclusión:  
 
3. Prisión Preventiva:  
a) Plazo Inicial de Prisión Preventiva:    
b) Ampliación de Prisión Preventiva:  
c) Prórroga de Prisión Preventiva:  
d) Estado Actual  
 
4. Etapa Intermedia: 
a) Fecha de Acusación: 
b) Fecha de Sobreseimiento:  
 
5. Juicio Oral: 
a) Fecha de Sentencia Condenatoria: 
a. Pena Impuesta :  
b. Reparación Civil:  
 





6. Criterios de Determinación de Vulneración del Derecho Al Plazo Razonable 
 
a) Complejidad del Objeto a Investigar 
 
 Número de hechos  
 Naturaleza del delito  
 Número de Personas Investigadas  
 Número de Personas Agraviadas  
 Número de Pericias y/o Exámenes Especiales  
 Tiempo máximo que duro la obtención de Información requerida a 
otras entidades en la investigación preliminar 
 
 Tiempo máximo que duro la obtención de Información requerida a 












b) Actuación del Investigado  
 
 Ocultamiento o negativa a entregar información relevante para la 
investigación 
 
 Número de recursos y/o solicitudes declarados infundados o 
improcedentes  
 















c) Actividad del Fiscal a cargo de la Investigación 
 
 Tiempo máximo que duro la resolución de recursos presentados  
 Tiempo máximo que duro la resolución de escritos presentados  
 Tipo de apercibimientos dispuestos ante la inconcurrencia a 
citaciones fiscales (ninguno-conducción compulsiva) 
 
 Tipo de apercibimientos dispuestos ante la demora en la entrega 
de información solicitada a otras entidades 
 
 Número de diligencias impertinentes, inidóneas  y/o inconducentes 
al esclarecimiento de los hechos  
 
 Número de diligencias preliminares con apoyo de la PNP  





































ANEXO Nº 04 






Se encuestara a los fiscales que se encuentren a cargo de casos en los que se ha 
vulnerado el derecho al plazo razonable a fin de que precisen que circunstancias 
administrativas causan la vulneración del derecho al plazo razonable  
 
 
CARPETA FISCAL No          -2012 
 
 
1. ¿CUÁL ES EL CARGO QUE OCUPÓ DURANTE EL AÑO 2012? 
 
a) Fiscal Adjunto Provincial  
b) Fiscal Provincial 
  
2. ¿EN QUÉ TIPO DE DESPACHO LABORO UD. DURANTE EL AÑO 2012?  
 
a) Despacho de Investigación     
b) Despacho de Decisión Temprana     
 
3. ¿CUÁNTAS CARPETAS FISCALES EN PROMEDIO TRAMITO DURANTE EL 
AÑO 2012? 
 
A) 0-20      
B) 20-40       
C) 40-60      
D) 60-80      
E) 80-100      
F) 100-120      
G) 120-140   
H)   Mas de 140 
 
4. DE ACUERDO A SU EXPERIENCIA: ¿CUÁNTOS CASOS CONSIDERA QUE 
RAZONABLEMENTE DEBE CONDUCIR PARA LLEVAR ADECUADAMENTE 
LAS INVESTIGACIONES PENALES?  
 
A) 0-20      
B) 20-40      
C) 40-60      
D) 60-80 





5. ¿CONSIDERA SUFICIENTE EL PERSONAL ADMINISTRATIVO CON EL QUE 
CONTO DURANTE EL AÑO 2012?  
 
A) SI 








6. ¿CONSIDERA UD. SUFICIENTE EL MATERIAL LOGÍSTICO QUE LE HA SIDO 
ASIGNADO DURANTE EL AÑO 2012? 
 
A) SI 









7. ¿CONSIDERA UD. ADECUADA LA INFRAESTRUCTURA QUE SE LE HA 
BRINDADO PARA LABORAR DURANTE EL AÑO 2012? 
 
A) SI 












ANEXO Nº 05 





Se encuestara a los fiscales que se encuentren a cargo de casos con requerimiento de 
prisión preventiva a fin de determinar los principales efectos provocados por la vulneración 
del derecho al plazo razonable en el sistema de administración de justicia penal 
 
 
c. ¿CONSIDERA UD. QUE LA VULNERACIÓN DEL DERECHO AL PLAZO 
RAZONABLE DURANTE LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA PRODUCE 
EFECTOS NEGATIVOS EN EL SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 





d. DE SER EL CASO, ¿CUANDO SE PRODUCEN LOS EFECTOS NEGATIVOS 
MÁS GRAVOSOS PARA EL SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 
PENAL, CON LA VULNERACIÓN DEL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE 
DURANTE LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA? 
 
a. Cuando el o los investigados se encuentran con prisión preventiva. 
b. Cuando el o los investigados se encuentran en libertad. 
 
e. EN SU OPINIÓN ¿CUÁL ES EL EFECTO MAS IMPORTANTE DE LA 
VULNERACIÓN DEL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE DURANTE LA 
INVESTIGACIÓN PREPARATORIA CON UN INVESTIGADO CON PRISIÓN 
PREVENTIVA?  
a. Inseguridad jurídica en el sistema de administración de justicia penal. 
b. Desconfianza del ciudadano Arequipeño en el nuevo modelo procesal penal. 
 
f. ¿CUÁL ES LA PRINCIPAL RAZON POR LA QUE CONSIDERA QUE LA 
INSEGURIDAD JURÍDICA EN EL SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 
PENAL ES EL EFECTO NEGATIVO MAS IMPORTANTE OCASIONADO POR LA 
VULNERACIÓN DEL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE DURANTE LA 
INVESTIGACIÓN PREPARATORIA CON INVESTIGADOS CON PRISIÓN 
PREVENTIVA? 
  
a. Porque se desnaturalizan instituciones jurídicas como la prisión preventiva 
(medida cautelar temporal), convirtiéndola en una condena anticipada 
debido al excesivo plazo utilizado en la investigación.  
 
b. Porque, la dilación en la investigación quebranta otros derechos conexos al 
plazo razonable proclamados por nuestro sistema jurídico, como la 
presunción de inocencia y la libertad personal (ambulatoria) del investigado. 
 
c. Porque, no existe una acción restablecedora para las víctimas que proteja 
de manera efectiva su derecho de acceso a la justicia y a una reparación, 
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adecuada,  justa y oportuna por el daño ocasionado, por el contrario se la re 
victimiza con la dilación en el proceso.  
 
g. ¿CUÁL ES LA PRINCIPAL RAZÓN POR LA QUE CONSIDERA QUE LA 
DESCONFIANZA DEL CIUDADANO AREQUIPEÑO EN EL NUEVO MODELO DE 
PROCESAL PENAL ES EL EFECTO NEGATIVO MAS IMPORTANTE 
OCASIONADO POR LA VULNERACIÓN DEL DERECHO AL PLAZO 
RAZONABLE DURANTE LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA CON 
INVESTIGADOS CON PRISIÓN PREVENTIVA?   
   
a. Porque la constante insatisfacción de los ciudadanos arequipeños  frente a 
un nuevo modelo procesal penal ineficiente, ineficaz e inefectivo, provoca 
que ejerzan justicia por mano propia, deslegitimando el sistema de 
administración de justicia. 
 
b. Porque se desacredita el nuevo modelo procesal penal cuando la duración 
irrazonable de las investigaciones penales afecta la dignidad del justiciable, 
su salud física y psicológica, que repercute en su vida personal, familiar, 
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ANEXOS No 07 
 




























































































PERSONAL ASIGNADO FÍSICAMENTE A LAS FISCALÍAS PROVINCIALES 








































































































































   
 












































DIARIO LA REPÚBLICA  
 
(Jueves, 08 de Enero del 2015) 
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